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RAMA LEGISLATIVA DEL PODER PUBLICO

SENADO DE LA REPUBLICA
PONENCIAS

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 106 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba la Resolución número AG-1/98 que 
modifica el convenio constitutivo del Banco Centroamericano de 
Integración Económica, BCIE, adoptada por la Asamblea de 
Gobernadores del Banco, celebrada en la ciudad de Antigua Guatemala, 
República de Guatemala, el día treinta y uno (31) de marzo de mil 

novecientos noventa y ocho (1998).
Honorable Senador:
LUIS ALFREDO RAMOS
Presidente
Senado de la República
Señor Presidente:
Dando cumplimiento con el honroso cargo que se me hiciera como 

ponente del Proyecto de ley número 106 de 2002 Senado, “por medio de 
la cual se aprueba la Resolución número AG-1/98 que modifica el convenio 
constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica, BCIE, 
adoptada por la Asamblea de Gobernadores del Banco”, celebrada en la 
ciudad de Antigua Guatemala, República de Guatemala, el día treinta y uno 
(31) de marzo de mil novecientos noventa y ocho (1998) presento ponencia 
para segundo debate de la siguiente forma:

El siguiente proyecto busca ratificar las modificaciones hechas al 
convenio que crea el Banco Centroamericano de Integración Económica, 
BCIE, entidad que tiene por objeto promover una estrategia de integración 
económica -fomentando el comercio intrarregional-, así como de 
desarrollo económico para los países de la región, a través de créditos 
otorgados tanto a los estados miembro como a los extrarregionales. Estos 
prestamos han sido utilizados especialmente en proyectos de fomento a 
las exportaciones, protección al medio ambiente, turismo y políticas de 
desarrollo social, así como planes de modernización del sector 
agropecuario, energético y de telecomunicaciones.

A partir de 1991, el BCIE abrió sus créditos al sector privado, 
canalizando recursos por medio del sistema bancario y financiero 
regionales que actúan como intermediarios. Desde 1993 empezó a 
financiar directamente proyectos del sector privado. De igual forma, el 
Banco ha estado fomentando la investigación y el desarrollo de nuevos 
productos y servicios financieros que permitan optimizar las nuevas 
oportunidades que brindan los mercados.

Colombia siempre ha estado interesada en promover los acuerdos 
regionales de integración y todas las iniciativas que se tengan en este 
respecto, de manera que por medio de la Ley 213 del 26 de octubre de 
1995, se aprobó el “Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano 
de Integración Económica” suscrito en Managua el 13 de diciembre de 
1960 y el “Protocolo de Reformas al Convenio Constitutivo del Banco 
Centroamericano de Integración Económica” suscrito en Managua el 2 
de septiembre de 1989 como apoyo a la iniciativa centroamericana y con 
el ánimo de hacer parte también de dicho proyecto.

En abril de 1997, Colombia se convirtió en un socio extrarregional del 
BCIE, aportando un capital de US$57.6 millones, pudiendo contar desde 
entonces con voz y voto dentro del Banco.

Analizando la coyuntura internacional, en especial bajo el marco de la 
globalización y de la integración de mercados, el BCIE ha visto la 
necesidad de realizar algunas reformas en su estructura para poder 
aprovechar de la mejor forma posible, las nuevas circunstancias. Los 
principales cambios radican en:

a) Ampliar los beneficios para los países que se encuentran fuera de 
la región, así como la admisión de entidades de derecho internacional 
como socios extrarregionales;

b) El establecimiento de una reserva de capital para colocar allí las 
utilidades del Banco;

c) Cambios en la estructura de capital, reservas y recursos de cada uno 
de los socios;

d) Modificaciones en el funcionamiento de la Asamblea de 
Gobernadores, del Directorio y la administración del Banco;

e) Se establecen nuevos requisitos para obtener garantías y prestamos 
del Banco a personas naturales o jurídicas públicas o privadas.

Proposición
Con fundamento en lo anterior, solicito se dé paso a segundo debate en la 

Plenaria de Senado al Proyecto de ley 106 de 2002 Senado, “por medio de la 
cual se aprueba la Resolución número AG-1/98 que modifica el convenio 
constitutivo del Banco Centroamericano de Integración Económica, BCIE, 
adoptada por la Asamblea de Gobernadores del Banco”, celebrada en la 
ciudad de Antigua Guatemala, República de Guatemala, el día treinta y uno 
(31) de marzo de mil novecientos noventa y ocho (1998).

Jeremías Carrillo Reina, 
Senador de la República.
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TE X T O S DE F IN I T IV O S
TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 56 

DE 2002 SENADO, 55 DE 2002 CAMARA
por la cual se reforman algunas disposiciones del Sistema General de 
Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones 

sobre los regímenes pensiónales exceptuados y especiales.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
— ' ‘ ' 1 de la Ley 100 de 1993 quedara así:Artículo Io. El artículo

Artículo 11. Campo de aplicación. El Sistema General de Pensiones 
consagrado en la presente 
territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los 
derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y 
establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, 
acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes a la fecha 
de vigencia de esta ley hayán cumplido los requisitos para acceder a una 
Pensión o se encuentren 
sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial 
en todos los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado en 
general.

Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que les asiste a 
las partes y que el tribunal d|e arbitramento dirima las diferencias entre las 
partes.

Artículo 2o. Se modifican los literales a), e), i), del artículo 13 de la Ley 
100 de 1993 y se adiciona dicho artículo con los literales 1), m), n), o) y 
p), todos los cuales quedarán así:

Artículo 13. Características del Sistema General de Pensiones.
a) La afiliación es obligatoria para todos los trabajadores dependientes 

e independientes;
e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el 

régimen de pensiones que 
inicial, estos sólo podrán t’asladarse de régimen por una sola vez cada 
cinco (5) años, contados a f artir de la selección inicial. Después de un (1) 
año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá trasladarse de 
régimen cuando le faltaren ' 
para tener derecho a la peif

i) El Fondo de Solidaridad Pensional estará destinado a ampliar la 
cobertura mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus 
características y condicior es socioeconómicas, no tienen acceso a los 
sistemas de seguridad social, tales como trabajadores independientes o 
desempleados, artistas, deportistas, madres comunitarias y discapacitados.

Créase una subcuenta 
pensional, destinado a la 
indigencia o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo 
origen, monto y regulación 
a esta protección será en todo caso tres (3) años inferior a la que rija en 
el sistema general de penst

l) En ningún caso a partir de la vigencia de esta ley, podrán sustituirse 
semanas de cotización o 
servicios con el cumplimiento de otros requisitos distintos a cotizaciones 
efectivamente realizadas c 
antes del reconocimiento 
pensiones del Sistema General que no correspondan a tiempos de 
servicios efectivamente p estados o cotizados, de conformidad con lo 
previsto en la presente ley. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en 
pactos o convenciones colectivas de trabajo;

m) Los recursos del Sistema General de Pensiones están destinados 
exclusivamente a dicho sistema y no pertenecen a la Nación, ni a las 
entidades que los adminis

n) El Estado es responso ble de la dirección, coordinación y control del 
Sistema General de Pehs ones y garante de los recursos pensiónales 
aportados por 
destinación exclusiva, efusjtodia y administración.

ley se aplicará a todos los habitantes del

:nsionados por jubilación, vejez, invalidez,

prefieran. Una vez efectuada la selección

diez (10) años o menos para cumplir la edad 
isión de vejez;

es socioeconómicas, no tienen acceso a los

de subsistencia del Fondo de Solidaridad 
protección de las personas en estado de

se establece en esta ley. La edad para acceder

ones para los afiliados;

abonarse semanas cotizadas o tiempo de

tiempo de servicios efectivamente prestados 
de la pensión. Tampoco podrán otorgarse

:ran;

ral de Pens ones y garante de los recursos pensiónales 
los afiliado>, en los términos de esta ley y controlará su

La Nación podrá, a partir de la vigencia de la presente ley, asumir 
gradualmente el pago de las prestaciones y mesadas pensiónales de los 
pensionados que adquirieron su derecho con anterioridad al 4 de julio de 
1991, en los nuevos departamentos creados en virtud del artículo 309 de 
la Constitución Nacional;

o) El sistema general de pensiones propiciará la concertación de los 
diversos agentes en todos los niveles;

p) Los afiliados que al cumplir la edad de pensión no reúnan los demás 
requisitos para tal efecto, tendrán derecho a una devolución de saldos o 
indemnización sustitutiva de acuerdo con el régimen al cual estén 
afiliados y de conformidad con lo previsto en la presente ley;

q) Los costos de administración del sistema general de pensiones 
permitirán una comisión razonable a las administradoras y se determinarán 
en la forma prevista en la presente ley.

Artículo 3o. El artículo 15 de la Ley 100 de 1993, quedará así:
Artículo 15. Afiliados. Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:
1. En forma obligatoria:
Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o 

como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten 
directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector 
privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o 
cualquier otra modalidad de servicios que adopten, los trabajadores 
independientes y los grupos de población que por sus características o 
condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser beneficiarios de 
subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las 
disponibilidades presupuéstales.

También serán afiliados en forma obligatoria al Sistema General de 
Pensiones creado por la Ley 100 de 1993, y se regirán por todas las 
disposiciones contenidas en esta ley para todos los efectos, los servidores 
públicos que ingresen a Ecopetrol, a partir de la vigencia de la presente ley.

Durante los tres (3) años siguientes a la vigencia de esta ley, los 
servidores públicos en cargos de carrera administrativa, afiliados al 
régimen de prima media con prestación definida deberán permanecer en 
dicho régimen mientras mantengan la calidad de tales. Así mismo 
quienes ingresen en por primera vez al Sector Público en cargos de 
carrera administrativa estarán obligatoriamente afiliados al Instituto de 
los Seguros Sociales, durante el mismo lapso.

Parágrafo 1 °. En el caso de los trabajadores independientes se aplicarán 
los siguientes principios:

a) El ingreso base de cotización no podrá ser inferior al salario mínimo 
y deberá guardar correspondencia con los ingresos efectivamente 
percibidos por el afiliado. De tal manera que aquellos que posean 
capacidad económica suficiente, efectúen los aportes de solidaridad 
previstos en esta ley;

b) Podrán efectuarse pagos anticipados de aportes;
c) El Gobierno Nacional establecerá un sistema de descuento directo 

de aportes para permitir el pago directo de los mismos;
d) Las administradoras no podrán negar la afiliación de los trabajadores 

independientes ni exigir requisitos distintos de los expresamente previstos 
por las normas que las rigen;

e) Los aportes podrán ser realizados por terceros a favor del afiliado 
sin que tal hecho implique por sí solo la existencia de una relación laboral;

f) Para verificar los aportes, podrán efectuarse cruces con la información 
de las autoridades tributarias y, así mismo, solicitarse otras informaciones 
reservadas, pero en todo caso dicha información no podrá utilizarse para 
otros fines.

2. En forma voluntaria:
Todas las personas naturales residentes en el país y los colombianos 

domiciliados en el exterior, que no tengan la calidad de afiliados 
obligatorios y que no se encuentren expresamente excluidos por la 
presente ley.
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Los extranjeros que en virtud de un contrato de trabajo permanezcan 
en el país y no estén cubiertos por algún régimen de su país de origen o 
de cualquier otro.

Parágrafo. Las personas a que se refiere el presente artículo podrán 
afiliarse al régimen por intermedio de sus agremiaciones o asociaciones, 
de acuerdo con la reglamentación que para tal efecto se expida dentro de 
los tres meses siguientes a la vigencia de esta ley.

Artículo 4o. El artículo 17 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 17. Obligatoriedad de las Cotizaciones. Durante la vigencia 

de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios, deberán 
efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general 
de pensiones por parte de los afiliados, los empleadores y contratistas con 
base en el salario o ingresos por prestación de servicios que aquellos 
devenguen.

La obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los 
requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado 
se pensione por invalidez o anticipadamente.

Lo anterior sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar 
efectuando el afiliado o el empleador en los dos regímenes.

Artículo 5o. El inciso 4o y parágrafo del artículo 18 de la Ley 100 de 
1993 quedarán así:

Artículo 18. Base de Cotización. La base para calcular las cotizaciones 
a que hace referencia el artículo anterior, será el salario mensual.

El salario base de cotización para los trabajadores particulares será el 
que resulte de aplicar lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo.

El salario mensual base de cotización para los servidores del sector 
público será el que señale el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley 4a de 1992.

El límite de la base de cotización será de veinticinco (25) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes para trabajadores del sector público 
y privado. Cuando se devenguen mensualmente más de veinticinco (25) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes la base de cotización será 
reglamentada por el Gobierno Nacional y podrá ser hasta de 45 salarios 
mínimos legales mensuales para garantizar pensiones hasta de veinticinco 
(25) salarios mínimos legales.

Las cotizaciones de los trabajadores cuya remuneración se pacte bajo 
la modalidad de salario integral se calculará sobre el 70% de dicho 
salario.

En todo caso, el monto de la cotización mantendrá siempre una 
relación directa y proporcional al monto de la pensión.

Parágrafo 1 °. En aquellos casos en los cuales el afiliado perciba salario 
de dos o más empleadores, o ingresos como trabajador independiente o 
por prestación de servicios como contratista, en un mismo período de 
tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efectuadas en forma 
proporcional al salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, y estas 
se acumularán para todos los efectos de esta ley sin exceder el tope legal. 
Para estos efectos, será necesario que las cotizaciones al sistema de salud 
se hagan sobre la misma base.

En ningún caso el ingreso base de cotización podrá ser inferior a un 
salario mínimo legal mensual vigentes. Las personas que perciban 
ingresos inferiores al salario mínimo legal mensual vigente, podrán ser 
beneficiarías del Fondo de Solidaridad Pensional, a efectos de que este 
le complete la cotización que les haga falta y hasta un salario mínimo 
legal mensual vigente, de acuerdo con lo previsto en la presente ley.

Artículo 6o. El artículo 19 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 19. Base de Cotización de los Trabajadores Independientes. 

Los afiliados al sistema que no estén vinculados mediante contrato de 
trabajo, contrato de prestación de servicios o como servidores públicos, 
cotizarán sobre los ingresos que declaren ante la entidad a la cual se 
afilien, guardando correspondencia con los ingresos efectivamente 
percibidos.

Cuando se trate de personas que el Gobierno Nacional haya determinado 
que deban ser subsidiadas temporalmente en sus aportes, deberán cubrir 
la diferencia entre la totalidad del aporte y el subsidio recibido.
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En ningún caso la base de cotización podrá ser inferior al salario 
mínimo legal mensual vigente.

Artículo 7o. El artículo 20 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 20. Monto de las cotizaciones. La tasa de cotización continuará 

en el 13.5% del ingreso base de cotización.
En el régimen de prima media con prestación definida el 10.5% del 

ingreso base de cotización se destinará a financiar la pensión de vejez y 
la constitución de reservas para tal efecto. El 3% restante sobre el ingreso 
base de cotización se destinará a financiar los gastos de administración 
y la pensión de invalidez y sobrevivientes.

En el régimen de ahorro individual con solidaridad el 10% del ingreso 
base de cotización se destinará a las cuentas individuales de ahorro 
pensional. Un 0.5% del ingreso base de cotización se destinará al Fondo 
de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad y el 3% restante se destinará a financiar los gastos de 
administración, la prima de reaseguros de Fogafín y las primas de los 
seguros de invalidez y sobrevivientes.

A partir del 1 ° de enero del año 2004 la cotización se incrementará en 
un uno por ciento (1 %) sobre el ingreso base de cotización. Adicionalmente, 
a partir del Io de enero del año 2005 la cotización se incrementará en 
medio por ciento (0.5%) y otro medio punto (0.5%) en el año 2006. A 
partir del 1 ° de enero del año 2008, el Gobierno Nacional podrá incrementar 
en un (1%) punto adicional la cotización por una sola vez, siempre y 
cuando el crecimiento del producto interno bruto sea igual o superior al 
4% en promedio durante los dos (2) años anteriores.

El incremento de la cotización se destinará en el régimen de prima 
media al pago de pensiones y a la capitalización de reservas pensiónales.

En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, el incremento 
que se realice en el año 2004 se destinará al Fondo de Garantía de Pensión 
Mínima del régimen de ahorro individual. Los incrementos que se 
realicen a partir de 2005 se destinarán a las cuentas individuales de ahorro 
pensional. Quinquenalmente y con base en los estudios financieros y 
actuariales que se realicen para tal fin, el gobierno redistribuirá los 
incrementos de cotización previstos en este artículo entre el Fondo de 
Garantía de la Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual y las 
cuentas de ahorro pensional.

La reducción en los costos de administración y las primas de los 
seguros de invalidez y sobrevivientes deberá abonarse como un mayor 
valor en las cuentas de ahorro pensional de los trabajadores afiliados al 
régimen de ahorro individual o de las reservas en el ISS, según el caso.

Los empleadores pagarán el 75% de la cotización total y los trabajadores 
el 25% restante.

En ningún caso en el régimen de prima media se podrán utilizar 
recursos de las reservas de pensión de vejez, para gastos administrativos 
u otros fines distintos.

Para financiar las pensiones de invalidez y de sobrevivientes de los 
actuales y futuros afiliados al ISS se podrán trasladar recursos de las 
reservas de pensión de vejez a las de invalidez y sobrevivientes.

El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de las cuentas 
separadas en el Instituto de Seguros Sociales y demás entidades 
administradoras de prima media, de manera que en ningún caso se puedan 
utilizar recursos de las reservas de pensión de vejez para gastos 
administrativos u otros fines distintos de pagar pensiones.

Los afiliados que tengan un ingreso mensual igual o superior a cuatro 
(4) salarios mínimos mensuales legales vigentes, tendrán a su cargo un 
aporte adicional de un uno por ciento (1%) sobre el ingreso base de 
cotización destinado al Fondo de Solidaridad Pensional, de conformidad 
con lo previsto en la presente ley en los artículos 25 y siguientes de la Ley 
100 de 1993.

Los afiliados con ingreso igual o superior a 16 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso 
base de cotización, así: de 16 a 17 smlmv de un 0.2%, de 17 a 18 smlmv 
de un 0.4%, de 18 a 19 smlmv, de un 0.6%, de 19 a 20 smlmv, de un 0.8%
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y superiores a 20 smlmv de 
de subsistencia del Fond 
presente ley.

La entidad a la cual e 
trasladar al Fondo de Solidí 
en los términos y condicic

Parágrafo 1°. Para efecl 
de los funcionarios que p 
Ministerio de Relaciones 1 
básica mensual y los fac 
vigentes para los cargos ec 
el ingreso base de liquic 
establecido en las normas 
planta intema, teniendo en

Parágrafo 2o. El Gobiei 
diciembre de 2003, una coi 
de varias asociaciones de a 
para que verifique, con ba 
afiliados al Sistema Gener 
el Fondo de Garantía de 
Individual, la suficiencia t

Artículo 8o. El artículo
Artículo 27. Recursos. 

siguientes fuentes de recú
1. Subcuenta de solid^i
a) El cincuenta por cié 

sobre la base de cotización 
pensiones cuya base de 
salarios mínimos legales i

b) Los recursos que ap< 
extensión de cobertura er 
o federaciones para sus d

c) Las donaciones que 
recursos, y en general los

d) Las multas a que se 
de 1993.

2. Subcuenta de Subs s
a) Los afiliados con in¡

1 % destinado exclusivamente a la subcuenta 
o de Solidaridad Pensional de que trata la 

sté cotizando el afiliado deberá recaudar y 
iridad Pensional los recursos correspondientes 
nes que señale el Gobierno Nacional, 
tos del cálculo del ingreso base de cotización 
restan sus servicios en la planta externa del 
interiores se tomará como base la asignación 
tores salariales establecidos en las normas 
[uivalentes de la planta interna. En todo caso, 
lición de estos servidores también será el 
vigentes para los cargos equivalentes en la 

menta los topes de pensión que sean aplicables, 
rao Nacional nombrará a más tardar el 31 de 
uisión de actuarios conformada por miembros 
letuarios si las hubiera o quien haga sus veces, 
se en los datos estadísticos de la población de 
a de Pensiones y a las reservas disponibles en

Pensión Mínima del Régimen de Ahorro 
écnica del fondo.
27 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
ti Fondo de Solidaridad Pensional tendrá las 

ros:
'i dad
rto (50%) de la cotización adicional del 1% 
, a cargo de los afiliados al sistema general de 
cotización sea igual o superior a cuatro (4) 
r ensuales vigentes;
3 ten las entidades territoriales para planes de 
sus respectivos territorios, o de agremiaciones 
i iados;
reciba, los rendimientos financieros de sus 

1 :más recursos que reciba a cualquier título, y 
r< ¡fieren los artículos 111 y 271 de la Ley 100 

t cncia.
ureso igual o superior a 16 salarios mínimos

mensuales legales vigeii ti s. tendrán un aporte adicional sobre su
ingreso base de cotizaciói. así: de 16 a 17 smlmv de un 0.2%. de 17
a 18 smlmv de un de 18 a 19 smlmv de un 0.6%. de 19 a 20
smlmv de un 0.8% v ssuperiores a 20 smlmv de 1% destinado
exclusivamente a la siibcuenta de subsistencia del Fondo de
Solidaridad Pensional <J<e que trata la presente lev;

b) El cincuenta (50%) c 
de cotización, a cargo de 
cuya base de cotización si 5 
legales mensuales vigente

c) Los aportes del pres i 
a los recaudados anual rr 
literales a y b anteriores, j 
fondo en la vigencia del a 
base en la variación del íh 
el DAÑE;

d) Los pensionados qu 
salarios mínimos légale 
contribuirán para el Fondc 
subsistencia en un 1 %, y 
mínimos contribuirán en

Parágrafo 1°. Para sei 
afiliados al ISS deberán s 
fondos de pensiones debe 
tengan un capital suficien

li: la cotización adicional del 1% sobre la base 
1 )s afiliados al sistema general de pensiones 
a igual o superior a cuatro (4) salarios mínimos 
%
p uesto nacional. Estos no podrán ser inferiores 
it nte por los conceptos enumerados en los 
i ise liquidarán con base en lo reportado por el 
fio inmediatamente anterior, actualizados con 
dice de precios al consumidor, certificado por

e devenguen una mesada superior a diez (10) 
s mensuales vigentes y hasta veinte (20) 
de Solidaridad Pensional para la subcuenta de 
os que devenguen más de veinte (20) salarios 
un 2% para la misma cuenta.

beneficiario del subsidio a los aportes, los 
er mayores de 55 años y los vinculados a los 
:ián ser mayores de 58, siempre y cuando no 
tj para financiar una pensión mínima.

Parágrafo 2o. Cuando quiera que los recursos que se asignan a la 
subcuenta de solidaridad no sean suficientes para atender los subsidios 
que hayan sido otorgados a la entrada en vigencia de esta ley, se destinará 
el porcentaje adicional que sea necesario de la cotización del uno por 
ciento que deben realizar quienes tengan ingresos iguales o superiores a 
cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales.

Artículo 9o. El artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 33. Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener 

el derecho a la Pensión de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes 
condiciones:

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o 
sesenta (60) años si es hombre.

A partir del Io de enero del año 2014 la edad se incrementará a 
cincuenta y siete (57) años de edad para la muj er, y sesenta y dos (62) años 
para el hombre.

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier 
tiempo.

A partir del Io de enero del año 2005 el número de semanas se 
incrementará en 50 y a partir del Io de enero de 2006 se incrementará en 
25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015.

Parágrafo Io. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere 
el presente artículo, se tendrá en cuenta:

a) El número de semanas cotizadas en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones;

b) El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, 
incluyendo los tiempos servidos en regímenes exceptuados;

c) El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores 
que antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el 
reconocimiento y pago de la pensión, siempre y cuando la vinculación 
laboral se encontrara vigente o se haya iniciado con posterioridad a la 
vigencia de la Ley 100 de 1993;

d) El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos 
empleadores que por omisión no hubieren afiliado al trabajador;

e) El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector 
privado que antes de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el 
reconocimiento y pago de la pensión.

En los casos previstos en los literales b), c), d) y e), el cómputo será 
procedente siempre y cuando el empleador o la caja, según el caso, 
trasladen, con base en el cálculo actuarial, la suma correspondiente del 
trabajador que se afilie, a satisfacción de la entidad administradora, el 
cual estará representado por un bono o título pensional.

Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no 
superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el 
peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su 
derecho. Los Fondos no podrán aducir que las diferentes cajas no les han 
expedido el bono pensional o la cuota parte.

Parágrafo 2o. Para los efectos de las disposiciones contenidas en la 
presente ley, se entiende por semana cotizada el período de siete (7) días 
calendario. La facturación y el cobro de los aportes se harán sobre el 
número de días cotizados en cada período.

Parágrafo 3o. Se considera justa causa para dar por terminado el 
contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, que el trabajador 
del sector privado o servidor público cumpla con los requisitos establecidos 
en este artículo para tener derecho a la pensión. El empleador podrá dar 
por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, 
cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las 
administradoras del sistema general de pensiones.

Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor 
público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener 
derecho a la pensión, si este no la solicita, el empleador podrá solicitar el 
reconocimiento de la misma en nombre de aquel.

Lo dispuesto en este artículo rige para todos los trabajadores o 
servidores públicos afiliados al sistema general de pensiones.



GACETA DEL CONGRESO 161 Lunes 14 de abril de 2003 Página 5

Parágrafo 4o. Se exceptúan de los requisitos establecidos en los 
numerales 1 y 2 del presente artículo, las personas que padezcan una 
deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que cumplan 55 
años de edad y que hayan cotizado en forma continua o discontinua 1.000 
o más semanas al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100 
de 1993.

La madre trabajadora cuyo hijo menor de 18 años padezca invalidez 
física o mental, debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este 
estado y continúe como dependiente de la madre, tendrá derecho a recibir 
la pensión especial de vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado 
al Sistema General de Pensiones cuando menos el mínimo de semanas 
exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez. 
Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza 
laboral. Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del 
menor inválido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condiciones 
establecidas en este artículo.

Artículo 10. El artículo 34 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 34. Monto de la Pensión de Vejez. El monto mensual de la 

pensión de vejez, correspondiente a las primeras 1.000 semanas de 
cotización, será equivalente al 65% del ingreso base de liquidación. Por 
cada 50 semanas adicionales a las 1.000 hasta las 1.200 semanas, este 
porcentaje se incrementará en un 2%, llegando a este tiempo de cotización 
al 73% del ingreso base de liquidación. Por cada 50 semanas adicionales 
a las 1.200 hasta las 1.400, este porcentaje se incrementará en 3% en lugar 
del 2%, hasta completar un monto máximo del 85% del ingreso base de 
liquidación.

El valor total de la pensión no podrá ser superior al 85% del ingreso 
base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima de que trata el artículo 
siguiente.

A partir del 1 ° de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas:
El monto mensual de la pensión correspondiente al número de 

semanas mínimas de cotización requeridas, será del equivalente al 65%, 
del ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho porcentaje se 
calculará de acuerdo con la fórmula siguiente:

r = 65.50 - 0.50 s, donde:
r =porcentaje del ingreso de liquidación
s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes
A partir del 2004, el monto mensual de la pensión de vejez será un 

porcentaje que oscilará entre el 65 y el 55% del ingreso base de 
liquidación de los afiliados, en forma decreciente en función de su nivel 
de ingresos calculado con base en la fórmula señalada. El Io de enero del 
año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 semanas. 
Adicionalmente, el Io de enero de 2006 se incrementarán en 25 semanas 
cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015.

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las 
mínimas requeridas, el porcentaje se incrementará en un 1.5% del ingreso 
base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el 80 
y el 70.5% de dicho ingreso, en forma decreciente en fiinción del nivel de 
ingresos de cotización, calculado con base en la fórmula establecida en 
el presente artículo.

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del 
ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima.

Artículo 11. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá 
derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que, conforme a 
lo dispuesto en el artículo anterior, sea declarado inválido y acredite las 
siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado 50 semanas en 
los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración 
y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del 25% del 
tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la 
fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado 50 semanas 
dentro de los tres años inmediatamente anteriores al hecho causante de la 
misma.

Parágrafo. Los menores de 20 años de edad solo deberán acreditar que 
han cotizado 26 semanas en el último año inmediatamente anterior al 
hecho causante de su invalidez o su declaratoria.

Artículo 12. El artículo 46 de la Ley 100 de 1993 quedará así:
Artículo 46. Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. 

Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o 

invalidez por riesgo común que fallezca, y
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que 

fallezca, siempre y cuando este hubiere cotizado cincuenta semanas 
dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento 
y se acrediten las siguientes condiciones:

a) Muerte causada por enfermedad: si es mayor de 20 años de edad, 
haya cotizado el veinticinco (25%) por ciento del tiempo transcurrido 
entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del 
fallecimiento;

b) Muerte causada por accidente: si es mayor de 20 años de edad, haya 
cotizado el veinte (20%) por ciento del tiempo transcurrido entre el 
momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento.

Parágrafo Io. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas 
mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su 
fallecimiento, sin que haya tramitado o recibido una indemnización 
sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de saldos de que trata 
el artículo 66 de esta ley, los beneficiarios a que se refiere el numeral 2 
de este artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los 
términos de esta ley.

El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir de la 
vigencia de la ley, cumplan con los requisitos establecidos en este 
parágrafo será del 80% del monto que le hubiera correspondido en una 
pensión de vejez.

Parágrafo 2o. Si la causa del fallecimiento es homicidio, se aplicará lo 
prescrito para accidente, y si es suicidio, se aplicará lo prescrito para 
enfermedad.

Artículo 13. Los artículos 47 y 74 quedarán así:
Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son 

beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:
a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha 
del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de 
que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el 
cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite deberá 
acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su 
muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años 
continuos con anterioridad a su muerte;

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, 
siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del 
causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con 
este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá 
una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá 
cotizar al sistema para obtener su propia pensión, con cargo a dicha 
pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a).

Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera 
permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a 
percibir parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del presente 
artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo 
de convivencia con el fallecido.

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del 
fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero 
permanente, la beneficiaría o el beneficiario de lapensión de sobreviviente 
será la esposa o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se 
mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación de hecho, la 
compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de 
lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo 
convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los 
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últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra cuota 
parte le corresponderá a 
conyugal vigente;

c) Los hijos menores 
hasta los 25 años, inc 

a cónyuge con la cual existe la sociedad

c 3 18 años; los hijos mayores de 18 años y 
ap acitados para trabajar por razón de sus 

estudios y si dependían ec 
su muerte, siempre y cuar

4r

onómicamente del causante al momento de 
do acrediten debidamente su condición de 
el mínimo de condiciones académicas queestudiantes y cumplan c

establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si dependían 
económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos 
adicionales, mientras sptsistan las condiciones de invalidez. Para 
determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el

de 1993;artículo 38 de la Ley 100
co mpañero o compañera permanente e hijos con 
arios los padres del causante si dependían 

económicamente de forma
compañero o compañera permanente, padres e 
+......................................................
íénte de este.

d) A falta de cónyuge, 
derecho, serán benefici

total y absoluta de este;

inte de este.

leí hermano inválido sea el establecido en el

o 65 de la Ley 100 de 1993 quedará así:

e) A falta de cónyuge, 
hijos con derecho, serán ber|eficiarios los hermanos inválidos del causante 
si dependían económicaim

Parágrafo. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo 
entre el padre, el hijo o 
Código Civil.

Artículo 14. El artícu
Artículo 65. Garantía c e Pensión Mínima de Vejez. En desarrollo de 

los artículos 13 y 48 de lfe Constitución Política, créase el Fondo de 
Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad, como un patri 
en primera instancia, la garantía de que trata este artículo. El Gobierno 
Nacional definirá el régu

nonio autónomo con cargo al cual se pagará,

m ;n de organización y administración de este 
fondo, así como la entidad

sí senta y dos (62) años de edad, si son hombres, 
si >on mujeres, no hayan alcanzado a generar la 
trata el artículo 35 de la Ley 100 de 1993, y

o entidades que lo administrarán.

Fondo de Garantía de Pensión Mínima del

Los afiliados que a los 
y cincuenta y siete (57), 
pensión mínima de que 
hubiesen cotizado por lo ícenos mil ciento cincuenta (1.150) semanas 
tendrán derecho a que el
Régimen de Ahorro Individ jal con Solidaridad, en desarrollo del principio 
de solidaridad, les comple :e la parte que haga falta para obtener dicha 
pensión.

A partir del 1 ° de enen> ( e 2009 el número de semanas se incrementará 
en veinticinco (25) semim is cada año hasta alcanzar 1.325 semanas de 
cotización en el 2015. A irtir del 2018 la edad se aumentará a 62 años 

los hombres.
P 

para las mujeres y 65 para
Artículo 14. Sistema ce registro único. Corresponde al Gobierno 

definir el diseño, organiza :ión y funcionamiento de:
a) El registro único de 1< s afiliados al sistema general de pensiones, al 

sistema de seguridad s )c al en salud, al sistema general de riesgos 
profesionales, al Sena, ICI 
de los beneficiarios de la n d de protección social. Dicho registro deberá 
integrarse con el registro ánico de aportantes y la inclusión de dicho 
registro será obligatorio par i acceder a los subsidios o servicios financiados

F, y a las Cajas de Compensación Familiar, y

lai
ta la integración de los pagos de cotizaciones 
entidades mencionadas en el inciso anterior,

in parte las entidades de seguridad social,

con recursos públicos a p; rtir de su vigencia;
b) El sistema que per n 

y aportes parafiscales a 
así como los demás aporte; previstos para el sistema de seguridad social 
y protección social. El sist ma será manejado por entidades de economía 
mixta de las cuales hí.g< 
autorizadas para manejar js recursos de la seguridad social, tendrá a su 
cargo también la liquida :ión, administración y procesamiento de la 
información corresponc ie ite;

c) El número único de dentificación en seguridad social integral y la 
protección social, el cua deberá ser registrado por todas las entidades que 
realicen las transacción js
establezca. Este número < ebe corresponder al número de la cédula de 

d< ntidad o registro civil de nacimiento.

que señale el Gobierno en la forma que este

ciudadanía o tarjeta de

Parágrafo. El Gobierno Nacional expedirá dentro de un término de dos 
(2) años contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley los 
decretos necesarios para desarrollar el sistema a que se refiere el presente 
artículo.

Artículo 15. El régimen pensional de los miembros del magisterio será 
regulado por ley.

Artículo 16. Facultades extraordinarias. De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, 
revístese por seis (6) meses al Presidente de la República de facultades 
extraordinarias para:

1. Expedir normas con fuerza de ley para reformar el régimen 
pensional del Presidente de la Republica.

En desarrollo de estas facultades, se autoriza al Presidente de la 
República para modificar el Ingreso Base de Cotización, la tasa de 
cotización, el Ingreso Base de Liquidación de la pensión de vejez, la edad 
para acceder a la pensión de vejez, el número de semanas de cotización, 
el régimen de transición, las condiciones y requisitos para acceder a las 
pensiones de invalidez y sobrevivencia, las personas que pueden acceder 
a la sustitución pensional y los beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes.

2. Expedir o modificar las normas relacionadas con el régimen legal 
para los trabajadores que laboran en actividades de alto riesgo y en 
particular para modificar y dictar las normas sobre las condiciones, 
requisitos y beneficios, incluyendo la definición de alto riesgo, conforme 
a estudios y criterios actuariales de medición de disminución de expectativa 
de vida saludable y ajustar las tasas de cotización hasta en 10 puntos, 
siempre a cargo del empleador, con el objeto de preservar el equilibrio 
financiero del sistema.

3. Expedir normas con fuerza de ley para reformar los regímenes 
pensiónales propios de las Fuerzas Militares y de Policía y DAS de 
conformidad con los artículos 217 y 218 de la Constitución Política.

Artículo 17. Se modifica el inciso segundo, se modifica el inciso 
quinto y se adiciona el parágrafo 2o del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 
así:

La edad para acceder a la pensión de vejez de las personas que al 
momento de entrar en vigencia el sistema tengan treinta y cinco (35) o 
más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son 
hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, será la 
establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las 
demás condiciones, requisitos y monto de la pensión de acuerdo con lo 
señalado en el numeral 2 del artículo 33 y artículo 34 de esta ley, 
aplicables a estas personas, se regirán por las disposiciones contenidas en 
la presente ley.

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen de 
ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse al de prima media 
con prestación definida, con excepción de aquellos afiliados que a Io de 
abril de 1994 tenían 15 o más años de servicios prestados o semanas 
cotizadas, caso en el cual podrán pensionarse con el régimen anterior 
cuando cumplan los requisitos exigidos para tener derecho a la pensión 
de vejez, siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos:

a) Que se trasladen al fondo común de naturaleza pública del ISS, el 
capital ahorrado en su cuenta individual de conformidad con las normas 
previstas por la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios;

b) Que el capital ahorrado en la cuenta individual, descontado el bono 
pensional, no sea inferior al monto de las cotizaciones correspondientes 
en caso que hubieran permanecido en el régimen de prima media 
administrado por el ISS.

Para quienes el Io de abril de 1994 tenían 15 años de servicios 
prestados o semanas cotizadas y se hubieren trasladado al régimen de 
ahorro individual con solidaridad, el monto de la pensión vejez se 
calculará de acuerdo con lo establecido en la Ley 100 de 1993 para el 
régimen de ahorro individual con solidaridad.

Parágrafo 2o. Para los efectos de la presente ley se respetarán y 
garantizarán integralmente los derechos adquiridos a quienes hoy tienen
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la calidad de pensionados de jubilación, vejez, invalidez, sustitución y 
sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores y regímenes, así como 
a quienes han cumplido ya con los requisitos exigidos por la ley para 
adquirir la pensión, pero no se les ha reconocido.

Artículo 18. Revocatoria de pensiones reconocidas irregularmente. 
Los representantes legales de las instituciones de Seguridad Social o 
quienes respondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan 
prestaciones económicas, deberán verificar de oficio el cumplimiento de 
los requisitos para la adquisición del derecho y la legalidad de los 
documentos que sirvieron de soporte para obtener el reconocimiento y 
pago de la suma o prestación fija o periódica a cargo del tesoro público, 
cuando quiera que existan motivos en razón de los cuales pueda suponer 
que se reconoció indebidamente una pensión o una prestación económica. 
En caso de comprobar el incumplimiento de los requisitos o que el 
reconocimiento se hizo con base en documentación falsa, debe el 
funcionario proceder a la revocatoria directa del acto administrativo aun 
sin el consentimiento del particular y compulsar copias a las autoridades 
competentes.

Artículo 19. Revisión de reconocimiento de sumas periódicas a cargo 
del tesoro público o de fondos de naturaleza pública. Las providencias 
judiciales que en cualquier tiempo hayan decretado o decreten 
reconocimiento que impongan al tesoro público o a fondos de naturaleza 
pública la obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de 
cualquier naturaleza podrán ser revisadas por el Consejo de Estado o la 
Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con sus competencias, a solicitud 
del gobierno por conducto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, del Contralor General de 
la República o del Procurador General de la Nación.

La revisión también procede cuando el reconocimiento sea el resultado 
de una transacción o conciliación judicial o extrajudicial.

La revisión se tramitará por el procedimiento señalado para el recurso 
extraordinario de revisión por el respectivo código y podrá solicitarse en 
cualquier tiempo por las causales consagradas para este en el mismo 
código y además:

a) Cuando el reconocimiento se haya obtenido con violación al debido 
proceso,y

b) Cuando la cuantía del derecho reconocido excediere lo debido de 
acuerdo con la ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente 
aplicables.

Artículo 20. Adiciónese el artículo 54 de la Ley 100 de 1993 con el 
siguiente parágrafo.

Parágrafo. Las empresas del sector privado, conforme a lo establecido 
en los Decretos-ley 1282 y 1283 de 1994, deben transferir el valor de su 
cálculo actuarial a las cajas, fondos, o entidades de seguridad social del 
sector privado, que administren el régimen de prima media con prestación 
definida, tendrán plazo para realizar dicha transferencia en pagos anuales 
de forma lineal hasta el año 2023. El valor a pagar en cada anualidad se 
calculará de tal forma que permita atender las mesadas pensiónales 
corrientes para cada vigencia fiscal.

Los valores que se deben transferir de conformidad con el inciso 
anterior incluyen, además de las transferencias futuras, todas las sumas 
de dinero que a la fecha de expedición de la presente ley no hayan sido 
transferidas y los intereses que sobre ellas se hayan causado.

Son ineficaces, sin necesidad de declaración judicial, las estipulaciones 
que formen parte de cualquier acto o acuerdo y que tengan por objeto o 
finalidad establecer pasos o condiciones diferentes de las consagradas en 
el siguiente artículo.

Artículo 21. A partir de la vigencia de la presente ley quienes 
devenguen una mesada pensional de hasta 3 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes solo pagarán el 50% de las cuotas moderadoras y los 
copagos a que están obligados.

Artículo 22. Se adiciona el parágrafo 2o del artículo 115 de la Ley 100 
de 1993.

Parágrafo 2o. Para el cubrimiento de estas obligaciones los entes 
territoriales podrán utilizar hasta el 50% del saldo disponible en la cuenta
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del Fondo de Pensiones de las entidades territoriales creado por la Ley 
549 de 1999, aun cuando no esté constituida la reserva correspondiente 
al 100% del pasivo pensional. Conforme a las reglas que establezca el 
Gobierno, estos recursos podrán transferirse directamente a las entidades 
administradoras en nombre de los entes territoriales emisores con la 
previa autorización

Artículo 16. La presente ley rige al momento de su publicación y 
deroga los artículos 30 y 31 de la Ley 397 de 1997 y demás normas que 
le sean contrarias.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 057 
DE 2002 SENADO, 056 DE 2002 CAMARA 

Aprobado en sesión plenaria del día 19 de diciembre de 2002, 
por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar 

la protección social y se modifican algunos artículos del Código 
Sustantivo.

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

CAPITULO I
Definición Sistema de Protección Social

Artículo Io. Sistema de Protección Social. El Sistema de Protección 
Social es el conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la 
vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, 
especialmente de los más desprotegidos. Para obtener como mínimo el 
derecho a la salud, la pensión y al trabajo.

El objeto fundamental, en el área de las pensiones, es crear un sistema 
viable que garantice unos ingresos aceptables a los presentes y futuros 
pensionados.

En salud, los programas están enfocados a permitir que los 
colombianos puedan acceder, en condiciones de calidad y oportunidad, 
a los servicios básicos.

El sistema debe crear las condiciones para que los trabajadores puedan 
asumir las nuevas formas de trabajo, organización y jomada laboral y 
simultáneamente se socialicen los riesgos que implican los cambios 
económicos y sociales. Para esto, el sistema debe asegurar nuevas 
destrezas a sus ciudadanos para que puedan afrontar una economía 
dinámica según la demanda del nuevo mercado de trabajo bajo un 
panorama razonable de crecimiento económico.

CAPITULO II
Régimen de Subsidio al Empleo

Artículo 2o. Subsidio al Empleo para la Pequeña y Mediana Empresa. 
Como mecanismo de intervención en la economía para buscar el pleno 
empleo, créase el subsidio temporal de empleo administrado por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como mecanismo contracíclico 
y de fortalecimiento del mercado laboral dirigido a las pequeñas y 
medianas empresas, que generen puestos de trabajo a jefes cabeza de 
hogar desempleados. Este beneficio sólo se otorgará a la empresa por los 
trabajadores adicionales que devenguen un salario mínimo legal vigente, 
hasta el tope por empresa que defina el Gobierno Nacional.

El Gobierno Nacional, previo concepto del Conpes, definirá la 
aplicación de este programa teniendo en cuenta los ciclos económicos, y 
señalará las regiones y los sectores a los cuales se deberá otorgar este 
subsidio, así como los requisitos que deben cumplir las Pequeñas y 
Medianas Empresas que estén pagando todos los aportes a seguridad 
social de sus trabajadores y los trabajadores adicionales para acceder al 
programa, incluyendo el porcentaje de estos que la empresa contrate 
amparados por el subsidio, los instrumentos de reintegro de los recursos 
cuando no se cumplan los requisitos para acceder al subsidio, y la 
duración del mismo, teniendo en cuenta en todo caso los recursos 
disponibles y los asignados en la Ley 715 de 2001 para estos efectos.

En ningún caso el otorgamiento de este subsidio generará 
responsabilidad a cargo del Estado frente a los trabajadores por el pago 
oportuno de salarios, prestaciones sociales y aportes, los cuales en todo 
caso son responsabilidad de los respectivos empleadores.
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Parágrafo. Tendrán prioridad en la asignación de los recursos las 
zonas rurales, en especia l aquellas que presentan problemas de 
desplazamiento y conflicto campesino.

Artículo 3o. Régimen del 
al subsidio familiar en dinero 
fija o variable, no sobrepa se los cuatro (4) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, smlmv 
al mes; y que sumados sus i igresos con los de su cónyuge o compañero 
(a), no sobrepasen seis (6l) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
smlmv.

Cuando el trabajador pn :ste sus servicios a más de un empleador, se 
tendrá en cuenta para efe»

Subsidio Familiar en Dinero. Tienen derecho 
los trabajadores cuya remuneración mensual, 

siempre y cuando laboren al menos 96 horas

la Caja de Compensación Familiar a la que

doble subsidio.

ct as del cómputo anterior, el tiempo laborado 
para todos ellos y lo pagará 
está afiliado el empleador de quien el trabajador reciba mayor 
remuneración mensual. Si h s remuneraciones fueren iguales, el trabajador 
tendrá la opción de escoge ■ la Caja de Compensación. En todo caso el 
trabajador no podrá recibir

El trabajador beneficiari 3 tendrá derecho a recibir el subsidio familiar 
en dinero durante el período de vacaciones anuales y en los días de 
descanso o permiso remunerado de ley, convencionales o contractuales; 
períodos de incapacidad por motivo de enfermedad no profesional, 
maternidad, accidentes de

derecho al subsidio Familiar en dinero las 
personas a cargo de los trab;

rabajo y enfermedad profesional.
Parágrafo Io. Darán

rajadores beneficiarios que a continuación se

I espués de los 12 años se deberá acreditar la

sobrepasen la edad de 18 años, huérfanos de

de escolaridad del numeral 1.

dos reciba salario, renta o pensión alguna. No 
:ar lente este subsidio más de uno de los hijos 
id¡ n económicamente del trabajador.

enumeran:
1. Los hijos que no sobrepasen la edad de 18 años, legítimos, naturales, 

adoptivos y los hijastros 
escolaridad en establecirhí :nto docente debidamente aprobado.

2. Los hermanos que no 
padres, que convivan y def endan económicamente del trabajador y que 
cumplan con el certificado

3. Los padres del trabajador beneficiario mayores de 60 años, siempre 
y cuando ninguno de los 
podrán cobrar simultáne 
trabajadores y que depeni

4. Los padres, los herma nos huérfanos de padres y los hijos, que sean 
inválidos o de capacida» 
causarán doble cuota de su ?sidio familiar, sin limitación en razón de su 
edad. El trabajador bene: 
encuentran a su cargo y conviven con él.

5. En caso de muerte de 
estuviere recibiendo subsidi d familiar, se pagará un subsidio extraordinario 
por el mes en que este 
subsidio en dinero que v

d física disminuida que les impida trabajar,

fí :iario deberá demostrar que las personas se

una persona a cargo por la cual el trabajador

cjcurra, equivalente a 12 mensualidades del 
ere recibiendo por el fallecido.
de un trabajador beneficiario, la Caja de

in i
6. En caso de muerte

Compensación Familiar jo rtinuará pagando durante 12 meses el monto 
del subsidio por personas
responsabilizado de la guarda, sostenimiento o cuidado de ellos. El 
empleador dará aviso inme iiato de la muerte de un trabajador afiliado a 
la Caja de Compensacióh.

táneamente el subsidio familiar por los mismos 
c tyas remuneraciones sumadas no excedan de

a cargo, a la persona que acredite haberse

7. Podrán cobrar simu 
hijos el padre y la madre, 
cuatro (4) salarios mínipiis legales mensuales vigentes, smlmv.

derecho a Subsidio Familiar en especie y
servicios para todos los 
remuneración mensual fí

Parágrafo Io. Tendrán
de más servicios sociales los trabajadores cuya 

. a d variable, no sobrepase los cuatro (4) salarios 
mínimos legales mensuale > vigentes, smlmv, y tendrán derecho a estos 
subsidios las personas a ca: go enunciadas en el parágrafo Io del presente 

k cónyuge y el trabajador.artículo, incluyendo el (
En el caso del parágraf > Io, los Consejos directivo. de las Cajas de 

Compensación familiar

Artículo 4o. Cuota nv 
Subsidio Familiar en dii

fijarán las tarifas y montos subsidiadas que 
deberán ser inversamente proporcional al salario devengado.

•¡o; etaria. A partir del Io de enero de 2004, el 
i íe -o que las Cajas de Compensación Familiar 

deben pagar, a los trabajadores que la ley considera beneficiarios, será 
cancelado, en función de cada una de las personas a cargo que dan 
derecho a percibirlo, con una suma mensual, la cual se denominará, para 
los efectos de la presente ley, Cuota Monetaria.

Parágrafo Io. Para los efectos de la presente ley se entiende por 
personas a cargo aquellas que dan derecho al trabajador beneficiario a 
recibir subsidio en dinero, siempre que se haya pagado durante el 
respectivo ejercicio.

Parágrafo 2o. Con el fin de garantizar el régimen de transparencia y 
propiciar las condiciones apropiadas para el desarrollo de lo dispuesto en 
la presente ley en relación con el diseño y estructuración de la Cuota 
Monetaria, en aquellas regiones, departamentos o ciudades, en donde 
existan Cuotas Monetarias Ordinarias diferenciales, a partir de la vigencia 
de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2003, queda prohibido darles 
curso a las nuevas solicitudes de desafiliación de cualquier empleador de 
la Caja en que actualmente se encuentre afiliado, para afiliarse a otra 
Caja. Si se llegare a dar, tal afiliación será nula, no surtirá efectos y deberá 
regresar el empleador a la Caja donde se encontraba afiliado. Lo aquí 
dispuesto no aplica para los departamentos con Cajas con menos de 
tres (3) años de creación.

La Superintendencia del Subsidio Familiar velará por el cumplimiento 
de esta norma. La Superintendencia de Subsidio Familiar declarará antes 
del 15 de enero de 2003 las Entidades Territoriales, en donde quedará 
congelado por un año el traslado de empresas entre Caj as de Compensación, 
previa verificación de que existían diferencias en las cuotas monetarias 
ordinarias que se aplicaban a 31 de diciembre del año 2002 en las Cajas 
de Compensación creadas en la respectiva entidad territorial y regidas 
por la Ley 21 de 1982.

Parágrafo 3o. Para acortar las diferencias entre cuotas de Cajas 
localizadas en un mismo departamento o ciudad, la Superintendencia 
tendrá facultades para congelar la Cuota Monetaria de las Cajas con 
cuotas más altas y los excedentes frente al porcentaje obligatorio del 55% 
se destinarán a programas de inversión social.

Artículo 5o. Cálculo de la cuota monetaria. Se conceden precisas 
facultades extraordinarias al Gobierno Nacional para que en un término 
máximo de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de vigencia de la 
presente ley, expida las normas frente a los términos y condiciones a que 
debe sujetarse la Cuota Monetaria en el Sistema de Compensación 
Familiar, así como su régimen de organización, funcionamiento y tiempo 
de implantación, con sujeción a estudio técnico y a los siguientes 
principios:

Sana competencia. La Cuota Monetaria debe buscar una sana 
competencia en el mercado, con el objeto de evitar un exceso en el 
otorgamiento de subsidios en dinero, como instrumento prioritario en el 
proceso de afiliación ajustando al sistema en un sano equilibrio entre 
servicios y recursos otorgados directamente en dinero a los beneficiarios.

Solidaridad. Es la práctica de la mutua colaboración y apoyo entre las 
diferentes Cajas de Compensación Familiar, lo cual se concreta en la 
prohibición de establecer transferencias de recursos por parte de las Cajas 
de Compensación con ingresos y/o cuocientes inferiores al promedio a 
favor de las Cajas de Compensación con ingresos y/o cuocientes superiores 
al promedio para pago de subsidio en dinero o cualquier otro concepto. 
Para realizar este principio se podrán establecer cuotas regionales, 
departamentales, mínimos, máximos o cualquier otro mecanismo que se 
considere procedente con este principio.

Equidad. Se concreta como mecanismo de redistribución y 
compensación regional o departamental, que se desarrolla en la prohibición 
de obligar a Cajas ubicadas en regiones de menor desarrollo 
socioeconómico a girar recursos por cualquier concepto a Cajas que se 
encuentren operando en regiones con mayores índices de desarrollo 
socioeconómico, sin perjuicio de establecer, respetando el anterior 
parámetro, transferencias financieras entre Cajas para lograr Cuota 
Monetaria equitativa al interior de cada departamento o región, dentro de 
los principios descritos en el presente artículo. Se concreta igualmente, 
en la necesidad de evaluar el total de los ingresos disponibles de la Caja, 
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cuando se examinen o determinen transferencias a otras Cajas. Para 
efecto de la evaluación de las transferencias, se deberá examinar la 
capacidad de apalancamiento de la Caja en sus propias fuentes de 
recursos para financiar la cuota monetaria, conforme al monto de los 
subsidios que hubieren otorgado.

Gradualidad. Los procesos de cambio o ajuste de la cuota monetaria 
deberán implantarse en forma progresiva, evitando un deterioro relevante 
en las condiciones de los trabajadores tanto en forma directa como 
indirecta con relación a los demás servicios que les corresponde prestar 
a las Cajas.

Integralidad. La cuota monetaria debe ser analizada en relación 
directa con las demás modalidades del subsidio en servicios y especie.

Parágrafo transitorio. Para efecto del ejercicio de las facultades 
extraordinarias se deberá emitir, dentro de los tres (3) meses siguientes 
a la presente ley, concepto técnico por una comisión accidental que será 
integrada por un (1) representante de Asocajas, un (1) representante de 
Fedecajas, un (1) representante de las Cajas no agremiadas, dos (2) 
representantes por cada una de las Comisiones VII de Senado y Cámara, 
el Superintendente del Subsidio Familiar o su delegado, el Ministro de 
Trabajo o su delegado y un (1) representante de las Centrales Obreras que 
será designado por ellas mismas. Este concepto técnico será considerado 
por el Gobierno como instrumento fundamental de apoyo en el ejercicio 
de sus facultades. La comisión establecida en la presente ley velará por 
la plena realización de los principios mencionados en las fórmulas y 
regulación que proyecten como apoyo al gobierno.

Artículo 6o. Recursos para el fomento del empleo y protección al 
desempleo. Las Cajas de Compensación Familiar administrarán en forma 
individual y directa, o asociada con otra u otras Cajas un fondo para 
apoyar al empleo y para la protección al desempleado conforme los 
artículos 7o, 10 y 11 de la presente ley. El Gobierno determinará la forma 
en que se administrarán estos recursos cuando no puedan ser gestionados 
directamente por la Caja de Compensación Familiar.

Las Cajas apropiarán de los recursos del fondo, por cada beneficiario 
de los programas de subsidio de que trata la presente ley, un monto per 
cápita que será definido en enero de cada año por la Superintendencia del 
Subsidio, de acuerdo con los beneficios que se deben otorgar, en 
concordancia con la presente ley. Las apropiaciones del monto per cápita 
se realizarán en la medida en que se produzcan las solicitudes de 
subsidios hasta agotar los recursos propios de cada Caja. No obstante, 
para garantizar la solidaridad y el equilibrio ante la diferente situación de 
desempleo y recursos disponibles entre las distintas Cajas del país, 
mínimo semestralmente la Superintendencia realizará cortes contables y 
ordenará el traslado de recursos entre Cajas, de acuerdo con el monto per 
cápita requeridas para los desempleados pendientes en unas Cajas, en 
estricto orden de solicitud, y los recursos sobrantes en otras. Igual 
procedimiento se aplicará para el apoyo a los desempleados sin vinculación 
anterior a las Cajas de Compensación de acuerdo con el porcentaje 
previsto para tal efecto en esta ley.

Son fuentes de recursos del fondo las siguientes:
a) La suma que resulte de aplicar el porcentaje del 55% que en el 

año 2002 se aplicó a las personas a cargo que sobrepasaban los 18 
años de edad. Este porcentaje se descontará todos los años del 55% 
obligatorio para el subsidio en dinero como fuente mencionada de 
recursos del fondo;

b) El porcentaje no ejecutado que le corresponde del cuatro por ciento 
(4%) de los ingresos de las Cajas al sostenimiento de la Superintendencia 
del Subsidio Familiar en el período anual siguiente;

c) El porcentaje en que se reducen los gastos de administración de las 
Cajas de Compensación Familiar, conforme la presente ley. Esta 
disminución será progresiva, para el año 2003 los gastos serán de máximo 
9% y a partir del 2004 será máximo del 8%;

d) El 1 del 100% de los recaudos de subsidio familiar de las Cajas 
con cuocientes inferiores al 80% del cuociente nacional; el 2% de los 
recaudos de las cajas con cuocientes entre el 80% y el 100% del 
cuociente nacional; y el3% de los recaudos de las Cajas con cuocientes
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superiores al 100% del cuociente nacional. Estos recursos serán 
apropiados con cargo al componente de vivienda del Fovis de cada 
caja, de que trata el numeral 7 del artículo 16 de esta ley;

e) Los rendimientos financieros del Fondo.
Parágrafo 1 °. De estos recursos se destinará hasta el cinco por ciento 

(5%) para absorber los costos de administración del fondo.
Parágrafo 2o. Las Cajas de Compensación que participen en una 

entidad de crédito vigilada por la Superintendencia Bancaria como 
accionistas, conforme la presente ley, deberán destinar los recursos 
previstos en este fondo para el microcrédito, como recursos de capital de 
dichas instituciones para su operación.

Artículo 7o. Programas de microcrédito. Con cargo al treinta y cinco 
(35%) de los recursos que administren las Cajas del fondo de que trata el 
artículo anterior, conforme la regulación prevista para el fondo para 
apoyo al empleo y protección al desempleado, estas instituciones deberán 
realizar operaciones de crédito para la microempresa y la pequeña y 
mediana empresa, con el objeto de promover la creación de empleo 
adicional.

Las Cajas otorgarán un beneficio a una parte del crédito que será no 
reembolsable el cual equivaldrá al ciento por ciento (100%) de las 
cotizaciones parafiscales a salud, pensiones y riesgos profesionales por 
un período de contratación equivalente a cuatro (4) meses, siempre que 
el empleador demuestre que mantiene la relación laboral durante un 
período adicional igual al del subsidio.

Parágrafo Io. Para ser beneficiario del crédito las empresas solicitantes 
deberán cumplir las siguientes condiciones:

a) Que la empresa no tenga deudas pendientes frente a períodos 
anteriores por concepto de aportes parafiscales a pensiones, salud, 
riesgos profesionales, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Servicio Nacional de Aprendizaje y Cajas de Compensación Familiar. 
Será condición para mantener el beneficio otorgado el que el empleador 
atienda sus obligaciones en materia de aportes parafiscales, conforme las 
disposiciones legales, sin perjuicio de los regímenes de excepción 
previstos en la presente ley, y

b) Que los trabajadores adicionales sean jefes cabeza de hogar que 
hubieren estado vinculados a las Cajas dentro del año inmediatamente 
anterior o quedar desempleado y que se trate de empresas vinculadas a las 
Cajas. Los trabajadores adicionales no podrán devengar más de tres (3) 
salarios mínimos legales vigentes;

c) No tener en forma simultánea el beneficio previsto para el 
subsidio al empleo de que trata el artículo 2o de la presente ley.

CAPITULO III
Régimen de protección al desempleado

Artículo 8o. Subsidio al desempleo. Como mecanismo de intervención 
para eventos críticos que presenten los ciclos económicos, créase el 
subsidio temporal al desempleo administrado por el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, el cual se otorgará en las épocas que señale el 
Gobierno Nacional, previo concepto del Conpes.

El Gobierno Nacional reglamentará los requisitos de selección y el 
número de beneficiarios, monto y duración del subsidio, y las condiciones 
que deben tenerse para acceder y conservar el derecho al subsidio, 
teniendo en cuenta los recursos presupuéstales disponibles, así como lo 
referente a los convenios de cooperación o interadministrativos necesarios 
para la ejecución del programa.

Parágrafo. Para efectos del subsidio al empleo de que trata el 
artículo 2o y del subsidio al desempleo de que trata el artículo 8o de 
la presente ley, créase el Fondo de Subsidio al empleo y al desempleo 
como una cuenta especial adscrita al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, sin personería Jurídica, cuyos recursos serán 
administrados mediante fiducia pública.

Artículo 9o. Servicios para desempleados con vinculación anterior a 
las Cajas de Compensación Familiar. Con cargo a los recursos propios 
de las Cajas, los desempleados con vinculación anterior a estas entidades, 
tendrán derecho a los programas de educación, capacitación, recreación 
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y turismo social, en las mismas condiciones que tenía como afiliado al 
momento de su retiro, durante 1 año a partir de su acreditación como 
desempleado y en la última Caja en la que estuvo afiliado.

Parágrafo 1 °. Las perdonas a cargo o beneficiarios gozarán también de 
estos derechos por el mismo tiempo.

Parágrafo 2o. Los trabajadores que hubieren acreditado veinticinco 
25 o más años al Sistema de Cajas de Compensación Familiar y se 
encuentren pensionad' 
capacitación, recreación 
Caja de Compensación.

p¡ tendrán derecho a los programas de 
y turismo social a las tarifas más bajas de cada

Parágrafo 3o. Los trabajadores que perdieron su trabajo antes de la 
vigencia de la presente ley podrán acceder a los programas del presente 

o üu desvinculación haya sido dentro del último

a ? apoyo para desempleados con vinculación 
Compensación Familiar. Los Jefes cabeza de 
er situación de desempleo luego de haber estado 

: Cajas de Compensación Familiar no menos de 
añps anteriores a la solicitud de apoyo, tendrán

artículo siempre y cuand 
año.

Artículo 10. Régimen 
anterior a las Cajas de 
Hogar que se encuentren 
vinculados al sistema de 
1 año dentro de los tres 
derecho con cargo a los rfedursos del fondo para el fomento del empleo y 
la protección del desemple o de que trata el artículo 6o de la presente ley 
a los siguientes benéfica 
recursos del fondo. La reglamentación establecerá los plazos y condiciones 
a partir de los cuales se

a) Un subsidio equiva 

por una sola vez y hasta que se agoten losos

re :onocerá este subsidio.
i fe] ite a un salario y medio mínimo legal mensual, 

el cual se dividirá y otorga á en seis cuotas mensuales iguales, las cuales 
se podrán hacer efectivas

educación, según la elección que haga el 
:j>s

a través de aportes al sistema de salud, y/o

de esta obligación las cajas destinarán un 
recursos que les corresponde administrar con

el proceso de inserción laboral. Para efectos de 
d< stinarán un máximo del veinticinco por ciento

y protección al desempleo.

bonos alimenticios y/o 
beneficiario. Para efect 
máximo del 30% de los 
cargo al fondo para el fomc nto del empleo y la protección del desempleo;

b) Capacitación para 
esta obligación las Cajas 
(25%) de los recursos quí ljes corresponde administrar con cargo al fondo 
para el fomento al empleo

Artículo 11. Régimen t 'e apoyo para desempleados sin vinculación 
anterior a Cajas de Compensación Familiar. Con cargo al cinco por 
ciento (5%) del fondo pata el fomento del empleo y la protección del 
desempleo de que trata ql artículo 6o de la presente ley, las Cajas 
establecerán un régimen 
de hogar sin vinculación 
que se concretará en un s 
legal mensual, el cual se ctorgará en seis cuotas mensuales iguales, las 
cuales se podrán hacer efe :tivas a través de aportes al sistema de salud, 
o bonos alimenticios o 
beneficiario. Tendrán p: 
Familiar, los artistas 

de apoyo y fomento al empleo para jefes cabeza 
a iterior a las Cajas de Compensación Familiar, 

¡ut sidio equivalente a un salario y medio mínimo

iducación, según la elección que haga el 
ri >ridad frente a las Cajas de Compensación 
, escritores y deportistas afiliados a las 

correspondientes asociacit mes o quienes acrediten esta condición en los 
términos en que se defina )or el Gobierno Nacional. Para acceder a esta 
prestación, se deberá acreditar falta de capacidad de pago, conforme 
términos y condiciones que disponga el reglamento en materia de 
organización y funcionamiento de este beneficio.

Artículo 12. Capacita^ mpara inserción laboral. De las contribuciones 
Servicio Nacional de Aprendizaje, se deberá 

n< o por ciento (25%) de los recursos que recibe 
ate s de que trata el numeral 2 del artículo 11 y el 

numeral 2 del artículo 12 le la Ley 21 de 1982, para la capacitación de 
en los términos y condiciones que se determinen 
a para la administración de estos recursos, así 
as que tendrán estos programas. Para efecto de 
te: na nacional de registro laboral de que trata el 

ey, en los términos y condiciones que se fijen 
apropiará.un 0.2% de la cotización, mientras

parafíscales destinadas al 
destinar hasta el veinticii 
por concepto de los apo: 

población desempleada, 
por el Gobierno Nacior ¡ 
como para los contenidc 
construir y operar el sis :■ 
artículo 45 de la presente 
en el reglamento, el SEN? 
sea necesario.

CAPITULO IV
Régimen especial de aportes para la promoción del empleo

Artículo 13. Régimen especial de aportes al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje y a las Cajas de 
Compensación Familiar. Estarán excluidos del pago de los 
correspondientes aportes al Régimen del Subsidio Familiar, Servicio 
Nacional de Aprendizaje, SENA, e Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, ICBF, los empleadores que vinculen trabajadores adicionales 
a los que tenían a diciembre 31 de 2002, con las siguientes características 
o condiciones, siempre que estos no devenguen más de tres (3) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes:

1. Personas que hayan sido vinculadas para prestar un servicio a las 
empresas desde los lugares donde se encontraren privados de la libertad 
o fueren vinculadas, mediante contrato de trabajo sin solución de 
continuidad, después de haber recobrado su libertad.

2. Personas con disminución de su capacidad laboral superior al 
veinticinco por ciento (25%) debidamente calificada por la entidad 
competente.

3. Reinsertados de grupos al margen de la ley, debidamente certificados 
por la entidad competente.

4. Personas entre los 16 y los 25 años y trabajadores mayores de 50 
años.

5. Jefes cabeza de hogar según la definición de que trata la presente 
ley.

Parágrafo Io. Las empresas que pretendan contratar conforme a la 
presente disposición, deberán acreditar las siguientes condiciones:

a) El valor de los aportes al SENA, ICBF y Cajas de Compensación al 
momento y durante toda la ejecución del contrato, debe ser igual o 
superior a la suma aportada durante el período inmediatamente anterior 
a la contratación, ajustada por el IPC certificado por el DAÑE.

Se entiende como período de contratación el promedio de los últimos 
doce (12) meses causados anteriores a la contratación;

b) Que no tengan deudas pendientes frente a períodos anteriores por 
concepto de aportes parafíscales a pensiones, salud, riesgos profesionales, 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Servicio Nacional de 
Aprendizaje y Cajas de Compensación Familiar.

Parágrafo 2o. El valor de los aportes exentos no podrá representar más 
del diez por ciento (10%) de los aportes que la empresa deba realizar en 
forma ordinaria con relación a cada uno de los aportes parafíscales objeto 
de exención temporal. Empresas entre cinco y diez trabajadores 
tendrán derecho a la exención de aportes por un trabaj ador adicional.

Parágrafo 3o. El Gobierno podrá definir períodos de permanencia 
adicional de los trabajadores beneficiarios de la exención, conforme la 
duración del beneficio a favor del empleador. En los períodos adicionales, 
conforme las reglas que el Gobierno defina para su aplicación, habrá 
lugar al pago pleno de aportes.

Parágrafo 4o. La exención prevista en este artículo se aplicará siempre 
que la tasa de desempleo certificada por el DAÑE sea superior al doce 
(12%) mientras persista la situación en la respectiva región en la que 
opere el sistema de Cajas y máximo tendrá una vigencia de 4 años 
contados a partir de la fecha en que entre a regir la presente ley.

Parágrafo 5o. Para efecto de la presente ley se considera jefe cabeza de 
hogar desempleado la persona que demuestre haber sido afiliada 
anteriormente (como cotizante y no como beneficiaría) a una EPS o una 
Caja de Compensación, con personas a cargo y que en momento de 
recibir el subsidio no sea afiliada como empleada ni a una EPS ni a una 
Caja de Compensación ni como cotizante ni como beneficiario.

Esta condición deberá ser declarada bajo juramento por el jefe cabeza 
de hogar ante la empresa que lo contrate y que solicite cualquiera de los 
subsidios de que trata la presente ley, en formulario que al efecto deberá 
expedir el Gobierno.

Parágrafo 6o. Para los propósitos de este artículo, se consideran 
trabajadores adicionales aquellos que sobrepasen la suma de los 
contratados directamente y registrados al 31 del diciembre de 2002 
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en las Cajas de Compensación Familiar y los contratados 
indirectamente o en misión, a través de empresas temporales 
cooperativas, empresas de vigilancia o similares. Para tal efecto, 
estas empresas intermediarias reportarán a las Cajas de 
Compensación el número de trabajadores que tenían en misión para 
cada empleador en el afio 2002.

Artículo 14. Régimen especial de aportes para estudiantes. Los 
estudiantes menores de 25 años y mayores de 16 años con jomada de 
estudio diaria no inferior a cuatro (4) horas, que a su vez trabajen en 
jomadas hasta de cuatro (4) horas diarias o jomadas flexibles de 
veinticuatro (24) horas semanales, sin exceder la jomada diaria de seis (6) 
horas, se regirán por las siguientes normas.

a) Estarán excluidos de los aportes al ICBF, SENA y Cajas de 
Compensación Familiar, siempre que no representen más del diez (10%) 
por ciento del valor de la nómina de la respectiva empresa;

b) Sus empleadores deberán efectuar los aportes para Pensiones, salud 
y riesgos profesionales, en las proporciones y porcentajes establecidos en 
las leyes que rigen el Sistema de Seguridad Social, y su base de cotización 
será como mínimo un (1) salario mínimo mensual legal vigente smmlv.

Artículo 15. Régimen de contribuciones al sistema de salud para 
trabajadores independientes. Será facultad del Gobierno Nacional diseñar 
un régimen de estímulos para los trabajadores independientes, con el 
objeto de promover su afdiación al Sistema de Seguridad Social en Salud, 
respetando el principio de equilibrio financiero entre los beneficios 
concedidos y los recursos recaudados y las normas Constitucionales en 
materia de derechos fundamentales, sin perjuicio de la aplicación de las 
normas sobre control a la evasión.

El trabajador independiente que se vincule mediante contrato de 
prestación de servicios de manera regular, o cualquiera sea la 
denominación, tendrá derecho a que el contratante pague para su 
afiliación en salud el equivalente al aporte patronal, sin que esta 
circunstancia constituya en ningún caso relación laboral. El Gobierno 
Nacional reglamentará un sistema progresivo de aplicación de esta 
norma

CAPITULO V
Régimen de organización y funcionamiento de las Cajas 

de Compensación Familiar
Artículo 16. Funciones de las Cajas de Compensación. El artículo 41 

de la Ley 21 de 1982 se adiciona, con las siguientes funciones:
1. Ejecutar actividades relacionadas con sus servicios, la protección y 

la seguridad social directamente, o mediante alianzas estratégicas con 
otras Cajas de Compensación o a través de entidades especializadas 
públicas o privadas, conforme las disposiciones que regulen la materia.

2. Invertir en los regímenes de salud, riesgos profesionales y pensiones, 
conforme las reglas y términos del Estatuto Orgánico del Sector Financiero 
y demás disposiciones que regulen las materias.

Las Cajas de Compensación que estén habilitadas para realizar 
aseguramiento y prestación de servicios de salud y, en general para 
desarrollar actividades relacionadas con este campo conforme las 
disposiciones legales vigentes, individual o conjuntamente, continuarán 
facultadas para el efecto, en forma individual y/o conjunta, de manera 
opcional para la Caja.

Las Cajas de Compensación Familiar que no administren directamente 
los recursos del régimen subsidiado de que trata el artículo 217 de la Ley 
100 de 1993 o a través de terceras entidades en que participen como 
asociados, deberán girarlos, de conformidad con la reglamentación que 
para tal efecto expida el Gobierno Nacional, teniendo en cuenta las 
siguientes prioridades:

a) Para las Cajas que dentro del mismo departamento administren 
recursos del Régimen Subsidiado en los términos de la Ley 100 de 1993;

b) Al Fondo de Solidaridad y Garantías.
Las Cajas de Compensación que realicen actividades de mercadeo 

social en forma directa, sin perjuicio de los convenios de concesiones, 
continuarán facultadas para el efecto, siempre que se encuentren 

desarrollando las correspondientes actividades a la fecha de vigencia de 
la presente ley, salvo lo previsto en el numeral décimo de este mismo 
artículo.

3. Participar, asociarse o invertir en el sistema financiero a través de 
bancos, cooperativas financieras, corporaciones financieras, y compañías 
de financiamiento comercial cuya actividad principal de la respectiva 
institución financiera sea la operación de microcrédito.

Cuando se trate de compra de acciones del Estado las Cajas de 
Compensación se entienden incluidas dentro del sector solidario.

El Gobierno reglamentará los principios básicos que orientarán la 
actividad del microcrédito para esta clase de establecimientos, sin 
perjuicio de las funciones de la Superintendencia Bancaria en la materia.

Las Cajas cuando se trate de prestamos para la adquisición de vivienda 
podrán invertir, participar o asociarse para la creación de sociedades 
diferentes de establecimiento de crédito, cuando quiera que tales entidades 
adquieran el permiso de la Superintendencia Bancaria para la realización 
de operaciones hipotecarias de mutuo.

Con el propósito de estimular el ahorro y desarrollar sus objetivos 
sociales, las Cajas de Compensación Familiar podrán constituir y participar 
en asociaciones mutualistas de ahorro y préstamo, instituciones financieras 
de naturaleza cooperativa, cooperativas financieras o cooperativas de 
ahorro y crédito, con aportes voluntarios de los trabajadores afiliados y 
concederles prestamos para los mismos fines.

4. Podrán asociarse, invertir o constituir personas jurídicas para la 
realización de cualquier actividad, que desarrolle su objeto social, en las 
cuales también podrán vincularse los trabajadores afiliados.

5. Administrar, a través de los programas que a ellas corresponda, las 
actividades de subsidio en dinero; recreación social, deportes, turismo, 
centros recreativos y vacacionales; cultura, museos, bibliotecas y teatros; 
vivienda de interés social; créditos, jardines sociales o programas de 
atención integral para niños y niñas de 0 a 6 años, de propiedad de 
entidades públicas o privadas; programas de jornada escolar 
complementaria; educación y capacitación; atención de la tercera edad, 
atención de la población con discapacidad y programas de nutrición 
matemo-infantil y, en general, los programas que estén autorizados a la 
expedición de la presente ley, para lo cual podrán continuar operando con 
el sistema de subsidio a la oferta.

6. Administrar jardines sociales de atención integral a niños y niñas de 
0 a 6 años a que se refiere el numeral anterior, propiedad de entidades 
territoriales públicas o privadas. En la destinación de estos recursos las 
cajas podrán atender niños cuyas familias no estén afiliadas a la Caja 
respectiva

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar definirá de manera 
general los estándares de calidad que deberá cumplir la infraestructura de 
los jardines sociales para la atención integral de niños o niñas para que la 
entidad pueda ser habilitada.

Cuando se trate de jardines de propiedad de entes territoriales, la 
forma de contratación de cada programa de estos Jardines será definida 
mediante convenio tripartito entre la respectiva Caja de Compensación 
Familiar, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y el ejecutivo del 
ente territorial.

7. Mantener, para el Fondo de Vivienda de Interés Social, hasta el 31 
de diciembre de 2006, los mismos porcentajes definidos para el año de 
2002 por la Superintendencia de Subsidio Familiar, con base en la Ley 
633 del año 2000 de acuerdo al cálculo de cuociente establecido en la Ley 
49 de 1990.

8. Créase el Fondo para la Atención Integral de la Niñez y jomada 
escolar complementaria. Como recursos de este fondo las Cajas destinarán 
el porcentaje máximo que les autoriza para este fin la Ley 633 de 2000 
y mantendrán para gastos de administración el mismo porcentaje previsto 
en dicha norma para Fovis.

9. Desarrollar una base de datos histórica en la cual lleve un registro 
de los trabajadores que han sido beneficiarios de todos y cada uno de los 
programas que debe desarrollar la Caja en los términos y condiciones que 
para el efecto determine la Superintendencia del Subsidio.
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10. Desarrollar un sistetna de información de los beneficiarios de las 
prestaciones dentro del programa de desempleo de sus trabajadores
beneficiarios y dentro del programa que se constituya para la población 
no beneficiaría de las Cajas de Compensación, conforme la presente ley, 
en los términos y condiciones que al efecto determine el Gobierno 

__ 1 „ _L'. Ministerio de Trabajo y la Superintendencia delNacional a través del M
Subsidio Familiar.

11. Administrar dire< 
estratégicas el program 
empresa y la microempresja, con cargo a los recursos que se prevén en la 
presente ley, en los térm 
reglamento para la admil 
previsto en la presente le;
3 de este artículo.

12. Realizar actividades
lo previsto en el numeral 2 del artículo 62 de la Ley 21 de 1982, 
incluyendo la administración de farmacias. Las Cajas que realicen 
actividades diferentes en materia de mercadeo social, lo podrán realizar 
siempre que acrediten para el efecto independencia contable, financiera 
y operativa, sin que puedan comprometer con su operación la expansión 
o mantenimiento de los recursos provenientes de los aportes parafiscales 
o de cualquier otra unidad o negocio de la Caja de Compensación 
Familiar.

Las Cajas podrán asoc 
aquí previsto, así como 
trabajadores afiliados a

ctamente o a través de convenios o alianzas 
ia de microcrédito para la pequeña y mediana

y

¡nos y condiciones que se establezca en el 
íistración de estos recursos y conforme lo 
y sin perjuicio de lo establecido en el numeral

de mercadeo, con el fin exclusivo de atender

jarse entre sí o con terceros para efectos de lo 
también vincular como accionistas a los 
stema de compensación.s

Artículo 17. Liquidable n de las Cajas de Compensación Familiar. La 
liquidación será orden 
Superintendencia que ejer: 
el debido proceso establee 
entidades o sancionar a sus funcionarios, que es el contenido en los 
artículos 90 del Decreto 341 de 1988, 35 y 36 del Decreto 2150 de 1992 
y normas que los modifiqien o adicionen. En el acto administrativo se 
dará un plazo hasta de seis 
normas legales, siempre c ae dicho plazo se considere procedente por la 
autoridad de supervisión En caso de que la Caja no demuestre el 
cumplimiento deberá ini :iar la liquidación ordenada por el ente de 
control, dentro de los tres 
se fije por la autoridad 
intervención adminístrate a de la misma, para ejecutar la medida.

ada mediante acto administrativo de la 
:a su control, para cuya expedición se respetará 
do para intervenir administrativamente a estas

meses para que la Caja dé cumplimiento a las

meses siguientes al vencimiento del plazo que 
de control. En caso contrario, procederá la

Para el evento en que 
funcione en el respectivo e ate territorial, no se procederá a su liquidación, 
sino a su intervención 
respectiva causal.

la Caja de Compensación sea la única que

administrativa, hasta tanto se logre superar la

Artículo 18. Gastos de administración y contribuciones para 
< e administración de las Cajas se reducirán a

de afiliación voluntaria para expansión de

supervisión. Los gastos 
partir de la vigencia de la f resente ley, para el año 2003 serán máximo del 
nueve por ciento (9%) de os ingresos del 4%, a partir del año 2004 serán 
máximo del ocho por c ei to (8%) de los ingresos antes mencionados.

Artículo 19. Régimen
cobertura de servicios so :iales. Habrá lugar a un aporte a las Cajas de 
Compensación Familia:' (el 0.6% sobre una base de un salario mínimo 
legal mensual vigente, sin 
de subsidios, limitándo: 
capacitación y turismo 
demás afiliados a la Q 
siguientes casos, sin peí ji icio de los períodos de protección previstos en 
esta ley por fidelidad:

a) Cuando los empleadores que no estando obligados a cotizar a las 
Cajas de Compensación I amiliar respecto de trabajadores beneficiarios 
del régimen especial de í portes de que trata el artículo 13 de esta ley, 
decidan realizar el aporte 
régimen especial de aportes;

b) Los trabajadores i te ^pendientes que decidan afiliarse a una Caja de 
Compensación Familiar!, < onforme el principio de libertad de escogencia

que dicha suma otorgue derechos para el pago 
el beneficio a las actividades de recreación, 

si icial en igualdad de condiciones frente a los 
aj i, cuando se presente uno cualquiera de los

nencionado, por el trabajador beneficiario del

que deberá ser respetado por parte de la respectiva Caja. Para que un 
trabajador independiente se afilie, con su grupo familiar, y mantenga su 
vinculación con una Caja, se hace exigióle su afiliación previa al sistema 
de salud, siendo la base de ingresos para aportar al sistema de Cajas la 
misma base de aporte que exista para el sistema de salud y en todo caso 
no inferior a la que se utilice dentro del sistema de pensiones;

c) Las personas que estando vinculadas a una Caja de Compensación 
Familiar pierdan el empleo y decidan continuar vinculados a la entidad 
en los términos previstos en esta norma en su calidad de desempleados, 
una vez vencido su período de protección.

Parágrafo Io. Cuando el desempleado aporte el ciento por ciento 
(100%) de la cotización del cuatro por ciento (4%) sobre la base de dos 
(2) salarios mínimos, tendrá todos los mismos derechos que tienen los 
demás afiliados. Esta misma regla se aplicará al trabajador independiente 
que aporte el 4% sobre sus ingresos, conforme el sistema de presunciones 
establecido dentro del régimen de salud. En todo caso las cajas podrán 
verificar la calidad de la información sobre los ingresos del afiliado para 
dar cumplimiento a lo previsto en esta ley, o para hacerle dar cumplimiento 
a las normas generales sobre aporte.

Parágrafo 2o. Los aportes voluntarios a las Cajas de Compensación 
Familiar, conforme el régimen de excepción, se regirán por las reglas 
tributarias dispuestas para los aportes obligatorios en materia de impuesto 
de renta.

Artículo 20. Régimen de inspección y vigilancia. Las autorizaciones 
que corresponda expedir a la autoridad de inspección, vigilancia y 
control, se definirán sobre los principios de celeridad, transparencia y 
oportunidad. Cuando se trate de actividades o programas que demanden 
de autorizaciones de autoridades públicas, se entenderá como 
responsabilidad de la respectiva Caja o entidad a través de la cual se 
realiza la operación, la consecución de los permisos, licencias o 
autorizaciones, siendo función de la autoridad de control, verificar el 
cumplimiento de los porcentajes de ley. Las autorizaciones a las Cajas se 
regularán conforme los regímenes de autorización general o particular 
que se expidan al efecto.

Corresponde a la Superintendencia del Subsidio Familiar, frente a los 
recursos que administran las Cajas de Compensación Familiar y a la 
Superintendencia Nacional de Salud frente a los recursos que administran 
las entidades promotoras de salud la inspección, vigilancia y control. Las 
entidades mencionadas, con el objeto de respetar la correcta destinación 
de los recursos de la seguridad social, conforme lo previsto en el artículo 
48 de la Constitución Nacional no estarán obligadas a cancelar 
contribuciones a las Contralorías.

Para efecto de las solicitudes de información que se deban tramitar por 
otros órganos de control diferentes a las entidades de supervisión señaladas, 
tendrán los siguientes principios:

Io. Coordinación interinstitucional. Conforme este principio, no se 
podrán modificar los reportes que hayan sido definidos por las 
Superintendencias del ramo, en relación a la información o procedimientos 
que allí se contienen.

2o. Economía: No se podrá solicitar en forma duplicada información 
que se reporta a las entidades de control antes citadas. Para este efecto, 
los organismos de control que requieran información remitida a las 
Superintendencias mencionadas, deberán solicitarla a estas últimas. 
Cuando se requieran controles permanentes o acciones particulares de 
inspección, vigilancia y control, deberá acudirse a las Superintendencia 
de Subsidio y Salud, con el propósito de que se adelanten en forma 
coordinada.

Los estados financieros, que se reporten conforme las reglas contables 
que se definan por la Superintendencia Nacional de Salud y 
Superintendencia del Subsidio Familiar, deberán ser aceptados para 
todos los efectos, por todas las entidades con funciones de consolidación 
contable. Para efecto de las reglas contables y presentación de estados 
financieros que se deban expedir frente a las entidades mencionadas, 
primarán criterios que se definan por las entidades de supervisión 
mencionadas.
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Parágrafo Io. Las personas naturales que sean designadas por la 
Superintendencia de Subsidio y Salud para los procesos de intervención, 
se entenderán vinculadas por el término en que dure su labor o por el 
término en que dure la designación. Se entenderá, cuando medie contrato 
de trabajo, como contrato a término fijo las vinculaciones antes 
mencionadas. Para los procesos de intervención se podrá acudir al 
instrumento de gestión fiduciaria a través de las entidades facultadas al 
efecto. El Control se ejercerá por regla general de manera posterior, salvo 
en aquellas Cajas en que la Superintendencia de Subsidio Familiar 
mediante resolución motivada así lo disponga.

Parágrafo 2o. Será facultad del Gobierno Nacional, definir los casos 
en que será procedente la liquidación voluntaria de ramos de actividad de 
las Cajas de Compensación o Entidades Promotoras de Salud.

Parágrafo 3o. La inspección, vigilancia y control de las operaciones de 
crédito previstas en el numeral 11 del artículo 16 de esta ley será ejercida 
por la Superintendencia de Subsidio Familiar dando aplicación a las 
reglamentaciones que dicte, de manera general para los establecimientos 
de crédito la Superintendencia Bancaria para la administración del riesgo 
crediticio, especialmente en los temas relacionados con el registro, 
contabilización y establecimiento de provisiones sobre cartera de créditos.

Artículo 21. Régimen de transparencia. Las Cajas de Compensación 
Familiar se abstendrán de realizar las siguientes actividades o conductas, 
siendo procedente la imposición de sanciones personales a los directores 
o administradores que violen la presente disposición a más de las 
sanciones institucionales conforme lo previsto en la presente ley:

1. Políticas de discriminación o selección adversa en el proceso de 
adscripción de afiliados u otorgamiento de beneficios, sobre la base de 
que todas las Cajas de Compensación Familiar deben ser totalmente 
abiertas a los diferentes sectores empresariales. Basta con la solicitud y 
paz y salvo para que proceda su afiliación.

2. Operaciones no representativas con entidades vinculadas, conforme 
las definiciones que al efecto establezca el reglamento.

3. Acuerdos para distribuirse el mercado.
4. Remuneraciones o prebendas a los empleadores o funcionarios de 

la empresa diferentes a los servicios propios de la Caja. Los funcionarios 
públicos que soliciten esta clase de beneficios para sí o para su entidad 
incurrirán en causal de mala conducta.

5. Devolución, reintegro o cualquier tipo de compensación de aportes 
a favor de una empresa con servicios o beneficios que no se otorguen a 
todas las empresas afiliadas o los convenios u operaciones especiales que 
se realicen en condiciones de privilegio frente a alguna de las empresas 
afiliadas, desconociéndose el principio de compensación y por ende el 
valor de la igualdad.

6. Incluir como objeto de promoción la prestación de servicios en 
relación con bienes de terceros frente a los cuales, los afiliados, no 
deriven beneficio.

7. Cuando se trate de la administración de bienes públicos, las Cajas 
de Compensación Familiar se abstendrán de presentarlos sin la debida 
referencia a su naturaleza, precisando que no son bienes de la Caja.

8. Ofrecer u otorgar dádivas o prebendas en relación con servicios de 
la Caja a personal de empresas no afiliadas, excepción de las acciones que 
tengan como propósito presentar sus instalaciones, programas o servicios.

9. Ofrecer servicios que no se ene jentren efectivamente en su portafolio 
de operación frente a sus afiliados, al no haber superado la etapa de 
planeación.

10. Retardar injustificadamente la expedición de paz y salvo a las 
empresas que hubieran tomado la decisión de desafiliarse con sujeción a 
los procedimientos legales. Para efecto de la expedición del paz y salvo 
se tendrá un plazo no superior a 60 días a partir de la solicitud.

11. Ejercer frente a los empleadores cualquier tipo de presión indebida 
con el objeto de obtener la afiliación a la Caja o impedir su desafiliación.

12. Ejercer actuaciones que impliquen abuso de posición dominante, 
realización de prácticas comerciales restrictivas o competencia desleal 
en el mercado de Cajas de Compensación Familiar.
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13. Las conductas que sean calificadas como práctica no autorizada o 
insegura por la Superintendencia de Subsidio Familiar.

14. Adelantar políticas de discriminación en la remuneración de sus 
redes de comercialización. Para este efecto, se deben pagar comisiones 
o remuneraciones iguales, con independencia de que se trate de empresas 
compensadas o descompensadas.

15. Incumplimiento de las apropiaciones legales obligatorias para los 
programas de salud, vivienda de interés social, educación, jomada 
escolar complementaria, atención integral a la niñez y protección al 
desempleado.

16. Incumplimiento de la cuota monetaria del Subsidio en dinero, 
dentro de los plazos establecidos para tal efecto.

17. Excederse del porcentaje autorizado para gastos de administración, 
instalación y funcionamiento durante dos ejercicios contables 
consecutivos, a partir de la vigencia de la presente ley. Para tal efecto, se 
considerarán como gastos de administración, instalación y 
funcionamiento, aquellos que se determinen conforme las disposiciones 
legales. En todo caso, debe tratarse de un método uniforme de cálculo de 
gastos administrativos precisando la forma de distribución de costos 
indirectos que se deben aplicar a los distintos servicios, proporcionalmente 
a los egresos que cada uno de ellos represente sobre los egresos totales de 
la respectiva Caja.

18. Aplicar criterios de desafiliación en condiciones de desigualdad 
frente a los empleadores, contrariando las disposiciones legales así como 
la violación de los reglamentos en cuanto al término en que debe proceder 
la desafiliación de la empresa y la suspensión de servicios como 
consecuencia de la mora en el pago de los aportes.

19. Condicionar la comercialización de productos en las áreas de 
mercadeo o empresas subsidiarias, a la condición que el empleador deba 
afiliarse o mantenerse afiliado a la respectiva Caja de Compensación.

Parágrafo Io. Los representantes de los trabajadores que devenguen 
hasta cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales podrán participar en 
los Consejos Directivos de las Cajas. Los Consejos Directivos, dentro de 
sus políticas de buen Gobierno, analizarán dentro de las diferentes 
sesiones a más de las materias que les corresponda conforme las 
disposiciones legales, aquellas que por su importancia para la Institución 
sean así calificadas por la Superintendencia del Subsidio Familiar.

Parágrafo 2o. La Superintendencia de Subsidio Familiar sancionará 
las prácticas de selección adversa, así como los procesos de 
comercialización que no se enfoquen a afiliar a los diferentes niveles 
empresariales por parte de las diferentes Cajas. El Gobierno Nacional a 
través del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social podrá definir 
mecanismos de afiliación a través de los cuales se pueda escoger Caja de 
Compensación por parte de empresas que no han sido objeto del proceso 
de promoción, estando la respectiva Caja obligada a formalizar su 
afiliación Los trabajadores con una mayoría superior al 70%, podrán 
estipular períodos hasta de cuatro (4) años frente a la permanencia en una 
Caja de Compensación, período que se reducirá sólo cuando se demuestre 
falla en los servicios acreditada plenamente por la entidad de supervisión.

Parágrafo 3o. Las Cajas de Compensación Familiar deberán construir 
un Código de buen gobierno dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
vigencia de la presente ley. Este código de buen gobierno deberá ser 
conocido por todos los empleados de la respectiva caja.

Parágrafo 4o. Cuando una Caja deba desafiliar a una empresa o 
afiliado, por mora de dos (2) meses en el pago de sus aportes o inexactitud 
en los mismos, deberá previamente darle oportunidad de que se ponga al 
día o corrija las inconsistencias, para lo cual otorgará un término de 1 mes 
contado a partir del recibo de la liquidación escrita de lo adeudado. 
Pasado el término, procederá a su desafiliación, pero deberá volver a 
recibir la afiliación si se la solicitan, previa cancelación de lo adeudado, 
más los aportes correspondientes al tiempo de la desafiliación.

La liquidación realizada por el jefe de aportes de la Caja, con recurso 
de apelación ante el representante legal de la misma, será título ejecutivo 
para el cobro de los aportes adeudados.
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e Compensación Familiar estarán sometidas 
control de la Superintendencia de Industria

iforme lo previsto en las Leyes 155 de 1959

Parágrafo 5o. Las Cajas c 
a la inspección, vigilancia y 
y Comercio en materia de competencia y protección al consumidor. La 
vigilancia se adelantará cm p 
y 256 de 1996 y el Decrete-ley 2153 de 1992 y demás normas que los 
reglamenten o modifiquen.

Artículo 22. El artículo
e
los trabajadores beneficiarios serán escogidos 
ajo de listas que pasarán las centrales obreras

)2 de la Ley 21 de 1982, modificado por el 
: 984, quedará así:artículo 3o de la Ley 31 di

Los representantes de 1 
por el Ministerio de Trabi 
con Personería Jurídica reconocida y los trabajadores no sindicalizados 
afiliados de cada Caja.

El GobiemoNacional reglamentará lo relacionado con la presentación 
de listas por parte de los 
Cajas.

Modifícase el numera

trabajadores no sindicalizados afiliados a las 

sentido de que podrán pertenecer a los Consejos Directivos de las Cajas 
de Compensación Familiar, 
los afiliados a esta sin límiie de salario.

del artículo Io de la Ley 31 de 1984, en el

en representación de los trabajadores, todos

dá conflictos de interés. Para garantizar una 
re :ursos del sistema, es deber del representante 
ades vinculadas, informar al Consejo Directivo

del Consejo Directivo, socio o asociado,

Artículo 23. Manejo 
correcta aplicación de los 
legaldelaCajaosusentidi ________ ,_______________ __________
o máximo órgano administrativo, aquellos casos en los cuales él o un 
administrador, miembro ‘ - - -
Revisores Fiscales tenga parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad; primero i 
se relacionan a continuac 

de afinidad o único civil, con las personas que 
ión:

1. Los socios, asociados
red de servicios contratada:

)c|r razón de inversiones de capital.

o de personas jurídicas que hagan parte de la 
directa o indirectamente por la entidad o de

e ontrato o convenio dentro del marco de la

abstenerse de participar en los procesos de

lu ?endo una inhabilidad para desempeñar esta 
¡rmino de 10 años.

las entidades vinculadas
2. Los contratistas personas naturales y los socios o asociados de 

personas jurídicas con qui mes la entidad o sus entidades vinculadas 
celebren cualquier tipo di 
operación del régimen.

3. Los socios, asociados ) de personas jurídicas receptoras de recursos 
de capital de la entidad o én idades vinculadas, conforme su objeto social 
lo permita.

En estos casos el representante legal o la persona que tenga uno de los 
vínculos anteriores deberá 
selección, contratación o Auditoría y la entidad deberá celebrarlos siempre 
y cuando estos proponer!tes se encuentren en condiciones de igualdad 
con las demás ofertas o ser la mejor opción del mercado. Será causal de 
remoción del Consejo Directivo u órgano administrativo la violación a la 
presente disposición, inc 
clase de cargos por un té

Parágrafo Io. Es deber c el representante legal de la entidad informar 
a los trabajadores de la entiqad o entidades vinculadas sobre el contenido 
de la presente disposic i 
tendientes a garantizar la periodicidad de esta información. En particular, 
esta debe ser una cláusuh 
entidad o entidades vinculí das, para garantizar por parte de terceros el 
suministro de la información.

Parágrafo 2o. Es deber 
establecer mecanismos ca acterizados por una total transparencia en 
cuanto a los procedimien|to ¡ a que deben acudir los proveedores para ser 
incluidos en el registro cor -espondiente.

Artículo 24. Funciones
Subsidio Familiar. Son funciones y facultades de la Superintendencia del 
Subsidio Familiar a más 
legales:

1. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales relacionadas con 
de Compensación Familiár; 
del subsidio familiar, en 

ói1 y adoptar las medidas correspondientes

en los diferentes contratos que celebre la

de las Cajas de Compensación Familiar

y facultades de la Superintendencia del

de las que se establecen en las disposiciones

la organización y funcionamiento de las Cajas 
as demás entidades recaudadoras y pagadoras 

c lanto al cumplimiento de este servicio y las

entidades que constituyan o administren una o varias de las entidades 
sometidas a su vigilancia, siempre que comprometan fondos del subsidio 
familiar.

2. Reconocer, suspender o cancelar la personería jurídica de las 
entidades sometidas a su vigilancia.

3. Velar por el cumplimiento de las normas relacionadas con la 
eficiencia y control de gestión de las Cajas de Compensación Familiar o 
entidades que constituyan o administren o participen como accionistas.

4. Instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben 
cumplirse las disposiciones que regulan su actividad en cuanto sujetos 
vigilados, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el 
cumplimiento de las normas que le compete aplicar y señalar los 
procedimientos para su cabal aplicación.

5. Velar porque no se presenten situaciones de conflictos de interés 
entre las entidades sometidas a su control y vigilancia y terceros y velar 
por el cumplimiento del régimen de incompatibilidades e inhabilidades 
para el ejercicio de funciones directivas y de elección dentro de la 
organización de las entidades bajo su vigilancia.

6. Emitir las órdenes necesarias para que se suspendan de inmediato 
prácticas ilegales o no autorizadas o prácticas inseguras que así sean 
calificadas por la autoridad de control y se adopten las correspondientes 
medidas correctivas y de saneamiento.

7. Fijar con sujeción a los principios y normas de contabilidad 
generalmente aceptados en Colombia, los mecanismos y procedimientos 
contables que deben adoptar las Cajas de Compensación Familiar.

8. Contratar servicios de especialistas que presten asesorías en áreas 
específicas de las actividades de la Superintendencias.

9. Velar por el adecuado financiamiento y aplicación de los recursos 
que administran las Cajas de Compensación Familiar conforme las 
diferentes operaciones que se les autoriza a realizar en forma directa o a 
través de terceros.

10. Velar porque no se presente evasión y elusión de los aportes por 
parte de los afiliados al Sistema de Cajas de Compensación; en tal sentido 
podrá solicitar la información necesaria a las entidades rectoras del 
régimen general de pensiones, a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, a las entidades recaudadoras territoriales y a otras entidades 
que reciban contribuciones sobre la nómina.

11. Dar posesión al Revisor Fiscal y Representante Legal de las Cajas 
de Compensación Familiar, cuando se cerciore acerca del carácter, la 
idoneidad y la experiencia del peticionario y, expedir la correspondiente 
acta de posesión. La posesión no requerirá presentación personal.

12. Velar porque las entidades vigiladas suministren a los usuarios la 
información necesaria para lograr la mayor transparencia en las 
operaciones que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos 
de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones del mercado.

13. Publicar u ordenar la publicación de los estados financieros e 
indicadores de gestión de las entidades sometidas a su control, en los que 
se demuestre la situación de cada una de estas y la del sector en su 
conjunto.

14. Practicar visitas de inspección a las entidades vigiladas con el fin 
de obtener un conocimiento integral de su situación financiera, del 
manejo de los negocios, o de aspectos especiales que se requieran, para 
lo cual se podrán recepcionar declaraciones, allegar documentos y 
utilizar los demás medios de prueba legalmente admitidos y adelantar las 
investigaciones a que haya lugar.

15. Negado por unanimidad.
16. Impartir las instrucciones que considere necesarias sobre la 

manera como los revisores fiscales, auditores intemos y contadores de los 
sujetos de inspección y vigilancia deben ejercer su función de colaboración 
con la Superintendencia.

17. Imponer a las instituciones respecto de las cuales tenga funciones 
de inspección y vigilancia, a los administradores, empleados o revisor 
fiscal de las mismas, previo el debido proceso, multas sucesivas hasta 
de 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de la 
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sanción a favor del Fondo para el Fomento al Empleo y Protección al 
Desempleo previsto en esta ley, cuando desobedezcan las instrucciones 
u órdenes que imparta la Superintendencia. Estas sanciones serán 
canceladas con cargo al porcentaje de gastos administrativos previstos en 
esta ley de los ingresos del 4%, cuando se trate de sanciones institucionales. 
En todo caso ninguna sanción podrá ser inferior a 25 (veinticinco) 
salarios mínimos legales mensuales.

18. Imponer en desarrollo de sus funciones, las siguientes sanciones 
por violaciones legales, reglamentarias o estatutarias y no por criterios de 
administración como respeto a la autonomía:

a) Amonestación escrita;
b) Multas sucesivas graduadas según la gravedad de la falta, a los 

representantes legales y demás funcionarios de las entidades vigiladas, 
entre cien (100) y mil (1.000) salarios mínimos diarios legales vigentes 
en la fecha de expedición de la resolución sanCionatoria. El producto de 
estas multas se girará a favor del Fondo para el Fomento al Empleo y 
Protección al Desempleo previsto en la presente ley, y

c) Multas sucesivas a las entidades vigiladas hasta por una suma 
equivalente a diez mil (10.000) salarios mínimos diarios legales vigentes 
en la fecha de expedición de la resolución sancionatoria, las cuales serán 
cancelados con cargo a los gastos de administración y cuyo producto se 
girará a favor del Fondo para el Fomento al Empleo y Protección al 
Desempleo previsto en la presente ley.

19. Sancionar con multas sucesivas hasta de mil (1.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes a favor del Fondo para el Fomento 
al Empleo y Protección al Desempleo previsto en la presente ley, a los 
empleadores que incurran en cualesquiera de las siguientes conductas: no 
inscribir en una Caja de Compensación Familiar a todas las personas con 
las que tenga vinculación laboral, siempre que exista obligación; no 
pagar cumplidamente los aportes de las Cajas y no girar oportunamente 
los aportes y cotizaciones a la Caja de Compensación Familiar de acuerdo 
con las disposiciones legales; no informar las novedades laborales de sus 
trabajadores frente a las Cajas.

20. Reglamentar la cesión de activos, pasivos y contratos y demás 
formas de reorganización institucional, como instrumento de liquidación 
o gestión de una Caja de Compensación Familiar; así como toda clase de 
negociación de bienes inmuebles de su propiedad. No obstante, las Cajas 
de Compensación Familiar no podrán, salvo el pago del subsidio familiar 
o en virtud de autorización expresa de la ley, facilitar, ceder, dar en 
préstamo o entregar a título gratuito o a precios subsidiados, bienes o 
servicios a cualquier persona natural o jurídica. Los estatutos de las Cajas 
deberán contemplar claramente la forma de disposición de sus bienes en 
caso de disolución, una vez satisfechos los pasivos, en tal forma que se 
provea su utilización en objeto similar al de la corporación disuelta a 
través de Cajas de Compensación Familiar.

21. Garantizar que aquellas entidades públicas que administran 
directamente los recursos del subsidio familiar por autorización expresa 
de la ley, cumplan con la destinación porcentual a los programas de 
régimen subsidiado de salud, Fovis, jomada escolar complementaria, 
atención integral a la niñez, educación formal, subsidio en dinero y 
programas de apoyo al desempleo de acuerdo con las normas vigentes.

22. Expedir el reglamento a que deben sujetarse las entidades vigiladas 
en relación con sus programas publicitarios con el propósito de ajustarlos 
a las normas vigentes, a la realidad jurídica y económica del servicio 
promovido y para prevenir la propaganda comercial que tienda a establecer 
competencia desleal.

23. Las demás que conforme a las disposiciones legales pueda 
desarrollar y en particular las previstas en los artículos 1 ° y 2o del Decreto 
2150 de 1992 y las contempladas en los numerales 5,7, 8, 12,13, 17,20, 
21 y 22 del artículo del decreto 2150 de 1992.

24. Intervenir las Cajas de Compensación, cuando se trate de su 
liquidación, conforme a las normas previstas para las entidades promotoras 
de salud.

25. Fijar los criterios generales para la elaboración, control y 
seguimiento de los presupuestos de las Cajas de Compensación como una
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guía para su buena administración. Los presupuestos no tendrán carácter 
limitante u obligatorio de la gestión y respetarán el principio de autonomía 
de las Cajas.

CAPITULO VI
Actualización de la relación laboral y la relación de aprendizaje

Artículo 25. Trabajo ordinario y nocturno. El artículo 160 del Código 
Sustantivo del Trabajo quedará así:

Artículo 160. Trabajo ordinario y nocturno:
1. Trabajo ordinario es el que se realiza entre las seis horas (6:00 a.m.) 

y las veintidós horas (10:00 p.m.).
2. Trabajo nocturno es el comprendido entre las veintidós horas (10:00 

p.m.) y las seis horas (6:00 a.m.).
Artículo 26. Trabajo dominical y festivo. El artículo 179 del Código 

Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 29 de la Ley 50 de 1990 
quedará así:

1. El trabajo en domingo y festivos, se remunerará con un recargo del 
setenta y cinco por ciento (75 %) sobre el salario ordinario en proporción 
a las horas laboradas.

2. Si con el domingo coincide otro día de descanso remunerado solo 
tendrá derecho el trabajador, si trabaja, al recargo establecido en el 
numeral anterior.

3. Se exceptúa el caso de la jomada de treinta y seis (36) horas 
semanales previstas en el artículo 20 literal c) de la Ley 50 de 1990.

Parágrafo. El trabajador podrá convenir con el empleador su día de 
descanso obligatorio el día sábado o domingo, que será reconocido en 
todos sus aspectos como descanso dominical obligatorio institu­
cionalizado.

Interprétese la expresión dominical contenida en el régimen laboral en 
este sentido exclusivamente para el efecto del descanso obligatorio.

Las disposiciones contenidas en los artículos 25 y 26 se aplazarán 
en su aplicación frente a los contratos celebrados antes de la vigencia 
de la presente ley hasta el Io de abril del año 2003.

Artículo 27. Compensación en dinero de vacaciones. Artículo 189 
del C.S.T. subrogado por el Decreto-ley 2351 de 1965, artículo 14: 
numeral 2.

Cuando el contrato de trabajo termine sin que el trabajador hubiere 
disfrutado de vacaciones, la compensación de estas en dinero procederá 
por año cumplido de servicio y proporcionalmente por fracción de año, 
siempre que este exceda de tres meses.

Artículo 28. Retirado.
Artículo 29. Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa 

causa. El artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo subrogado por el 
artículo 6o de la Ley 50 de 1990 quedará así:

“Artículo 64. Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa 
causa. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria 
por incumplimiento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a 
cargo de la parte responsable. Esta indemnización comprende el lucro 
cesante y el daño emergente.

En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa 
causa comprobada, por parte del empleador o si este da lugar a la 
terminación unilateral por parte del trabajador por alguna de las justas 
causas contempladas en la ley, el primero deberá al segundo una 
indemnización en los términos que a continuación se señalan:

En los contratos a término fijo, el valor de los salarios correspondientes 
al tiempo que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el 
del lapso determinado por la duración de la obra o la labor contratada, 
caso en el cual la indemnización no será inferior a quince (15) días.

En los contratos a término indefinido la indemnización se pagará así:
a) Para trabajadores que devenguen un salario inferior a diez (10) 

salarios mínimos mensuales legales:
1. Treinta (30) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo 

de servicio no mayor de un (1) año.
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ere más de un (1) año de servicio continuo se le 
adicionales de salario sobre los treinta (30)

gales mensuales.
salario cuando el trabajador tuviere un tiempo 
un (1) año.
íere más de un (1) año de servicio continuo, se

1 anterior, por cada uno de los años de servicio 
y proporcionalmente por fracción.
Los trabajadores que al momento de entrar en 
r, tuvieren diez (10) o más años al servicio

diez (10) o mas años el primero de enero de

2. Si el trabajador tuvi 
pagarán veinte (20) días 
básicos del numeral 1), por cada uno de los años de servicio subsiguientes 
al primero y proporcionalmente por fracción;

b) Para trabajadores quei devenguen un salario igual o superior a diez 
(10), salarios mínimos le;

1. Veinte (20) días de 
de servicio no mayor de

2. Si el trabajador tuv 
le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los veinte (20) 
días básicos del numeral' 
subsiguientes al primero

Parágrafo transitorio. ’ 
vigencia la presente ley 
continuo del empleador, ise les aplicará la tabla de indemnización 
establecida en los literales b), c) y d) del artículo 6o de la Ley 50 de 1990, 
exceptuando el parágrafo transitorio, el cual se aplica únicamente para 
los trabajadores que tenían 
1991.

Artículo 30. Indemnizc ción por falta de pago. El artículo 65 del 
Código Sustantivo de Trabajo quedará así:

Artículo 65. Indemnización por falta de pago:
1. Si a la terminación de 

los salarios y prestaciones 
por la ley o convenidos 
indemnización una suma igual al último salario diario por cada día de 
retardo, hasta por dieci 
verifique si el período es 
contados desde la fecha de ¡terminación del contrato, el trabajador no ha 
iniciado su reclamación pc|r la vía ordinaria o si presentara la demanda, 
no ha habido pronunciam ento judicial, el empleador deberá pagar al 
trabajador intereses morat )rios a la tasa máxima de créditos de libre 
asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, a partir de la 
iniciación del mes diecinueve (19) hasta cuando el pago se verifique.

Dichos intereses los paj ará el empleador sobre las sumas adeudadas 
al trabajador por concep 

contrato, el empleador no paga al trabajador 
debidas, salvo los casos de retención autorizados 
pqr las partes, debe pagar al asalariado, como

ioaho (18) meses, o hasta cuando el pago se 
menor. Si transcurridos dieciocho (18) meses

ito
2. Si no hay acuerdo reshecto del monto de la deuda, o si el trabajador

de salarios y prestaciones en dinero.

su defecto, ante la primera autoridad política

ocfcder a la terminación del contrato de trabajo 
64, el empleador le deberá informar por escrito 
dirección registrada, dentro de los sesenta (60)

se niega a recibir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando 
ante el juez de trabajo y, en 
del lugar, la suma que coifiese deber, mientras la justicia de trabajo 
decide la controversia.

Parágrafo Io. Para pr 
establecido en el artículo 
al trabajador, a la última 
días siguientes a la tem ir ación del contrato, el estado de pago de las 
cotizaciones de Seguridad 
los últimos tres meses ante 
los comprobantes de pag<) c ue lo certifique. Si el empleador no demuestra 
el pago de dichas cotizacic nes, la terminación del contrato no producirá 
efecto.

Sin embargo, el emp 
sesenta (60) días siguierjtek con los intereses de mora.

Social y parafiscalidad sobre los salarios de 
•iores a la terminación del contrato, adjuntando

eí dor podrá pagar las cotizaciones durante los

/ características de la relación de aprendizaje.

profesional metódica y

Artículo 31. Eliminado
Artículo 32. Eliminado
Artículo 3 3. Naturaleza

El contrato de aprendizaje es una forma especial dentro del Derecho 
Laboral, mediante la cual una persona natural desarrolla formación 
teórica práctica en una ent dad autorizada, a cambio de que una empresa 
patrocinadora proporcione los medios para adquirir formación 

completa requerida en el oficio, actividad u 
ocupación y esto le implique desempeñarse dentro del manejo 

c imercial o financiero propios del giro ordinario 
er ípresa, por cualquier tiempo determinado no

mensual, el cual en ningún caso constituye salario.

administrativo, operativo 
de las actividades de la 
superior a dos (2) años por esto reciba un apoyo de sostenimiento

Son elementos particulares y especiales del contrato de aprendizaje:
a) La finalidad es la de facilitar la formación de las ocupaciones en 

las que se refiere el presente artículo;
b) La subordinación está referida exclusivamente a las actividades 

propias del aprendizaje;
c) La formación se recibe a título estrictamente personal;
d) El apoyo del sostenimiento mensual tiene como fin garantizar 

el proceso de aprendizaje.
Durante toda la vigencia de la relación, el aprendiz recibirá de la 

empresa un apoyo de sostenimiento mensual que sea como mínimo en la 
fase lectiva el equivalente al 50% de un (1) salario mínimo mensual 
vigente .

El apoyo del sostenimiento durante la fase práctica será diferente 
para empresas pequeñas y grandes. Para las empresas de menos de 
50 trabajadores será el equivalente al 50% de un salario mínimo 
mensual legal vigente.

Para las empresas de más de 100 trabajadores, el apoyo será 
equivalente al 75% de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, 
hasta cuando la tasa de desempleo nacional sea menor al 10% caso 
en el cual será equivalente al 100% de un salario mínimo legal 
mensual vigente.

En ningún caso el apoyo de sostenimiento mensual podrá ser 
regulado a través de convenios o contratos colectivos o fallos arbitrales 
recaídos en una negociación colectiva.

Si el aprendiz es estudiante universitario el apoyo mensual, el 
apoyo de sostenimiento mensual no podrá ser inferior al equivalente 
a un salario mínimo legal vigente.

Durante la fase práctica el aprendiz estará afiliado en riesgos 
profesionales por la ARP que cubre la empresa. En materia de salud, 
durante las fases lectiva y práctica, el aprendiz estará cubierto por el 
Sistema de Seguridad Social en Salud, conforme al régimen de 
trabajadores independientes, y pagado plenamente por la empresa 
patrocinadora en los términos, condiciones y beneficios que defina el 
Gobierno Nacional.

El contrato de aprendizaje podrá versar sobre ocupaciones semi- 
calificadas que no requieran título o calificadas que requieran título de 
formación técnica no formal, técnicos profesionales o tecnológicos, de 
instituciones de educación, reconocidas por el Estado y trabajadores 
aprendices del Sena.

El Contrato de aprendizaje podrá versar sobre estudiantes 
universitarios para los casos en que el aprendiz cumpla con actividades 
de 24 horas semanales en la empresa y al mismo tiempo cumpla con el 
desarrollo del pénsum de su carrera profesional, o que curse el semestre 
de práctica. En todo caso la actividad del aprendiz deberá guardar 
relación con su formación académica.

Parágrafo. Para los departamentos de Amazonas, Guainía, 
Vichada, Vaupés, Chocó y Guaviare, el Gobierno incluirá una 
partida adicional en el Presupuesto General de la Nación que 
transferirá con destino al reconocimiento del pago de los contratos de 
aprendizaje.

Parágrafo transitorio. Los contratos de aprendizaje que se estén 
ejecutando a la promulgación de esta ley, continuarán rigiéndose por las 
normas vigentes a la celebración del contrato.

Artículo 34. Modalidades especiales deformación técnica, tecnológica, 
profesional y teórico práctica empresarial. Además de lo dispuesto en el 
artículo anterior, se consideran modalidades de contrato de aprendizaje 
las siguientes:

a) Las prácticas con estudiantes universitarios, técnicos o tecnólogos 
que las empresas establezcan directamente o con instituciones de educación 
aprobadas por el Estado, de conformidad con las Leyes 30 de 1992 y 115 
de 1994 o normas que la adicionen, modifiquen o sustituyan, que 
establezcan dentro de su programa curricular este tipo de prácticas para 
afianzar los conocimientos teóricos. En estos casos no habrá lugar a 
brindar formación académica, circunscribiéndose la relación al 
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otorgamiento de experiencia y formación práctica empresarial. El número 
de prácticas con estudiantes universitarios debe tratarse de personal 
adicional comprobable con respecto al número de empleados registrados 
en el último mes del año anterior en las Cajas de Compensación;

b) La realizada en las empresas por jóvenes que se encuentren 
cursando los dos últimos grados de educación lectiva secundaria en 
instituciones aprobadas por el Estado;

c) El aprendiz alumno matriculado en los cursos dictados por Servicio 
Nacional de Aprendizaje Sena, de acuerdo al artículo 5o del Decreto 2838 
de 1960;

d) El aprendiz de capacitación de nivel semi-calificado. Se entiende 
como nivel de capacitación semi-calificado, la capacitación teórica y 
práctica que se oriente a formar para desempeños en los cuales 
predominan procedimientos claramente definidos a partir de 
instrucciones específicas (por ejem. Auxiliares de mecánica, auxiliares 
de cocina, auxiliares de electricista, plomería, etc.). Para acceder a 
este nivel de capacitación, las exigencias de educación formal y 
experiencia son mínimas. Este nivel de capacitación es específicamente 
relevante para jóvenes de los estratos más pobres de la población que 
carecen de, o tienen bajos niveles de educación formal y experiencia

Parágrafo. En ningún caso los apoyos de sostenimiento mensual de 
que trata la presente ley podrán ser regulados a través de convenios o 
contratos colectivos o fallos arbitrales recaídos en una negociación 
colectiva.

Artículo 35. Empresas obligadas a la vinculación de aprendices. Las 
empresas privadas, desarrolladas por personas naturales o jurídicas, que 
realicen cualquier tipo de actividad económica diferente de la construcción, 
que ocupen un número de trabajadores no inferior a quince (15), se 
encuentran obligadas a vincular aprendices para los oficios u ocupaciones 
que requieran formación académica o profesional metódica y completa 
en la actividad económica que desempeñan.

Las entidades de derecho público del orden nacional, 
departamental, distrital y municipal, están sometidas a la cuota de 
aprendizaje previstas en la presente ley.

El empresario obligado a cumplir con la cuota de aprendizaje podrá 
tener practicantes universitarios bajo la modalidad de relación de 
aprendizaje, en el desarrollo de actividades propias de la empresa, 
siempre y cuando estos no superen el 25% del total de aprendices.

Parágrafo Empresas de menos de diez (10) trabajadores podrán 
voluntariamente tener un aprendiz de formación del Sena.

Artículo 36. Cuotas de aprendices en las empresas. La determinación 
del número mínimo obligatorio de aprendices para cada empresa obligada 
la hará la regional del Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena, del 
domicilio principal de la empresa, en razón de un aprendiz por cada 20 
trabajadores y uno adicional por fracción de diez (10) o superior que no 
exceda de veinte. Las Empresas que tengan entre quince (15) y veinte 
(20) trabajadores, tendrán un aprendiz.

La cuota señalada por el Sena deberá notificarse previamente al 
representante legal de la respectiva empresa, quien contará con el término 
de 5 días hábiles para objetarla, en caso de no ceñirse a los requerimientos 
de mano de obra calificada demandados por la misma. Contra el acto 
administrativo que fije la cuota procederán los recursos de ley.

Parágrafo. Cuando el contrato de aprendizaje incluida dentro de la 
cuota mínima señalada por el Sena termine por cualquier causa, la 
empresa deberá reemplazar al aprendiz para conservar la proporción que 
le haya sido asignada. Se prohíbe la celebración de una nueva relación de 
aprendizaje expirada la duración de una anterior, con la misma o distinta 
empresa.

Artículo 37. Monetización de la cuota de aprendizaje. Los obligados 
a cumplir la cuota de aprendizaje de acuerdo con los artículos anteriores 
podrán en su defecto cancelar al Sena una cuota mensual resultante de 
multiplicar el 5% del número total de trabajadores, excluyendo los 
trabajadores independientes o transitorios, por un smlv. En caso que la 
monetización sea parcial esta será proporcional al número de aprendices 
que dejen de hacer la práctica para cumplir la cuota mínima obligatoria.

Artículo 38. Selección de aprendices. La empresa obligada a la 
vinculación de aprendices, será la encargada de seleccionar los oficios u 
ocupaciones objeto de este contrato de aprendizaje así como las 
modalidades y los postulantes para los mismos, de acuerdo con los 
perfiles y requerimientos concretos de mano de obra calificada y semi- 
descalificada así como de la disponibilidad de personal que tenga para 
atender oficios u ocupaciones similares. En el caso de capacitación de 
oficios semi-calificados, se deberá priorízar a los postulantes a 
aprendices de los estratos 1 y 2 del Sisbén.

Sin perjuicio de lo anterior, la empresa podrá acudir a los listados de 
preselección de aprendices elaborados por el Sena, priorizando la 
formación semi-calificada, técnica o tecnológica.

Parágrafo. Las empresas no podrán contratar bajo la modalidad de 
aprendices a personas que hayan estado o se encuentren vinculadas 
laboralmente a la misma.

Artículo 39. Listado de oficios materia del contrato de aprendizaje. 
Podrán ser objeto del contrato de aprendizaje en cualquiera de sus 
modalidades, todos los oficios u ocupaciones que requieran de capacitación 
académica integral y completa para su ejercicio y se encuentren 
reconocidos como propios de formación educativa técnica-profesional, 
tecnológica o profesional universitaria titulada, de conformidad con los 
parámetros generales establecidos por las Leyes 30 de 1992 y 115 de 
1994 o normas que las sustituyan, modifiquen, adicionen, reglamenten o 
regulen de manera específica estas materias.

El Sena publicará periódicamente el listado de oficios y especialidades 
por región respecto de los cuales ofrece programas de formación 
profesional integral, sin perjuicio de que puedan ser objeto de este 
contrato de aprendizaje los oficios u ocupaciones que requiriendo de 
capacitación de conformidad con el inciso primero de este artículo, no 
cuenten con programas y cursos de formación impartidos por esta 
institución.

La etapa lectiva o de formación profesional integral de tales oficios 
podrá ser realizada en el Sena, en instituciones educativas o especializadas 
reconocidas por el Estado, o directamente en la empresa previa autorización 
del Sena, de conformidad con lo establecido por la presente 
reglamentación.

Artículo 40. Entidades de formación. La formación profesional y 
metódica de aprendices podrá ser impartida por las siguientes entidades:

1. Servicio Nacional de Aprendizaje, Sena.
2. Instituciones educativas debidamente reconocidas por el Estado. Se 

le dará prelación al Sena en los programas acreditados que brinde la 
entidad.

3. Directamente por las empresas que cumplan con las condiciones de 
capacitación señaladas en el artículo 41 de esta ley.

4. Las demás que sean objeto de reglamentación por parte del Consejo 
Directivo del Sena.

Parágrafo. Para los efectos legales, se entienden reconocidos por el 
Sena para la formación profesional de aprendices, todos los cursos y 
programas de formación y capacitación dictados por establecimientos 
especializados o instituciones educativas reconocidos por el Estado, de 
conformidad con las Leyes 30 de 1992 y 115 de 1994 y demás que las 
complementen, modifiquen o adicionen.

Artículo 41. Reconocimiento para efectos de laformación  profesional 
impartida directamente por la empresa. Las empresas que deseen 
impartir directamente la formación educativa a sus aprendices requerirán 
de autorización del Sena para dictar los respectivos cursos, para lo cual 
deberán cumplir las siguientes condiciones:

1. Ofrecer un contenido de formación lectiva y práctica acorde con las 
necesidades de la formación profesional integral y del mercado de 
trabajo.

2. Disponer de recursos humanos calificados en las áreas en que 
ejecuten los programas de formación profesional integral.

3. Garantizar, directamente o a través de convenios con terceros, los 
recursos técnicos, pedagógicos y administrativos que garanticen su 
adecuada implementación.
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e Aprendizaje 
ión de estos c 

iles:
láo

:, Sena, deberá pronunciarse sobre 
cursos de formación profesional 

siguientes a su presentación. Si no lo hiciere, 
licitud.

:a negativa por parte de la entidad deberá estar 
>r las cuales no se cumplen adecuadamente los 
inera expresa las exigencias que deben ser■

Ssas cuyos cursos sean autorizados por el Sena, 
y salvo con la entidad de seguridad social, 

or tpensación, por todo concepto y mantener esta 
|1 tiempo de la autorización.

El Servicio Nacional 
la solicitud de autorizac 
dentro de los 30 días hábi 
se entenderá aprobada la

En todo caso, la respue: 
motivada con las razones t 
requisitos e indicar de 
subsanadas por la empresi para acceder a la autorización.

Parágrafo Io. Las emp 
deberán encontrarse a p; 
ICBF, Sena y Cajas de C 
condición durante todo

Parágrafo 2o. Conforme a lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 119 
de 1994, el Sena ofrecerá regularmente programas de actualización para 
instructores, en los que 
empresas autorizadas, pag

Parágrafo 3o. Las empresas que reciban autorización por parte del 
Sena para impartir la 
económico del costo de 

lodrán participar aquellos vinculados a las 
ando el costo que fije el Sena.

’ormación educativa solicitarán el reembolso 
lí. formación, cuyo monto será definido por el 

Sena tomando en considei ación los costos equivalentes en que incurre el 
Sena en cursos de formación similares. En ningún caso el monto 

empresa podrá superar el 50% del valor de los 
lena de la respectiva empresa.

empresa y la entidad de formación podrán 
a etapa productiva, al igual que su alternancia

reembolsable al año por 
aportes parafiscales al S

Artículo 42. Distribuí ión y alternancia de tiempo entre la etapa 
lectiva y productiva. La 
determinar la duración de 
con la lectiva, de acuerco con las necesidades de la formación del 
aprendiz y los requerimientos de la empresa. Para los técnicos o tecnólogos 
será de un (1) año.

La duración de forro he :
será la que señale el Direct ro General de esta Institución, previo concepto 
del Comité de Formación

En el caso de cursos y 
aprobadas por el Estado, el término máximo de formación lectiva será la 
exigida por la respectivi entidad educativa, de acuerdo con lo señalado 
por el Ministerio de Educación, para optar por el respectivo grado 
académico y/o técnico.

ión en los programas de formación del Sena

Profesional Integral, 
programas impartidos por otras instituciones

Los tiempos máximos 
empresa autorizada, en 
contemplados en la etapa

E nprender. Créase el Fondo Emprender, FE,

que se fíjen para la etapa de formación en la 
ningún caso podrán ser superiores a los 
de formación del Sena.

Artículo 43. Fondo
como una cuenta independiente y especial adscrita al Servicio Nacional 
de Aprendizaje, Sena, e cual será administrado por esta entidad y cuyo 
objeto exclusivo será financiar iniciativas empresariales que provengan 
y sean desarrolladas por
practicantes universitarios o profesionales que su formación se esté 
desarrollando o se haya 

aprendices o asociaciones entre aprendices,

desarrollado en instituciones que para los efectos
legales, sean reconocidas >or el Estado de conformidad con las Leyes 30 

yde 1992 y 115 de 1994 
adicionen.

En el caso de las asociaciones estas tendrán que estar compuestas 
mayoritariamente por api índices.

El Fondo Emprender

demás que las complementen, modifiquen o

regirá por el Derecho privado, y su presupuestorestará conformado por :1 80% de la monetización de la cuota de 
aprendizaje de que trata

lalNación, recursos financieros de organismos de 
internacional, recursos financieros de la banca

el artículo 37, así como por los aportes del

•i vados.
:mb Nacional determinará dentro de los 6 meses

Presupuesto General de 
cooperación nacional e 
multilateral, recursos financieros de organismos internacionales, recursos 
financieros de fondos eje ¡pensiones y cesantías y recursos de fondos de 
inversión públicos y pr

Parágrafo. El Gobie 
siguientes a la promulgación de esta ley, las condiciones generales que 
sean necesarias para e 
financiación de los provectos empresariales presentados al Fondo 
Emprender será tomada por el Consejo Directivo del Sena.

mcionamiento de este fondo. La decisión de

Artículo 44. Apoyo de sostenimiento. El Sena destinará el 20% de los 
recaudos generados por la sustitución de la cuota de aprendizaje en dinero 
que se refiere el artículo 37 de la presente ley, a la cuenta “Apoyos de 
sostenimiento del presupuesto general de la entidad”, y con las siguientes 
destinaciones específicas:

a) Apoyo de sostenimiento durante las fases lectiva y práctica de los 
estudiantes del Sena que cumplan los criterios de rendimiento académico 
y pertenezcan a estratos 1 y 2;

b) Pago de la prima de la póliza de seguros que se establezca por el 
Gobierno Nacional para estos alumnos durante la fases lectiva y práctica;

c) Elementos de seguridad industrial y dotación de vestuario, según 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo. El Consejo Directivo Nacional del Sena reglamentará tanto 
el monto de los apoyos a conceder, la distribución en estos diversos 
conceptos, así como los criterios que permitan la operación de las 
condiciones antes establecidas para gozar de los mismos.

Artículo 45. Sistema Nacional de Registro Laboral. El Gobierno 
Nacional expedirá el régimen de organización, administración y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Registro Laboral cuya función 
será el control de la vinculación y desvinculación al trabajo y condición 
previa para el otorgamiento de los subsidios a que se refiere la presente 
ley, en los casos y las condiciones que determine el Gobierno Nacional.

CAPITULO VII
Protección de aportes y otras disposiciones

Artículo 46. Aportes a la seguridad social. Estando vigente la relación 
laboral no se podrá desafiliar al trabajador ni a sus beneficiarios de los 
servicios de salud, cuando hubiera mediado la correspondiente 
retención de los recursos por parte del Empleador y no hubiera 
procedido a su giro a la entidad promotora de salud. Los servicios 
continuarán siendo prestados por la entidad promotora de salud a la que 
el trabajador esté afiliado, sin perjuicio de la responsabilidad del 
empleador, conforme las disposiciones legales.

La empresa promotora de salud respectiva, cobrará al empleador las 
cotizaciones en mora con los recargos y demás sanciones establecidos en 
la ley.

Parágrafo. Las Oficinas Seccionales de Trabajo aplicarán las 
sanciones en caso de incumplimiento de los empleadores en lo 
referente a la no retención y traslado de los recursos a las EPS.

Artículo 47. Estímulos para elproceso de capitalización. Las empresas 
podrán definir un régimen de estímulos a través de los cuales los 
trabajadores puedan participar del capital de las empresas. Para estos 
efectos, las utilidades que sean repartidas a través de acciones, no serán 
gravadas con el impuesto a la renta al empleador, hasta el equivalente del 
10% de la utilidad generada.

Las utilidades derivadas de estas acciones no serán sujetas a impuesto 
dentro de los 5 años en que sean transferidas al trabajador y este conserve 
su titularidad, ni harán parte de la base para liquidar el impuesto de 
patrimonio.

El Gobierno definirá los términos y condiciones en que las acciones 
deben permanecer en cabeza de los trabajadores, siendo condición para 
ser beneficiario el no devengar más de 10 salarios mínimos legales 
mensuales al momento en que se concrete la participación. Será condición 
del proceso el que se respete el principio de igualdad en cuanto a las 
oportunidades y condiciones en que se proyecte la operación frente a los 
trabajadores.

El Gobierno reglamentará los términos y condiciones adicionales que 
se requieran para la validez de esta operación y sus correspondientes 
efectos tributarios.

Artículo 48. Eliminado.
Artículo 49 (Nuevo).
A partir de la vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional 

nombrará una Comisión de Seguimiento y Verificación de las políticas 
de Generación de Empleo, previstas en la presente ley, conformada por 
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dos (2) Senadores de la República, dos (2) Representantes a la Cámara, 
de las Comisiones Séptimas, el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
el Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado, el 
Director del DAÑE o su delegado.

Parágrafo transitorio. La Comisión será nombrada por el término de 
cuatro (4) años, a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 50 (Nuevo).
La Comisión de Seguimiento y Verificación de la políticas de 

generación de empleo, tendrá las siguientes funciones:
a) Solicitar a todos los sectores empresariales la información de cada 

empleo adicional generado en su planta de personal;
b) Recomendar permanentemente estudios estadísticos para determinar 

el número de creación de nuevos empleos formales;
c) Rendir informes trimestrales de la disminución de la tasa de 

desempleo como consecuencia de la generación de empleo prevista en la 
presente ley;

d) Dar a conocer a la opinión pública por todos los medios de 
comunicación las empresas que han creado empleos adicionales con base 
en las medidas adoptadas a partir de la vigencia de la presente ley;

e) Conceptuar y analizar los proyectos de ley, con base en un 
diagnóstico y análisis de las políticas sociales del Estado, presentar a más 
tardar el 30 de junio de 2003, las conclusiones y acciones para el 
fortalecimiento de una política integral de protección social de los 
colombianos, teniendo en cuenta su viabilidad institucional y financiera

Artículo 51. Derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Derógase el artículo 77 de la Ley 101 de 1993
Artículo nuevo. Se entenderá por empresa la unidad de producción 

de bienes o de servicios constituida para realizar una actividad 
económica con fines de lucro. Las Unidades de producción o las 
personas jurídicas vinculadas económicamente a una misma persona 
natural o jurídica conservarán su independencia para efectos 
laborales y prestacionales, sin que entre ellas se desprenda una 
unidad de negocio o de empresa en ningún caso, así comercialmente 
conformen un grupo empresarial.

Artículo nuevo. Base para el cálculo de los aportes parafíscales. 
Interprétase con autoridad el artículo 18 de la Ley 50 de 1990 y se 
entiende que la base para efectuar los aportes parafiscales es el 70%.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 80 
DE 2002 CAMARA, 93 DE 2002 SENADO

Aprobado en Senado de la República, el día 19 de diciembre 
de 2002, por la cual se expiden normas en materia tributaria y penal 

del orden nacional y territorial, y se dictan otras disposiciones.
CAPITULO I

Normas de control, penalización de la evasión y defraudación 
fiscal

“Artículo Io. Suprimido.
Artículo 2o. Sanción a administradores y representantes legales. 

Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:
“Artículo 658-1. Sanción a administradores y representantes legales. 

Cuando en la contabilidad o en las declaraciones tributarias de los 
contribuyentes se encuentren irregularidades sancionables relativas a 
omisión de ingresos gravados, doble contabilidad e inclusión de costos 
o deducciones inexistentes y pérdidas improcedentes, que sean ordenados 
y/o aprobados por los representantes que deben cumplir deberes formales 
de que trata el artículo 572 de este Estatuto, serán sancionados con una 
multa equivalente al veinte por ciento (20%) de la sanción impuesta al 
contribuyente, sin exceder de la suma de doscientos (200) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, la cual no podrá ser sufragada por 
su representada.

La sanción aquí prevista se impondrá mediante resolución 
independiente, previo pliego.de cargos, el cual se notificará dentro de los
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dos (2) años siguientes, contados a partir de la notificación del acto 
administrativo en el que se determine la irregularidad sancionable al 
contribuyente que representa. El administrador o representante contará 
con el término de un (1) mes para contestar el mencionado pliego.”

Artículo 3o. Devolución de retenciones no consignadas y anticipos no 
pagados. Adiciónase un inciso al artículo 859 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Lo dispuesto en este artículo no se aplica cuando se trate de 
autorretenciones, retenciones del IVA, retenciones para los eventos 
previstos en el artículo 54 de la Ley 550 de 1999 y anticipos, frente a los 
cuales deberá acreditarse su pago.”

Artículo 4o. Intereses moratorios en el pago de las obligaciones 
tributarias. Modifícanse los incisos Io y 2o del artículo 634 del Estatuto 
Tributario, los cuales quedan así:

“Los contribuyentes o responsables de los impuestos administrados 
por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, incluidos los 
agentes de retención, que no cancelen oportunamente los impuestos, 
anticipos y retenciones a su cargo, deberán liquidar y pagar intereses 
moratorios, por cada día calendario de retardo en el pago.”

Para tal efecto, la totalidad de los intereses de mora se liquidará con 
base en la tasa de interés vigente en el momento del respectivo pago, 
calculada de conformidad con lo previsto en el artículo siguiente.

Artículo 5 °. Determinación de la tasa de interés mor atorio. Modifícase 
el artículo 635 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 635. Determinación de la tasa de interés moratorio. Para 
efectos tributarios, a partir del Io de marzo de 2003, la tasa de interés 
moratorio será la tasa efectiva promedio de usura menos tres (3) puntos, 
determinada con base en la certificación expedida por la Superintendencia 
Bancaria durante el cuatrimestre anterior. La tasa de interés a que se 
refiere el presente artículo, será determinada por el Gobierno Nacional 
cada cuatro (4) meses.”

Artículo 6o. Notificación por correo. Modifícase el artículo 566 del 
Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 566. Notificación por correo. La notificación por correo se 
practicará mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la 
dirección informada por el contribuyente a la Administración.

La Administración podrá notificar los actos administrativos de que 
trata el inciso primero del artículo 565 de este Estatuto, a través de 
cualquier servicio de correo, incluyendo el correo electrónico, en los 
términos que señale el reglamento.”

Artículo 7o. Eliminado.
Artículo 8o. Eliminado.
Artículo 9o. Eliminado.
Artículo 10. Eliminado

CAPITULO II
Impuesto sobre la renta y complementarios

Artículo Contribuyentes del régimen tributario especial. Modifícase 
el numeral 4 y adiciónase un numeral 5 al artículo 19 del Estatuto 
Tributario, los cuales quedarán así:

“4. Las cooperativas, sus asociaciones, uniones, ligas centrales, 
organismos de grado superior de carácter financiero, las asociaciones 
mutualistas, instituciones auxiliares del cooperativismo, confederaciones 
cooperativas, previstas en la legislación cooperativa, vigilados por alguna 
superintendencia u organismos de control. Estas entidades estarán exentas 
del impuesto sobre la renta y complementarios si el 20% del excedente, 
tomado de los fondos de educación y solidaridad a que se refiere el 
artículo 54 de la Ley 79 de 1988 se invierte de manera autónoma y bajo 
el control de los organismos de supervisión correspondientes, en programas 
de educación formal aprobados por el Ministerio de Educación Nacional 
o por el Ministerio de Salud, según el caso.

El beneficio neto o excedente de estas entidades estará sujeto a 
impuesto cuando lo destinen, en todo o en parte, en forma diferente de lo 
que establece la legislación cooperativa vigente. El cálculo de-este

pliego.de
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se realizará de acuerdo como lo establece la
19

beneficio neto o excedente 
normatividad cooperativa’

Artículo 12. Otras entidades contribuyentes. Modifícase el artículo 
19-3 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 19-3. Otros contribuyentes del impuesto sobre la renta y 
complementarios. Son 
complementarios, Foga

Los ingresos y egresos provenientes de los recursos que administran 
Fogafín y Fogacoop en

contribuyentes del impuesto sobre la renta y 
Ir y Fogacoop.

lí¡s cuentas fiduciarias, no serán considerados 
para la determinación de 
recursos transferidos por la

«tinados al saneamiento de la banca pública, los

su renta. El mismo tratamiento tendrán los 
Nación a Fogafín provenientes del Presupuesto

i entes con destino al fortalecimiento de que trata 
'ecreto 2206 de 1998.

General de la Nación de 
gastos que se causen con cargo a estos recursos y las transferencias que 
realice la Nación a estos 
la Ley 510 de 1999 y D

El patrimonio resultará: tanto de las cuentas fiduciarias administradas 
por Fogafín y Fogacoop, como de las transferencias anteriormente 
señaladas no será considt rado en la determinación del patrimonio de 
estos entes.

El aumento de la reser /a técnica que se constituya conforme con la 
dinámica contable establecida por la Superintendencia Bancaria será 
deducible en la determinación de la renta gravable.

Por los bienes declarac as como patrimonio cultural o histórico no se 
causará impuesto de rentí

Artículo 13. Límite a los 
el Estatuto Tributario c<¡)n

“Artículo 35-1. Lím.
ingresos no constitutivo | de renta ni ganancia ocasional, de que tratan los 
artículos 36-1, 36-4, 37 
están limitados en los p

presuntiva o de patrimonio.
ingresos no constitutivos de renta. Adiciónase 
el siguiente artículo:

7<? a los ingresos no constitutivos de renta. Los

43, 44, 46, 54, 55 y 56 del Estatuto Tributario, 
>or ventajes que se indican a continuación:

70% para el año grava
50% para el año grava
20% para el año grava

>le de 2003 
)le de 2004 
>le de 2005

0% para el año grava! le de 2006
Artículo 14. Límite de h <s costos y deducciones. Adiciónese el Estatuto 

Tributario con el siguie át: artículo:
“Artículo 177-1. Límii ? de los costos y deducciones. Para efectos de 

la determinación de le lenta líquida de los contribuyentes, no son 
aceptables los costos 
constitutivos de renta ni de ganancia ocasional ni a las rentas exentas.

deducciones imputables a los ingresos noy

Parágrafo. La limitaciór 
a los ingresos de que tratar 
los términos allí señalados

de las rentas exentas. Adiciónase el Estatuto 
!M; artículo.

'Artículo 235-1. Lírjii\ e de las rentas exentas. Las rentas exentas de 
que tratan los artículos 211 parágrafo 4o, 209, 216, 217, 219, 221 y 222 

los artículos 14 a 16 de la Ley 10 de 1991, 58 de

rporcentajes que se indicjal a continuación:

)le de 2003
?le de 2004

prevista en el presente artículo no será aplicable 
los artículos 16 y 56 de la Ley 546 de 1999, en 
y hasta el 31 de diciembre de 2006”.

Artículo 15. Límite 
Tributario con el siguie 
' 66 

del Estatuto Tributario; 
la Ley 633 de 2000 y 23 de la Ley 685 de 2001, están limitados en los

gastos originados en la relación laboral no 
e

Artículo 87-1. Otros
ib

d

70% para el año grava
50% para el año grava
20% para el año grava jle de 2005
0% para el año gravab e de 2006”.
Artículo 16. Otros

deducibles. Adiciónase
66

deducibles. Los contr 
deducción, los pagos cu 
no hayan formado parte 
laborales. Exceptúanse de 
de ingreso gravable o exentos para el trabajador, de conformidad con las 

Estatuto Tributario con el siguiente artículo: 
gastos originados en la relación laboral no 
ryentes no podrán solicitar como costo o 
finalidad sea remunerar de alguna forma y que
; la base de retención en la fuente por ingresos 
a anterior disposición los pagos no constitutivos

normas tributarias incluido los provistos en el artículo 387 del Estatuto 
Tributario”.

Artículo 17. Costo de bienes incorporales formados. Modifícase el 
artículo 75 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 75. Costo de los bienes incorporales formados. El costo de 
los bienes incorporales formados por los contribuyentes concernientes a 
la propiedad industrial, literaria, artística y científica, tales como patentes 
de invención, marcas, good will, derechos de autor y otros intangibles, se 
presume constituido por el treinta por ciento (30%) del valor de la 
enajenación.

Para que proceda el costo previsto en este artículo, el respectivo 
intangible deberá figurar en la declaración de renta y complementarios 
del contribuyente correspondiente al año inmediatamente anterior al 
gravable y estar debidamente soportado mediante avalúo técnico.

Artículo 18. Rentas de trabajo exentas. Modifícase el numeral 10 del 
artículo 206 del Estatuto Tributario, así:

“10. El veinticinco por ciento (25%) del valor total de los pagos 
laborales, limitada mensualmente a cuatro millones de pesos ($4.000.000) 
(Valor año base 2003).”

Artículo 19. Otras rentas exentas. Adiciónase el Estatuto Tributario 
con el siguiente artículo:

“Artículo 207-2. Otras rentas exentas. Son rentas exentas las generadas 
por los siguientes conceptos, con los requisitos y controles que establezca 
el reglamento:

1. Venta de energía eléctrica generada con base en los recursos 
eólicos, biomasa o residuos agrícolas, realizada únicamente por las 
empresas generadoras, por un término de quince (15) años, siempre que 
se cumplan los siguientes requisitos:

a) Tramitar, obtener y vender certificados de emisión de bióxido de 
carbono, de acuerdo con los términos del Protocolo de Kyoto;

b) Que al menos el cincuenta por ciento (50%) de los recursos 
obtenidos por la venta de dichos certificados sean invertidos en obras de 
beneficio social en la región donde opera el generador.

2. La prestación del servicio de transporte fluvial con embarcaciones 
y planchones de bajo calado, por un término de quince (15) años a partir 
de la vigencia de la presente ley.

3. Servicios hoteleros prestados en nuevos hoteles que se construyan 
dentro de los quince (15) años siguientes a partir de la vigencia de la 
presente ley, por un término de treinta (30) años.

4. Servicios hoteleros prestados en hoteles que se remodelen y/o 
amplíen dentro de los quince (15) años siguientes a la vigencia de la 
presente ley, por un término de treinta (30) años. La exención prevista en 
este numeral, corresponderá a la proporción que represente el valor de la 
remodelación y/o ampliación en el costo fiscal del inmueble remodelado 
y/o ampliado, para lo cual se requiere aprobación previa del proyecto por 
parte de la Curaduría Urbana y la Alcaldía Municipal, del domicilio del 
inmueble remodelado y/o ampliado.

En todos los casos, para efectos de aprobar la exención, será necesario 
la certificación del Ministerio de Desarrollo.

5. Servicio de ecoturismo certificado por el Ministerio del Medio 
Ambiente o autoridad competente conforme con la reglamentación que 
para el efecto se expida, por un término de veinte (20) años a partir de la 
vigencia de la presente ley.

6. Aprovechamiento de nuevas plantaciones forestales, incluida la 
guadua, según la calificación que para el efecto expida la corporación 
autónoma regional o la entidad competente.

En las mismas condiciones, gozarán de la exención los contribuyentes 
que a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley realicen 
inversiones en nuevos aserríos vinculados directamente al aprove­
chamiento a que se refiere este numeral.

También gozarán de la exención de que trata este numeral, los 
contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
posean plantaciones de árboles maderables debidamente registrados ante
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la autoridad competente. La exención queda sujeta a la renovación 
técnica de los cultivos.

7. Los nuevos contratos de arrendamiento financiero con opción de 
compra (leasing), de inmuebles construidos para vivienda, con una 
duración no inferior de diez (10) años. Esta exención operará para los 
contratos suscritos dentro de los diez (10) años siguientes a la vigencia 
de la presente ley.

8. Los nuevos productos medicinales y el software, elaborados en 
Colombia y amparados con nuevas patentes registradas ante la autoridad 
competente, siempre y cuando tengan un alto contenido de investigación 
científica y tecnológica nacional, certificado por Colciencias o quien 
haga sus veces, por un término de diez (10) años a partir de la vigencia 
de la presente ley.

9. La utilidad en la enajenación de predios destinados a fines de 
utilidad pública a que se refieren los literales b) y c) del artículo 58 de la 
Ley 388 de 1997 que hayan sido aportados a patrimonios autónomos que 
se creen con esta finalidad exclusiva, por un término igual a la ejecución 
del proyecto y su liquidación, sin que exceda en ningún caso de diez (10) 
años. También gozarán de esta exención los patrimonios autónomos 
indicados.

10. La prestación de servicios de sísmica para el sector de hidrocarburos, 
por un término de 5 años, contados a partir de la vigencia de la presente 
ley”.

Artículo 20. Exclusiones de la renta presuntiva. Modifícase el inciso 
séptimo del artículo 191 del Estatuto Tributario y adiciónase un parágrafo, 
así:

“A partir del Io de enero de 2003 y por el término de vigencia de la 
exención, los activos vinculados a las actividades contempladas en los 
numerales 1, 2, 3, 6 y 9 del artículo 207-2, estarán excluidos de la renta 
presuntiva de que trata el artículo 188 de este Estatuto, en los términos 
que establezca el reglamento.

Parágrafo. El exceso de renta presuntiva sobre la renta líquida ordinaria 
podrá compensarse con las rentas líquidas ordinarias determinadas 
dentro de los cinco (5) años siguientes, ajustado por inflación”.

Artículo 21. Ingresos no constitutivos de renta ni de ganancia ocasional. 
El artículo 52 del Estatuto Tributario queda así:

Artículo 52. Incentivo a la Capitalización Rural (ICR). El Incentivo 
a la Capitalización Rural (ICR) previsto en la Ley 101 de 1993, no 
constituye renta ni ganancia ocasional.

Artículo 22. Ajuste de los demás activos no monetarios. Modifícase el 
artículo 338 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 338. Ajuste de los demás activos no monetarios. En general, 
deben ajustarse de acuerdo con el PAAG, todos los demás activos no 
monetarios que no tengan un procedimiento de aj usté especial, entendidos 
por tales aquellos bienes o derechos que adquieren un mayor valor 
nominal por efecto del demérito del valor adquisitivo de la moneda.”

Artículo 23. Efectos del no ajuste. Modifícase el inciso segundo del 
artículo 353 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Cuando un activo no monetario, no haya sido objeto de ajuste por 
inflación en el ej ercicio, su valor patrimonial neto se excluirá para efectos 
del ajuste del patrimonio líquido”.

Artículo 24. Renta presuntiva en sociedad en liquidación. Modifiqúese 
el inciso 4o del artículo 191 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“No están sometidas a renta presuntiva las empresas de servicios 
públicos que desarrollan la actividad complementaria de generación de 
energía; las entidades oficiales prestadoras de los servicios de tratamiento 
de aguas residuales y de aseo; las sociedades en concordato; las sociedades 
en liquidación por los primeros tres (3) años, las entidades sometidas al 
control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria que se les haya 
decretado la liquidación o que hayan sido objeto de toma de posesión, por 
las causales señaladas en los literales a) o g) del artículo 114 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero; los bancos de tierra de los distritos y 
municipios destinados a ser urbanizados, y por los años gravables 2001, 
2002 y 2003, las sociedades titularizadoras de cartera hipotecaria .”
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Artículo 25. Compensación de pérdidas fiscales de sociedades. 
Modifícase el artículo 147 del Estatuto Tributario el cual queda así:

“Artículo 147. Compensación de pérdidas fiscales de sociedades. 
Las sociedades podrán compensar las pérdidas fiscales ajustadas por 
inflación, determinadas a partir del año gravable 2003, con las rentas 
líquidas ordinarias que obtuvieren dentro de los ocho (8) períodos 
gravables siguientes, sin exceder anualmente del veinticinco por ciento 
(25%) del valor de la pérdida fiscal y sin perjuicio de la renta presuntiva 
del ejercicio. Las pérdidas de las sociedades no serán trasladables a los 
socios.

La sociedad absorbente o resultante de un proceso de fusión, puede 
compensar con las rentas líquidas ordinarias que obtuviere, las pérdidas 
fiscales sufridas por las sociedades fusionadas, hasta un límite equivalente 
al porcentaje de participación de los patrimonios de las sociedades 
fusionadas dentro del patrimonio de la sociedad absorbente o resultante. 
La compensación de las pérdidas sufridas por las sociedades fusionadas, 
referidas en este artículo, deberá realizarse teniendo en cuenta los 
períodos gravables para compensar ya transcurridos y los límites anuales, 
previstos en la ley vigente en el período en que se generó y declaró la 
pérdida fiscal.

Las sociedades resultantes de un proceso de escisión, pueden compensar 
con las rentas líquidas ordinarias, las pérdidas fiscales sufridas por la 
sociedad escindida, hasta un límite equivalente al porcentaje de 
participación del patrimonio de las sociedades resultantes en el patrimonio 
de la sociedad que se escindió. La compensación de las pérdidas sufridas 
por la sociedad que se escindió, deberá realizarse teniendo en cuenta los 
períodos gravables para compensar ya transcurridos y los límites anuales, 
previstos en la ley vigente en el período en que se generó y declaró la 
pérdida fiscal.

En caso de que la sociedad que se escinde no se disuelva, esta podrá 
compensar sus pérdidas fiscales sufridas antes del proceso de escisión, 
con las rentas líquidas ordinarias, hasta un límite equivalente al porcentaj e 
del patrimonio que conserve después del proceso de escisión. La 
compensación de las pérdidas sufridas por la sociedad escindida, deberá 
realizarse teniendo en cuenta los períodos gravables para compensar ya 
transcurridos y los límites anuales, previstos en la ley vigente en el 
período en que se generó y declaró la pérdida fiscal.

En todos los casos, la compensación de las pérdidas fiscales en los 
procesos de fusión y escisión con las rentas líquidas ordinarias obtenidas 
por las sociedades absorbentes o resultantes según el caso, sólo serán 
procedentes si la actividad económica de las sociedades intervinientes en 
dichos procesos era la misma antes de la respectiva fusión o escisión.

Las pérdidas fiscales originadas en ingresos no constitutivos de renta 
ni de ganancia ocasional, y en costos y deducciones que no tengan 
relación de causalidad con la generación de la renta gravable, en ningún 
caso podrán ser compensadas con las rentas líquidas del contribuyente.

El término de firmeza de las declaraciones de renta y sus correcciones 
en las que se determinen o compensen pérdidas fiscales, será de cinco (5) 
años, contados a partir de la fecha de su presentación.

Parágrafo transitorio. Las sociedades podrán compensar las pérdidas 
fiscales registradas a 31 de diciembre de 2002 en cualquier año o período 
gravable, con las rentas que obtuvieren dentro de los cinco períodos 
gravables siguientes al período en que se registraron.”

Artículo 26. Sanción por no acreditar el pago oportuno de los aportes 
parafiscales. Modifiqúese el artículo 664 del Estatuto Tributario, el cual 
queda así:

Artículo 664. Sanción por no acreditar el pago de los aportes 
parafiscales.fEX desconocimiento de la deducción por salarios, por no 
acreditar el pago de los aportes al Instituto de Seguros Sociales y a las 
entidades a que se refiere la Ley 100 de 1993, al Servicio Nacional de 
Aprendizaje, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y a las Cajas 
de Compensación Familiar, de quienes estén obligados a realizar tales 
aportes, se efectuará por parte de la Administración de Impuestos, si no se 
acredita que el pago fue efectuado previamente a la presentación de la 
correspondiente declaración del impuesto sobre la rentay complementarios.



Página 22 Lunes 14 de abril de 2003 GACETA DEL CONGRESO 161

naturales que son agentes de retención.

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, desarrollará 
programas de fiscalización, para verificar el cumplimiento de los 
contribuyentes con los aportes parafíscales y proceder al rechazo de 
costos y deducciones, de cc nformidad con lo establecido en este artículo.

Artículo 27. Personas
Modifiqúese el artículo 36 L2 del Estatuto Tributario el cual queda así: 

Artículo 368-2. Personas naturales que son agentes de retención. Las 
personas naturales que tengan la calidad de comerciantes y que en el año 
inmediatamente anterior tuvieren un patrimonio bruto o unos ingresos 
brutos superiores a quinier tos millones de pesos ($500.000.000), (valor 
año base 2002) también deberán practicar retención en la fuente sobre los 
pagos o abonos en cuenta que efectúen por ios conceptos a los cuales se 
refieren los artículos 392, 
vigentes sobre cada uno

tuvieren un patrimonio bruto o unos ingresos

Modifiqúese el inciso prii 
cual queda así:

cinco por ciento (1.5%)
nacional, se causará a la tarifa del uno punto

, 3 )5 y 401, a las tarifas y según las disposiciones 
de ellos.

Artículo 28. Base gra >able en el impuesto de Timbre Nacional. 
m sro del artículo 519 del Estatuto Tributario, el

El impuesto de timbre
st bre los instrumentos públicos y documentos 

privados, incluidos los títi los valores, que se otorguen o acepten en el 
país, o que se otorguen fue

a< iones en el mismo, en los que se haga constar 
la constitución, existencia,

c ;sión, cuya cuantía sea superior a cincuenta 
0( 0.000), (valor año base 2002), en los cuales 

intervenga como otorga tt 
una persona jurídica o as

q le en el año inmediatamente anterior tuviere

•a del país pero que se ejecuten en el territorio
nacional o generen oblig;

modificación o extinción de obligaciones, al
igual que su prórroga o 
millones de pesos ($50.

aceptante o suscriptor una entidad pública, 
milada, o una persona natural que tenga la

calidad de comerciante,
unos ingresos brutos o un patrimonio bruto superior a quinientos millones 
de pesos ($500.000.0001,

Artículo 29. Precios
Título I del Estatuto Tri

valor año base 2002).”
transferencia. Adiciónase el Capítulo XI al 

k tario, el cual quedará así:
“CAPITULO XI

rqcios de transferencia
re dones con vinculados económicos y partes

dt

Pi
Artículo 260-1. Ope¡

relacionadas. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta, que 
celebren operaciones con ñnculados económicos o partes relacionadas, 
están obligados a determir
complementarios, sus ingi esos ordinarios y extraordinarios y sus costos 
y deducciones, consideran o para esas operaciones los precios y márgenes 
de utilidad que se hubiei 
entre partes independientás.

ar, para efectos del impuesto sobre la renta y

utilizado en operaciones comparables con oai

La administración tpilutaria, en desarrollo de sus facultades de 
f odrá determinar los ingresos ordinarios y

{ artes relacionadas, mediante la determinación

arables con o entre partes no vinculadas 
la rubia o en el exterior.

verificación y control, 
extraordinarios y los eos te s y deducciones de las operaciones realizadas 
por contribuyentes del im niesto sobre la renta y complementarios con 
vinculados económicos 
del precio o margen de ufiljidad a partir de precios y márgenes de utilidad 
en operaciones comp¡ 
económicamente, en Co

Para efectos del prespn :e Título, se considera que existe vinculación 
económica cuando se pres mte una relación de subordinación o control o 
situación de grupo empres irial de acuerdo con los supuestos previstos en 
los artículos 260 y 261 
artículo 28 de la Ley 22: 
artículo 450 y 452 del E

El control puede ser 

le 1 Código de Comercio y lo preceptuado en el 
2 le 1995, o cuando se verifiquen los casos del 
s atuto Tributario.
i idividual o conjunto, sin participación en el 

capital de la subordinada
n¡ iturales o de naturaleza no societaria.

o ejercido por una matriz domiciliada en el
exterior o por personas

La vinculación se prec ica de todas las sociedades que conforman el 
grupo, aunque su matriz < sté domiciliada en el exterior.

Los precios de transfi re ncia a que se refiere el presente título solamente 
producen efectos en le (eterminación del impuesto sobre la renta y 
complementarios.

Artículo 260-2. Métodos para determinar el precio o margen de 
utilidad en las operaciones con vinculados económicos o partes 
relacionadas. El precio o margen de utilidad en las operaciones celebradas 
entre vinculados económicos o partes relacionadas se podrá determinar 
por la aplicación de cualquiera de los siguientes métodos, para lo cual 
deberá tenerse en cuenta cuál resulta más apropiado de acuerdo con las 
características de las transacciones analizadas:

1. Precio comparable no controlado. El método de precio comparable 
no controlado consiste en considerar el precio de bienes o servicios que 
se hubiera pactado entre partes independientes en operaciones 
comparables.

2. Precio de reventa. El método de precio de reventa consiste en 
determinar el precio de adquisición de un bien o de prestación de un 
servicio entre vinculados económicos o partes relacionadas, multiplicando 
el precio de reventa del bien o del servicio, a partes independientes, por 
el resultado de disminuir, de la unidad, el porcentaje de utilidad bruta 
obtenido entre partes independientes en operaciones comparables. Para 
los efectos de este inciso, el porcentaje de utilidad bruta se calculará 
dividiendo la utilidad bruta entre las ventas netas.

3. Costo adicionado. El método de costo adicionado consiste en 
multiplicar el costo de bienes o servicios por el resultado de sumar a la 
unidad el porcentaje de utilidad bruta obtenido entre partes independientes 
en operaciones comparables. Para los efectos de este numeral, el porcentaje 
de utilidad bruta se calculará dividiendo la utilidad bruta entre el costo de 
ventas netas.

4. Partición de utilidades. El método de partición de utilidades 
consiste en asignar la utilidad de operación obtenida por vinculados 
económicos o partes relacionadas, en la proporción que hubiera sido 
asignada con o entre partes independientes, de acuerdo con los siguientes 
principios:

a) Se determinará la utilidad de operación global mediante la suma de 
la utilidad de operación obtenida en la operación por cada una de los 
vinculados económicos o partes relacionadas;

b) La utilidad de operación global se asignará a cada uno de los 
vinculados económicos o partes relacionadas, considerando, entre otros, 
el volumen de activos, costos y gastos de cada uno de los vinculados 
económicos, con respecto a las operaciones entre dichas partes.

5. Residual de partición de utilidades. El método residual de partición 
de utilidades consiste en asignar la utilidad de operación obtenida por 
vinculados económicos o partes relacionadas, en la proporción que 
hubiera sido asignada entre partes independientes, de conformidad con 
las siguientes reglas:

a) Se determinará la utilidad de operación global mediante la suma de 
la utilidad de operación obtenida en la operación por cada uno de los 
vinculados económicos o partes relacionadas;

b) La utilidad de operación global se asignará de acuerdo con los 
siguientes parámetros:

(1) Se determinará la utilidad mínima que corresponda, en su caso, a 
cada una de los vinculados económicos o partes relacionadas mediante 
la aplicación de cualquiera de los métodos a que se refieren los numerales 
1 a 6 del presente artículo, sin tomar en cuenta la utilización de intangibles 
significativos.

(2) Se determinará lautilidad residual, la cual se obtendrá disminuyendo 
la utilidad mínima a que se refiere el numeral (1), de la utilidad de 
operación global. Esta utilidad residual se distribuirá entre los vinculados 
económicos involucrados o partes relacionadas en la operación tomando 
en cuenta, entre otros elementos, los intangibles significativos utilizados 
por cada uno de ellos, en la proporción en que hubiera sido distribuida 
entre partes independientes en operaciones comparables.

6. Márgenes transaccionales de utilidad de operación. El método de 
márgenes transaccionales de utilidad de operación consiste en determinar, en 
transacciones entre vinculados económicos o partes relacionadas, la utilidad 
de operación que hubieran obtenido partes independientes en operaciones 
comparables, con base en factores de rentabilidad que toman en cuenta 
variables tales como activos, ventas, costos, gastos o flujos de efectivo.
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Parágrafo Io. Para los efectos de este artículo, los ingresos, costos, 
utilidad bruta, ventas netas, gastos, utilidad de operación, activos y 
pasivos, se determinarán con base en los principios de contabilidad 
generalmente aceptados en Colombia.

Parágrafo 2o. De la aplicación de cualquiera de los métodos señalados 
en este artículo, se podrá obtener un rango de precios o de márgenes de 
utilidad cuando existan dos o más operaciones comparables. Estos 
rangos se ajustarán mediante la aplicación de métodos estadísticos, en 
particular el rango intercuartil que consagra la ciencia económica.

Si los precios o márgenes de utilidad del contribuyente se encuentran 
dentro de estos rangos, se considerarán ajustados a los precios o márgenes 
de operaciones entre partes independientes.

En caso de que el contribuyente se encuentre fuera del rango ajustado, 
se considerará que el precio o margen de utilidad en operaciones entre 
partes independientes es la mediana de dicho rango.

Parágrafo 3o. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá 
celebrar acuerdos con contribuyentes del impuesto sobre la renta, 
nacionales o extranjeros, mediante los cuales se determine el precio o 
margen de utilidad de las diferentes operaciones que realicen con sus 
vinculados económicos o partes relacionadas, en los términos que 
establezca el reglamento.

La determinación de los precios mediante acuerdo se hará con base en 
los métodos y criterios de que trata este Capítulo y podrá surtir efectos en 
el período gravable en que se solicite, en el período gravable 
inmediatamente anterior y hasta por los tres períodos gravables siguientes 
a aquel en que se solicite.

Los acuerdos a que se refiere el presente parágrafo se aplicarán sin 
perjuicio de las facultades de fiscalización de la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales.

Artículo 260-3. Criterios de comparabilidad entre vinculados 
económicos y partes independientes. Para efectos del régimen de precios 
de transferencia, se entiende que las operaciones son comparables 
cuando no existen diferencias entre las características económicas 
relevantes de estas y las del contribuyente que afecten de manera 
significativa el precio o margen de utilidad a que hacen referencia los 
métodos establecidos en el artículo 260-2 o, si existen dichas diferencias, 
su efecto se puede eliminar mediante ajustes técnicos económicos 
razonables.

Para determinar si las operaciones son comparables o si existen 
diferencias significativas, se tomarán en cuenta los siguientes atributos 
de las operaciones, dependiendo del método seleccionado:

1. Las características de las operaciones, incluyendo:
a) En el caso de operaciones de financiamiento, elementos tales como 

el monto del principal, plazo, calificación de riesgo, garantías, solvencia 
del deudor y tasa de interés;

b) En el caso de prestación de servicios, elementos tales como la 
naturaleza del servicio y si el servicio involucra o no una experiencia o 
conocimiento técnico;

c) En el caso de otorgamiento del derecho de uso o enajenación de 
bienes tangibles, elementos tales como las características físicas, calidad, 
confiabilidad, disponibilidad del bien y volumen de la oferta;

d) En el caso de que se conceda la explotación o se transmita un bien 
intangible, elementos tales como la clase del bien, patente, marca, 
nombre comercial o “know-hów”, la duración y el grado de protección y 
los beneficios que se espera obtener de su uso;

e) En el caso de enajenación de acciones, el patrimonio líquido de la 
emisora, ajustado por inflación, el valor presente de las utilidades o flujos 
de efectivo proyectados, o la cotización bursátil de la emisora del último 
hecho del día de la enajenación.

2. Las funciones o actividades económicas significativas, incluyendo 
los activos utilizados y riesgos asumidos en las operaciones, de cada una 
de las partes involucradas en la operación.

3. Los términos contractuales reales de las partes.
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4. Las circunstancias económicas o de mercado, tales como ubicación 
geográfica, tamaño del mercado, nivel del mercado (por mayor o detal), 
nivel de la competencia en el mercado, posición competitiva de 
compradores y vendedores, la disponibilidad de bienes y servicios 
sustitutos, los niveles de la oferta y la demanda en el mercado, poder de 
compra de los consumidores, reglamentos gubernamentales, costos de 
producción, costo de transportación y la fecha y hora de la operación.

5. Las estrategias de negocios, incluyendo las relacionadas con la 
penetración, permanencia y ampliación del mercado.

Parágrafo. Cuando los ciclos de negocios o de aceptación comercial 
de los productos del contribuyente cubran más de un ejercicio, se podrá 
tomar en consideración información del contribuyente y de las operaciones 
comparables correspondientes a dos o más ejercicios anteriores o 
posteriores al ejercicio materia de fiscalización.

Artículo 260-4. Documentación comprobatoria. Los contribuyentes 
deberán preparar y conservar por un plazo de cinco años a partir de la 
expedición del documento, documentación comprobatoria relativa a 
cada tipo de operación que celebren con vinculados económicos o partes 
relacionadas, con la que demuestren que sus ingresos ordinarios y 
extraordinarios y sus costos y deducciones están acordes con los precios 
o márgenes de utilidad que hubieran utilizado partes independientes en 
operaciones comparables. Esta documentación deberá contener la 
información que establezca el reglamento.

Artículo 260-5. Ajustes. Cuando de conformidad con lo establecido 
en un tratado internacional en materia tributaria celebrado por Colombia, 
las autoridades competentes del país con el que se hubiese celebrado el 
tratado, realicen un ajuste a los precios o montos de contraprestación de 
un contribuyente residente en ese país y siempre que dicho ajuste sea 
aceptado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, la parte 
relacionada residente en Colombia podrá presentar una declaración de 
corrección sin sanción en la que se refleje el ajuste correspondiente

Artículo 260-6. Jurisdicción de menor imposición fiscal. Salvo 
prueba en contrario, se presume que las operaciones entre residentes o 
domiciliados en Colombia y residentes o domiciliados en países o 
jurisdicciones de menor imposición en materia del impuesto sobre la 
renta, son operaciones entre vinculados económicos o partes relacionadas 
en las que los precios y montos de las contraprestaciones no se pactan 
conforme con los que hubieran utilizado partes independientes en 
operaciones comparables.

Para efectos del presente artículo, los contribuyentes del impuesto 
sobre la renta y complementarios que realicen las transacciones a que se 
refiere el inciso anterior deberán cumplir con las obligaciones señaladas 
en los artículos 260-4 y 260-8 del Estatuto Tributario.

Parágrafo. Son jurisdicciones de menor imposición aquellas que 
señale la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, 
OCDE o el Gobierno Nacional.

Artículo 260-7. Costos y deducciones. Lo dispuesto en los artículos 
90,90-1,124-1,151,152 y numerales 2 y 3 del artículo 312 del Estatuto 
Tributario, no se aplicará a los contribuyentes que cumplan con la 
obligación señalada en el inciso primero del artículo 260-1 del Estatuto 
Tributario en relación con las operaciones a las cuales se le aplique este 
régimen.

Las operaciones a las cuales se les apliquen las normas de precios de 
transferencia, no están cobijadas con las limitaciones a los costos y gastos 
previstos en este Estatuto para los vinculados económicos.

Artículo 260-8. Obligación de presentar declaración informativa. 
Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios, 
obligados a la aplicación de las normas que regulan los precios de 
transferencia, deoerán presentar anualmente una declaración informativa 
de operacicnes con vinculados económicos o partes relacionadas.

A esta declaración le son aplicables, en lo pertinente, las normas del 
Libro Quinto de este Estatuto. Adicionalmente, deberán cumplir con la 
presentación de la información que mediante reglamento señale el 
Gobierno Nacional.
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Parágrafo. En los cásos de subordinación o control o situación de 
grupo empresarial de ac 
260 y 261 del Estatutor 
una declaración e incluí: 
período declarado.

Artículo 260-9. Inte 
en este capítulo, serán a 
para Empresas Multinacionales y Administraciones Fiscales, aprobadas 
por el Consejo de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico OCDE, en 1i1 íiedida en que las mismas sean congruentes con 
las disposiciones del Estatuto Tributario.

Artículo 260-10. Transitorio. Las disposiciones contenidas en el 
Título I del Libro Primero del Estatuto Tributario, relativas a Precios de 
Transferencia, se aplicarán a partir del año gravable 2004.

Los procesos de fiscal 
adelantarán a partir del

Sin perjuicio de lo anterior, a partir de la vigencia de la presente ley se 
podrán realizar acuerdos 
transferencia.”

:|uerdo con los supuestos previstos en los artículos 
Tibutario, el ente controlante o matriz presentará 
irá todas las operaciones relacionadas durante el 

’rp 'etación. Para la interpretación de lo dispuesto 
ipl: cables la Guías sobre Precios de Transferencia

1

04.06.10.00.00
04.07.00.90.00
19.01.10.10.00
01.01

zación relativos a Precios de Transferencia se 
’ de enero del año 2005.

previos para la determinación de precios de

03.03.41.00.00
03.03.42.00.00
03.03.45.00.00
04.09.00.00.00
05.11.10.00.00
06.01

? a cargo de los contribuyentes obligados a Artículo 30. Sobretas
declarar el impuesto sob "e la renta. Adiciónase el Estatuto Tributario 
con el siguiente artículo:

bretasa a cargo de los contribuyentes obligadosArtículo 260-11. So.
a declarar el impuesto s ol re la renta. Créase una sobretasa a cargo de los 
contribuyentes obliga 
complementarios. Esta 
2003 al diez por ciento (1 (|%) del impuesto neto de renta determinado por 
dicho año gravable. A

les a declarar el impuesto sobre la renta y 
i sobretasa será equivalente para el año gravable

pí rtir del año gravable 2004 esta sobretasa será 
equivalente al cinco por 
respectivo período grava

ciento (5%) del impuesto neto de renta del 
)le.

La sobretasa aquí regu ada se liquidará en la respectiva declaración de 
renta y complementarios y no será deducible ni descontable en la 
determinación del impuesto sobre la renta.

Parágrafo. La sobretas a que se crea en este artículo está sujeta para el 
ejercicio 2003 a un anti

6.06

cipo del 50% del valor de la misma calculada con 
base en el impuesto neto de renta del año gravable 2002, el cual deberá 
pagarse durante el segum o semestre del año 2003, en los plazos que fíje

07.07
07.08

el reglamento.
CAPITULO III 

I
Artículo 31. Bienes

mpuesto sobre las ventas
ex :luidos. Modifícase el artículo 424 del Estatuto 

Tributario, el cual queda
Artículo 424. Bienes t xcluidos del impuesto. Los siguientes bienes se 

hallan excluidos del impi esto y por consiguiente su venta o importación 
no causa el impuesto a las ventas. Para tal efecto se utiliza la nomenclatura 
arancelaria Nandina vigc nte:

07.10

así: 07.11

02.01 C. 07.12

02.02
02.03

ai le de animales de la especie bovina, fresca o 
refrigerada
C
c

02.04

02.06
02.07

02.08.10.00.00
03.02

03.03

03.04

ca, refrigerada o congelada.

ai ne de animales de la especie bovina, congelada 
ai ae de animales de la especie porcina, fresca, 

refrigerada o congelada.
Catfne de animales de las especies ovina o caprina, 
fies
E>e pojos comestibles de animales
Caí ne y despojos comestibles, de aves de la partida 
01. )5, frescos, refrigerados o congelados.
( ai ne fresca de conejo o liebre
f es cado fresco o refrigerado, excepto los filetes y 
der lás carne de pescado de la par ida 03.04 
leseado congelado, excepto los filetes y demás 
darne de pescado de la partida 03.04
I il :tes y demás carne de pescado (incluso picada), 
fe icos, refrigerados o congelados

08.01.19.00.00
08.02

04.01

04.02

07.01
07.02
07.03

07.04

07.05

07.09

07.13

07.14

08.03
08.04

Leche y nata (crema), sin concentrar, sin adición de 
azúcar ni otro edulcorante de otro modo
Leche y nata (crema), con cualquier proceso 
industrial concentradas o con adición de azúcar u 
otro edulcorante
Queso fresco (sin madurar)
Huevos de ave con cáscara, frescos 
Leche maternizada o humanizada 
Caballos, asnos, muías y burdéganos vivos (excepto 
los caballos para equitación, polo, para carreras y 
paso fino)
Atún Blanco
Atún de aleta amarilla
Atún común o de aleta azul
Miel natural
Semen de bovino
Bulbos, cebollas, tubérculos, raíces y bulbos 
tuberosos, turiones y rizomas, en reposo vegetativo, 
en vegetación o en flor; plantas y raíces de achicoria, 
excepto las raíces de la Partida número 12.12 
Papas (patatas) frescas o refrigeradas 
Tomates frescos o refrigerados
Cebollas, chalotes, ajos, puerros y demás hortalizas 
(incluso silvestres) aliáceas, frescos o refrigerados 
Coles, incluidos los repollos, coliflores, coles 
rizadas, colinabos y productos comestibles similares 
del género brassica, frescos o refrigerados 
Lechugas (lactuca sativa) y achicorias, com­
prendidas la escarola y la endibia (cichorium spp.), 
frescas o refrigeradas
Zanahorias, nabos, remolachas para ensalada, 
salsifíes, apionabos, rábanos y raíces comestibles 
similares, frescos o refrigerados
Pepinos y pepinillos frescos o refrigerados 
Hortalizas (incluso silvestres) de vaina, aunque 
estén desvainadas, frescas o refrigeradas
Las demás hortalizas (incluso silvestres), frescas o 
refrigeradas
Hortalizas (incluso silvestres) aunque estén cocidas 
en agua o vapor, congeladas
Hortalizas (incluso silvestres) conservadas 
provisionalmente (por ejemplo: con gas sulfuroso 
o con agua salada, sulfurosa, o adicionada de otras 
sustancias para asegurar dicha conservación), pero 
todavía impropias para consumo inmediato.
Hortalizas (incluso silvestres) secas, bien cortadas 
en trozos o en rodajas o bien trituradas o 
pulverizadas, pero sin otra preparación 
Hortalizas (incluso silvestres) de vaina secas, 
desvainadas, aunque estén mondadas o partidas 
Raíces de yuca (mandioca), arrurruz o salep, 
aguaturmas (patacas), camotes (batatas, boniatos) 
y raíces y tubérculos similares ricos en fécula o 
inulina, frescos, refrigerados, congelados o secos, 
incluso troceados o en “pellets”; médula de sagú 
Cocos frescos
Los demás frutos de cáscara, frescos o secos, incluso 
sin cáscara o mondados
Bananas o plátanos, frescos o secos
Dátiles, higos, pifias tropicales (ananás), aguacates 
(paltas), guayabas, mangos y mangostanes, frescos 
o secos y los productos alimenticios elaborados de 
manera artesanal a base de guayaba y/o leche.
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08.05
08.06
08.07
08.08
08.09

08.10
09.01.21.10.00
10.01
10.03
10.05

Agrios (cítricos) frescos o secos
Uvas, frescas o secas, incluidas las pasas 
Melones, sandías y papayas, frescas
Manzanas, peras y membrillos, frescos
Damascos (albaricoques, chabacanos), cerezas, 
duraznos (melocotones) (incluidos los griñones y 
nectarinas), ciruelas y endrinas, frescos 
Las demás frutas u otros frutos, frescos 
Café en grano
Trigo y morcajo (tranquillón)
Cebada
Maíz

10.06 Arroz
11.04.23.00.00 Maíz trillado
12.09
12.12.92.00.00

30.06

30.06.00.00
31.01

Semillas para siembra
Caña de Azúcar

18.01.00.10.00
19.01

Cacao en grano crudo 
Bienestarina 

19.02.11.00.00

19.05
22.01

25.01

27.01

27.04

27.16
28.44.40.00.00
29.36

29.41
30.01

30.02

30.03

pastas alimenticias sin cocer, rellenor ni preparar 
de otra forma que contenga huevo
Pan
Agua envasada, el agua mineral natural o artificial 
y la gasificada, sin azucarar o edulcorar de otro 
modo ni aromatizar; hielo y nieve
Sal (incluidas la de mesa y la desnaturalizada) y 
cloruro de sodio puro, incluso en disolución acuosa 
o con adición de antiaglomerantes o de agentes que 
garanticen una buena fluidez; agua de mar 
Hullas, briquetas, ovoides, y combustibles sólidos 
análogos obtenidos a partir de la hulla
Coques, semicoques de hulla, de lignito, de turba 
aglomerados o no
Energía eléctrica
Material radiactivo para uso médico
Provitaminas y vitaminas, naturales o reproducidas 
por síntesis (incluidos los concentrados naturales) 
y sus derivados utilizados principalmente como 
vitaminas, mezclados o no entre sí o en disoluciones 
de cualquier clase
Antibióticos
Glándulas y demás órganos para usos opoterápicos, 
desecados, incluso pulverizados; extracto de 
glándulas o de otros órganos o de sus secreciones, 
para usos opoterápicos; heparina y sus sales; las 
demás sustancias humanas o animales preparadas 
para usos terapéuticos o profilácticos, no expresadas 
ni comprendidas en otra parte
Sangre humana; sangre animal preparada para usos 
terapéuticos, profilácticos o de diagnóstico; 
antisueros (sueros con anticuerpos), demás 
fracciones de la sangre y productos inmunológicos 
modificados, incluso obtenidos por proceso 
biotecnológico; vacunas, toxinas, cultivos de 
microorganismos (excepto las levaduras) y 
productos similares
Medicamentos (excepto los productos de las 
Partidas números 30.02,30.05 o 30.06) constituidos 
por productos mezclados entre sí, preparados para 
usos terapéuticos o profilácticos, sin dosificar ni 
acondicionar para la venta al por menor

38.08
38.22.00.11.00

38.22.00.19.00
40.01
40.11.91.00.00
40.14.10.00.00
44.03

44.04

48.01.00.00.00
49.02

52.01
53.04.10.10.00
53.11.00.00.00
56.08.11.00.00
59.11
63.05
71.18.90.00.00
82.01
82.08.40.00.00

84.07.21.00.00
84.08.10.00.00
84.24.81.30.00
84.32.

30.04

30.05

31.02
31.03
31.04
31.05

84.33

Medicamentos (con exclusión de los productos de 
las partidas 30.02, 30.05 o 30.06) constituidos por 
productos mezclados o sin mezclar preparados 
para usos terapéuticos o profilácticos, dosificados 
o acondicionados para la venta al por menor 
Guatas, gasas, vendas y artículos análogos (por 
ejemplo: apósitos, esparadrapos, sinapismos), 
impregnados o recubiertos de sustancias farma­
céuticas o acondicionados para la venta al por 
menor con fines médicos, quirúrgicos, odon­
tológicos o veterinarios
Preparaciones y artículos farmacéuticos a que se 
refiere la Nota 4 de este Capítulo
Anticonceptivos orales
Guano y otros abonos naturales de origen animal o 
vegetal, incluso mezclados entre sí, pero no 
elaborados químicamente
Abonos minerales o químicos nitrogenados 
Abonos minerales o químicos fosfatados 
Abonos minerales o químicos potásicos 
Otros abonos; productos de este título que se 
presenten en tabletas, pastillas y demás formas 
análogas o en envases de un peso bruto máximo de 
diez (10) kilogramos
Plaguicidas e insecticidas
Reactivos de diagnóstico sobre soporte de papel o 
cartón
Los demás reactivos de diagnóstico
Caucho natural
Neumáticos para tractores
Preservativos
Madera en bruto, (redonda, rolliza o rolo) con o sin 
corteza y madera en bloque o simplemente 
desorillada
Árboles de vivero para establecimiento de bosques 
maderables
Papel prensa
Diarios y publicaciones periódicas, impresos, 
incluso ilustrados
Fibras de algodón
Pita (cabuya, fique)
Tejidos de las demás fibras textiles vegetales 
Redes confeccionadas para la pesca 
Empaques de yute, cáñamo y fique 
Sacos y talegas de yute, cáñamo y fique 
Monedas de curso legal
Layas, herramientas de mano agrícola
Cuchillos y hojas cortantes para máquinas y aparatos 
mecánicos de uso agrícola, hortícola y forestal 
Motores fuera de borda, hasta 115 HP.
Motores de centro diesel, hasta 150 HP.
Demás aparatos sistemas de riego
Máquinas, aparatos y artefactos agrícolas, hortícolas 
o silvícolas, para la preparación o el trabajo del 
suelo o para el cultivo; excepto rodillos para césped 
o terrenos de deporte
Máquinas, aparatos y artefactos para cosechar o 
trillar, incluidas las prensas para paja o forraje; 
guadañadoras; máquinas para limpieza o clasi­
ficación de huevos, frutos o demás productos 
agrícolas, excepto las de la partida 84.37 y las 
subpartidas 84.33.11 y 84.33.19
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84.36

84.37.10.00.00

87.01.90.00.10
87.13.10.00.00

87.13.90.00.00
87.14

87.16.20.00.00
90.01.30.00.00 
90.01.40
90.01.50.00.00
90.18.39.00.00
90.18.39.00.00
90.21

93.01

D emás máquinas y aparatos para la agricultura, 
hpr icultura, silvicultura o apicultura, incluidos los 
germinadores con dispositivos mecánicos o 
térmicos incorporados
Máquinas para limpieza, clasificación o cribado de 
servillas, granos u hortalizas de vaina secas 
Tractores agrícolas
Sil
pM

as de ruedas y equipos similares, de 
pulsión personal, mecánica o eléctrica para 

la movilización e integración de personas con 
discapacidad o adultos mayores
Los demás
Herramientas, partes accesorios, materias primas 
y 
y

adecuaciones correspondientes a sillas de ruedas 
otros similares para la movilización de personas 

1 y adultos mayores de las 
clasificaciones 87.13 y 87.14

con discapacidad 
partidas o clasifica
Reínolques para uso agrícola
Lentes de contacto
Lentes de vidrio para gafas
L,entes de otras materias
Catéteres
Catéteres peritoneales para diálisis
Apjaratos especiales para ortopedia, prótesis, 
re
Urinaria, aparatos para acceso a piscinas para 
peí sonas con discapacidad
Armas de guerra, excepto los revólveres, pistolas y 
aírnpas blancas
Lá )ices de escribir y colorear

primis químicas con destino a la producción de

abilitación, productos para asistencia

96.09.10.00.00
• Las materias

plaguicidas e insecticida ; de la partida 38.08 y de los fertilizantes de las 
partidas 31.01 a 31.05

• Equipos de infus ó: i de líquidos y filtros para diálisis renal de la 
subpartida 90.18.39.00.( 0

• Las Impresoras brail e, estereotipadoras braille, líneas braille, regletas 
i|a; y de dibujo braille, elementos manuales o

mecánicos de escritura
pfrótesis, artículos y aparatos de prótesis; todos 
audífonos y demás aparatos que lleve la propia

braille, cajas aritméti
del sistema braille, así como los artículos y

aparatos de ortopedia, 
para uso de personas, 
persona, o se le implar te a para compensar un defecto o una incapacidad 
y bastones para ciegos 
la partida arancelaria 9021.

•Por el año 2003, lo: 
portátiles o de escrito tic 
operacional preinstalare, teclado, mouse, parlantes, cables y manuales, 
hasta por un valor CIF c e mil quinientos dólares (US $1.500).

ai oque estén dotados de tecnología, contenidos en

s computadores personales de un solo procesador, 
, habilitados para uso de Internet, con sistema

Los dispositivos an
mas químicas con destino a la producción de 
prsiciones 29.36, 29.41, 30.01, 30.03, 30.04 y

iconceptivos para uso femenino

r
n
(r ¡puestos) 84.09.91.99.00; 84.09.91.60.00

.10.00
34.09.91.91.00

• Las materias pri 
medicamentos de las 
30.06.

• Equipos y elemente s componentes del plan de gas vehicular.
1. Cilindros 73.11.
2. Kit de conversid
3. Partes para Kits i
4. Compresores 84.14.80.22.00
5. Surtidores (dispensadores) 90.25.80.90.00
6. Partes y accesorio
7. Partes y accesorios compresores (repuestos) 84.14.90.10.00; 

84.90.90.90.00

surtidores (repuestos) 90.25.90.00.00

Artículo 32. Bienes exentos. Modifícase el artículo 477 del Estatuto 
Tributario, el cual queda así:

Artículo 477. Bienes que se encuentran exentos del impuesto. Están 
exentos del impuesto sobre las ventas los siguientes bienes:

04.07.00.10.00 Huevos para incubar - pollitos de un día de 
nacidos

48.20 Cuadernos de tipo escolar
Alcohol carburante, con destino a la mezcla con 
gasolina para los vehículos automotores.

Artículo 33. Pólizas de seguros excluidas. Modifícase el artículo 427 
del Estatuto Tributario, el cual queda así:

Artículo 427. Pólizas de seguros excluidas. No son objeto del 
impuesto las pólizas de seguros de vida en los ramos de vida individual, 
colectivo, grupo, accidentes personales, de que trata la Sección II del 
Capítulo III del Título 5o del Libro 4o del Código de Comercio, las pólizas 
de seguros que cubran enfermedades catastróficas que corresponda 
contratar a las entidades promotoras de salud cuando ello sea necesario, 
las pólizas de seguros de educación, preescolar, primaria, media, o 
intermedia, superior y especial, nacionales o extranjeros. Tampoco lo son 
los contratos de reaseguro de que tratan los artículos 1134 a 1136 del 
Código de Comercio.

Artículo 34. Importaciones que no causan impuesto. Adiciónase el 
artículo 428 del Estatuto Tributario con el siguiente literal y parágrafos:

“g) La importación ordinaria de maquinaria industrial que no se 
produzca en el país, destinada a la transformación de materias primas, por 
parte de los usuarios altamente exportadores.

Para efectos de este artículo, la calificación de usuarios altamente 
exportadores, sólo requerirá el cumplimiento del requisito previsto en el 
literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999.

Para la procedencia de este beneficio, debe acreditarse anualmente el 
cumplimiento del monto de las exportaciones a que se refiere el inciso 
anterior y la maquinaria importada deberá permanecer dentro del 
patrimonio del respectivo importador durante un término no inferior al de 
su vida útil, sin que pueda cederse su uso a terceros a ningún título, salvo 
cuando la cesión se haga en favor de una compañía de leasing con miras 
a obtener financiación a través de un contrato de leasing.

En caso de incumplimiento de lo aquí previsto, el importador deberá 
reintegrar el impuesto sobre las ventas no pagado más los intereses 
moratorios a que haya lugar y una sanción equivalente al 5% del valor 
FOB de la maquinaria importada.

Parágrafo 2o. Para tener derecho al beneficio de que trata el literal g) 
del presente artículo, en la importación de maquinaria realizada por 
empresas nuevas que se constituyan a partir de la vigencia de la presente 
ley, deberá otorgarse garantía en los términos que establezca el reglamento.

Parágrafo 3o. En todos los casos previstos en este artículo, para la 
exclusión del impuesto sobre las ventas en la importación deberá obtenerse 
previamente a la importación una certificación requerida expedida por la 
autoridad competente.

Parágrafo 4o. Los beneficios previstos en este artículo se aplicarán 
también cuando los bienes a que se refiere el mismo, sean adquiridos por 
compañías de financiamiento comercial, para darlos en arrendamiento 
financiero.

Artículo 35. Bienes gravados con la tarifa del 7%. Modifícase el 
artículo 468-1 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

Artículo 468-1. Bienes gravados con la tarifa del 7%. A partir del 
Io de enero de 2003, los siguientes hienes quedan gravados con la tarifa 
del 7%:

06.02.20.00.00 Plántulas para siembra
09.01 Café tostado o descafeinado; cáscara y cascarilla

de café; sucedáneos de café que contengan café en 
cualquier proporción, incluido el café soluble.

10.02 Centeno
10.04 Avena
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10.05 Maíz para uso industrial
10.06 Arroz para uso industrial
10.07 Sorgo
10.08 Alforfón, mijo y alpiste; los demás cereales
11.01 Harina de trigo o de morcajo (tranquillón)
11.02 Las demás harinas de cereales
11.07
11.08
11.09
12.01.00.90
12.09.99.90.00
16.01

16.02

16.04
17.01
17.02.30.20.00
17.02.30.90.00
17.02.40.20.00
17.02.60.00.00

17.03
18.03

18.05
18.06

19.01

19.02.11.00.00

19.02.19.00.00
19.05

23.09

24.01

27.02

27.03

27.09.00.00.00
53.08.90.00.00
53.11.00.00.00
84.14.80.21.00

84.14.80.22.00

Malta (de cebada u otros cereales), incluso tostada 
Almidón y fécula
Gluten de trigo, incluso seco
Habas de soya
Semillas para caña de azúcar
Embutidos y productos similares, de carne, de 
despojos o de sangre, preparaciones alimenticias a 
base de estos productos
Las demás preparaciones y conservas de carne, de 
despojos o de sangre
Atún enlatado y sardinas enlatadas
Azúcar de caña o de remolacha
Jarabes de glucosa
Las demás
Jarabes de glucosa
Las demás fructosas y jarabe de fructosa, con un 
contenido de fructosa, en estado seco, superior al 
50% en peso
Melazas de la extracción o del refinado del azúcar 
Cacao en masa o en panes (pasta de cacao), incluso 
desgrasado
Cacao en polvo, sin azucarar
Chocolate y demás preparaciones alimenticias que 
contengan cacao excepto gomas de mascar, 
bombones, confites, caramelos y chocolatinas 
Preparaciones alimenticias de harina, almidón y 
fécula
Pastas alimenticias sin cocer, rellenar, ni preparar 
de otra forma, que contengan huevo
Las demás
Productos de panadería, pastelería o galletería, 
incluso con adición de cacao, excepto el pan 
Preparaciones del tipo de las utilizadas para la 
alimentación de los animales
Tabaco en rama o sin elaborar; desperdicios de 
tabaco
Lignitos, incluso aglomerados, con exclusión del 
azabache
Turba (incluida la turba para cama de animales) y 
sus aglomerados
Aceites Crudos de Petróleo o de mineral bituminoso
Los demás
Tejidos de hilados de papel
Bombas de aire o de vacío, compresores de aire u 
otros gases y ventiladores; campanas aspirantes 
para extracción o reciclado, con ventilador 
incorporado, incluso con filtro, de potencia inferior 
a 30 kw (40 HP)
Bombas de aire o de vacío, compresores de aire u 
otros gases y ventiladores; campanas aspirantes 
para extracción o reciclado, con ventilador 
incorporado, incluso con filtro, de potencia superior 
o igual a 30 kw (40 HP) e inferior a 262,5 kw 
(352 HP)

84.14.80.23.00

84.18.69.11.00

84.19.39.10.00

84.19.50.10.00
84.21.11.00.00
84.21.22.00.00
84.34

84.36

84.38

84.85.10.00.00
90.21.21.00.00

Bombas de aire o de vacío, compresores de aire u 
otros gases y ventiladores; campanas aspirantes 
para extracción o reciclado, con ventilador 
incorporado, incluso con filtro, de potencia superior 
o igual a 262,5 kw (352 HP)
Grupos frigoríficos de compresión (tanques de frío 
para conservar leche)
Secadores por liofilización, criodesecación, 
pulverización, esterilización, pasterización, 
evaporación, vaporización y condensación 
Pasterizadores
Desnatadoras (descremadoras) centrífugas 
Aparatos para filtrar o depurar las demás bebidas 
Máquinas de ordeñar y máquinas y aparatos para la 
industria lechera
Demás máquinas y aparatos para la avicultura, 
incluidas las incubadoras y criadoras avícolas
Máquinas y aparatos para la preparación o 
fabricación de alimentos o bebidas, excepto los de 
la subpartida 84.38.10
Hélices para barcos y sus paletas
Dientes artificiales

• Las obras de arte originales.
• La semilla de algodón
• El fruto de la palma africana.
• Fósforos o cerillas
Parágrafo Io. A partir del Io de enero de 2005, los anteriores bienes 

quedarán gravados con la tarifa del 10%.
Artículo 36. Servicios gravados con la tarifa del 7%. Adiciónase el 

Estatuto Tributario con el siguiente artículo:
Artículo 468-3. Servicios gravados con la tarifa del 7%. A partir del 

1 ° de enero de 2003, los siguientes servicios quedan gravados con la tarifa 
del 7%:

1. El servicio de arrendamiento de inmuebles diferentes a los destinados 
para vivienda y de espacios para exposiciones y muestras artesanales 
nacionales.

2. Los servicios de aseo y los servicios de vigilancia aprobados por la 
Superintendencia de Vigilancia Privada, en la parte correspondiente al 
AUI (administración, utilidad e imprevistos), y las comisiones por los 
servicios temporales de empleo cuando sean prestados por empresas 
autorizadas por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, o por la 
autoridad competente.

3. Los planes de medicina prepagada y complementarios, las pólizas 
de seguros de cirugía y hospitalización, pólizas de seguros de servicios 
de salud y en general los planes adicionales, conforme con las normas 
vigentes.

4. Los servicios de clubes sociales o deportivos de trabajadores y de 
pensionados.

5. El almacenamiento de productos agrícolas por almacenes generales 
de depósito.

6. Los servicios y comisiones directamente relacionados con 
negociaciones de productos de origen agropecuario que se realicen a 
través de bolsas de productos agropecuarios legalmente constituidas.

7. Las comisiones percibidas por la colocación de los planes de salud 
del sistema de medicina prepagada expedidos por las entidades autorizadas 
legalmente por la Superintendencia Nacional de Salud.

8. El servicio de alojamiento prestado por establecimientos hoteleros 
o de hospedaje, debidamente inscritos en el Registro Nacional de 
Turismo.

9. El servicio prestado por establecimientos exclusivamente 
relacionados con el ejercicio físico.
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del Io de enero de 2005, los anteriores servicios 
a tarifa del 10%.

la tarifa del 20%.

10. Las comisiones recibidas por los comisionistas de bolsa por la 
negociación de valores.

Parágrafo Io. A partir 
quedarán gravados con

Parágrafo 2o. A partir del Io de enero de 2003, el servicio de telefonía 
móvil está gravado con ‘

El incremento del 4% a que se refiere este parágrafo será destinado a 
inversión social y se distribuirá así:

Un 75% para el plan sectorial de fomento, promoción y desarrollo del 
deporte, y la recreación 
las zonas de influencia de los mismos, así como para la atención de los 
juegos deportivos nacionales y los juegos paralímpicos nacionales, los 
compromisos del ciclo olímpico y paralímpico que adquiera la Nación y 
la preparación y participación de los deportistas en todos los juegos 
mencionados y los del calendario único nacional.

El 25% restante será

escenarios deportivos incluidos los accesos en

irado a los departamentos y al Distrito Capital 
de fomento y desarrollo deportivo, atendiendopara apoyar los programas

g meral de participación establecido en la Leylos criterios del sistema
715 de 2000.

Parágrafo 3o. Los 
establecimientos que rio 
nacional de turismo están 
enero de 2003.

Parágrafo 4o. Cuando en un establecimiento de comercio se lleven a 
cabo actividades mixtas

iervicios de alojamiento prestados por 
estén debidamente inscritos en el registro 
gravados con la tarifa del 7% a partir del Io de

restaurante, cafetería, panadería, pastelería y/

oí excluidos del Impuesto sobre las Ventas. 
al:s 3, 5, y 8 y adiciónense tres numerales al

“3. Los intereses y 
crédito, siempre que no

o galletería, se entender^ q ie la venta se hace como servicio de restaurante 
gravado a la tarifa genera .

Artículo 37. Servio, < 
Modifícanse los numen 
artículo 476 del Estatuto ' "ributario, los cuales quedan así:

r ¡ndimientos financieros por operaciones de 
f( rmen parte de la base gravable señalada en el 

artículo 447, las comisión :s percibidas por las sociedades fiduciarias por 
la administración de los fb idos comunes, las comisiones recibidas por los

P< 
r as sociedades administradoras de inversión, el 

arrendamiento financiero
s rvicios vinculados con la seguridad social de 

acuerdo con lo previsto 
exceptuadas las comisión ;s pagadas por colocación de seguros de vida 
y las de títulos de capital: zación.

idamiento de inmuebles para vivienda, y el

comisionistas de bolsa 
comisiones recibidas pqi

r la administración de fondos de valores, las

(leasing), los servicios de administración de
fondos del Estado y los

en la Ley 100 de 1993. Así mismo están

5. El servicio de arfe
arrendamiento de espaci >s para exposiciones y muestras artesanales 
nacionales.

8. Los planes obligat<
salud expedidos por aut< ridades autorizadas por la Superintendencia 
Nacional de Salud, los ser úcios prestados por las administradoras dentro 
del régimen de ahorro inc ividual con solidaridad y de prima media con 
prestación definida, 1q¡ 
riesgos profesionales y
invalidez y sobrevivienjte ¡, contemplados dentro del régimen de ahorro 
individual con solidarida» l a que se refiere el artículo 135 de la Ley 100 
de 1993, diferentes a lospl ines de medicina prepagada y complementarios 
a que se refiere el numeral 3 del artículo 468-3.

19. Los servicios de <
y destinados al sistema 
de educación pública.

20. El transporte aérc i

oí ios de salud del sistema de seguridad social en

’S servicios prestados por administradoras de 
os servicios de seguros y reaseguros para

al mentación, contratados con recursos públicos 
penitenciario, de asistencia social y de escuelas

nacional de pasajeros con destino o procedencia 
: no exista transporte terrestre organizado.

•o
de rutas nacionales dond<

publicidad en periódicos que registren ventas en21. Los servicios de
publicidad a 31 de dicien bre del año inmediatamente anterior inferiores 
a tres mil millones de pe: os ($3.000.000.000) (valor año base 2002).

La publicidad en las 
quinientos millones de p< sos ($500.000.000) al 31 de diciembre del año 

|e nisoras de radio cuyas ventas sean inferiores a

inmediatamente anterior (valor año base 2002) y programadoras de 
canales regionales de televisión cuyas ventas sean inferiores a mil 
millones de pesos ($1.000.000.000) al 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior (valor año base 2002). Aquellas que superen 
este monto se regirán por la regla general.

Las exclusiones previstas en este numeral no se aplicarán a las 
empresas que surjan como consecuencia de la escisión de sociedades que 
antes de la expedición de la presente ley conformen una sola empresa ni 
a las nuevas empresas que se creen cuya matriz o empresa dominante se 
encuentre gravada con el IVA por este concepto.”

Artículo 38. Responsables del impuesto sobre las ventas. Adiciónase 
el artículo 437 del Estatuto Tributario con el siguiente literal:

“f) Los contribuyentes pertenecientes al régimen común del impuesto 
sobre las ventas, por el impuesto causado en la compra o adquisición de 
los bienes y servicios gravados relacionados en el artículo 468-1, cuando 
estos sean enajenados o prestados por personas naturales no comerciantes 
que no se hayan inscrito en el régimen común del impuesto sobre las 
ventas.

El impuesto causado en estas operaciones será asumido por el 
comprador o adquirente del régimen común, y deberá ser declarado y 
consignado en el mes correspondiente a la fecha del pago o abono en 
cuenta. El impuesto retenido podrá ser tratado como descontable en la 
forma prevista por los artículos 485, 485-1, 488 y 490 de este Estatuto. 
Sobre las operaciones previstas en este literal, cualquiera sea su cuantía, 
el adquirente emitirá al vendedor el documento equivalente a la factura, 
en los términos que señale el reglamento.”

Artículo 39. Vehículos automóviles con tarifa general. Modifícase el 
numeral 1 del artículo 469 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“1. Los taxis automóviles e igualmente los taxis clasificables por la 
partida arancelaria 87.03.”

Artículo 40. Tarifas para vehículos automóviles. Adiciónase un 
parágrafo Io al artículo 471 del Estatuto Tributario, así:

“Parágrafo Io. A partir del Io de julio de 2003, los bienes señalados en 
el inciso 4o de este artículo quedan gravados a la tarifa del treinta y ocho 
por ciento (38%).

Los bienes señalados en el inciso 3o a partir del Io de julio de 2003, 
quedarán gravados con una tarifa del veinticinco por ciento por ciento 
(25%) los vehículos automóviles para transporte de personas con motor 
hasta de 1600 cc.

A los vehículos automóviles importados con cilindrada igual o inferior 
a 1600 cc, gravados actualmente con la tarifa del treinta y cinco por ciento 
(35%) por concepto del impuesto sobre las ventas en su importación y 
comercialización, quedarán gravados con una tarifa del veinticinco por 
ciento (25%) a partir del Io de julio de 2003.

Artículo 41. Descuento especial del impuesto sobre las ventas. 
Adiciónese el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

“Artículo 485-2. Descuento especial del impuesto sobre las ventas. 
Durante los años 2003,2004 y 2005, los responsables del régimen común 
tendrán derecho a descontar del impuesto sobre las ventas el IVA pagado 
por la adquisición o importación de maquinaria industrial.

Este descuento se solicitará dentro de los tres (3) años contados a partir 
del bimestre en que se importe o adquiera la maquinaria. El 50% el primer 
año, 25% en el segundo y el 25% restante en el tercer año. El valor del 
impuesto descontable en ningún caso deberá superar el valor del impuesto 
a cargo del respectivo bimestre. Los saldos que no se hubieran podido 
descontar al finalizar el tercer año, se llevarán como un mayor valor del 
activo.

Parágrafo 1 °. En el caso de la adquisición o importación de maquinaria 
industrial por parte de productores de bienes excluidos, el IVA pagado 
podrá ser tratado como descuento en el impuesto sobre la renta, en el año 
gravable en el cual se haya adquirido o importado la maquinaria.

Parágrafo 2o. En el caso de la adquisición o importación de maquinaria 
industrial por parte de productores de bienes exentos o por exportadores, 
el IVA pagado podrá ser tratado como impuesto descontable en el 
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impuesto sobre las ventas de conformidad con el artículo 496 de este 
Estatuto.

Parágrafo 3o. En el caso de la adquisición o importación de maquinaria 
industrial por parte de empresas que se constituyan a partir de la fecha de 
entrada en vigencia de la presente Ley, el IVA pagado podrá ser tratado 
como impuesto descontable en el impuesto sobre las ventas dentro de los 
tres (3) años siguientes al inicio de las actividades gravadas.

Parágrafo 4o. En ningún caso el beneficio previsto en este artículo 
puede ser utilizado en forma concurrente con el que consagra el artículo 
258-2 de este Estatuto.

Artículo 42. Determinación del impuesto sobre las ventas en los 
servicios financieros y en operaciones cambiarías. Modifícanse los 
incisos Io y 2o y se agrega un inciso 3o al artículo 486-1 del Estatuto 
Tributario, los cuales quedan así:

“Cuando se trate de operaciones cambiarías, el impuesto será 
determinado por los intermediarios del mercado cambiario y por quienes 
compren y vendan divisas, conforme a lo previsto en las normas cambiarías. 
Para este efecto la base gravable se establece tomando la diferencia entre 
la tasa de venta de las divisas de cada operación en la fecha en que se 
realice la transacción y la tasa promedio ponderada de compra del 
respectivo responsable en el último día hábil anterior en que haya 
realizado compras de divisas. Para el cálculo de dicha base gravable se 
tendrá en cuenta si la transacción se hace en efectivo, en cheque o a través 
de una transferencia electrónica o giro, calculándose una tasa promedio 
ponderada para cada una de estas modalidades de transacción. La base 
gravable así establecida se multiplica por la tarifa del impuesto y por la 
cantidad de divisas enajenadas.

Para las operaciones cambiarías derivadas de contratos forwards y 
futuros, el impuesto se determina tomando la diferencia entre la tasa de 
venta de las divisas de cada operación en la fecha en que se realice la 
transacción y la tasa de compra establecida en la forma en que determine 
el Gobierno Nacional para lo cual tendrá en cuenta los plazos pactados 
en este tipo de operaciones. La base gravable así establecida se multiplica 
por la tarifa del impuesto y por la cantidad de divisas enajenadas.

El Gobierno Nacional establecerá la metodología para el cálculo de la 
tasa promedio ponderada de divisas.”

Artículo 43. Régimen simplificado para comerciantes minoristas. 
Modifícase el artículo 499 del Estatuto Tributario el cual queda así:

“Artículo 499. Régimen simplificado para comerciantes minoristas. 
Para todos los efectos del Impuesto sobre las Ventas, IVA, deben 
inscribirse en el régimen simplificado las personas naturales comerciantes 
minoristas o detallistas cuyas ventas estén gravadas, cuando hayan 
obtenido en el año inmediatamente anterior ingresos brutos provenientes 
de su actividad comercial por un valor inferior a cuatrocientos (400) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y tengan un establecimiento 
de comercio, oficina, sede, local o negocio donde ejerzan su actividad.

Artículo 44. Régimen simplificado para prestadores de servicios. 
Modifícase el artículo 499-1 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 499-1. Régimen simplificado para prestadores de servicios. 
Para todos los efectos del Impuesto sobre las Ventas, IVA, deben 
inscribirse en el régimen simplificado las personas naturales que presten 
servicios gravados, cuando hayan obtenido en el año inmediatamente 
anterior ingresos brutos provenient ;s de su actividad por un valor inferior 
a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes y tengan 
un establecimiento de comercio, oficina, sede, local o negocio donde 
ejerzan su actividad.

Parágrafo. Los profesionales independientes, que realicen operaciones 
excluidas del impuesto sobre las ventas, deberán cumplir con las 
obligaciones formales previstas en el artículo 506 del Estatuto tributario.”

Artículo 45. Paso de régimen simplificado a régimen común. 
Modifícase el artículo 508-2 del estatuto tributario, el cual queda así:

“Artículo 508-2. Paso de régimen simplificado a régimen común. 
Cuando los ingresos brutos de un responsable de impuesto sobre las 
ventas perteneciente al régimen simplificado, en lo corrido del respectivo 

año gravable superen los topes a que se refieren los artículos 499 y 499- 
1, el responsable pasará a ser parte del régimen común a partir de la 
iniciación del período siguiente.”

CAPITULO IV
Gravamen a los movimientos financieros

Artículo 46. Hecho generador del gravamen a los movimientos 
financieros. Se adiciona el artículo 871 del Estatuto Tributario con los 
siguientes incisos y se modifica el parágrafo, los cuales quedan así:

“También constituyen hecho generador del impuesto:
El traslado o cesión a cualquier título de los recursos o derechos sobre 

carteras colectivas, entre diferentes copropietarios de los mismos, así como 
el retiro de estos derechos por parte del beneficiario o fideicomitente, 
inclusive cuando dichos traslados o retiros no estén vinculados directamente 
a un movimiento de una cuenta corriente, de ahorros o de depósito. En 
aquellos casos en que sí estén vinculados a débitos de alguna de dichas 
cuentas, toda la operación se considerará como un solo hecho generador.

La disposición de recursos a través de los denominados contratos o 
convenios de recaudo o similares que suscriban las entidades financieras 
con sus clientes en los cuales no exista disposición de recursos de una 
cuenta corriente, de ahorros o de depósito.

Los débitos que se efectúen a cuentas contables y de otro género, 
diferentes a las corrientes, de ahorros o de depósito, para la realización 
de cualquier pago o transferencia a un tercero.

Para efectos de la aplicación de este artículo, se entiende por carteras 
colectivas los fondos de valores, los fondos de inversión, los fondos 
comunes ordinarios, los fondos comunes especiales, los fondos de 
pensiones, los fondos de cesantía y, en general, cualquier ente o conjunto 
de bienes administrado por una sociedad legalmente habilitada para el 
efecto, que carecen de personalidad jurídica y pertenecen a varias 
personas, que serán sus copropietarios en partes alícuotas.”

“Parágrafo. Para los efectos del presente artículo se entiende por 
transacción financiera toda disposición de recursos provenientes de 
cuentas corrientes, de ahorro, o de depósito que implique entre otros: 
retiro en efectivo mediante cheque, talonario, tarjetas débito, cajero 
electrónico, puntos de pago, notas débito o a través de cualquier otra 
modalidad, así como los movimientos contables en los que se configure 
el pago de obligaciones o el traslado de bienes, recursos o derechos a 
cualquier título, incluidos los realizados sobre carteras colectivas y 
títulos, o la disposición de recursos a través de contratos o convenios de 
recaudo a que se refiere este artículo. Esto incluye los débitos efectuados 
sobre los depósitos acreditados como ‘saldos positivos de tarjetas de 
crédito’ y las operaciones mediante las cuales los establecimientos de 
crédito cancelan el importe de los depósitos a término mediante el abono 
en cuenta.”

Artículo 47. Sujetos pasivos del gravamen a los movimientos 
financieros. Modifícase el inciso primero del artículo 875 del Estatuto 
Tributario, así:

“Serán sujetos pasivos del Gravamen a los Movimientos Financieros 
los usuarios y clientes de las entidades vigiladas por las Superintendencias 
Bancaria, de Valores o de Economía Solidaria; así como las entidades 
vigiladas por estas mismas superintendencias, incluido el Banco de la 
República.”

Artículo 48. Agentes de retención del gravamen a los movimientos 
financieros. El artículo 876 del Estatuto Tributario queda así:

“Artículo 876. Agentes de Retención del GMF. Actuarán como 
agentes retenedores y serán responsables por el recaudo y el pago del 
GMF, el Banco de la República y las demás entidades vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria, de Valores o de Economía Solidaria en las 
cuales se encuentre la respectiva cuenta corriente, de ahorros, de depósito, 
derechos sobre carteras colectivas o donde se realicen los movimientos 
contables que impliquen el traslado o la disposición de recursos de que 
trata el artículo 871.”

Artículo 49. Exenciones del gravamen a los movimientos financieros. 
Modifícanse los numerales 5 y 10, y adiciónense tres numerales y el 
parágrafo 2o al artículo 879 del Estatuto Tributario, así: ............
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laterializados, realizados exclusivamente entre 
las Superintendencias Bancaria o de Valores, 

de valores inscritos en el Registro Nacional

o excesos transitorios de liquidez.

el término de las mismas no supere los tres 
de la fecha de su iniciación.”
financieras realizadas con recursos del Sistema

de 1987 y del Sistema General de Riesgos 
pago a las Instituciones Prestadoras de Salud 
afiliado o beneficiario, según el caso.

tHi
“5. Los créditos interbancarios y la disposición de recursos originada 

en operaciones de reporto y operaciones simultáneas sobre títulos 
materializados o desm 
entidades vigiladas por 
entre estas e intermedia i 
de Valores e Intermediarios o entre dichas entidades vigiladas y la 
Tesorería General de la Náción y las tesorerías de las entidades públicas, 
para equilibrar defectos

Respecto de las operaciones simultáneas, lo previsto en el presente 
numeral se aplicará cuan, 
meses contados a partir

10. Las operaciones 
General de Seguridad Social en Salud, de las EPS y ARS diferentes a los 
que financian gastos administrativos, del Sistema General de Pensiones 
a que se refiere la Ley 10$ de 1993, de los Fondos de Pensiones de que 
trata el Decreto 2513 
Profesionales, hasta el 
(IPS), o al pensionado,

También quedarán e> eátas las operaciones realizadas con los recursos 
correspondientes a los gjroís que reciben las IPS (Instituciones Prestadoras 
de Servicios) por concepto de pago del POS (Plan Obligatorio de Salud) 
por parte de las EPS o A1$S hasta en un cincuenta por ciento (50%).

15. Las operaciones del Fondo de Estabilización de la Cartera 
Hipotecaria, cuya creación se autorizó por el artículo 48 de la Ley 546 de 
1999, en especial las relativas a los pagos y aportes que deban realizar las 
partes en virtud de los contratos de cobertura, así como las inversiones del 
Fondo.

16. Las operaciones derivadas del mecanismo de cobertura de tasa de 
interés para los créditos 
vivienda.

17. Los movimientos cantables correspondientes apago de obligaciones 
o traslado de bienes, rtb 
entre entidades vigiladas { or la Superintendencia Bancaria o de Valores, 
entre estas e intermediará s de valores inscritos en el Registro Nacional 
de Valores e Intermediarios o entre dichas entidades vigiladas y la 
Tesorería General de la N 
siempre que correspondai a operaciones de compra y venta de títulos de 
deuda pública.

66]

en el presente artículo 
cuentas en las cuales se m< nejen de manera exclusiva dichas operaciones, 
conforme lo disponga el 
ningún caso procede la 
presente artículo cuando s e incumpla con la obligación de identificar las 
respectivas cuentas, o cui 
para el mismo cliente.”

individuales hipotecarios para la adquisición de

: irsos y derechos a cualquier título efectuado

ición y las tesorerías de las entidades públicas,

Parágrafo 2o. Para efe ctos de control de las exenciones consagradas 
ai entidades respectivas deberán identificar las

reglamento que se expida para el efecto. En 
¡xención de las operaciones señaladas en el

i¡ ndo aparezca más de una cuenta identificada

CAPITULO V
Ir apuestos territoriales

Impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos, y similares
Artículo 50. Base gray able. La base gravable está constituida por el 

número de grados alcoho imétricos que contenga el producto.
Jicara igualmente para la liquidación de la 
os productos sobre los cuales los departamentos 

io tolio rentístico de licores destilados.
de contenido alcoholimétrico deberá expresarse 
st jeto a verificación técnica por parte de los 
podrán realizar la verificación directamente, o a

P

Esta base gravable a 
participación, respecto de 
estén ejerciendo el monc

Parágrafo. El grado 
en el envase y estará 
departamentos, quienes 
través de empresas o entidades especializadas. En caso de discrepancia 
respecto al dictamen 
corresponderá al Instituí' > Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos, Invima.

Artículo 51. Tarifas.
unidad de 750 centímetros cúbicos o su equivalente, serán las siguientes:

1. Para productos 
alcoholimétrico, cient) diez pesos ($110,oo) por cada grado 
alcoholimétrico.

roferido, la segunda y definitiva instancia

ras tarifas del impuesto al consumo, por cada

entre 2.5 y hasta 15 grados de contenido

2. Para productos de más de 15 y hasta 35 grados de contenido 
alcoholimétrico, ciento ochenta pesos ($180,oo) por cada grado 
alcoholimétrico.

3. Para productos de más de 35 grados de contenido alcoholimétrico, 
doscientos setenta pesos ($270,oo) por cada grado alcoholimétrico.

Parágrafo Io. Los vinos de hasta 10 grados de contenido 
alcoholimétrico, estarán sometidos, por cada unidad de 750 centímetros 
cúbicos o su equivalente, a la tarifa de sesenta pesos ($60,00) por cada 
grado alcoholimétrico.

Parágrafo 2o. Dentro de las anteriores tarifas se encuentra incorporado 
el IVA cedido, el cual corresponde al treinta y cinco por ciento (35%) del 
valor liquidado por concepto de impuesto al consumo.

Parágrafo 3o. Tarifas en el Departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina. El impuesto al consumo de que 
trata la presente ley no aplica a los productos extranjeros que se importen 
al territorio del departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, salvo que estos sean posteriormente introducidos al resto 
del territorio Nacional, evento en el cual se causará el impuesto en ese 
momento, por lo cual, el responsable previo a su envío, deberá presentar 
la declaración y pagar el impuesto ante el Fondo Cuenta de Impuestos al 
Consumo de Productos Extranjeros, aplicando la tarifa y base general 
señalada para el resto del país.

Para los productos nacionales de más de 2.5 grados de contenido 
alcoholimétrico, que ingresen para consumo al Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, por cada unidad de 750 
centímetros cúbicos o su equivalente, la tarifa será de quince pesos 
($15,oo) por cada grado alcoholimétrico.

Parágrafo 4o. Los productos que se despachen al departamento 
deberán llevar grabado en un lugar visible del envase y la etiqueta y en 
caracteres legibles e indelebles, la siguiente leyenda: “Para consumo 
exclusivo en el departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina”, y no podrán ser objeto de reenvío al resto del país.

Los productores nacionales y los distribuidores seguirán respondiendo 
ante el departamento de origen por los productos que envíen al 
Archipiélago, hasta tanto se demuestre con la tornaguía respectiva, guía 
aérea o documento de embarque, que el producto ingresó al mismo.

Parágrafo 5o. Todos los licores, vinos, aperitivos, y similares, que se 
despachen en los In-Bond, y los destinados a la exportación y zonas libres 
y especiales deberán llevar grabado en un lugar visible del envase y la 
etiqueta y en caracteres legibles e indelebles, la siguiente leyenda: “Para 
exportación”.

Parágrafo 6o. Cuando los productos objeto de impuesto al consumo 
tengan volúmenes distintos, se hará la conversión de la tarifa en proporción 
al contenido, aproximándola al peso más cercano.

El impuesto que resulte de la aplicación de la tarifa al número de 
grados alcoholimétricos, se aproximará al peso más cercano.

Parágrafo 7o. Las tarifas aquí señaladas se incrementarán a partir del 
primero (1 °) de enero de cada año en la meta de inflación esperada y el 
resultado se aproximará al peso más cercano. La Dirección de Apoyo 
Fiscal del Ministerio de Hacienday Crédito Público certificará y publicará 
antes del Io de enero de cada año, las tarifas así indexadas.

Artículo 52. Participación. Los departamentos podrán, dentro del 
ejercicio del monopolio de licores destilados, en lugar del Impuesto al 
Consumo, aplicar a los licores una participación. Esta participación se 
establecerá por grado alcoholimétrico y en ningún caso tendrá una tarifa 
inferior al impuesto.

La tarifa de la participación será fij ada por la Asamblea Departamental, 
será única para todos los de productos, y aplicará en su jurisdicción tanto 
a los productos nacionales como extranjeros, incluidos los que produzca 
la entidad territorial.

Dentro de la tarifa de la participación se deberá incorporar el IVA 
cedido, discriminando su valor.

Artículo 53. Liquidación y recaudo por parte de los productores. Para 
efectos de liquidación y recaudo, los productores facturarán, liquidarán 
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y recaudarán al momento de la entrega en fábrica de los productos 
despachados para otros departamentos el valor del impuesto al consumo 
o la participación, según el caso.

Los productores declararán y pagarán el impuesto o la participación, 
en los períodos y dentro de los plazos establecidos en la ley o en las 
ordenanzas, según el caso.

Artículo 54. Formularios de declaración. La Federación Nacional de 
Departamentos diseñará y prescribirá los formularios de declaración de 
Impuestos al Consumo. La distribución de los mismos corresponde a los 
departamentos.

Parágrafo. Las declaraciones de Impuestos al Consumo, que no 
contengan la constancia de pago de la totalidad del impuesto se tendrán 
por no presentadas.

Artículo 55. Cesión del IVA. Mantiénese la cesión del IVA de licores 
a cargo de las licoreras departamentales de que tratan los artículos 133 y 
134 del Decreto Extraordinario 1222 de 1986.

A partir del Io de enero de 2003, cédese a los departamentos y al 
Distrito Capital, en proporción al consumo en cada entidad territorial, el 
Impuesto al Valor Agregado, IVA, sobre los licores, vinos, aperitivos, y 
similares, nacionales y extranjeros, que actualmente no se encontraba 
cedido.

En todos los casos, el IVA cedido a las entidades territoriales, quedará 
incorporado dentro de la tarifa del impuesto al consumo, o dentro de la 
tarifa de la participación, según el caso, y se liquidará como un único 
impuesto o participación, sobre la base gravable definida en el artículo 
anterior.

El impuesto liquidado en ningún caso podrá ser afectado con impuestos 
descontables, salvo el correspondiente a los productores oficiales, que 
podrán descontar del componente del IVA de este impuesto, el IVA 
pagado en la producción de los bienes gravados.

Del total correspondiente al nuevo IVA cedido, el setenta por ciento 
(70%) se destinará a salud y el treinta por ciento (30%) restante a financiar 
el deporte, en la respectiva entidad territorial.

Las exenciones del IVA establecidas o que se establezcan no aplicarán 
en ningún caso, respecto del IVA de cervezas y licores cedido a las 
entidades territoriales.

Parágrafo. Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, en los 
formularios de declaración se discriminará el total del impuesto antiguo 
y nuevo cedido, que corresponda a los productos vendidos en el Distrito 
Capital.

Parágrafo 2o. Para los efectos de lo establecido en este artículo el 
Distrito Capital participará en el nuevo impuesto cedido en la misma 
proporción en que lo viene haciendo en relación con el IVA a cargo 
de las Licoreras Departamentales.

Sobretasa a la gasolina
Artículo 56. Tarifas. A partir del Io de enero del 2003 las tarifas de la 

sobretasa a la gasolina serán las siguientes:
Tarifa Municipal y Distrital: 18.5%
Tarifa Departamental: 6.5 %
Tarifa para el Distrito Capital: 25%
Parágrafo Io. Para los fines de este artículo, el Departamento de 

Cundinamarca no incluye al Distrito Capital de Bogotá.
Parágrafo 2o. Los Concejos de los municipios ubicados en zonas de 

frontera podrán optar entre la tarifa general o la adopción de una tarifa 
entre el dos por ciento (2%) y el seis por ciento (6%); en caso de adoptar 
este rango tarifario, deberán informar de esta situación a los responsables 
de declarar y pagar el impuesto, antes de iniciar el período gravable para 
el cual aplica la mencionada tarifa. En todo caso, mientras la entidad 
territorial no haya informado al responsable la adopción de la tarifa 
diferencial, la tarifa aplicable será la general del diecinueve por ciento 
(19%) establecida para todos los municipios.

Parágrafo 3o. Los recursos adicionales de la sobretasa que se autoriza 
en el presente artículo, no se verán afectados por pignoraciones anteriores. 

Cuando las entidades territoriales destinen estos recursos a financiar 
infraestructura vial o sistemas de transporte masivo, podrán pignorar el 
porcentaje adicional de la sobretasa o autorizar las vigencias futuras con 
cargo a estos recursos hasta por el término de duración del proyecto.

Parágrafo 4o. Autorícese al Gobierno Nacional por seis meses a 
partir de la aprobación de esta ley, para que reglamente de manera 
especial lo referente al consumo y venta de gasolina en las zonas 
fronterizas.

Artículo 57. Declaraciónypago. Los responsables de declarar y pagar 
la sobretasa a la gasolina, consignarán a cada entidad territorial dentro de 
los plazos establecidos, el valor de la sobretasa liquidada en la respectiva 
declaración, en la cuenta informada por el Alcalde, Gobernador, Secretario 
de Hacienda o quien haga sus veces.

Parágrafo Io. El no envío de la información de la cuenta en la cual el 
responsable debe consignar la sobretasa a la gasolina, exime al responsable 
de la sobretasa, de las sanciones e intereses a que haya lugar por la 
presentación extemporánea de la declaración y pago extemporáneo, 
hasta tanto se subsane la omisión.

Parágrafo 2o. Si pasados dos meses a partir del vencimiento del 
término para declarar la entidad territorial no ha informado al Responsable 
de declarar y pagar la sobretasa, el número de cuenta en la cual deben 
efectuar la consignación, la sobretasa generada en esa entidad territorial 
será considerada como sobretasa Nacional a la Gasolina, caso en el cual 
el responsable dentro del mes siguiente debe proceder a presentar la 
declaración ante la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público y consignar el impuesto en las cuentas autorizadas para 
tal fin.

Parágrafo transitorio. La sobretasa a la gasolina declarada ante la 
Nación -Dirección de Apoyo Fiscal- hasta el período gravable diciembre 
del 2002, respecto de la cual las entidades territoriales no envíen antes del 
31 de marzo del 2003, la información necesaria para determinar el 
derecho a la misma, e informen la cuenta en la cual ubicar los recursos, 
se entenderá como sobretasa Nacional a la gasolina y se incluirá dentro 
de los ingresos corrientes de la Nación.

Impuesto de registro
Artículo 58. Adiciónase el artículo 233 de la Ley 223 de 1995, con el 

siguiente inciso:
“Los departamentos podrán asumir la liquidación y el recaudo del 

impuesto a través de sistemas mixtos en los que participen las Oficinas 
de Registro de Instrumentos Públicos y/o las Cámaras de Comercio y/o 
las Tesorerías Municipales”.

Artículo 59. Base gravable en las hipotecas y prendas abiertas. En las 
hipotecas y prendas abiertas sujetas a registro, que no consten 
conjuntamente con el contrato principal o este no esté sujeto a registro, 
la base gravable está constituida por el desembolso efectivo del crédito 
que realice el acreedor, de lo cual se deberá dejar constancia en la 
escritura o contrato.

Procedimiento tributario territorial
Artículo 60. Procedimiento tributario territorial. Los departamentos 

y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto 
Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, 
cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los 
impuestos por ellos administrados. Así mismo, aplicarán el procedimiento 
administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos 
territoriales. El monto de las sanciones y el término de la aplicación de 
los procedimientos anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde 
con la naturaleza de sus tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad 
de estas respecto del monto de los impuestos.

Artículo 61. Facultades extraordinarias. Facúltase al señor Presidente 
de la República por el término de seis meses contados a partir de la 
vigencia de la presente ley, para que expida el régimen procedimental y 
sancionatorio de los tributos de las entidades territoriales consultando la 
estructura sustantiva de los mismos. Tales facultades deben ser ejercidas 
previa consulta y atención de una comisión asesora integrada por un 
Senador de la Comisión Tercera del Senado, un Representante de la
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Cámara, un representante de la FederaciónComisión Tercera de la
Nacional de Departamentos, un representante de la Federación 
Colombiana de municipios y un miembro de la Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado designado por el Presidente de dicha 
Sala.

Artículo 62. Aprehensiones y decomisos. Los productos gravados con 
impuestos al consumo, o que son objeto de participación por ejercicio del 
monopolio de licores, que sean aprehendidos y decomisados o declarados 
en situación de abandono, serán destruidos por las autoridades competentes 
nacionales o territoriales
contados a partir de la fecha de ejecutoria del acto administrativo que 

abandono.

en un término de diez (10) días hábiles,

declara el decomiso o e
Artículo 63. Contribuí ón especial sobre contratos. Prorrógase por el 

término de 5 años la contribución sobre contratos establecida en la Ley 
418de 1997yen la Ley 5' 
de 2002.

Artículo 64. Control del impuesto al consumo de cervezas. Corresponde 
a la autoridad tributaria de los departamentos y el Distrito Capital la 
fiscalización, liquidación oficial y discusión del impuesto al consumo de 
cervezas, sifones, refajo! 
de que trata el capítulo V I de la Ley 223 de 1995.

CAPITULO VI
Cbntribución cafetera

'Ai ’

48 de 1999, contados a partir del 23 de diciembre 

s;' mezclas de producción nacional y extranjera

mi
r0<

prioritario de mantener el ingreso cafetero de 
jrevistos que dieron origen al citado Fondo. La 
por ciento (5%) del precio representativo por 

Lb ano que se exporte. El valor de esta contribución 
c< ntavos de dólar (US$0.04) por libra, ni inferior

ingreso del caficultor, créase otra contribución 
que será de dos centavos de dólar (US$0.02) por 
jarte siempre y cuando el precio sea superior a 
ar (US$0.60) y que estará vigente hasta el 31 de 
. 71 partir del primero de enero de 2006, siempre

Artículo 65. La contribución cafetera. El artículo 19 de la Ley 9a de 
1991 quedará así:

“Artículo 19. Contñb ación cafetera. Establécese una Contribución 
Cafetera a cargo de los productores de café, destinado al Fondo Nacional 
del Café, con el propósito 
acuerdo con los objetivos 
contribución será el cinjéc 
libra de café suave coloi 
no será superior a cuatr< 
a dos centavos de dólar ( JS$0.02).

Con el fin de contribuir al saneamiento del Fondo Nacional del Café 
y a la estabilización de 
con cargo al cafícultor y 
libra de café que se ex 
sesenta centavos de dó 
diciembre del año 2005 
y cuando el precio represa ntativo suave colombiano sea igual o superior 
a noventa y cinco centavo! de dólar (US$0.95) por libra, esta contribución 
será de tres centavos de dólar (US$0.03) por libra de café que se exporte 
y se destinará exclusivapi :nte a la estabilización del ingreso del cafícultor 
a través del precio intern >. Su cobro solo se hará efectivo a partir de la 
fecha que para el efecto de termine el Gobierno Nacional, previo concepto 
favorable del comité nac

Parágrafo Io. La metodología para establecer el precio representativo 
del café suave colombiar o será determinada por el Gobierno Nacional. 
Mientras se expide la regí ^mentación respectiva, el precio de reintegro se 
aplicará para determinar

Parágrafo 2o. El Gobú 
cafetera en especie parcia 
exijan una acumulación d : 
Cafeteros no puedan ser 
Federación Nacional de C afeteros de Colombia, o cuando así lo impongan 
obligaciones derivadas

Parágrafo 3o. Los cáfi s procesados podrán estar exentos del pago de 
la contribución cafeter
Gobierno Nacional.

Parágrafo 4o. Los exc tdentes provenientes de la Contribución que no 
se apliquen inmediatamente a los objetivos previstos en la ley, sólo 
podrán destinarse a inversiones transitorias en títulos de reconocida 
seguridad, alta liquidez j 
realizarse con estos rec irsos inversiones de carácter permanente, así 
estén relacionadas con 1:

onal de cafeteros.

a contribución.
mo Nacional podrá hacer exigible la retención 
o totalmente, sólo en condiciones especiales que 
existencias que ajuicio del Comité Nacional de 
atendidas exclusivamente por compras de la

de convenios internacionales de café.

i total o parcialmente, cuando así lo determine el

adecuada rentabilidad. En ningún caso podrán

industria cafetera.

Se crea una Comisión para el seguimiento del manejo y destinación de 
la contribución cafetera integrada por dos miembros de los Comités de 
Cafeteros, uno del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y dos 
miembros de Senado y dos miembros de la Cámara de Representantes 
designados por las Comisiones Terceras Económicas.

Parágrafo 5o. Contribuciones parafiscales agropecuarias. Para 
efectos del impuesto sobre la renta y complementarios, se entiende 
que los pagos por las contribuciones parafiscales, efectuados por los 
productores a los fondos de fomento y estabilización de la Ley 101 de 
1993 y en las demás leyes que lo crean tienen relación de causalidad 
en la actividad productora de la renta y son necesarios y 
proporcionados de acuerdo con las leyes que los establecen en casos 
y condiciones especiales de cada subsector agropecuario.

CAPITULO VII
Otras disposiciones

Artículo 66. Requisitos de la factura de venta. Modifiqúese el literal
c) del artículo 617 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“c) Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los 
bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA pagado.”

Artículo 67. Transitorio. Plazo máximo para remarcar precios por 
nueva tarifa. Para la aplicación de las modificaciones al impuesto sobre 
las ventas en materia de las nuevas tarifas o sujeción de nuevos bienes al 
impuesto, cuando se trate de establecimientos de comercio con venta 
directa al público de mercancías premarcadas directamente o en góndola 
existentes en mostradores, podrán venderse con el precio de venta al 
público ya fijado de conformidad con las disposiciones sobre impuesto 
a las ventas aplicables antes de la entrada en vigencia de la presente ley, 
hasta agotar la existencia de las mismas.

En todo caso, a partir del 16 de enero del año 2003 todo bien ofrecido 
al público deberá cumplir con las modificaciones establecidas en la 
presente ley.

Artículo 68. Eliminado.
Artículo 69. Eliminado.
Artículo 70. Eliminado.
Artículo 71. Modifiqúese el artículo 319 de la Ley 599 de 2000, el cual 

queda así:
“Artículo 319. Contrabando. El que en cuantía superior a cincuenta 

(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, importe mercancías al 
territorio colombiano, o las exporte desde él, por lugares no habilitados, 
o las oculte, disimule o sustraiga de la intervención y control aduanero, 
incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años y multa de trescientos (300) 
a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin 
que en ningún caso sea inferior al 200% del valor aduanero de los bienes 
importados o de los bienes exportados.

Si la conducta descrita en el inciso anterior recae sobre mercancías 
cuyo valor supere los doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, se impondrá una pena de cinco (5) a ocho (8) años de prisión y 
multa de mil quinientos (1.500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 
doscientos por ciento (200%) del valor aduanero de los bienes importados 
o de los bienes exportados. El monto de la multa no podrá superar el 
máximo de la pena de multa establecido en este Código.

Las penas previstas en el presente artículo se aumentarán de la mitad 
a las tres cuartas (3/4) partes cuando se demuestre que el sujeto activo de 
la conducta es reincidente.

Parágrafo 10. Los vehículos automotores que transiten en departamentos 
que tienen zonas de fronteras de acuerdo con lo estipulado en el artículo 
272 de la Ley 223 de 1995, no estarán sometidos a lo establecido en este 
artículo.

Parágrafo 2o. La legalización de las mercancías no extingue la acción 
penal.”

Artículo 72. Incorpórese al Capítulo Cuarto del Título X de la Ley 599 
de 2000 el siguiente artículo:
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“Artículo 319-1. Contrabando de hidrocarburos y sus derivados. El 
que en cantidad superior a veinte (20) galones, importe hidrocarburos o 
sus derivados al territorio colombiano, o los exporte desde él, por lugares 
no habilitados, o los oculte, disimule o sustraiga de la intervención y 
control aduanero, incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años y multa 
de trescientos (300) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 200% del valor 
aduanero de los bienes importados o de los bienes exportados.

Si la conducta descrita en el inciso anterior recae sobre hidrocarburos 
o sus derivados cuya cantidad supere los ochenta (80) galones, se 
impondrá una pena de cinco (5) a ocho (8) años de prisión y multa de mil 
quinientos (1.500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al doscientos por 
ciento (200%) del valor aduanero de los bienes importados o de los bienes 
exportados. El monto de la multa no podrá superar el máximo de la pena 
de multa establecido en este Código”.

Parágrafo. La legalización de las mercancías no extingue la acción 
penal.

Artículo 73. Modifiqúese el artículo 320 de la Ley 599 de 2000, el cual 
queda así:

“Artículo 320. Favorecimiento de contrabando. El que en cuantía 
superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales, posea, 
tenga, transporte, almacene, distribuya o enajene mercancía introducida 
al territorio colombiano por lugares no habilitados, u ocultada, disimulada 
o sustraída de la intervención y control aduanero, incurrirá en pena de 
prisión de uno (1) a cinco (5) años y multa de doscientos (200) a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin que en 
ningún caso sea inferior al 200% del valor aduanero de los bienes 
importados o de los bienes exportados. El monto de la multa no podrá 
superar el máximo de la pena de multa establecida en este código.

El juez al imponer la pena, privará al responsable del derecho de 
ejercer el comercio, por el término de la pena y un (1) año más.

No se aplicará lo dispuesto en el presente artículo al consumidor final 
cuando los bienes que se encuentren en su poder, estén soportados con 
factura o documento equivalente, con el lleno de los requisitos legales 
contemplados en el artículo 771-2 del Estatuto Tributario.”

Artículo 74. Incorpórese al Capítulo Cuarto del Título X de la Ley 599 
de 2000 el siguiente artículo:

“Artículo 320-1. Favorecimiento de contrabando de hidrocarburos 
o sus derivados. El que posea, tenga, transporte, almacene, distribuya o 
enajene hidrocarburos o sus derivados introducidos al territorio 
colombiano por lugares no habilitados, u ocultados, disimulados o 
sustraídos de la intervención y control aduanero, en cuantía superior a 
veinte (20) galones, incurrirá en pena de prisión de tres (3) a seis (6) años 
y multa de trescientos (300) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 200% 
del valor aduanero de los bienes importados o de los bienes exportados.

El juez al imponer la pena, privará al responsable del derecho de 
ejercer el comercio, por el término de la pena y un (1) año más.

No se aplicará lo dispuesto en el presente artículo al consumidor final 
cuando los bienes que se encuentren en su poder, estén soportados con 
factura o documento equivalente, con el lleno de los requisitos legales 
contemplados en el artículo 771-2 del estatuto tributario.”

Artículo 75. Modifiqúese el artículo 322 de la Ley 599 de 2000, el cual 
queda así:

“Artículo 322. Favorecimiento por servidor público. El servidor 
público que colabore, participe, transporte, distribuya, enajene o de 
cualquier forma facilite la sustracción, ocultamiento o disimulo de 
mercancías del control de las autoridades aduaneras, o la introducción de 
las mismas por lugares no habilitados, u omita los controles legales o 
reglamentarios propios de su cargo para lograr los mismos fines, cuando 
el valor de la mercancía involucrada sea inferior a cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, incurrirá en multa de trescientos 
(300) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes,
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sin que en ningún caso sea inferior al 200% del valor aduanero de los 
bienes involucrados, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 
funciones públicas de tres (3) a cinco (5) años.

Si la conducta descrita en el inciso anterior recae sobre mercancías 
cuyo valor supere los cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, se impondrá una pena de prisión de cinco (5) a ocho años, multa 
de mil quinientos (1.500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 
doscientos por ciento (200%) del valor aduanero de los bienes 
involucrados, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas de cinco (5) a ocho años.

El monto de la multa no podrá superar el máximo de la pena de multa 
establecida en este código.”

Artículo 76. Incorpórese al Capítulo Cuarto del Título X de la Ley 599 
de 2000 el siguiente artículo.

“Artículo 322-1. Favorecimiento por servidor público de contrabando 
de hidrocarburos o sus derivados. El servidor público que colabore, 
participe, transporte, distribuya, enajene o de cualquier forma facilite la 
sustracción, ocultamiento o disimulo de hidrocarburos o sus derivados 
del control de las autoridades aduaneras, o la introducción de las mismas 
por lugares no habilitados, u omita los controles legales o reglamentarios 
propios de su cargo para lograr los mismos fines, cuando la cantidad de 
los hidrocarburos o sus derivados sea inferior a los veinte (20) galones, 
incurrirá en multa de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 200% del valor aduanero 
de los bienes involucrados, e inhabilitación para el ejercicio de derechos 
y funciones públicas de tres (3) a cinco (5) años.

Si la conducta descrita en el inciso anterior recae sobre mercancías 
cuyo valor supere los veinte (20) galones de hidrocarburos o sus derivados, 
se impondrá una pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años, multa de 
cincuenta (50) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al doscientos por ciento 
(200%) del valor aduanero de los bienes involucrados, e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) 
años.

El monto de la multa no podrá superar el máximo de multa establecida 
en este código.”

Artículo 77. Quiénes no están obligados a declarar. Modifiqúese el 
numeral 1 del artículo 592 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

“1. Los contribuyentes personas naturales y sucesiones ilíquidas que 
no sean responsables del impuesto a las ventas, que en el respectivo año 
o período gravable hayan obtenido ingresos brutos inferiores a veintitrés 
millones ochocientos mil pesos ($23.800.000) y que el patrimonio bruto 
en el último día del año o período gravable no exceda de ciento cincuenta 
millones de pesos ($150’000.000). (Valor año base 2003).”

Artículo 78. Quiénes no están obligados a declarar. Modifiqúense los 
numerales 1 y 3 del artículo 593 del Estatuto Tributario, los cuales quedan 
así:

“ 1. Que el patrimonio bruto en el último día del año o período gravable 
no exceda de ciento cincuenta millones de pesos ($150’000.000). (Valor 
año base 2003).

3. Que el asalariado no haya obtenido durante el respectivo año 
gravable ingresos totales superiores a sesenta millones de pesos 
($60.000.000) (Valor año base 2003).”

Artículo 79. Trabajadores independientes no obligados a declarar. 
Modifiqúese el artículo 594-1 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 594-1. Trabajadores independientes no obligados a 
declarar. Sin perjuicio de lo establecido por los artículos 592 y 593, no 
estarán obligados a presentar declaración de renta y complementarios, 
los contribuyentes personas naturales y sucesiones ilíquidas, que no sean 
responsables del impuesto a las ventas, cuyos ingresos brutos se encuentren 
debidamente facturados y de los mismos un ochenta por ciento (80%) o 
más se originen en honorarios, comisiones y servicios, sobre los cuales 
se hubiere practicado retención en la fuente; siempre y cuando, los



Página 34 Lunes 14 de abril de 2003 GACETA DEL CONGRESO 161

; ($60.000.000) y su patrimonio bruto en el

000.000) (Valor año base 2003).”
7 por inversiones en control y mejoramiento del 
|u|ese el artículo 158-2 del Estatuto Tributario,

mejoramiento del medio ambiente, tendrán

ambientales directos asociados a dichas

este concepto en ningún caso podrá ser superior
>) d< la renta líquida del contribuyente, determinada 
de a inversión.

ingresos totales del respectivo ejercicio gravable no sean superiores a 
sesenta millones de pesóse ($60.000.000) y su patrimonio bruto en el 
último día del año o período gravable no exceda de ciento cincuenta 
millones de pesos ($150

Artículo 80. Deducción 
medio ambiente. Modifiqi 
el cual queda así:

Artículo 158-2. Deduce ión por inversiones en control y mejoramiento 
del medio ambiente. Las personas jurídicas que realicen directamente 
inversiones en control y 
derecho a deducir anualmente de su renta el valor de dichas inversiones 
que hayan realizado en el respectivo año gravable, previa acreditación 
que efectúe la autoridad ambiental respectiva, en la cual deberán tenerse 
en cuenta los beneficios 
inversiones.

El valor a deducir por 
al veinte por ciento (20%) 
antes de restar el valor <

No podrán deducirse el valor de las inversiones realizadas por mandato 
de una autoridad ambienta 
por la obra o actividad objeto de una licencia ambiental.

Artículo 81. Adiciónase el artículo 555-1 del Estatuto Tributario con 
los siguientes incisos:

deberán solicitar a más 
siguientes, la expedición 
del matriculado a la Adm 
con el fin de incorporar, par i todos los efectos legales, dicha identificación 
a la matrícula mercaijti

¡e
i ributaria.

ista obligación por parte de las cámaras de

para mitigar el impacto ambiental producido
99

Las Cámaras de Come ’cio, una vez asignada la matrícula mercantil, 
tardar dentro de los dos (2) días calendario 
c ;1 Número de Identificación Tributaria, NIT, 
n straciónde Impuestos Nacionales competente,

. En las certificaciones de existencia y 
rtificados de matrícula siempre se indicará elrepresentación y en los 

número de identificaciói
El incumplimiento de

inbión prevista en el artículo 651 del Estatutocomercio acarreará la si 
Tributario.

Las personas no oblidacjas a inscribirse en el registro mercantil, y que 
de acuerdo con la ley tribi 
de Impuestos Nacionales 
en el Registro Unico 
identificación tributaria
Tributaria.

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá celebrar 
convenios con las cámara! 
medios electrónicos el Número de Identificación Tributaria (N1T).

Artículo 82. Actualiza 
de los años gravables

it¡ ría tengan obligaciones con la Administración 
d<
T
a

su jurisdicción, deberán tramitar su inscripción 
ibutario (RUT) y obtener su número de 
(N1T) ante la respectiva Administración

de comercio con el fin de asignar a través de

c ón de patrimonio. Las liquidaciones privadas
2 )02 y anteriores de los contribuyentes del

correspondiente al año
impuesto sobre la rentay cc mplementarios, que incluyan en su declaración 

r¡
31 de diciembre del afi<

vable 2002, activos poseídos en el exterior a 
i 2001 y no declarados, excluyan pasivos

inexistentes o disminuyan y érdidas acumuladas a la misma fecha, quedarán 
en fi rme dentro de los cuatr > (4) meses siguientes a la fecha de presentación 
de la declaración del a 
diferencia patrimonial, 
tales bienes y a los ingr^si »s que les dieron origen, siempre y cuando no 
se haya notificado re< 
diferentes a los originad

fie
co

2002, en relación con la posible renta por 
n la adición de ingresos correspondientes a

por comparación patrimonial y se cumpla con

especiales que se señale 
el 9 de abril del año 201

que rimiento especial en relación con ingresos 
dos

las siguientes condicior es
1. Presentar la declarac ón de renta del año 2002 y cancelar o acordar 

el pago de la totalidad ce los valores a cargo, dentro de los plazos
; n para el efecto, los cuales vencerán a más tardar 
103

2. Liquidar y pagar en un recibo oficial de pago en bancos, un valor 
< iento (5%) del valor patrimonial bruto de los 
r íoneda extranjera, poseídos en el exterior a 31

lúe 

equivalente al cinco por 
activos representados en 
de diciembre de 2Q01, q se incluyan en el patrimonio declarado a 31 de

diciembre del año 2002 y de los pasivos o pérdidas acumuladas que se 
excluyan del mismo. Este valor no podrá ser afectado por ningún 
concepto.

3. En el caso de contribuyentes que pretendan acogerse al beneficio y 
no hayan declarado por los años gravables 2001 y anteriores, presentar 
en debida forma estas declaraciones y cancelar o acordar el pago de los 
valores a cargo que correspondan por concepto de impuestos, sanciones, 
intereses y actualización, a más tardar el 9 de abril del año 2003.

Del porcentaje mencionado en el numeral segundo de este artículo, 
tres (3) puntos serán cancelados a título de impuesto sobre la renta y dos 
(2) puntos como sanción por la omisión de activos de que trata el artículo 
649 del Estatuto Tributario.

La preexistencia a 31 de diciembre de 2001, de los bienes poseídos en 
el exterior, se entenderá demostrada con su simple inclusión en la 
declaración de renta del año 2002.

Cumplidos los supuestos señalados en el presente artículo y en firme 
las liquidaciones privadas en relación con los conceptos señalados en el 
inciso primero de este artículo, el contribuyente no podrá ser objeto de 
investigaciones ni sanciones cambiarías, por infracciones derivadas de 
divisas que estuvieren en el exterior antes del primero de agosto del año 
2002, siempre y cuando a la fecha de entrada en vigencia esta ley, no se 
hubiere notificado pliego de cargos respecto de tales infracciones.

Artículo 83. Beneficio de Auditoría. Adiciónese un parágrafo 3o al 
artículo 689-1 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

Parágrafo 3o. El beneficio contemplado en este artículo será aplicable 
igualmente por los años gravables de 2004, 2005 y 2006, siempre que el 
incremento del impuesto neto de renta sea al menos del dos y medio veces 
(2.5) la inflación causada en el respectivo año gravable, en relación con 
el impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior y quedará en 
firme si dentro de los diez (10) meses siguientes a la fecha de su 
presentación no se hubiere notificado emplazamiento para corregir, 
siempre que la declaración sea debidamente presentada en forma oportuna 
y el pago se realice en los plazos que para tal efecto fije el Gobierno 
Nacional.

En todo caso el incremento del impuesto a que se refiere este parágrafo 
deberá efectuarse sin incluir la sobretasa.

Artículo 84. Otros pagos no deducibles. Adiciónase un parágrafo 2o 
al artículo 124-1 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Parágrafo 2o. No serán constitutivos de costo o deducción los pagos 
o abonos en cuenta que se realicen a personas naturales, personas 
jurídicas o a cualquier otro tipo de entidad que se encuentre constituida, 
localizada o en funcionamiento en países que hayan sido declarados 
paraísos fiscales, por la Organización para el Desarrollo Económico 
Europeo, OCDE, o por el Gobierno Colombiano, salvo que se haya 
efectuado la retención en la fuente por concepto de impuesto sobre la 
renta y remesas.”

Artículo 85. Adiciónase el artículo 408 del Estatuto Tributario con el 
siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Los pagos o abonos en cuenta por cualquier concepto 
que constituyan ingreso gravado para su beneficiario y este sea 
residente o se encuentre constituido, localizado o en funcionamiento en 
países que hayan sido declarados paraísos fiscales, por la Organización 
para el Desarrollo Económico Europeo, OCDE, o por el Gobierno 
Colombiano, se someterán a retención en la fuente por concepto de 
impuesto sobre la renta y ganancia ocasional a la tarifa del treinta y 
cinco por ciento (35%), sin perjuicio de la aplicación de la retención 
en la fuente por concepto de impuesto de remesas, a la tarifa del siete 
por ciento (7%)”.

Artículo 86. Modifícase el artículo 387-1 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

Artículo 387-1. Disminución de la base de retención por pagos a 
terceros por concepto de alimentación. Los pagos que efectúen los 
patronos a favor de terceras personas, por concepto de la alimentación del 
trabajador o su familia, o por concepto del suministro de alimentación 
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para estos en restaurantes propios o de terceros, al igual que los pagos por 
concepto de la compra de vales o tiquetes para la adquisición de alimentos 
del trabajador o su familia, son deducibles para el empleador y no 
constituyen ingreso para el trabajador, sino para el tercero que suministra 
los alimentos o presta el servicio de restaurante, sometido a la retención 
en la fuente que le corresponda en cabeza de estos últimos, siempre que 
el salario del trabajador beneficiado no exceda de quince (15) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. Lo anterior sin menoscabo de lo 
dispuesto en materia salarial por el Código Sustantivo del Trabajo.

Cuando los pagos en el mes en beneficio del trabajador o de su familia, 
de que trata el inciso anterior, excedan la suma de dos (2) salarios 
mínimos mensuales vigentes, el exceso constituye ingreso tributario del 
trabajador, sometido a retención en la fuente por ingresos laborales. Lo 
dispuesto en este inciso no aplica para los gastos de representación de las 
empresas, los cuales son deducibles para estas.

Para los efectos previstos en este artículo, se entiende por familia del 
trabajador, el cónyuge o compañero (a) permanente, los hijos y los padres 
del trabajador.

Artículo 87. Fondo de Eqidlibrioy Protección Social (FEPS). Créase 
el Fondo de Equilibrio y Protección Social, FEPS, como una cuenta sin 
personería jurídica, con el fin de propiciar condiciones estables que 
garanticen la inversión social del Estado.

El Gobierno Nacional capitalizará el Fondo durante los 10 años 
siguientes a partir del año 2003 en los cuales el crecimiento de la 
economía sea superior al 5% del PIB, destinando, de los ingresos 
corrientes de la Nación, un monto equivalente hasta el cincuenta por 
ciento (50%) de la diferencia entre los ingresos efectivamente recaudados 
y los ingresos proyectados suponiendo un crecimiento económico de 5%, 
previo descuento de la participación prevista para las entidades territoriales 
en el parágrafo transitorio 2 del Acto Legislativo 01 de 2001, de acuerdo 
con el cálculo que para el efecto realice el Consejo Nacional de Política 
Fiscal. El límite de capitalización del Fondo será el 1% del Producto 
Interno Bruto de conformidad con las reglas que determine el Gobierno 
Nacional. El traslado de estos recursos al Fondo no significa apropiación 
de ellos por parte de la Nación. Dicho traslado tiene un carácter 
estrictamente temporal y propósitos exclusivos de ahorro fiscal.

El capital del fondo y sus rendimientos se invertirán en activos 
externos o internos y podrán estar representados en inversiones de 
portafolio de alta seguridad y liquidez del mercado internacional. Para tal 
efecto, el Gobierno Nacional reglamentará la forma como se seleccionará 
mediante el procedimiento concursal previsto en la ley, el intermediario 
especializado en el mercado externo de capitales que administrará el 
portafolio del Fondo.

El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que se transferirán los 
recursos del Fondo al Presupuesto Nacional para el cumplimiento de su 
finalidad. Esta transferencia se incorporará como parte de los ingresos 
corrientes de la Nación. Estos recursos no se destinarán en ningún caso 
para apalancar deuda externa.”

Artículo 88. Término de prescripción de la acción de cobro. Modifícase 
el artículo 817 del Estatuto Tributario, el cual queda así:

“Artículo 817. Término de prescripción de la acción de cobro. La 
acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en el término de 
cinco (5) años, contados a partir de:

La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el 
Gobierno Nacional, para las declaraciones presentadas oportunamente.

La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las presentadas 
en forma extemporánea.

La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación 
con los mayores valores.

La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de 
determinación o discusión.

La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro 
será de los Administradores de Impuestos o de Impuestos y Aduanas 
respectivos.”

Artículo 89. Transparencia Fiscal. Para efectos de la transparencia 
fiscal, el Gobierno Nacional presentará anualmente con el Proyecto de 
Ley del Presupuesto de Rentas y Apropiaciones un informe detallado en 
el que se deberá evaluar y hacer explícito el impacto fiscal de los 
beneficios, así como su fúente de financiación, ya sea por aumento de 
ingresos o disminución del gasto.

Parágrafo 1 °. Interprétase con autoridad la reglamentaciones contables 
expedidas por la Superintendencia Bancaria referentes al artículo 
145 del Estatuto Tributario y las modificaciones establecidas en el 
artículo 131 de la Ley 633 de 2000, en el sentido de que para las 
instituciones vigiladas para la Superintendencia Bancaria, se entiende 
por Reglamento las disposiciones contables expedidas por la 
Superintendencia Bancaria. Tales disposiciones al igual que las 
interpretaciones que sobre las mismas efectúe la referida 
Superintendencia, son de obligatorio cumplimiento para las vigiladas 
y las actuaciones cumplidas por estas últimas al amparo de tales 
reglamentaciones e interpretaciones no podrán ser objetadas por las 
autoridades tributarias.

Parágrafo 2o. Interprétase con autoridad el artículo 107 del 
Estatuto Tributario, en el sentido de que las expensas efectuadas por 
las Instituciones sometidas a la vigilancia de la Superintendencia 
Bancaria con ocasión del recibo, administración, sostenimiento y 
enajenación de bienes inmuebles recibidos en dación de pago tienen 
relación de causalidad con las actividades productoras de renta de 
tales instituciones, y por ende, son de deducibles de su renta líquida.

Artículo 90. Exención de impuestos para el alcohol carburante. El 
Alcohol carburante, que se destine a la mezcla con gasolina para los 
vehículos automotores, está exento del impuesto global a la gasolina y de 
la sobretasa de que trata esta ley.

Artículo 91. Adiciónase un inciso al artículo 742 del Estatuto Tributario, 
el cual queda así:

“Las pruebas obtenidas y allegadas en cumplimiento de acuerdos 
interinstitucionales recíprocos de intercambio de información con agencias 
de gobiernos extranj eros, en materia tributaria y aduanera, serán valoradas 
de conformidad con las reglas de la sana crítica con el cumplimiento de 
los requisitos y condiciones que se establezcan en los respectivos 
acuerdos”.

Artículo 92. Requisitos para la autorización de cambio de titular de 
la inversión extranjera. Adiciónase el artículo 326 del Estatuto Tributario 
con el siguiente parágrafo, el cual queda así:

“Parágrafo. Para acreditar el pago de los impuestos correspondientes 
a la respectiva transacción, el titular de la inversión extranjera que realiza 
la transacción deberá presentar declaración de renta y complementarios 
con la liquidación y pago del impuesto que se genere por la respectiva 
operación, en los bancos autorizados, para lo cual podrá utilizar el 
formulario señalado para la vigencia gravable inmediatamente anterior, 
de lo contrario no se podrá registrar el cambio de titular de la inversión.”

Artículo 93. Retención en lafuente en indemnizaciones. Adiciónase el 
Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

Artículo 401-2. Retención en la fuente en indemnizaciones. Los 
pagos o abonos en cuenta por concepto de indemnizaciones diferentes 
a la indemnización salarial y a las contempladas en los artículos 45 
y 223 del Estatuto Tributario, estará sometida a retención por 
concepto de renta a la tarifa del treinta y cinco por ciento (35%), si 
los beneficiarios de la misma son extranjeros sin residencia en el país, 
sin perjuicio de la retención por remesas. Si los beneficiarios del pago 
son residentes en el país, la tarifa de retención por este concepto será 
del veinte por ciento (20%).

Artículo 94. Retención en la fuente en indemnizaciones derivadas de 
una relación laboral o legal y reglamentaria. Adiciónase el Estatuto 
Tributario con el siguiente artículo:

Artículo 401-3. Retención en la fuente en indemnizaciones 
derivadas de una relación laboral o legal y reglamentaria. Las 
indemnizaciones derivadas de una relación laboral o legal y 
reglamentaria, estarán sometidas a retención por concepto de
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a una tarifa del veinte por ciento (20%) para

de Retención en el Impuesto sobre las Ventas.

:rativa de Aeronáutica Civil, por el 100% del 
que se cause en la venta de aerodinos.”
e el artículo 35 del Estatuto Tributario, el cual

accionistas o estos a la sociedad, genera un

impuesto sobre la renta, 
trabajadores que devenguen ingresos superiores a diez (10) salarios 
mínimos legales mensuales, sin perjuicio de los dispuesto por el 
artículo 27 de la Ley 488 de 1998.

Artículo 95. Agentes
Adiciónase el artículo 437-2 del Estatuto Tributario con el siguiente 
numeral:

“6. La Unidad Adminis 
impuesto sobre las ventas

Artículo 96. Modifique^» 
queda así:

Artículo 35. Las deuda i por prestamos en dinero entre las sociedades 
y los socios generan inteijeses presuntivos. Para efectos del impuesto 
sobre la renta, se presume de derecho que todo préstamo en dinero, 
cualquiera que sea su naturaleza o denominación, que otorguen las 
sociedades a sus socios o 
rendimiento mínimo anual y proporcional al tiempo de posesión, 
equivalente a la tasa para DTF vigente a 31 de diciembre del año 
inmediatamente anterior al gravable.

La presunción a que se refiere este artículo, no limita la facultad de que 
dispone la Administrad 6r 
reales cuando estos fuerer

Artículo 97. Importaciones que no causan impuesto. Adiciónase el 
artículo 428 del Estatuto Tributario con los siguientes literales:

h) La importación de bi 

Tributaria para determinar los rendimientos 
superiores.

enes y equipos que se efectúe en desarrollo de 
convenios, tratados, o acju< rdos internacionales de cooperación vigentes 
para Colombia, destinados al Gobierno Nacional o a entidades de 
derecho público del order nacional. Este tratamiento no opera para las 

(Comerciales del Estado y las sociedades de

sean exportadores de certificados de reducción

empresas industriales y 
economía mixta;

i) La importación de maquinaria y equipos destinados al desarrollo de 
proyectos o actividades que 
de emisiones de carbono que contribuyan a reducir la emisión de los 
gases efecto invernadero ; por lo tanto al desarrollo sostenible.

Artículo 98. Exención 
extranjeras. Se encuentr 

». 7 para las donaciones de gobiernos o entidades 
exentos de todo impuesto, tasa o contribución, 
auxilios o donaciones de entidades o gobiernos

Ir 
los fondos provenientes de 

con el Gobierno Colombiano, destinados a 
utilidad común y amparados por acuerdos

extranjeros convenidos 
realizar programas de 
intergubemamentales. Tai nbién gozarán de este beneficio tributario las 
compras o importaciones d e bienes y la adquisición de servicios realizados 
con los fondos donados, siempre que se destinen exclusivamente al 
objeto de la donación. El Gobierno Nacional reglamentará la aplicación

se el Estatuto Tributario con el siguiente artículo,

de las madres comunitarias. Los ingresos que

de esta exención.
Artículo 99 Adicione

así:
“Artículo 34. Ingresos

reciban por parte del Ge bi emo Nacional las madres comunitarias por la 
prestación de dicho serví» :i( 
de renta ni ganancia ocíiisí anal.

Artículo 100. Conc
tributaria. Los contribuyentes y responsables de los impuestos sobre la 
renta, ventas, retención 

social, se consideran un ingreso no constitutivo
99

Unción contenciosa administrativa consuno

en la fuente y timbre nacional, que hayan
n alidad y restablecimiento del derecho ante lapresentado demanda de

jurisdicción de lo contenc oso administrativo antes de la vigencia de esta 
Ley, con respecto a la 
podrán conciliar antes d< 

cijal no se haya proferido sentencia definitiva, 
día 31 de julio del año 2003, con la Dirección 
acionales hasta un veinte (20%) por ciento del

el
de Impuestos y Aduanas b

d<», y el valor total de las sanciones e interesesmayor impuesto discutí»
según el caso, cuando di proceso contra una liquidación oficial se halle 
en primera instancia, lo anterior siempre y cuando el contribuyente o 
responsable pague el ochenta por ciento (80%) del mayor impuesto y su 
actualización en discusi»

Si se trata de una demanda contra una resolución que impone una 
sanción, se podrá conciji^r hasta un veinte por ciento (20%) el valor de 

ón.

la misma, para lo cual se deberá pagar el ochenta por ciento (80%) del 
valor de la sanción y su actualización, según el caso.

Cuando el proceso contra una liquidación oficial se halle en única 
instancia o en conocimiento del honorable Consejo de Estado, se podrá 
conciliar sólo el valor total de las sanciones e intereses, siempre que el 
contribuyente o responsable pague el ciento por ciento (100%) del mayor 
impuesto y su actualización en discusión.

Para tales efectos se deberá adjuntar la prueba del pago o acuerdo de 
pago de:

a) La liquidación privada de impuesto sobre la renta por el año 
gravable 2001 cuando se trate de un proceso por dicho impuesto;

b) Las declaraciones del impuesto a las ventas correspondientes al año 
2002, cuando se trata de un proceso por dicho impuesto;

c) Las declaraciones de retención en la fuente correspondientes al año 
2002, cuando se trate de un proceso por este concepto;

d) De los valores conciliados, según el caso.
El acuerdo conciliatorio prestará mérito ejecutivo de conformidad con 

lo señalado en los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario, y hará 
tránsito a cosa juzgada.

Lo no previsto en esta disposición se regulará conforme a la Ley 446 
de 1998 y el Código Contencioso Administrativo, con excepción de las 
normas que le sean contrarias.

Las disposiciones contenidas en el presente artículo podrán ser aplicadas 
por los entes territoriales en relación con las obligaciones de su 
competencia. Lo anterior también será aplicable respecto del impuesto al 
consumo.

Artículo 101. Terminación por mutuo acuerdo de los procesos 
administrativos tributarios. Los contribuyentes y responsables de los 
impuestos sobre la renta, ventas, timbre y retención en la fuente, a quienes 
se les haya notificado antes de la vigencia de esta ley, Requerimiento 
Especial, Pliego de Cargos, Liquidación de Revisión o Resolución que 
impone sanción, podrán transar antes del 31 de julio del año 2003 con la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales:

a) Hasta un cincuenta por ciento (50%) del mayor impuesto discutido 
como consecuencia de un requerimiento especial, y el valor total de las 
sanciones, intereses y actualización según el caso, en el evento de no 
haberse notificado liquidación oficial; siempre y cuando el contribuyente 
o responsable corrija su declaración privada, y pague el cincuenta por 
ciento (50%) del mayor impuesto propuesto;

b) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del mayor impuesto y el valor 
total de las sanciones, intereses y actualización según el caso, determinadas 
mediante liquidación oficial, siempre y cuando no hayan interpuesto 
demanda ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y el 
contribuyente o responsable corrija su declaración privada pagando el 
setenta y cinco por ciento (75%) del mayor impuesto determinado 
oficialmente;

c) Hasta un cincuenta por ciento (50%) del valor de la sanción sin 
actualización, propuesta como consecuencia de un pliego de cargos, en 
el evento de no haberse notificado resolución sancionatoria, siempre y 
cuando se pague el cincuenta por ciento (50%) de la sanción propuesta;

d) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del valor de la sanción sin 
actualización, en el evento de haberse notificado resolución sancionatoria, 
siempre y cuando se pague el setenta y cinco por ciento (75%) del valor 
de la sanción impuesta.

Para tales efectos dichos contribuyentes deberán adjuntar la prueba 
del pago o acuerdo de pago de la liquidación privada del impuesto de 
renta por el año gravable de 2001, del pago o acuerdo de pago de la 
liquidación privada del impuesto o retención según el caso correspondiente 
al período materia de la discusión, y la del pago o acuerdo de pago de los 
valores transados según el caso.

La terminación por mutuo acuerdo que pone fin a la actuación 
administrativa tributaria prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 
señalado en los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario, y con su 
cumplimiento se entenderá extinguida la obligación por la totalidad de 
las sumas en discusión.
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Los términos de corrección previstos en los artículos 588, 709 y 713 
del Estatuto Tributario, se extenderán temporalmente con el fin de 
permitir la adecuada aplicación de esta disposición, y la del parágrafo 
transitorio del artículo 424 del Estatuto Tributario.

Las disposiciones contenidas en el presente artículo podrán ser aplicadas 
por los entes territoriales en relación con las obligaciones de su 
competencia. Lo anterior también será aplicable respecto del impuesto al 
consumo.

Artículo 102. Adiciónese un parágrafo al artículo 6o de la Ley 681 de 
2001, el cual queda así:

Parágrafo. Los distribuidores mayoristas de gasolina regular, extra y 
ACPM deberán entregar a los productores e importadores de tales 
productos el valor del impuesto global dentro de los quince (15) primeros 
días calendario del mes siguiente a aquel en que sea vendido el respectivo 
producto por parte del productor.

Los distribuidores minoristas de gasolina regular, extra y ACPM 
deberán entregar a las compañías mayoristas el valor del impuesto global 
el primer día hábil del mes siguiente a aquel en que sea comprado el 
respectivo producto por parte del distribuidor minorista.

Artículo 103. Aclárese que el alcance del concepto previo del alcalde, 
de que tratan los artículos 32 y 60 de la Ley 643 de 2001, se refiere a la 
aplicación del plan de reordenamiento territorial.

Artículo 104. En desarrollo de lo estipulado en el artículo 33 de la Ley 
643 de 2001, el Gobierno Nacional reglamentará los términos y 
condiciones mínimos que deben observar los contratos de concesión, 
dentro de los ciento veinte días (120) siguientes contados a partir de la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 105. Para efectos del inciso tercero del artículo 97 de la Ley 
715 de 2001, los jefes de las entidades de control aquí previstas que 
gestionen o hayan gestionado ante la respectiva entidad territorial o 
departamental, recursos en favorecimiento personal, de la institución que 
presiden o de terceros, en contraposición a lo previsto en la citada 
disposición, serán sancionados con falta gravísima, sin perjuicio de las 
demás penas a que se hagan acreedores.

Son transferencias todos los recursos que gira la Nación a los 
Departamentos.

Artículo 106. Descuento tributario para empresas de servicios 
públicos domiciliarios que presten los servicios de acueducto y 
alcantarillado. Las empresas de servicios públicos domiciliarios que 
presten los servicios de acueducto y alcantarillado, podrán solicitar 
un descuento equivalente al cuarenta por ciento (40%) del valor de 
la inversión que realicen en el respectivo año gravable, en empresas 
de acueducto y alcantarillado del orden regional diferentes a la 
empresa beneficiaría del descuento. En todos los casos la inversión 
debe garantizar una ampliación de la cobertura del servicio, en los 
términos que establezca el reglamento. Este descuento no podrá 
exceder del cincuenta por ciento (50%) del Impuesto Neto de renta 
del respectivo período.

Artículo 107. Por cada kilovatio-hora transmitido, se recaudará un 
peso moneda corriente ($1.00). Este valor será pagado por los agentes 
transmisores de energía y se indexará anualmente con el índice de precios 
al productor (IPP) calculado por el Banco de la República. La Comisión 
de Regulación de Energía y Gas (CREG) adoptará los ajustes necesarios 
a la regulación vigente para hacer cumplir esta disposición.

El Fondo conformado con estos recursos será administrado por el 
Ministerio de Minas y Energía, o por quien el designe, y se destinará única 
y exclusivamente para inversión en el desarrollo de la electrificación 
rural en todo el territorio nacional.

Parágrafo., Para todos los efectos son zonas no interconectadas los 
departamentos contemplados en el artículo 309 de la Constitución 
Nacional, el departamento del Chocó y Caquetá.

Artículo 108. Adiciónese al artículo 457-1 del Estatuto Tributario el 
siguiente parágrafo:

“Parágrafo 2o. Cuando se trate de la venta de salvamentos de vehículos 
automotores siniestrados por hurto e indemnizados por parte de las 

compañías de seguros generales, se presume que la base gravable es el 
setenta por ciento (70%) del valor de enajenación del bien.

Artículo 109. El parágrafo primero del artículo treinta y cinco transitorio 
de la Ley 756 de 2002 quedará así:

“Parágrafo Io. Por una sola vez, el porcentaje restante del treinta por 
ciento (30%) de los recursos de que trata el inciso primero del presente 
artículo, descontadas las participaciones a que se refieren los parágrafos 
segundo y tercero del presente artículo, serán destinados de la siguiente 
manera:

a) El noventa por ciento 90% exclusivamente al pago de la deuda 
vigente a Junio 30 de 2002,debidamente reconocida y causada por el 
suministro de energía eléctrica, incluyendo alumbrado público, a los 
departamentos y municipios, así como a los centros educativos, a las 
instituciones de salud, a las empresas de acueducto y de saneamiento 
básico, que en su totalidad dependan o estén a cargo de dichas entidades 
territoriales. El monto de los recursos a disponer será certificado por el 
Ministerio de Minas y Energía con fundamento en la información que 
presenten las entidades del sector eléctrico.

Los recursos podrán ser girados directamente a los acreedores. El 
Gobierno Nacional dentro de los 90 días siguientes a la promulgación de 
esta ley, hará la reglamentación pertinente, de conformidad con lo 
establecido por las normas que regulan la materia en especial la Ley 338 
de 1997, Ley 9a de 1989, Ley 142 de 1994.

Los desembolsos se efectuarán una vez expedido el decreto 
reglamentario del presente artículo y sujeto a la disponibilidad fiscal. 
Dicho decreto deberá ser expedido dentro de un término de tres meses 
prorrogables por otros tres meses;

b) El 10% restante irá exclusivamente a normalizar eléctricamente los 
sectores urbanos de invasión, subnormalidad y desplazamiento.

Las empresas distribuidoras de energía en cada región deberán aportar 
a título gratuito los diseños de interventoría técnica para la ejecución de 
los respectivos proyectos de normalización eléctrica. Este será un requisito 
indispensable para la asignación de los recursos. Los proyectos de 
normalización eléctrica podrán contemplar la acometida a la vivienda del 
usuario, incluyendo el contador o sistema de medición del consumo.

Las autoridades de las entidades territoriales de acuerdo con su 
respectiva competencia tendrán un plazo de 30 días calendario, siguientes 
a la entrada en operación del respectivo proyecto de normalización 
eléctrica, para expedir los actos administrativos necesarios que asignen 
en forma provisional o definitiva el respectivo estrato a fin de que la 
empresa distribuidora de energía pueda facturar en forma individualizada 
el consumo de cada usuario.

La no expedición de los actos administrativos de estratificación 
provisional o definitiva será causal de mala conducta y obligará a la 
entidad territorial a pagar la respectiva factura que presente la empresa 
distribuidora de energía sin detrimento de las acciones de repetición a que 
haya lugar por causa de esta omisión.

Considérense como inversión social los gastos a que se refiere el 
presente artículo.

Artículo Nuevo. Adiciónese el Estatuto Tributario con el siguiente 
artículo.

Artículo 468-2. Bienes gravados con la tarifa del 2%. A partir del Io 
de enero de 2003, lo siguientes bienes quedan gravados con la tarifa del 
2%:

01.01

01.02

01.03
01.04
01.05

01.06
10.10.10.10.0

Caballos, asnos, mulos y burdéganos, vivos 
(Excepto los caballos para equitación, polo, para 
carreras y de paso fino)
Animales vivos de la especie bovina, incluso los 
de género búfalo, (Excepto los toros de lidia)
Animales vivos de la especie porcina
Animales vivos de las especies ovina o caprina 
Gallos, gallinas, patos, gansos, pavos (gallipavos) 
y pintadas, de las especies domésticas, vivos 
Los demás animales vivos
Peces para reproducción o cría industrial
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o sobre las ventas en la comercialización de 
tusa en el momento en que el animal sea 
por el mismo responsable, o entregado a 

io o procesamiento. En ningún caso la base

Parágrafo. El impuesfi 
los animales vivos se caí 
sacrificado o procesado 
terceros para su sacrificio 
gravable podrá ser inferior al valor comercial de dichos bienes.

CAPITULO VIII
Igencia y derogatoriasVi|

Artículo 110. Vigencias y derogatorias. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y déroga las normas que le sean contrarias, en 
especial los siguientes artí julos: 147 parágrafo 2o; 188 parágrafo 4o; 249,

ido se trate de la enajenación de bienes producto 
ganadera por parte de personas naturales,

250, 257; 424-1; 424-5 numerales 1 y 5; 476 numerales 7, 9, 10, 13, 15, 
y 18; la frase “... y cuan 
de la actividad agrícola
cuando la cuantía de estja operación sea inferior a dos millones de pesos 
($2.000.000 valor año base 1995)” del 616-2; 665 y 881 inciso 2o del
Estatuto Tributario; 63 de

991.
la Ley 488 de 1998; 321 y 402 de la Ley 599

de 2000; 20 Ley 9a de 1
* * *

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 100TEXTO DEFINITIVO
DE 2002 SEÑADO, 103 DE 2002 CAMARA

Aprobado en sesión penaría del día 12 de diciembre de 2002, por la 
cual se expiden disposic.
de la Administración Públi ?ay se otorgan unasfacultades extraordinarias 
al Presidente de la Rep

io¡ tes para adelantar el Programa de Renovación

'álfica.
CAPITULO I

organismos nacionales y de ministeriosFusión de entidades i
u>:dará así:

.a presente ley tiene por objeto renovar y

ddntro de un marco de sostenibilidad financiera

4

la atención de las necesidades de los ciudadanos, 
establecidos en el artículo 209 de la C.N. y 

19 de 1998.

ar problemas de duplicidad de funciones y de

El artículo primero c
Artículo Io. Objeto 

modernizar la estructura ( e la rama ejecutiva del orden nacional, con la 
finalidad de garantizar, 
de la Nación, un adecuat o cumplimiento de los Fines del Estado con 
celeridad e inmediación en 
conforme a los principios 
desarrollados en la Ley

Para el efecto se tendr; n en cuenta los siguientes criterios:
a) Se deberá subsan¡ 

colisión de competencia éntre organismos y entidades;
b) Se deberá procurar una gestión por resultados con el fin de mejorar 

la productividad en el jrcicio de la función pública. Para el efecto 
cadores de gestión que permitan evaluar el 
ones de la Entidad y de sus responsables;

P 
deberán establecerse irtd 
cumplimiento de las fuñe

m lyor participación ciudadana en el seguimiento 
y evaluación en la ejecuc

c) Se garantizará una
ón de la función Pública;

el
as

proceso de descentralización administrativa 
del orden nacional hacia el orden Territorial;

según el tipo de Entidad y organismo;

■ e ítidades u organismos nacionales. El Presidente

d) Se fortalecerán lo$ p rincipios de solidaridad y universalidad de los 
servicios públicos;

e) Se profundizará 
trasladando competencii

f) Se establecerá y mant sndrá una relación racional entre los empleados 
misionales y de apoyo,

g) Se procurará desafíe (llar criterios de gerencia para el desarrollo en 
la gestión Pública

Artículo 2o. Fusión de
de la República, como suprema autoridad administrativa, de conformidad 
con lo dispuesto en el ni meral 15 del artículo 189 de la Constitución 
Política, podrá dispon 
administrativos del ore en nacional, con objetos afínes, creados, 
organizados o autorizad» 
las siguientes causales:

a) Cuando la institucic n absorbente cuente con la capacidad jurídica, 
técnica y operativa para 
fusionada, de acuerdo coh las evaluaciones técnicas;

b) Cuando por razonéis ( e austeridad fiscal o de eficiencia administrativa 
sea necesario concentra r f

er la fusión de entidades u organismos

oí por la ley, cuando se presente al menos una de

lesarrollar los objetivos y las funciones de la

mciones complementarias en una sola entidad;

c) Cuando los costos para el cumplimiento de los objetivos y las 
funciones de la entidad absorbida, de acuerdo con las evaluaciones 
técnicas, no justifiquen su existencia;

d) Cuando exista duplicidad de funciones con otras entidades del 
orden nacional;

e) Cuando por evaluaciones técnicas se establezca que los objetivos y 
las funciones de las respectivas entidades u organismos deben ser 
cumplidas por la entidad absorbente;

f) Cuando la fusión sea aconsejable como medida preventiva para 
evitar la liquidación de la entidad absorbida. Cuando se trate de entidades 
financieras públicas, se atenderán los principios establecidos en el 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Parágrafo Io. La entidad absorbente cumplirá el objeto de la entidad 
absorbida, además del que le es propio. La naturaleza de la entidad 
fusionada, su régimen de contratación y el régimen laboral de sus 
servidores públicos, serán los de la absorbente.

El Presidente de la República, al ordenar la fusión armonizará los 
elementos de la estructura de la entidad resultante de la misma, con el 
objeto de hacer eficiente su funcionamiento.

Parágrafo 2o. En ningún caso, los costos para el cumplimiento de los 
objetivos y las funciones por parte de la entidad absorbente podrán 
superar la suma de los costos de cada una de las entidades involucradas 
en la fusión. Cuando la fusión implique la creación de una nueva entidad 
u organismo, los costos de esta para el cumplimiento de los objetivos y 
las funciones no podrán superar los costos que tenían las fusionadas.

Artículo 3o. Fusión del Ministerio del Interior y el Ministerio de 
Justiciay del Derecho. Fusiónese el Ministerio del Interior y el Ministerio 
de Justicia y del Derecho y confórmese el Ministerio del Interior y la 
Justicia. Los objetivos y funciones del Ministerio del Interior y la Justicia 
serán las establecidas para los Ministerios fusionados.

Cuando alguna de las funciones de los Ministerios fusionados 
deba ser realizada por otra entidad pública nacional, el Presidente de 
la República podrá reasignar dichas funciones en ejercicio de las 
facultades extraordinarias a las que se refiere el artículo 16 de la 
presente ley.

El artículo cuarto quedará así:
Artículo 4°. Fusión del Ministerio de Comercio Exterior y el Ministerio 

de Desarrollo Económico. Fusiónese el Ministerio de Comercio Exterior 
y el Ministerio de Desarrollo Económico y confórmese el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. Los objetivos y funciones del Ministerio 
de Desarrollo y Comercio serán las establecidas para los Ministerios 
fusionados.

Cuando alguna de las funciones de los Ministerios fusionados deba ser 
realizada por otra entidad pública nacional, el Presidente de la República 
podrá reasignar dichas funciones en ejercicio de las facultades 
extraordinarias a las que se refiere el artículo 16 de la presente ley.

Parágrafo. Las formulación de políticas relativas al uso del suelo y 
ordenamiento urbano, agua potable y saneamiento básico, desarrollo 
territorial y urbano, así como la política habitacional integral necesaria 
para dar cumplimiento al artículo 51 de la Constitución Política, serán 
funciones del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
Los organismos adscritos y vinculados relacionados con estas funciones, 
pasarán a formar parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial.

El artículo quinto quedará así:
Artículo 5o. Fusión del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el 

Ministerio de Salud. Fusiónese el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y el Ministerio de Salud y confórmese el Ministerio de la 
Protección Social. Los objetivos y funciones del Ministerio de laProtección 
Social serán las establecidas para los ministerios fusionados.

Cuando alguna de las fúnciones de los Ministerios fusionados deba ser 
realizada por otra entidad pública nacional el Presidente de la República 
podrá reasignar dichas funciones en ejercicio de las facultades 
extraordinarias a las que se refiere el artículo 16 de la presente ley.
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Artículo 6o. Adscripción y vinculación. Los organismos adscritos y 
vinculados de los Ministerios que se fusionan pasarán a formar parte de 
los Ministerios que se conforman, en los mismos términos de la fusión.

El artículo séptimo quedará así:
Artículo 7o. Número, denominación, orden y precedencia de los 

Ministerios. El número de Ministerios es trece. La denominación, orden 
y precedencia de los Ministerios es la siguiente:

1. Ministerio del Interior y de Justicia.
2. Ministerio de Relaciones Exteriores.
3. Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
4. Ministerio de Defensa Nacional.
5. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.
6. Ministerio de la Protección Social.
7. Ministerio de Minas y Energía.
8. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
9. Ministerio de Educación Nacional.
10. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.
11. Ministerio de comunicaciones.
12. Ministerio de transporte.
13. Ministerio de Cultura.

CAPITULO II
Rehabilitación profesional y técnica

Artículo 8o. Reconocimiento económico para la rehabilitación 
profesional y técnica. Los empleados públicos de libre nombramiento y 
remoción de los niveles jerárquicos diferentes al directivo y las personas 
vinculadas por nombramiento provisional en cargos de carrera 
administrativa en los organismos y entidades de la rama ejecutiva del 
orden nacional, que sean retirados del servicio por supresión del cargo en 
desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública, 
recibirán un reconocimiento económico destinado a su rehabilitación 
laboral, profesional y técnica.

Este reconocimiento económico consistirá en una suma de dinero 
equivalente a un porcentaje no inferior al cincuenta por ciento (50%) dé 
la asignación básica correspondiente al cargo suprimido, el cual se pagará 
en mensualidades durante un plazo no mayor a doce (12) meses, en los 
términos y condiciones que establezca la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional.

De acuerdo con la reglamentación que para el efecto establezca el 
Gobierno Nacional, los ex empleados tendrán derecho a recibir el 
reconocimiento económico mencionado cuando acrediten una cualquiera 
de las siguientes circunstancias:

a) Estar vinculado a un programa de formación técnica o profesional 
o de capacitación formal o informal, o

b) Estar vinculado laboralmente a un empleador privado, en un cargo 
creado o suplido recientemente por el empleador, y que implique realmente 
un nuevo puesto de trabajo a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley. En este caso, dicho reconocimiento será directamente entregado al nuevo 
empleador siempre que tal vinculación laboral sea a través de un contrato a 
término indefinido o un contrato a un término no inferior a dos (2) años.

El reconocimiento económico de que trata el presente artículo no 
constituye para efecto alguno salario o factor salarial y el pago del mismo 
no genera relación laboral.

Artículo 9o. Cotización a la entidad promotora de salud. Durante el 
período en el cual se reciba el reconocimiento a que hace referencia el 
artículo anterior, el ex empleado y la entidad empleadora a la cual este 
estuvo vinculado, pagarán por partes iguales las mensualidades 
correspondientes al sistema general de la seguridad social en salud, 
calculadas sobre la suma mensual que se le reconozca al ex empleado.

El artículo diez quedará así:
Artículo 10. Condiciones para el reconocimiento. El derecho a recibir 

el reconocimiento económico de que trata el artículo 8o de la presente ley 
se pierde en el evento en que el ex empleado no acredite mensúálmente
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una de las dos circunstancias enumeradas en los literales a) y b) del 
artículo 8o de la presente ley.

Artículo 11. Programas para el mejoramiento de competencias 
laborales. El GobiemoNacional adoptará, con el concurso de instituciones 
públicas o privadas, programas para procurar el mejoramiento de las 
competencias laborales de los ex empleados a que se refiere esta ley.

Artículo 12. Protección especial. De conformidad con la 
reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser 
retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la 
Administración Pública las madres cabeza de familia sin alternativa 
económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, 
y los servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y 
tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez 
en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la 
presente ley.

El artículo trece quedará así:
Artículo 13. Aplicación en el tiempo. Las disposiciones de este 

Capítulo se aplicarán a los servidores públicos retirados del servicio a 
partir del Io de septiembre del año 2002, dentro del Programa de 
Renovación de la Administración Pública del orden nacional, y hasta el 
vencimiento de las facultades extraordinarias que se confieren en la 
presente ley.

CAPITULO III
Gobierno en línea

Artículo 14. Gobierno en línea. El Gobierno Nacional promoverá el 
desarrollo de tecnologías y procedimientos denominados gobierno 
electrónico o en línea en las entidades de la rama ejecutiva del orden 
nacional y, en consecuencia, impulsará y realizará los cambios 
administrativos, tecnológicos e institucionales relacionados con los 
siguientes aspectos:

a) Desarrollo de la contratación pública con soporte electrónico;
b) Desarrollo de portales de información, prestación de servicios, y
c) Participación ciudadana y desarrollo de sistemas intraguber- 

namentales de flujo de información.
El Gobierno Nacional desarrollará y adoptará los adelantos científicos, 

técnicos y administrativos del gobierno electrónico deberá realizarse 
bajo criterios de transparencia, de eficiencia y eficacia de la gestión 
pública, y de promoción del desarrollo social, económica y territorialmente 
equilibrado.

Parágrafo. El Gobierno apoyará técnicamente las páginas de 
información legislativa del Congreso de la República, así como los 
portales de información de los entes departamentales y municipales. Y 
los involucrará, en lo posible, al programa gobierno en línea.

CAPITULO IV
Defensa judicial de la Nación

Artículo 15. Defensa Judicial de la Nación. El Gobierno Nacional 
fortalecerá la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio 
del Interior y de Justicia, la cual desarrollará dentro de sus funciones las 
de prevención del daño antijurídico, profesionalización de la defensa de 
los intereses litigiosos del Estado y la recuperación de los dineros que con 
ocasión de las conductas dolosas o gravemente culposas de sus funcionarios 
o ex funcionarios haya pagado el Estado, así como las de coordinación, 
seguimiento y control de las actividades de los apoderados que defienden 
al Estado en las entidades del orden nacional, mediante la implementación 
y consolidación de un sistema integral de información que de manera 
transversal alerte sobre las eventualidades judiciales a que se expone el 
Estado. En cualquier caso, la Dirección de Defensa Judicial de la Nación 
asumirá directamente la coordinación de la defensa del Estado en todos 
los procesos que involucren una cuantía superior a dos mil (2.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

CAPITULO V
Facultades extraordinarias

El artículo dieciséis quedará así:
Artículo 16. Facultades extraordinarias. De conformidad con el 

artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al Presidente



Página 40 Lunes 14 de abril de 2003 GACETA DEL CONGRESO 161

¡cual se disponga la fusión, determinará los

de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de 
seis (6) meses contados a partir de la fecha de publicación de la presente 
ley, para:

a) Suprimir y fusionar 
denominación, número y cjj’den de precedencia.

El acto mediante el
objetivos, la estructura orgánica y el orden de precedencia del 
Departamento Administrativo resultante de la fusión.

El acto mediante el cual se disponga la supresión, determinará el orden 
de precedencia de los restantes Departamentos Administrativos;

b) Determinar los objetivos y la estructura orgánica de los Ministerios;
c) Reasignar funcione: 

y organismos de la admi 

Departamentos Administrativos, determinar su

o
' competencias orgánicas entre las entidades 

ilnistración pública nacional;
d) Escindir entidades u organismos administrativos del orden nacional 

r

s

creados o autorizados poi
e) Señalar, modificar 

a ley;
7 determinar los objetivos y la estructura 
u organismos resultantes de las fusiones oorgánica de las entidades

i d|as entidades u organismos a los cuales se

u

escisiones y los de aqu 
trasladen las funciones d<

f) Crear las entidades 
los objetivos que cumplíán 
escindan, fusionen o transformen, cuando a ello haya lugar;

g) Determinar la adscrip pión o la vinculación de las entidades públicas 
nacionales descentralizada 5.

Parágrafo Io. Las facuilt ides extraordinarias conferidas al Presidente 
de la República en el presi :nte artículo para renovar la estructura de la 
Administración Pública 
racionalizar la organiza

as suprimidas;
organismos que se requieran para desarrollar 
las entidades u organismos que se supriman,

Nacional, serán ejercidas con el propósito de 
ilion y funcionamiento de la Administración 

Pública o con el objeto de garantizar la sostenibilidad financiera de la

p ir cualquier causa, una entidad u organismo

Crédito Público, deberá indicar el términoy

Nación.
Parágrafo 2o. Cuando 

quede disuelto, el Pres di nte de la República, previo concepto del 
Ministerio de Hacienda 
máximo en que debe ad( lantarse y culminarse, en su totalidad, la 
liquidación. Dicho térmir o 
ni superior a tres (3), so pe ía de que sus liquidadores y administradores 
sean responsables en los

en ningún caso, podrá ser inferior a un (1) año

té rminos de ley.
CAPITULO VI

sposiciones ñnales
d? personal. La estructura de planta de los

D
Artículo 17. Plantas

Ministerios, los Departamt ntos Administrativos y los organismos o las 
entidades públicas del or 
su funcionamiento. En ni|i 
Administrativos y los org 
contratos de prestación di 
las funciones propias de

den nacional tendrán los cargos necesarios para 
ngún caso los Ministerios, los Departamentos 

nanismos o las entidades públ icas podrán celebrar 
e Servicios para cumplir de forma permanente 
¡1< s cargos existentes de conformidad con los 

decretos de planta respecti
En el evento en que sea

/os.
necesario celebrar contratos de prestación de 
Tinistro o el Director del Departamento 
sector respectivo, semestralmente presentará

servicios personales, e 
Administrativo cabeza de 
un informe al Congreso sobre el particular.

Parágrafo. A partir de lia entrada en vigencia de la presente ley, las 
entidades no podrán cel Ib rar contratos de prestación de servicios con 
personas naturales, con la fi nalidad de reemplazar cargos que se supriman 
dentro del programa de renovación de la administración pública.

El artículo dieciocho
de cargos vacantes. Hasta el año 2006, los

quedará así:
Artículo 18. Supresión 

cargos que quedaren vacantes como consecuencia de la jubilación o 
pensión de vejez de los sér 'idores públicos que los desempeñaren, serán 
suprimidos de conformidad con lo establecido en el numeral 14 del 
artículo 189 de la Consiit ición Nacional, salvo que el cargo resultare 
necesario conforme al estudio técnico que así lo justifique.

Artículo 19. Restriccicn al Gasto Público. Hasta el año 2005 el 
incremento anual del cogtí de la planta de personal de los Ministerios, 

Departamento Administrativos y entidades públicas del orden nacional, 
no podrá ser superior a la inflación del año inmediatamente anterior. 
Adicionalmente, los gastos anuales de funcionamiento no podrán 
incrementarse en cuantía superior al índice de inflación.

El artículo veinte quedará así:
Artículo 20. Entidades que no se suprimirán. En desarrollo del 

Programa de Renovación de la administración Pública el Gobierno 
Nacional no podrá suprimir, ni fusionar, ni liquidar, el Servicio Nacional 
de Aprendizaje (Sena), el instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), ni el Instituto de Seguros Sociales (ISS), ni el Instituto Caro y 
Cuervo, ni el Instituto Nacional para Sordos (Insor), ni el Instituto 
Nacional para Ciegos (INCI). Los ahorros realizados en el proceso de 
reestructuración de dichas entidades, serán destinados a una mayor 
cobertura de los servicios prestados por ellas

Tampoco se suprimirá la Corporación Nasa Kiwe para la reconstrucción 
de la Cuenca del Río Paz.

Tampoco se suprimirá la Corporación Nasa Kiwe hasta que no 
concrete los fines para el que fue creada.

Excluir de la presente ley y de la normatividad vigente la fusión, 
liquidación, supresión o descentralización territorial a los establecimientos 
públicos de educación superior del orden nacional, adscritos al Ministerio 
de Educación Nacional, (Instituciones Técnicas Profesionales, 
Instituciones Tecnológicas, Colegios Mayores e Instituciones 
Universitarias y Universidad Colegios Mayores).

Las facultades extraordinarias que se conceden en esta ley no incluirán 
la reglamentación del servicio público que presten los Notarios, su 
estructura administrativa el funcionamiento y el régimen de vinculación.

Artículo 21. Comisión de seguimiento. Intégrase una Comisión de 
seguimiento a la utilización de las facultades extraordinarias otorgadas al 
Gobierno Nacional mediante la presente ley, la cual tendrá como función 
evaluar la aplicación de los criterios contenidos en el parágrafo primero 
del artículo 16 de la presente ley, en los respectivos decretos legislativos 
que la desarrollen.

Estará integrada por cuatro (4) miembros en representación del 
honorable Congreso, dos (2) por cada Cámara Designados por la Mesa 
Directiva de las Comisiones Primeras, y cuatro (4) en representación del 
Gobierno Nacional. En representación del Gobierno asistirá el Ministro 
del Interior y de Justicia, el Ministro de Hacienda y Crédito Público, el 
Director del Departamento Nacional de Planeación, y el Director del 
Departamento Administrativo de la Función Pública, a cuyo cargo estará 
la Secretaria Técnica de la Comisión.

La Comisión de Seguimiento por convocatoria del Ministro del 
Interior y de Justicia se reunirá durante un año en forma ordinaria 
bimestralmente y en forma extraordinaria cuando el Gobierno así lo 
solicite o a solicitud de los dos (2) miembros en representación del 
Congreso.

CAPITULO VII
Artículo 22. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 

promulgación.
Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2002
Doctor
LUIS ALFREDO RAMOS BOTERO
Presidente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Señor Presidente :
Con el propósito de que el Proyecto de ley número 100 de 2002 

Senado, número 103 de 2002 Cámara, por la cual se expiden disposiciones 
para adelantar el Programa de Renovación de la Administración Pública 
y se otorgan unasfacultades extraordinarias al Presidente de la República, 
siga su curso legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes, nos permitimos presentar el Texto Definitivo aprobado 
en sesión Plenaria el día 12 de diciembre de 2002.
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De esta manera damos cumplimiento a lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5a de 1992.

Cordialmente,
Luis Humberto Gómez Gallo, Germán Vargas Lleras, Carlos Holguín 

Sardi, honorables Senadores de la República.
* * *

TEXTO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 143 DE 2002 
SENADO, 86 DE 2002 CAMARA

Aprobado en sesión plenaria del día 19 de junio de 2002 del honorable 
Senado de la República y de la honorable Cámara de Representantes, 
por la cual se deroga la Ley 333 de 1996 y se establecen las reglas 

que gobiernan la extinción de dominio.
El Congreso de Colombia 

DECRETA:
CAPITULO I

De la extinción del dominio
Artículo Io. Concepto. La extinción del dominio es la pérdida de este 

derecho a favor del Estado, sin contraprestación ni compensación de 
naturaleza alguna para su titular. Esta acción es autónoma en los términos 
de la presente ley.

Artículo 2o. Causales. Se declarará extinguido el dominio mediante 
sentencia judicial, cuando ocurriere cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando exista incremento patrimonial injustificado, en cualquier 
tiempo sin que se explique el origen lícito del mismo.

2. El bien o los bienes de que se trate provengan directa o indirectamente 
de una actividad ilícita.

3. Los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o 
instrumento para la comisión de actividades ilícitas, sean destinadas a 
estas, o correspondan al objeto del delito.

4. Los bienes o recursos de que se trate provengan de la enajenación 
o permuta de otros que tengan su origen, directa o indirectamente, en 
actividades ilícitas, o que hayan sido destinados a actividades ilícitas o 
sean producto, efecto, instrumento u objeto del ilícito.

5. Los bienes o recursos de que se trate hubieren sido afectados dentro 
de un proceso penal y que el origen de tales bienes, su utilización o 
destinación ilícita no hayan sido objeto de investigación o habiéndolo 
sido, no se hubiese tomado sobre ellos una decisión definitiva por 
cualquier causa.

6. Los derechos de que se trate recaigan sobre bienes de procedencia 
lícita, pero que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar 
bienes de ilícita procedencia. Se exceptúan de lo dispuesto en el presente 
numeral exclusivamente, los casos de títulos que se negocian en centrales 
de depósito de valores, debidamente acreditados ante la autoridad 
competente siempre y cuando los intermediarios que actúen en ellas, 
cumplan con las obligaciones de informar operaciones sospechosas en 
materia de lavados de activos de conformidad con las normas vigentes.

7. Cuando en cualquiera circunstancia no se justifique el origen lícito 
del bien perseguido en el proceso.

Parágrafo Io. El afectado deberá probar, a través de los medios 
idóneos, los fundamentos de su oposición.

Parágrafo 2o. Las actividades ilícitas a las que se refiere el presente 
artículo son:

1. El de enriquecimiento ilícito.
2. Las conductas cometidas, en perjuicio del Tesoro Público, y que 

correspondan a los de peculado, interés ilícito en la celebración de 
contratos, de contratos celebrados sin requisitos legales, emisión ilegal 
de moneda o de efectos o valores equiparados a moneda; ejercicio ilícito 
de actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico; hurto sobre efectos 
y enseres destinados a seguridad y defensa nacionales; contra el patrimonio 
que recaigan sobre bienes del Estado; utilización indebida de información 
privilegiada; utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva.

3. Las que impliquen grave deterioro de la moral social. Para los fines 
de esta norma, se entiende que son actividades que causan deterioro a la
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moral social, las que atenten contra la salud pública, el orden económico 
y social, los recursos naturales, y el medio ambiente, seguridad pública, 
administración pública y el régimen constitucional y legal, el secuestro, 
secuestro extorsivo, extorsión, y proxenitismo.

Artículo 3o. De los bienes. Para los efectos de la presente ley se 
entenderá por bienes sujetos a extinción del dominio, todos los que sean 
susceptibles de valoración económica, muebles o inmuebles, tangibles o 
intangibles, o aquellos sobre los cuales pueda recaer derecho de propiedad. 
Igualmente, se entenderá por tales todos los frutos y rendimientos de los 
mismos.

Cuando no resultare posible ubicar, o extinguir el dominio de los 
bienes determinados sobre los cuales verse la extinción del dominio, al 
momento de la sentencia, podrá el Juez declarar extinguido el dominio 
sobre bienes o valores equivalentes del mismo titular. Lo dispuesto en el 
presente artículo no podría interpretarse en perjuicio de los derechos de 
terceros de buena fe exentos de culpa.

CAPITULO II
De la acción de extinción de dominio

Artículo 4o. De la naturaleza de la acción. La acción de extinción de 
dominio de que trata la presente ley es de naturaleza jurisdiccional, de 
carácter real y de contenido patrimonial, y procederá sobre cualquier 
derecho real, principal o accesorio, independientemente de quien los 
tenga en su poder o los haya adquirido y sobre los bienes comprometidos. 
Esta acción es distinta e independiente de cualquier otra de naturaleza 
penal que se haya iniciado simultáneamente, o de la que se haya 
desprendido, o en la que tuviera origen, sin perjuicio de los terceros de 
buena fe exentos de culpa.

Procederá la extinción del derecho de dominio respecto de los bienes 
obj eto de sucesión por causa de muerte, cuando dichos bienes correspondan 
a cualquiera de los eventos previstos en el artículo 2o.

Artículo 5o. De la iniciación de la acción. La acción deberá ser 
iniciada de oficio por la Fiscalía General de la Nación, cuando concurra 
alguna de las causales previstas en el artículo 2o de la presente ley.

La Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, la Fuerza Pública, la Dirección Nacional de Estupefacientes, 
cualquier institución pública, o cualquier persona natural o jurídica, 
deberán informar a la Fiscalía General de la Nación, sobre la existencia 
de bienes que puedan ser objeto de la acción de extinción de dominio. Los 
organismos internacionales, habilitados para el efecto por un tratado o 
convenio de colaboración recíproca celebrado con el Gobierno de 
Colombia, podrán dar noticia de ello, para el inicio de la acción de 
extinción de dominio.

Parágrafo. La Dirección Nacional de Estupefacientes podrá intervenir 
como parte dentro del proceso de extinción de dominio, que de oficio 
inicie la Fiscalía General de la Nación, cuando le asiste interés jurídico 
para actuar. Estará facultada para presentar y solicitar la práctica de 
pruebas dirigidas a demostrar la procedencia ilícita de los bienes, solicitar 
medidas cautelares sobre los mismos, impugnar la resolución de 
improcedencia de la acción, y la providencia que no reconozca el 
abandono de los bienes a favor del Estado, cuando se cumplan los 
requisitos del artículo 10 de la presente ley.

Artículo 6o. Retribución. El particular que denuncie de manera eficaz, 
o que en forma efectiva contribuya a la obtención de evidencias para la 
declaratoria de extinción de dominio, o las aporte, recibirá una retribución 
hasta del 5% del producto que el Estado obtenga por la liquidación de 
dichos bienes, o del valor comercial de los mismos, dependiendo de la 
colaboración ;cuando el Estado los retuviere para cualquiera de sus 
órganos o dependencias. Esta tasación la hará el Juez en la sentencia, de 
oficio, o a petición del Fiscal.

Artículo 7o. Normas aplicables. La acción de extinción se sujetará 
exclusivamente a las disposiciones de la presente ley y, sólo para llenar 
sus vacíos, se aplicarán las reglas del Código de Procedimiento Penal o 
del Código de Procedimiento Civil, en su orden. En ningún caso podrá 
alegarse prejudicial idad para impedir que se profiera sentencia, ni 
exigirse la acumulación de procesos. Una vez que el expediente entre al
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despacho para fallo, tendrá; prelación sobre los demás procesos que en el 
mismo se adelanten, salvo sobre aquellos en los que fuere preciso 
resolver la situación jurídica de un detenido.

CAPITULO III
ido proceso y de las garantías

Artículo 8°. Del debido proceso. En el ejercicio y trámite de la acción 
de extinción de dominio se garantizará el debido proceso que le es propio, 

presentar pruebas e intervenir en su práctica,

Del deb

de contradicción que la Constitución Política

rá¡n los derechos de los afectados, y en particular

.

:o de su patrimonio, o de los bienes que

permitiendo al afectado 
oponerse a las pretensione^ que se estén haciendo valer en contra de los 
bienes, y ejercer el derecho 
consagra.

Artículo 9o. De la prote cción de derechos. Durante el procedimiento 
se garantizarán y protege] 
los siguientes:

1. Probar el origen legitimo de su patrimonio, y de los bienes cuya 
titularidad se discute.

2. Probar que los bienes de que se trata no se encuentran en las causales 
que sustentan la acción de extinción de dominio.

3. Probar que, respec 
específicamente constituy :n el objeto de la acción, se ha producido una 
sentencia favorable que d( 
de un proceso de Extinción de Dominio, por identidad respecto a los 
sujetos, al objeto y a la ca

Artículo 10. De la comparencia al proceso. Si los afectados con 
ocasión de la acción de ex inción de dominio no comparecieren por si o 
por interpuesta persom , la autoridad competente ordenará su 
emplazamiento, en los tir ñiños del artículo 13 de la presente ley.

Vencido el término de < 
siempre que no se hubiere 
objeto de extinción, con q lien se adelantarán los trámites inherentes al 
debido proceso y al derecl 
extinción de dominio, se 
quienes se designará curador ad litem en los términos de esta ley.

ba ser reconocida como cosa juzgada dentro

isa del proceso.

mplazamiento se designará curador ad litem, 
logrado la comparecencia del titular del bien

o de defensa. Igualmente, en todo proceso de 
emplazará a los terceros indeterminados, a

CAPITULO IV
De la com] letencia y del procedimiento

Artículo 11. De la competencia. Conocerá de la acción el Fiscal 
General de la Nación, dire lamente, o a través de los fiscales delegados 
ante los jueces competen es para dictar la sentencia de extinción de 
dominio. De acuerdo con ¡us atribuciones constitucionales y legales, el 

ui idades especiales de extinción de dominio.

dominio. Si se hubieren encontrado bienes en 
al$s, será competente el Juez, determinado por 

que cuente con el mayor número de Jueces

ución de inicio de la investigación, no alterará

al. El fiscal competente para conocer de la

;1 fin de identificar los bienes sobre los cuales 
de acuerdo con las causales establecidas en el

Fiscal podrá conformar
Corresponde a los juejcels penales del circuito especializados, del lugar 

en donde se encuentren u picados los bienes, proferir la sentencia que 
declare la extinción de 
distintos distritos judici 
reparto, de aquel distrito 
Penales del distrito especializado. La aparición de bienes en otros 
lugares, posterior a la reso 
la competencia.

Artículo 12. Fase inic 
acción de extinción de dor linio, iniciará la investigación, de oficio o por 
información que le haya jsi< o suministrada de conformidad con el artículo 
5o de la presente ley, con i 
podría iniciarse la acción, 
artículo 2o.

En el desarrollo de esta 1 ase, el fiscal podrá decretar medidas cautelares, 
o solicitar al juez comí etente, la adopción de las mismas, según 
corresponda, que comp iei iderán la suspensión del poder dispositivo, el 
embargo y el secuestro de 
financiero, de títulos va¡lo es, y de los rendimientos de los anteriores, lo 
mismo que la orden de nú p agarlos cuando fuere imposible su aprehensión 
física. En todo caso la 
secuestre o depositario

Los bienes sobre los 
inmediato a disposición c; la Dirección Nacional de Estupefacientes, a 

los bienes, de dinero en depósito en el sistema

Dirección Nacional de Estupefacientes será el 
de los bienes embargados o intervenidos.
qi le se adopten medidas cautelares quedarán de

través del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra 
el Crimen Organizado, el cual procederá preferentemente a constituir 
fideicomisos de administración, en cualquiera de las entidades fiduciarias 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria; o, en su defecto, a arrendar 
o celebrar otros contratos que mantengan la productividad y valor de los 
bienes, o aseguren su uso a favor del Estado. Mientras los recursos 
monetarios o títulos valores se encuentren sujetos a medidas cautelares, 
las instituciones financieras que reciban la respectiva orden abrirán una 
cuenta especial, que genere rendimientos a tasa comercial, cuya cuantía 
formará parte de sus depósitos. Los rendimientos obtenidos pasarán al 
Estado en el caso de que se declare extinguido el dominio sobre tales 
recursos, o se entregarán a su dueño, en el evento contrario.

Los bienes fungibles, de género, y /o muebles que amenacen deterioro, 
y los demás que en adición a los anteriores determine el ConsejoNacional 
de estupefacientes, podrán ser enajenados al mejor postor, o en condiciones 
de mercado, cuando fuere el caso, entidad que podrá administrar el 
producto líquido, de acuerdo con las normas vigentes. De igual forma, los 
bienes inmuebles se administrarán de conformidad con las normas 
vigentes. Los rendimientos obtenidos pasarán al Estado, en el caso de que 
se declare extinguido el dominio sobre tales recursos, o se entregarán a 
su dueño, en el evento contrario.

En todos los casos, la fiduciaria se pagará, con cargo a los bienes 
administrados o a sus productos, el valor de sus honorarios y de los costos 
de administración en que incurra. Cualquier faltante que se presentare 
para cubrirlos, será exigible con la misma preferencia con la que se tratan 
los gastos de administración en un concurso de acreedores, sobre el valor 
de los bienes, una vez que se liquiden o se subasten. Esta Aducía no estará 
sujeta en su constitución o desarrollo a las reglas de la contratación 
administrativa, sino a la ley comercial o financiera ordinaria.

Parágrafo. El fondo para la rehabilitación, inversión social y lucha 
contra el crimen organizado es una cuenta especial sin personería jurídica 
administrada por la Dirección Nacional de Estupefacientes, de acuerdo 
con las políticas trazadas por el Consejo Nacional de Estupefacientes.

Los bienes y recursos objeto de extinción de dominio ingresarán al 
Fondo para la rehabilitación, inversión social y lucha contra el crimen 
organizado y serán asignados por el ConsejoNacional de Estupefacientes, 
para fines de inversión social, seguridad y lucha contra la delincuencia 
organizada.

Artículo 13. Del procedimiento. El trámite de la acción de extinción 
de dominio se cumplirá de conformidad con las siguientes reglas:

1. El fiscal que inicie el trámite, dictará resolución de sustanciación en 
la que propondrá los hechos en que se funda la identificación de los bienes 
que se persiguen y las pruebas directas o indiciarías conducentes. Contra 
esta resolución no procederá recurso alguno. Si aún no se ha hecho en la 
fase inicial, el fiscal decretará las medidas cautelares, o podrá solicitar al 
juez competente, la adopción de las mismas, según corresponda, las 
cuales se ordenarán y ejecutarán antes de notificada la resolución de 
inicio a los afectados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
anterior.

2. La resolución de inicio se comunicará al agente del Ministerio 
Público y se notificará, dentro de los cinco (5) días siguientes, a las 
personas afectadas cuya dirección se conozca. Si la notificación personal 
no pudiere hacerse en la primera ocasión que se intenta, se dejará en la 
dirección de la persona por notificar noticia suficiente de la acción que 
se ha iniciado y del derecho que le asiste a presentarse al proceso.

3. Cinco (5) días después de libradas las comunicaciones pertinentes, 
se dispondrá el emplazamiento de quienes figuren como titulares de 
derechos reales principales o accesorios según el certificado de registro 
correspondiente, y de las demás personas que se sientan con interés 
legítimo en el proceso, para que comparezcan a hacer valer sus derechos.

4. El emplazamiento se surtirá por edicto, que permanecerá fijado en 
la Secretaría por el término de cinco (5) días y se publicará por una vez, 
dentro de dicho término, en un periódico de amplia circulación nacional 
y en una radiodifusora con cobertura en la localidad donde se encuentren 
los bienes. Si el emplazado o los emplazados no se presentaren dentro de 
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los tres (3) días siguientes al vencimiento del término de fijación del 
edicto, el proceso continuará con la intervención del Curador ad litem, 
quien velará por el cumplimiento de las reglas del debido proceso a favor 
del afectado, y empezará a contar el término de que trata el artículo 10 de 
la presente ley.

5. Dentro de los cinco (5) días siguientes al término de su comparecencia, 
los intervinientes podrán solicitar las pruebas que estimen conducentes 
y eficaces para fundar su oposición, y para explicar el origen de los bienes 
a partir de actividades lícitas demostrables.

6. Transcurrido el término anterior, se decretarán las pruebas solicitadas 
que se consideren conducentes y las que oficiosamente considere oportunas 
el investigador, las que se practicarán en un término de treinta (30) días, 
que no será prorrogable.

El fiscal del conocimiento podrá decretar pruebas de oficio, decisión 
que no será susceptible de recurso alguno.

7. Concluido el término probatorio, se surtirá traslado por Secretaría 
por el término común de cinco (5) días, durante los cuales los intervinientes 
alegarán de conclusión.

8. Transcurrido el término anterior, durante los quince (15) días 
siguientes el fiscal dictará una resolución en la cual decidirá respecto de 
la procedencia o improcedencia de la extinción de dominio.

9. El fiscal remitirá al día siguiente de la expedición de la resolución 
de que trata el numeral anterior, el expediente completo al juez competente, 
quien dará traslado de Ja resolución a los intervinientes por el término de 
cinco (5) días, para que puedan controvertirla. Vencido el término 
anterior, dictará la respectiva sentencia que declarará la extinción de 
dominio, o se abstendrá de hacerlo, de acuerdo con lo alegado y probado, 
dentro de los quince (15) días siguientes. La sentencia que se profiera 
tendrá efectos erga omnes.

10. En contra de la sentencia que decrete la extinción de dominio sólo 
procederá el recurso de apelación, interpuesto por las partes o por el 
Ministerio Público, que será resuelto por el superior dentro de los treinta 
(30) días siguientes a aquel en que el expediente llegue a su despacho. La 
sentencia de primera instancia que niegue la extinción de dominio y que no 
sea apelada, se someterá en todo caso al grado jurisdiccional de consulta.

11. Cuando se decrete la improcedencia sobre un bien de un tercero de 
buena fe, el Fiscal deberá someter la decisión al grado jurisdiccional de 
consulta. En los demás casos, será el Juez quien decida sobre la extinción 
o no del dominio, incluida la improcedencia que dicte el Fiscal sobre 
bienes distintos a los mencionados en este numeral. En todo caso, se 
desestimarán de plano cualquier incidente que los interesados propongan 
con esa finalidad.

Los términos establecidos en el presente artículo son improrrogables 
y de obligatorio cumplimiento, y su desconocimiento se constituirá en 
falta disciplinaria gravísima.

Artículo 14. De las notificaciones. La única notificación personal que 
se surtirá en todo el proceso de extinción de dominio, será la que se realice 
al inicio del trámite, en los términos del artículo 13 de la presente ley. 
Todas las demás se surtirán por estado, salvo las sentencias de primera o 
de segunda instancia, que se notificarán por edicto. Ninguna decisión 
adoptada por el Fiscal es susceptible de recursos.

Artículo 15. De las nulidades. Cualquiera nulidad que aleguen las 
partes, será considerada en la resolución de procedencia o improcedencia, 
o en la sentencia de primera o segunda instancia. No habrá ninguna 
nulidad de previo pronunciamiento.

Artículo 16. Causales de nulidad. Serán causales de nulidad en el 
proceso de extinción de dominio, las siguientes:

1. Falta de competencia.
2. Falta de notificación.
3. Negativa injustificada a decretar una prueba conducente o a 

practicar, sin causa que lo justifique, una prueba oportunamente decretada.
Artículo 17. De las excepciones e incidentes. En el proceso de 

extinción de dominio no habrá lugar a la presentación y al trámite de 
excepciones previas ni de incidentes, salvo el de objeción al peritazgo por

Página 43 

error grave. Todas las excepciones se propondrán en la oportunidad 
dispuesta para alegar de conclusión, y serán decididas en la resolución de 
procedencia o en la sentencia definitiva.

Las partes deberán proponer la objeción al dictamen pericial, sólo por 
error grave y dentro de los tres (3) días siguientes al traslado del mismo, 
presentando las pruebas en que se funda. El Fiscal, si considera 
improcedente la objeción, decidirá de plano; en caso contrario, dispondrá 
un término de cinco (5) días para practicar pruebas y decidir.

Artículo 18. De la sentencia. La sentencia declarará la extinción de 
todos los derechos reales, principales o accesorios, desmembraciones, 
gravámenes o cualquiera otra limitación a la disponibilidad o el uso del 
bien y ordenará su tradición a favor de la Nación-Dirección Nacional de 
Estupefacientes a través del Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y Lucha contra el Crimen Organizado.

Si los bienes fueren muebles o moneda, y aún no estuvieren secuestrados 
a disposición del Fondo, en la sentencia se ordenará que se le haga entrega 
inmediata de los mismos o que se consignen a su disposición los valores 
dichos. Si se tratare de bienes incorporados a un título, se ordenará la 
anulación del mismo y la expedición de uno nuevo a nombre del citado 
Fondo.

Si en la sentencia se reconocieren los derechos de un acreedor 
prendario o hipotecario de buena fe exenta de culpa, la Dirección 
Nacional de Estupefacientes, directamente o por conducto de laFiduciaria, 
procederá a su venta o subasta, y pagará el crédito en los términos que en 
la sentencia se indique.

Artículo 19. De los gastos procesales y de administración. Los gastos 
que se generen con ocasión del trámite de la acción de extinción del 
dominio, así como los que se presenten por la administración de los 
bienes en el Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha 
contra el Crimen Organizado, se pagarán con cargo a los rendimientos 
financieros de los bienes que han ingresado a dicho fondo, salvo que la 
sentencia declare la improcedencia de los bienes.

Parágrafo: Corresponde al Consejo Nacional de Estupefacientes la 
destinación de los rendimientos financieros, de acuerdo con los soportes 
que para el efecto presenten las entidades miembros de dicho órgano.

CAPITULO V
De los procesos en curso

Artículo 20. De los procesos en curso. Los términos y recursos que 
hubieren empezado a correr se regirán por la ley vigente al tiempo de su 
iniciación, en todo lo demás se aplicará esta ley.

CAPITULO VI
Disposiciones finales

Artículo 21. De la cooperación. Los convenios y tratados de 
cooperación judicial suscritos, aprobados y debidamente ratificados por 
Colombia, serán plenamente aplicables para la obtención de colaboración 
en materia de afectación de bienes, cuando su contenido sea compatible 
con la acción de extinción de dominio.

Artículo 22. De la derogatoria. Deróganse todas las normas y 
disposiciones contrarias a esta ley, en especial la Ley 333 de 1996.

Artículo 23. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación. No obstante la extinción de dominio se declarará, cualquiera 
sea la época de la adquisición o destinación ilícita de los bienes. En todo 
caso se entenderá que la adquisición ilícita de los bienes no constituye 
justo título, causa un grave deterioro a la moral social y es conducta con 
efectos permanentes.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 279 
DE 2002 SENADO, 106 DE 2001 CAMARA

Aprobado en plenaria del Senado en sesión del día 18 de 
diciembre de 2002.

CAPITULO I
Disposiciones que modifican el Estatuto Orgánico 

del Sistema Financiero
Artículo Io. Adiciónase el numeral 1 del artículo 7o del Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:
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esta operación los establecimientos bancarios

entregado en dación d 
siempre y cuando tales 
mínimos relacionados

n) “Realizar operaciones de leasing habitacional las cuales deben 
tener por obj eto bienes inmuebles destinados a vivienda. Estas operaciones 
se considerarán leasing operativo para efectos contables y tributarios.

Para el desarrollo de
deberán dar prioridad a 1 >s deudores de créditos de vivienda que hayan 

personas naturales, cumplan los requisitos legales 
con el respectivo análisis del riesgo crediticio.

En el reglamento que 
presente artículo, adoptará medidas que garanticen la protección de los 
usuarios o locatarios”.

Artículo 2o. Adición! se el numeral 1 del artículo 7o del Estatuto 
Orgánico del Sistema financiero con el siguiente literal: 

>ago el respectivo bien inmueble. Lo anterior

expida el Gobierno Nacional en desarrollo del

ñ) “Celebrar contratos de administración no fiduciaria de la cartera y 
er tidades financieras que han sido objeto de toma

de otros establecimientos de crédito para las

Gobierno Nacional”.el

de las acreencias de las
de posesión para liquida :ión”.

Artículo 3o. Adiciónase el artículo 24 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente literal:

k) “Recibir crédito: 
realización de operación :s de microcrédito, con sujeción a los términos 
y condiciones que fíje

Artículo 4o. Adiciónase el numeral 1 del artículo 29 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Fi íanciero con el siguiente literal:

i) “Celebrar contratos de administración fiduciaria de la cartera y de 
las acreencias de las entií ades financieras que han sido objeto de toma de 
posesión para liquidació i”.

Artículo 5o. Modificise el literal e) del artículo 48 del Estatuto 
Orgánico del Sistema

e) “Determinar el 
régimen de inversiones, < 1 patrimonio requerido para la operación de los 
diferentes ramos de seguí o y los límites al endeudamiento de las entidades 
aseguradoras y sociedad ;s de capitalización. Mediante esta facultad el 
Gobierno Nacional no

Artículo 6o. Adiciónense los literales j), k) y 1) al artículo 48 del 
Estatuto Orgánico del 

Fi íanciero, el cual quedará así: 
jEtrimonio técnico, el patrimonio adecuado, el

podrá establecer inversiones forzosas”.

Sistema Financiero, los cuales quedarán así:
j) “Regular los sistem is de pago y las actividades vinculadas con este 

¡inapetencia del Banco de la República. Estao

Nacional establecer las condiciones para que las

servicio que no sean
facultad se ejercerá previo concepto de la Junta Directiva del Banco de 
la República, a fin de
incidencia de la regulajc ón en las políticas a su cargo. De igual forma, 
corresponde al Gobierno 
entidades objeto de intervención desarrollen actividades de comercio 
electrónico y utilicen 
1999”;

qi e este organismo pueda pronunciarse sobre la

O! mensajes de datos de que trata la Ley 527 de

k) “Establecer nom ¡a: tendientes a prevenir el lavado de activos en las 
entidades objeto de intervención, sin perjuicio de las facultades propias 
de instrucción de la Superintendencia Bancaria”;

l) “Determinar las dis 
Si perintendencia Bancaria”.

• HE se el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
tb

intas modalidades de crédito cuyas tasas deban

que se incorpora bajo el número 52:

si; ejecutarán las medidas de exclusión de activos 
: i regresivo de operaciones, de acuerdo con las 

i jti s en los numerales 11 y 12 del artículo 113 del 
Sistema Financiero. En desarrollo de la facultad de

ser certificadas por la
Artículo 7o. Adició 

con el siguiente artícu
“Artículo 52. Interven eión para el desarrollo de la medida de exclusión 

de activos y pasivos.
1. El Gobierno Nafipnal intervendrá para establecer las normas de 

acuerdo con las cuales 
y pasivos y desmonte 
reglas generales previ 
Estatuto Orgánico del 
intervención que se regí la en el presente artículo el Gobierno Nacional 
dictará las normas a >1: cables en el evento en que se establezca la 
existencia de activos $o irevaluados o de pasivos subvaluados”.

Artículo 8o. Modifica ase los incisos tercero y cuarto del numeral 5 del 
artículo 53 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y adiciónase un 
inciso al mismo numeiT,si: 1TL

“En todo caso, se abstendrá de autorizar la participación de las 
siguientes personas:

a) Las que hayan cometido delitos contra el patrimonio económico, 
lavado de activos, enriquecimiento ilícito y los establecidos en los 
Capítulos Segundo del Título X y Segundo del Título XIII del Libro 
Segundo del Código Penal y las normas que los modifiquen, sustituyan 
o adicionen;

b) Aquellas a las cuales se haya declarado la extinción de dominio de 
conformidad con la Ley 333 de 1996, cuando hayan participado en la 
realización de las conductas a que hace referencia el artículo 2o de dicha 
ley;

c) Las sancionadas por violación a las normas que regulan los cupos 
individuales de crédito, y

d) Aquellas que sean o hayan sido responsables del mal manejo de los 
negocios de la institución en cuya dirección o administración hayan 
intervenido.

El Superintendente Bancario, dentro de los cinco (5) años siguientes 
a la fecha en que se haya decretado la toma de posesión de una entidad 
financiera con fines de liquidación, podrá abstenerse de autorizar la 
participación de los administradores y revisores fiscales que se hubieran 
encontrado desempeñando dichos cargos a la fecha en que se haya 
decretado la medida.

Cuando quiera que al presentarse la solicitud o durante el trámite de 
la misma se establezca la existencia de un proceso en curso por los hechos 
mencionados en los incisos 3 y 4 del presente artículo, el Superintendente 
Bancario podrá suspender el trámite hasta tanto se adopte una decisión en 
el respectivo proceso”.

Artículo 9o. El numeral 3 del artículo 68 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“3. Procedimiento. Los contratantes en los negocios jurídicos 
celebrados intuito personae, deberán expresar su rechazo o aceptación a 
más tardar dentro de los diez (10) días siguientes al envío por correo 
certificado del aviso de cesión, a la dirección que figure como su 
domicilio en los registros de la entidad. De no recibirse respuesta dentro 
del término fijado se entenderá aceptada la cesión. El rechazo de la cesión 
facultará a la entidad para terminar el contrato sin que haya lugar a 
indemnización, procediendo a la liquidación correspondiente y a las 
restituciones mutuas a que haya lugar. En todo caso, no se requerirá la 
aceptación del contratante cedido cuando la cesión sea el resultado del 
ejercicio de la medida cautelar indicada en el artículo 113 del presente 
Estatuto.

De los titulares de acreencias que sean parte de los demás contratos 
comprendidos en la cesión, no se requerirá aceptación. En todo caso 
deberán ser notificados del aviso de cesión dentro de los diez (10) días 
siguientes a la celebración de la operación. La cesión en ningún caso 
producirá efectos de novación”.

Artículo 10. Modifícase el numeral 5 del artículo 71 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“5. Condiciones de la autorización. En desarrollo de la adquisición, 
fusión, conversión, escisión, y cesión de activos, pasivos y contratos de 
que trata el artículo 68 del presente Estatuto, las entidades quedarán 
facultadas exclusivamente para adelantar las actividades propias de la 
clase de institución financiera resultante de la operación. En consecuencia, 
la aprobación, en caso de requerirse, deberá condicionarse a que dentro 
de un término máximo de tres (3) meses, contados desde la fecha de la 
misma, se acuerde con la Superintendencia Bancaria un programa de 
adecuación de las operaciones al régimen propio de la institución 
correspondiente, el cual tendrá una duración máxima de dos (2) años”.

Artículo 11. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 71 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“8. A los procesos de fusión, escisión, conversión, adquisición y 
organización de las instituciones financieras y entidades aseguradoras en 
las cuales participe el Estado en cualquier proporción, les son aplicables 
las normas previstas en esta parte. En tal sentido, dichas entidades se 
entienden facultadas para adelantar estos procesos y no requerirán 
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autorizaciones adicionales a las previstas en el Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero para adelantarlos”.

Artículo 12. El artículo 72 del Estatuto Orgánico del SistemaFinanciero 
quedará así:

“Artículo 72. Reglas de conducta y obligaciones legales de las 
entidades vigiladas, de sus administradores, directores, representantes 
legales, revisores fiscales y funcionarios. Las entidades vigiladas, sus 
administradores, directores, representantes legales, revisores fiscales y 
funcionarios, deben obrar no sólo dentro del marco de la ley sino dentro 
del principio de la buena fe y de servicio al interés público de conformidad 
con el artículo 335 de la Constitución Política, para lo cual tienen la 
obligación legal de abstenerse de realizar las siguientes conductas:

a) Concentrar el riesgo de los activos por encima de los límites legales;
b) Celebrar o ejecutar, en cualquier tiempo, contravención a 

disposiciones legales, operaciones con los accionistas, o con las personas 
relacionadas o vinculadas con ellos, por encima de los límites legales;

c) Utilizar o facilitar recursos captados del público, para realizar 
operaciones dirigidas a adquirir el control de otras sociedades o 
asociaciones sin autorización legal;

d) Invertir en otras sociedades o asociaciones en las cuantías o 
porcentajes no autorizados por la ley;

e) Facilitar, promover o ejecutar cualquier práctica que tenga como 
propósito o efecto la evasión fiscal;

f) No suministrar la información razonable o adecuada que ajuicio de 
la Superintendencia Bancaria deba entregarse al público, a los usuarios 
o a los clientes de las entidades vigiladas para que estos puedan tomar 
decisiones debidamente informadas y puedan conocer cabalmente el 
alcance de sus derechos y obligaciones en las relaciones contractuales 
que los vinculan o puedan llegar a vincular con aquellas;

g) Ejercer actividades ó desempeñar cargos sin haberse posesionado 
ante la Superintendencia Bancaria cuando la ley así lo exija;

h) No llevar la contabilidad de la entidad vigilada según las normas 
aplicables, o llevarla en tal forma que impida conocer oportunamente la 
situación patrimonial o de las operaciones que realiza, o remitir a la 
Superintendencia Bancaria información contable falsa, engañosa o 
inexacta;

i) Obstruir las actuaciones de inspección, vigilancia y control de la 
Superintendencia Bancaria, o no colaborar con las mismas;

j) Utilizar indebidamente o divulgar información sujeta a reserva;
k) Incumplir o retardar el cumplimiento de las instrucciones, 

requerimientos u órdenes que señale la Superintendencia Bancaria sobre 
las materias que de acuerdo con la ley son de su competencia, y

l) En general, incumplir las obligaciones y funciones que la ley les 
imponga, o incurrir en las prohibiciones, impedimentos o inhabilidades 
relativas al ejercicio de sus actividades”.

Artículo 13. Adiciónase el numeral 8 al artículo 73 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“8. Independencia de las juntas directivas, consejos directivos o de 
administración. Las juntas directivas, consejos directivos o de 
administración de las instituciones sometidas al control y vigilancia de la 
Superintendencia Bancaria, según corresponda, no podrán estar integradas 
por un número de miembros principales y suplentes vinculados 
laboralmente a la respectiva institución que puedan conformar por sí 
mismos la mayoría necesaria para adoptar cualquier decisión.

Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria deberán 
ajustar la composición de sus juntas directivas, consejos directivos o de 
administración a las disposiciones de este numeral dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley”.

Artículo 14. Adiciónase el artículo 74 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“4. Posesión. Quienes tengan la representación legal de las instituciones 
vigiladas, excepto los gerentes de sucursales, una vez nombrados o 
elegidos y antes de desempeñar dicha función, deberán posesionarse y 

prestar juramento por el cual se obliguen, mientras estén en ejercicio de 
sus fúnciones, a administrar diligentemente los negocios de la entidad, a 
cumplir con las obligaciones legales que les correspondan en desarrollo 
de las mismas, y a cumplir las normas, órdenes e instrucciones que expida 
la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones”.

Artículo 15. El numeral 2 del artículo 75 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“2. Excepciones relativas a los establecimientos bancarios. Los 
directores y representantes legales de los establecimientos bancarios 
podrán hacer parte de las juntas directivas de las corporaciones financieras 
y compañías de financiamiento comercial de las cuales sean accionistas. 
De igual forma, los directores y representantes legales de las compañías 
de seguros que participen en el capital de las corporaciones financieras, 
dentro de los límites que deban observar de acuerdo con su régimen de 
inversiones, podrán hacer parte de las juntas directivas de tales 
corporaciones”.

Artículo 16. Modifícanse los numerales 1 y 4 del artículo 80 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, de la siguiente forma:

“1. Capitales mínimos de las instituciones financieras. Los montos 
mínimos de capital que deberán acreditarse para solicitar la constitución 
de las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia 
Bancaria, con excepción de los intermediarios de seguros, serán de 
cuarenta y cinco mil ochenta y cinco millones de pesos ($45.085.000.000) 
para los establecimientos bancarios; de dieciséis mil trescientos noventa 
y cinco millones de pesos ($16.395.000.000.) para las corporaciones 
financieras; de once mil seiscientos trece millones de pesos 
($11.613.000.000) para las compañías de financiamiento comercial; de 
tres mil cuatrocientos diecisiete millones de pesos ($3.417.000.000) para 
las sociedades fiduciarias; de seis mil ochocientos treinta y un millones 
de pesos ($6.831.000.000) para las sociedades administradoras de Fondos 
de Pensiones; de tres mil cuatrocientos diecisiete millones de pesos 
($3.417.000.000) para las sociedades administradoras de fondos de 
cesantías, el cual se acumulará al requerido para las sociedades 
administradoras de fondos de pensiones, cuando la sociedad administre 
fondos de pensiones y de cesantías, y de dos mil setecientos treinta y tres 
millones de pesos ($2.733.000.000) para las demás entidades financieras. 
Estos montos se ajustarán anualmente en forma automática en el mismo 
sentido y porcentaje en que varíe el índice de precios al consumidor que 
suministre el DAÑE. El valor resultante se aproximará al múltiplo en 
millones de pesos inmediatamente superior. El primer ajuste se realizará 
en enero de 2003, tomando como base la variación del índice de precios 
al consumidor durante 2002.

Para las entidades aseguradoras, con excepción de aquellas que tengan 
como objeto exclusivo el ofrecimiento del ramo de seguro de crédito a la 
exportación y de aquellas que efectúen actividades propias de las 
compañías reaseguradoras, el capital mínimo será de cinco mil quinientos 
millones de pesos ($5.500.000.000), ajustados anualmente de la forma 
como se establece en el inciso anterior, más el patrimonio requerido para 
operar los diferentes ramos de seguro, cuyo monto será determinado por 
el Gobierno Nacional. Las entidades reaseguradoras y aquellas entidades 
aseguradoras que efectúen actividades propias de las entidades 
reaseguradoras deberán acreditar como capital mínimo veintidós mil 
millones de pesos ($22.000.000.000), ajustados anualmente en la forma 
prevista en el inciso anterior. Este último monto comprende el patrimonio 
requerido para operar los diferentes ramos de seguro.

Corresponderá al Gobierno Nacional mediante normas de carácter 
general, fijar los capitales mínimos que deberán acreditar las instituciones 
financieras reguladas por normas especiales que se encuentren sometidas 
al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y las entidades 
aseguradoras que tengan como objeto exclusivo el ofrecimiento del ramo 
de seguro de crédito a la exportación.

Los montos mínimos de capital de las entidades aseguradoras y 
reaseguradoras que se modifican mediante la presente ley, rigen a partir 
del Io de enero de 2003.

4. El monto mínimo de capital previsto por el numeral primero de este 
artículo deberá ser cumplido de manera permanente por las entidades en
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establecimientos de crédito. Para este efecto,

•i tal suscrito y pagado, capital garantía, reservas,

Igualmente se tendrán en cuenta los bonos

artículo. Así mismo, en el caso de las entidades

funcionamiento, salvo los
el capital mínimo de funcionamiento resultará de la suma de las siguientes 
cuentas patrimoniales: cap 
superávit por prima en colocación de acciones, utilidades no distribuidas 
de ejercicios anteriores y r ^valorización de patrimonio, y se deducirán las 
pérdidas acumuladas.
obligatoriamente convertibles en acciones en los términos del parágrafo 
10 del numeral 5 de este
que sean objeto de las medidas a que se refieren los artículos 48, literal 
i) y 113 de este Estatuto, podrán tomarse en cuenta los prestamos 
subordinados, convertib es en acciones o redimibles con recursos 
obtenidos por la colocación de acciones que se otorguen a la entidad 
financiera, en las condicjones que fije el Gobierno Nacional. Dichos 
prestamos podrán ser otorgados por entidades financieras en los casos y 
con las condiciones que fije el Gobierno”.

Artículo 17. Modifícanse los numerales 2 y 3 del artículo 82 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, los cuales quedarán así:

“2. Patrimonio técnico, patrimonio adecuado y fondo de garantía de 
las entidades aseguradoras.

a) Patrimonio técnico. El patrimonio técnico de las entidades 
aseguradoras estará confirmado por los rubros y ponderaciones que 
determine el Gobierno Nacional;

b) Patrimonio adecuado. El patrimonio adecuado de las entidades 
lérá al patrimonio técnico mínimo que deben 

dar cumplimiento al margen de solvencia, de
aseguradoras correspondí 
mantener y acreditar para

e; :ca el Gobierno Nacional.la forma como lo estab
El margen de solvenci^ se determinará en función del importe de las 

primas o de la carga mei 
El Gobierno Nacional 
elementos técnicos de loi 

di a de siniestralidad, el que resulte más elevado, 
establecerá la periodicidad, forma, riesgos y 

s factores que determinan el margen de solvencia; 
c) Fondo de garantíá. Corresponde al cuarenta por ciento (40%) del 

p¡ trimonio adecuado, acreditado en patrimoniomargen de solvencia o 
técnico”.

“3. Patrimonio requéri lo para operar los diferentes ramos de seguro. 
El Gobierno Nacional estí blecerá el patrimonio requerido para operar los 
diferentes ramos de seguro que les sean autorizados a las entidades 
aseguradoras. Para efec :oi ¡ del cálculo del capital mínimo, los patrimonios 
requeridos se sumarán 
artículo 80 de este Estatujto”.

Artículo 18. Adi ció:
Orgánico del Sistema llidanciero, así:

(6

a valor absoluto señalado en el numeral 1 del

ni se un numeral 4 al artículo 83 del Estatuto

’4. Por los defectos
aseguradoras en el marge i de solvencia a que se refiere el numeral 2 del

mensuales en que incurran las entidades

él te al tres punto cinco por ciento (3.5%) sobre

compañías de seguros convendrán un plan de

cumplimiento del plan de ajuste será sancionado 
inciso anterior. La Superintendencia Bancariae

tastróficos.

artículo 82 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la 
Superintendencia Banca: ia impondrá una multa a favor del Tesoro 
Nacional por el equival 
el valor del defecto patrimonial que presenten mensualmente, sin exceder, 
respecto de cada incumpl miento, del uno punto cinco por ciento (1.5%) 
de patrimonio requerido para dar cumplimiento a dichas relaciones.

Cuando los defectos mensuales se originen como consecuencia de 
eventos catastróficos las 
ajuste con la Superintendencia Bancaria cuyo plazo no podrá superar 
noventa (90) días. El in< 
con la multa prevista en 
definirá los eventos ca

Lo dispuesto en este ajrtículo se entenderá sin perjuicio de las demás 
sanciones o medidas administrativas que pueda imponer la 
Superintendencia Bancaria conforme a sus facultades legales”.

Artículo 19. Modifí
88 del Estatuto Orgánicd del Sistema Financiero, que quedará así:

“Para efectos de impartir su autorización, el Superintendente Bancario 
deberá verificar que la persona interesada en adquirir las acciones no se 
encuentra en alguna de las situaciones mencionadas en los incisos 3,4 y 
5 del numeral 5 del art|íc|lo 53 del presente Estatuto y, adicionalmente, 

aria conforme a sus facultades legales”, 
cajse el segundo inciso del numeral 1 del artículo

que la inversión que desea realizar cumple con las relaciones previstas en 
el inciso 6 del citado numeral 5, salvo, en este último caso, que se trate 
de transacciones de acciones realizadas con prestamos otorgados por el 
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (Fogafín) con el propósito 
de restablecer la solidez patrimonial de entidades vigiladas”.

Artículo 20. Adiciónase el siguiente inciso al numeral 3 del artículo 88 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“No se aplicará la excepción anterior cuando se realice una transacción 
que incremente la participación del inversionista a más del cincuenta por 
ciento (50%) de las acciones suscritas de la entidad vigilada”.

Artículo 21. El artículo 94 del Estatuto Orgánico del SistemaFinanciero, 
quedará así:

“Artículo 94. Oficinas de representación de instituciones financieras 
y reaseguros del exterior.

1. Autorización apertura. Corresponde a la Superintendencia Bancaria 
autorizar el establecimiento en el país de oficinas de representación de 
organismos financieros y reaseguros del exterior, así como ejercer sobre 
ellas la inspección, vigilancia y control con las mismas facultades con 
que cuenta para supervisar a las entidades del sector financiero y 
asegurador.

El Gobierno Nacional señalará mediante normas de carácter general 
las restricciones y prohibiciones de las oficinas, las excepciones al 
régimen de apertura, así como las calidades y requisitos para ser 
representante de las mismas.

2. Oficinas de representación de instituciones financieras del exterior. 
Las oficinas de representación de entidades financieras del exterior sólo 
podrán prestar los servicios que el Gobierno Nacional, mediante normas 
de carácter general señale.

3. Oficinas de representación de reaseguradoras del exterior. Estas 
oficinas exclusivamente podrán operar en la aceptación o cesión de 
responsabilidades en reaseguro; por tanto, no actuarán, directa o 
indirectamente, en la contratación de seguros.

4. Registro de reaseguradores y corredores de reaseguro del exterior. 
La Superintendencia Bancaria organizará un registro de los reaseguradores 
y corredores de reaseguros del exterior que actúen o pretendan actuar en 
el mercado colombiano. Dicho registro tiene como propósito permitir 
que se evalúe su solvencia, experiencia y profesionalismo, entre otros 
factores. Para el efecto, señalará las condiciones de inscripción y los 
casos en los cuales constituye práctica insegura contratar con 
reaseguradores o con la mediación de corredores de reaseguro no 
inscritos o excluidos del registro.

La inscripción en el registro puede ser negada, suspendida o cancelada 
por la Superintendencia Bancaria, cuando el reasegurador o corredor de 
reaseguro del exterior no cumpla o deje de satisfacer los requisitos de 
carácter general establecidos por dicho organismo.

5. Representación. La representación de las oficinas a que alude este 
artículo estará a cargo de la persona natural designada por la institución 
del exterior, la cual deberá estar debidamente posesionada para dicho 
efecto ante la Superintendencia Bancaria.

6. Régimen sancionatorio. El incumplimiento de las disposiciones que 
rigen la actividad de las oficinas de representación será sancionado por 
la Superintendencia Bancaria en la forma prevista en los artículos 209 y 
211 del presente Estatuto. Además, dando aplicación al numeral 2 del 
artículo 208 del presente Estatuto, la Superintendencia Bancaria podrá 
ordenar la clausura de la oficina de representación y la remoción del 
representante”.

Artículo 22. El artículo 96 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
quedará así:

“Artículo 96. Conservación de archivos y documentos. Los libros y 
papeles de las instituciones vigiladas por la Superintendencia Bancaria 
deberán conservarse por un período no menor de cinco años (5) años, 
desde la fecha del respectivo asiento, sin perjuicio de los términos 
establecidos en normas especiales. Vencido este lapso, podrán ser 
destruidos siempre que, por cualquier medio técnico adecuado, se garantice 
su reproducción exacta.
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Parágrafo. La administración y conservación de los archivos de las 
entidades financieras públicas en liquidación, se someterá a lo previsto 
para las entidades financieras en liquidación por el Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero y demás normas que lo modifiquen o adicionen. Una 
vez transcurridos cinco años se deberá realizar la reproducción 
correspondiente, a través de cualquier medio técnico adecuado y 
transferirse al Archivo General de la Nación.

Las historias laborales de los ex funcionarios de las entidades financieras 
públicas en liquidación, deberán ser transferidas a la entidad a la cual 
estaban vinculadas o adscritas una vez finalice el proceso de liquidación 
correspondiente”.

Artículo 23. Modifícase el numeral 1 del artículo 97 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“1. Información a los usuarios. Las entidades vigiladas deben 
suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información 
necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que 
realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros 
y objetivos, escoger las mejores opciones del mercado y poder tomar 
decisiones informadas.

En tal sentido, no está sujeta a reserva la información correspondiente 
a los activos y al patrimonio de las entidades vigiladas, sin perjuicio del 
deber de sigilo que estas tienen sobre la información recibida de sus 
clientes y usuarios”.

Artículo 24. Modifícase el numeral 4 del artículo 98 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“4. Debida prestación del servicio y protección al consumidor.
4.1 Deber general. Las instituciones sometidas al control de la 

Superintendencia Bancaria, en cuanto desarrollan actividades de interés 
público, deberán emplear la debida diligencia en la prestación de los 
servicios a sus clientes a fin de que estos reciban la atención debida en el 
desarrollo de las relaciones contractuales que se establezcan con aquellas 
y, en general, en el desenvolvimiento normal de sus operaciones.

Igualmente, en la celebración de las operaciones propias de su objeto 
dichas instituciones deberán abstenerse de convenir cláusulas que por su 
carácter exorbitante puedan afectar el equilibrio del contrato o dar lugar 
a un abuso de posición dominante.

4.2 Defensor del cliente. Las entidades vigiladas por la Superintendencia 
Bancaria deberán contar con un defensor del cliente, cuya función será 
la de ser vocero de los clientes o usuarios ante la respectiva institución, 
así como conocer y resolver las quejas de estos relativas a la prestación 
de los servicios.

El defensor del cliente de las instituciones vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria deberá ser independiente de los organismos 
de administración de las mismas entidades y no podrá desempeñar en 
ellas función distinta a la aquí prevista.

Dentro de los parámetros establecidos en este numeral el Gobierno 
Nacional mediante normas de carácter general señalará las reglas a las 
cuales deberá sujetarse la actividad del defensor del cliente de las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

Corresponderá a la asamblea general de socios o de asociados de las 
instituciones vigiladas la designación del defensor del cliente. En la 
misma sesión en que sea designado deberá incluirse la información 
relativa a las apropiaciones previstas para el suministro de recursos 
humanos y técnicos destinados al desempeño de las funciones a él 
asignadas.

4.3 Procedimiento para el conocimiento de las quejas. Previo al 
sometimiento ante la SuperintendenciaBancariade las quejas individuales 
relacionadas con la prestación de servicios por parte de las instituciones 
vigiladas que en virtud de sus competencias pueda conocer, el cliente o 
usuario deberá presentar su reclamación al defensor, quien deberá 
pronunciarse sobre ella en un término que en ningún caso podrá ser 
superior a quince (15) días hábiles, contados desde el momento en que 
cuente con todos los documentos necesarios para resolver la queja.

Lo establecido en el inciso anterior se entiende sin perjuicio de las 
acciones judiciales que pueden presentar tanto clientes y usuarios como 

las mismas instituciones vigiladas a efectos de resolver sus controversias 
contractuales y de aquellas quejas que en interés general colectivo se 
presenten ante la Superintendencia Bancaria.

4.4 Sanciones. El incumplimiento de las obligaciones a cargo del 
defensor del cliente será sancionado por la Superintendencia Bancaria en 
la forma prevista en la Parte Séptima del presente Estatuto. En los 
términos de dichas disposiciones las instituciones vigiladas podrán ser 
sancionadas por no designar al defensor del cliente, por no efectuar las 
apropiaciones necesarias para el suministro de los recursos humanos y 
técnicos que requiera su adecuado desempeño o por no proveer la 
información que necesite en ejercicio de sus funciones. El defensor del 
cliente podrá ser sancionado por el incumplimiento de las obligaciones 
que le son propias.

Parágrafo. El defensor del cliente podrá desempeñar su función 
simultáneamente en varias instituciones vigiladas. Se excluye de la 
obligación de contar con un defensor del cliente a los bancos de 
redescuento”.

Artículo 25. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 98 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“5. Con el propósito de garantizar el derecho de los consumidores, las 
instituciones financieras deberán proporcionar la información suficiente 
y oportuna a todos los usuarios de sus servicios, permitiendo la adecuada 
comparación de las condiciones financieras ofrecidas en el mercado. En 
todo caso, la información financiera que se presente al público deberá 
hacerse en tasas efectivas. El Gobierno Nacional, mediante normas de 
carácter general, determinará la periodicidad y forma como deberá 
cumplirse esta obligación”.

Artículo 26. Adiciónase el artículo 98 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“6. Conflictos de interés. Dentro del giro de los negocios de las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, los directores, 
representantes legales, revisores fiscales y en general todo funcionario 
con acceso a información privilegiada tiene el deber legal de abstenerse 
de realizar cualquier operación que dé lugar a conflictos de interés.

La Superintendencia Bancaria impondrá las sanciones a que haya 
lugar cuando se realicen operaciones que den lugar a conflicto de interés, 
de conformidad con el régimen general sancionatorio de su competencia. 
Así mismo, podrá establecer mecanismos a través de los cuales se 
subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere lugar.

Adicionalmente, la Superintendencia Bancaria podrá calificar de 
manera general y previa la existencia de tales conflictos respecto de 
cualquier institución vigilada”.

Artículo 27. El artículo 104 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, modificado por el artículo 25 de la Ley 365 de 1997, quedará 
así:

“Artículo 104. Información periódica. Toda institución financiera 
deberá informar a la Unidad de Información y Análisis Financiero 
(UIAF), la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el 
artículo anterior, conforme a las instrucciones que al efecto imparta la 
Superintendencia Bancaria, en aplicación del artículo 10 de la Ley 526 de 
1999”.

Artículo 28. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“11. Exclusión de activos y pasivos. Con el propósito de proteger la 
confianza pública en el sistema financiero, la Superintendencia Bancaria 
podrá disponer, como medida cautelar, la exclusión de activos y pasivos 
de un establecimiento de crédito y como consecuencia de la misma, la 
transferencia de la propiedad de los activos y la cesión de los pasivos de 
dicho establecimiento que se determinen al expedir la orden 
correspondiente, cuando la medida sea procedente a juicio del 
Superintendente Bancario, para prevenir que una entidad incurra en 
causal de toma de posesión o para subsanarla, o como medida 
complementaria a la toma de posesión.

La medida de exclusión de activos y pasivos se sujetará a las normas 
que el Gobierno Nacional dicte en desarrollo de las atribuciones de 
intervención y a las siguientes reglas generales:
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del público a la vista o a término, los créditos a
a) Unicamente serán objeto de exclusión los pasivos originados en la 

captación de depósitos 
favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo de 
Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República, 
diferentes de los originados en operaciones de redescuento celebradas 
con este último, cuando ¡intermedie líneas de crédito externo, y en las 
operaciones de liquidez de que trata el literal b) del artículo 16 de la Ley 
31 de 1992. La transferencia de los pasivos resultante de la exclusión se 
producirá de pleno derecho, sin perjuicio del aviso que se dará a los 
titulares de los pasivos

b) Los pasivos para

:Cho, sin perjuicio del aviso que se dará a los 
objeto de exclusión;
c|n el público serán transferidos en su totalidad 

a los establecimientos 
procedimientos que determine el Gobierno Nacional, para lo cual podrá 
utilizar el mecanismo de subasta;

ocluidos se conformará un patrimonio que estará

de crédito en las condiciones y bajo los

activo registrado en el último balance disponible

, se procurará que exista equivalencia entre el 
; vos transferidos al patrimonio conformado en 
el literal c) del presente numeral y los pasivos

de Entidades Cooperativas y al Banco de la

eral a) de este artículo. En tal caso, las entidades 
ansferir al patrimonio constituido conforme al 
Artículo 113 del presente Estatuto, los bienes que 
nados en desarrollo de la operación activa de

ti

c) Con los activos e 
separado para todos los efectos legales del patrimonio de la entidad de la 
cual fue excluido, así corpo del patrimonio de aquella que en virtud de la 
medida cautelar prevista i n este numeral lo administre. Dicho patrimonio 
estará afecto exclusivam :nte a los propósitos establecidos en el presente 
Estatuto y podrá ser adn linistrado por un establecimiento de crédito en 
virtud de un contrato de administración no fiduciario o por una sociedad 
fiduciaria en virtud de un contrato de fiducia mercantil. Los pasivos a 
favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo de 
Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República serán 
transferidos a este patrir ionio;

d) La exclusión comp renderá activos por la diferencia positiva, si la 
hay, resultante de restar a 
de la institución sujeto de la medida, antes de la adopción de la misma, 
el pasivo externo a cargo de esta, teniendo en cuenta los ajustes que en 
relación con dicho balance sean necesarios a juicio de la Superintendencia 
Bancaria. En todo caso, 
valor atribuido a los act 
virtud de lo previsto en 
excluidos;

e) Dentro de los actiyos excluidos quedarán comprendidos los que
hayan sido transferidos al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, 
al Fondo de Garantías 
República mediante operaciones de descuento o de redescuento, diferentes 
de las señaladas en el lit» 
mencionadas deberán 
numeral 11, literal c) del 
les hubieren sido enajei____ ___________ _____r________________
crédito, o su equivalente en dinero, a más tardar dentro de los ocho (8) 
días hábiles siguientes a la fecha en que se adoptó la medida, una vez 
constituido el patrimonio en mención;

f) Con el fin de hacer fiable la medida de exclusión, en caso de que no 
exista la equivalencia entre los activos y pasivos objeto de la misma a que 
se refiere el literal preo ¡dente, el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras, dentro de 
del numeral 6 del aftí :ulo 320 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, podrá suscri >ir títulos de deuda de pago subordinado a cargo 
del patrimonio al que s; transfieran los activos, con el fin de que los 
activos existentes tenga, i un valor que corresponda cuando menos al de 
los pasivos excluidos. F 
activos castigados;

g) Con cargo al patrimonio que se conforme con los activos excluidos 
se emitirán títulos repre ¡entativos de derechos sobre dichos activos por 
un monto equivalente 
condiciones serán fijadas por la Junta Directiva del Fondo de Garantías 
de Instituciones Finar cjeras, teniendo en cuenta las normas que expida 
el Gobierno Nacional;

h) Con el fin de darlas liquidez a los activos excluidos, el Fondo de 
Garantías de Instituc 
constituido conforme 
títulos de deuda que s<

r íarco de sus atribuciones legales y, en especial,

entro de los activos excluidos podrán incluirse

al de los pasivos excluidos, cuyas clases y

iones Financieras podrá transferir al patrimonio 
al literal c) del presente numeral, a cambio de 

; e mitán en desarrollo de lo previsto en el literal g)

de este numeral, hasta una suma equivalente al seguro de depósito que 
habría de reconocerse en caso de liquidación forzosa respecto de los 
pasivos excluidos;

i) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras podrá permutar 
títulos de deuda que se emitan en desarrollo de lo previsto en el literal g) 
de este numeral, por títulos emitidos por dicho Fondo, con el objeto de 
entregarlos como pago a los establecimientos de crédito receptores de los 
pasivos con el público;

j) Las transferencias de los activos y pasivos excluidos se efectuarán 
por los administradores de la entidad, en la forma y términos que sean 
determinados por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, 
entidad que también determinará los destinatarios de las transferencias, 
así como las directrices bajo las cuales se podrá adelantar por la entidad 
sujeto de la medida la administración temporal de los activos excluidos, 
para lo cual se contará con la cooperación interinstitucional de la 
Superintendencia Bancaria, todo con sujeción a las normas que establezca 
el Gobierno Nacional;

k) Para efectos fiscales y de determinación de derechos notariales y de 
registro, las transferencias que se realicen en desarrollo de la medida de 
exclusión se considerarán como actos sin cuantía;

l) La transferencia de activos y pasivos se entenderá perfeccionada 
con la protocolización del documento o documentos privados que la 
contengan y tratándose de derechos cuya tradición o constitución esté 
sujeta a registro, bastará con la inscripción de copia de la correspondiente 
escritura de protocolización, caso en el cual se dará aplicación a lo 
previsto en el numeral 4 del artículo 60 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero;

m) Los administradores serán responsables hasta la culpa leve en los 
términos del artículo 63 del Código Civil, por el cumplimiento inmediato 
de la obligación de transferencia resultante de la exclusión;

n) En el caso previsto en el presente artículo y en el evento en que se 
disponga la liquidación de la entidad, respecto de los activos y pasivos 
excluidos no se aplicarán las reglas del artículo 300 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero;

ñ) En caso de que llegare a existir, el remanente que quede en el 
patrimonio constituido conforme al literal c) del presente numeral 
después de pagar los pasivos que lo afecten será transferido al 
establecimiento de crédito que enajenó los activos excluidos.

Parágrafo. Las menciones al Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras que se hagan en el presente numeral, se entenderán también 
efectuadas al Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas, cuando se 
trate de operaciones realizadas con entidades cooperativas inscritas en 
dicho fondo”.

Artículo 29. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“12. Programa de desmonte progresivo. El programa de desmonte 
progresivo es una medida cautelar que procede para la protección de los 
ahorradores e inversionistas y que busca evitar que las entidades sometidas 
al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en causal 
de toma de posesión o para prevenirla. Esta medida procederá cuando la 
institución vigilada prevea que en el mediano plazo no podrá continuar 
cumpliendo con los requerimientos legales para funcionar en condiciones 
adecuadas, siempre y cuando se garantice la adecuada atención de los 
ahorros del público. Para este caso, la entidad deberá adoptar y someter 
a la aprobación de la Superintendencia Bancaria un programa de desmonte 
progresivo de sus operacíbnes financieras o de seguros. La 
Superintendencia Bancaria podrá exceptuar a las entidades en desmonte 
de los requerimientos legales de una entidad en marcha”.

Artículo 30. Adiciónase el numeral 13 del artículo 113 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“13. Provisión para el pago de pasivos laborales. Del total de los 
activos que posea la institución financiera al momento de la aplicación de 
la medida preventiva de exclusión o desmonte progresivo se constituirá 
la provisión correspondiente para el pago de las acreencias laborales, 
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prestaciones sociales y/o indemnizaciones legales o convencionales 
existentes, con el fin de garantizar la cancelación de los mismos”.

Artículo 31. Adiciónase el artículo 113 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Las medidas contempladas en los numerales 11 y 12 del 
presente artículo, podrán ser aplicables en situaciones de reorganización 
o desmonte total o parcial de instituciones financieras en cuyo capital 
participe mayoritariamente la Nación, el Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras u otras entidades de derecho público.

El Gobierno Nacional podrá disponer mediante normas de carácter 
general que en la transferencia que se dé como consecuencia de la 
aplicación de la medida de exclusión, se incluyan otros pasivos a cargo 
de la institución financiera de naturaleza pública respecto de la cual 
recaiga la medida, caso en el cual alguno o algunos de tales pasivos 
podrán quedar a cargo del patrimonio constituido conforme a lo establecido 
en el literal c) numeral 11 del presente artículo. El contrato de 
administración de los activos excluidos se celebrará con la entidad que 
designe el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, en los 
términos y condiciones que este mismo determine, y se sujetará a las 
reglas del derecho privado. La administración de los activos excluidos 
podrá ser confiada a la Central de Inversiones S.A. CISA, mientras el 
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras mantenga la participación 
de capital mayoritaria en la misma”.

Artículo 32. El numeral 1 del artículo 114 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“Artículo 114. Causales. 1. Corresponde a la Superintendencia Bancaria 
tomar posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios de una 
entidad vigilada cuando se presente alguno de los siguientes hechos que, 
a su juicio, hagan necesaria la medida y previo concepto del consejo 
asesor”.

Artículo 33. Adiciónase el numeral 1 del artículo 114 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero con los siguientes literales:

“k) Cuando incumpla la orden de exclusión de activos y pasivos que 
le sea impartida por la Superintendencia Bancaria, y

1) Cuando se incumpla el programa de desmonte progresivo acordado 
con la Superintendencia Bancaria”.

Artículo 34. Adiciónase al literal a), numeral 2 del artículo 114 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el siguiente inciso:

“Tratándose de las entidades aseguradoras, se entenderá configurada 
esta causal por defecto del fondo de garantía”.

Artículo 35. El literal c) del numeral 3 del artículo 119 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“c) No podrán celebrarse operaciones que impliquen conflictos de 
interés. La Superintendencia Bancaria determinará y calificará, en la 
forma prevista en los incisos 2o y 3o del numeral 6 del artículo 98 del 
presente Estatuto, la existencia de tales conflictos. Así mismo, podrá 
establecer mecanismos a través de los cuales se subsane la situación de 
conflicto de interés, si a ello hubiere lugar”.

Artículo 36. El numeral 1 del artículo 122 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero quedará así:

“1. Operaciones con socios o administradores y sus parientes. Las 
operaciones autorizadas que determine el Gobierno Nacional y que 
celebren las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, con 
sus accionistas titulares del cinco por ciento (5%) o más del capital 
suscrito, con sus administradores, así como las que celebren con los 
cónyuges y parientes de sus socios y administradores dentro del segundo 
grado de consanguinidad o de afinidad, o único civil, requerirán para su 
aprobación el voto unánime de los miembros de junta directiva asistentes 
a la respectiva reunión.

En el acta de la correspondiente reunión de la junta directiva se dejará 
constancia, además, de haberse verificado el cumplimiento de las normas 
sobre límites al otorgamiento de crédito o cupos máximos de 
endeudamiento o de concentración de riesgos vigentes en la fecha de 
aprobación de la operación.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes de 
las que generalmente utiliza la entidad para con el público, según el tipo 
de operación, salvo las que se celebren con los administradores para 
atender sus necesidades de salud, educación, vivienda y transporte de 
acuerdo con los reglamentos que para tal efecto previamente determine 
la junta directiva de manera general”.

Artículo 37. El numeral 5 del artículo 146 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“5. Prohibiciones generales. Ninguna sociedad fiduciaria podrá 
administrar más de un fondo común ordinario de inversión.

La Superintendencia Bancaria podrá establecer límites a los recursos 
de los negocios administrados por las sociedades fiduciarias, que dichas 
entidades pueden mantener en depósitos a la vista en su matriz o en las 
filiales o subsidiarias de esta. Los límites establecidos por la 
Superintendencia Bancaria no se aplicarán cuando el fideicomitente, de 
manera expresa y por escrito, autorice que sus recursos sean depositados 
en las referidas entidades”.

Artículo 38. Adiciónase el artículo 146 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“9. Conflictos de interés. Los directores, representantes legales, 
revisores fiscales y en general todo funcionario de entidades fiduciarias 
con acceso a información privilegiada deberá abstenerse de realizar 
cualquier operación que dé lugar a conflictos de interés entre el fiduciario 
y el fideicomitente o los beneficiarios designados por este. La 
Superintendencia Bancaria determinará y calificará en la forma prevista 
en los incisos 2o y 3o del numeral 6 del artículo 98 del presente Estatuto, 
la existencia de tales conflictos. Así mismo, podrá establecer mecanismos 
a través de los cuales se subsane la situación de conflicto de interés, si a 
ello hubiere lugar”.

Artículo 39. Modifícase el numeral 3 del artículo 152 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“3. Inversiones de los fondos comunes ordinarios. Será responsabilidad 
de las sociedades fiduciarias adoptar las metodologías y procedimientos 
necesarios para el análisis y manejo seguro y eficiente del riesgo de las 
inversiones que realicen con los recursos de los fondos comunes ordinarios.

La Superintendencia Bancaria señalará los principios y criterios 
generales que las sociedades fiduciarias deben adoptar para evaluar 
adecuadamente los riesgos implícitos en tales operaciones.

Las sociedades fiduciarias que no observen los citados principios y 
criterios deberán someterse al régimen de inversiones que mediante 
normas de carácter general señale la Superintendencia Bancaria.

En todo caso, las entidades no podrán invertir en títulos de los cuales 
sean emisoras, aceptantes o garantes las sociedades matrices o 
subordinadas de la respectiva institución fiduciaria”.

Artículo 40. El numeral 1 del artículo 158 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“1. Conflictos de interés. Las administradoras y sus directores, 
representantes legales o cualquier funcionario con acceso a información 
privilegiada deberán abstenerse de realizar cualquier operación que dé 
lugar a conflictos de interés entre ellas o sus accionistas y aportantes de 
capital y los fondos o patrimonios que administran. La Superintendencia 
Bancaria determinará y calificará en la forma prevista en los incisos 2o 
y 3o del numeral 6 del artículo 98 del presente Estatuto, la existencia de 
tales conflictos. Así mismo, podrá establecer mecanismos a través de los 
cuales se subsane la situación de conflicto de interés, si a ello hubiere 
lugar.

Cuando su matriz sea una de las entidades a que se refiere el numeral 
1 del artículo 119 del presente estatuto, las administradoras no podrán 
realizar las operaciones a que se refieren los numerales 2 y 3 del mismo 
artículo”.

Artículo 41. Adiciónase el numeral 5 al artículo 182 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, así:

“5. Por los defectos en la inversión de las reservas en que incurran las 
entidades aseguradoras y las sociedades de capitalización, la 
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Superintendencia Bancaria impondrá multas a favor del Tesoro Nacional 
por el equivalente al 3,5%del defecto presentado en cada mes calendario”.

Artículo 42. Modificase el numeral 1 del artículo 184 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

pólizas y tarifas. La autorización previa de la
Superintendencia Bancaria de los modelos de las pólizas y tarifas será 

trate de la autorización inicial a una entidad

“1. Modelos de

las pólizas y sus anexos deberán enviarse a la

necesaria cuando se
aseguradora o para la explotación de un nuevo ramo.

En concordancia con lo dispuesto por el artículo 2o de la Ley 389 de 
1997, los modelos de
Superintendencia Bancaria para su correspondiente depósito, en las 
condiciones que determine dicho organismo”.

Artículo 43. El artículo 186 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, quedará así:

“Artículo 186. Régimen de reservas técnicas e inversiones. Las 
entidades aseguradoras
Riesgos Profesionales, cualquiera que sea su naturaleza, deberán constituir, 
entre otras, las siguientes 
carácter general que par i el efecto expida el Gobierno Nacional:

í:

y las que administren el Sistema General de

reservas técnicas, de acuerdo con las normas de

en curso;a) Reserva de riesgos
b) Reserva matemátic a;

jei tros pendientes, y
ión de siniestralidad.
señalará las reservas técnicas adicionales a las 

a<
ía
jr¡ n para la explotación de los ramos. Así mismo, 
de terminen los aspectos técnicos pertinentes, para 
re ites tipos de seguros que se expidan dentro del 
S( cial cumplan con los principios que los rigen”, 
íc ise el numeral 5 del artículo 193 del Estatuto 
Financiero, así:
io fiemo Nacional en relación con los términos de 

al Fosyga. Por tratarse de un seguro obligatorio 
d Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Públ i' :o, señalará con carácter uniforme las condiciones 
las tarifas máximas que puedan cobrarse por el

c) Reserva para sin
d) Reserva de desvi 
El Gobierno Nacior

señaladas que se requú 
dictará las normas que ¡ 
garantizar que los dife 
Sistema de Seguridad j

Artículo 44. Modif 
Orgánico del Sistema

“5. Facultades del C
la póliza y contribución 
de forzosa contratación, 
j T _ _ *   _1 _ _ _ /”■'<__£ j * j i * 
generales de las pólizí s, 
mismo, así como el valcjr de la contribución al Fondo de Solidaridad y 
Garantía. El valor de e 
entre un porcentaje de 
comercial del vehícul 
100% del valor de la pri ma anual.

La Superintendencia Bancariarevisaráperiódicamente las condiciones 
técnicas y financieras 
cual solicitará a las eptidades aseguradoras la información que estime 
conveniente.

En todo caso, en la 
principios de equidad, 
rangos diferenciales ségiln la naturaleza de los riesgos.

estp contribución deberá calcularse como la suma 
a

o.
prima anual del seguro y un porcentaje del valor 
En todo caso, este valor no podrá exceder un

de la operación de este seguro, propósito para el

s
determinación de las tarifas se observarán los 
íficiencia y moderación y se podrán establecer

libres de contribución a cualquier institución o
fondo, las primas del S 
En consecuencia, la

Parágrafo Io. Estarár libres de contribución a cualquier institución o 
O Cr sobre motocicletas hasta 200 cede cilindrada, 
p: ima del SOAT para estos vehículos cubrirá 

exclusivamente el cosjto 
ellos, considerándolos c jn un criterio de favorabilidad frente a otros de 
mayor capacidad de pasajeros y cilindrada.

Parágrafo 2o. Para e
Nacional fijará las políticas de imputación de la accidentalidad vial,

del riesgo que actuarialmente se determine para

Parágrafo 2o. Para ectos de la fijación de las primas, el Gobierno

teniendo en cuenta la
Artículo 45. Sustil 

Sistema Financiero, 1;
“Parte Séptima

responsabilidad en la causación del accidente”, 
túj ase la Parte Séptima del Estatuto Orgánico del 
la c ual quedará así:

REGIMEN SANCIONATORIO 
Capítulo 1

Reglas Generales
generales. Se establece en esta parte del Estatuto 
administrativo aplicable a las entidades vigiladas 

Artículo 208. Reglas 
el régimen sancionatoric

por la Superintendencia Bancaria, así como a los directores, 
administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros 
funcionarios o empleados de estas.

La facultad sancionatoria administrativa de la Superintendencia 
Bancaria se orienta y ejerce de acuerdo con los siguientes principios, 
criterios y procedimientos:

1. Principios. La Superintendencia Bancaria en la aplicación de las 
sanciones administrativas orientará su actividad siguiendo los siguientes 
principios:

a) Principio de contradicción. La Superintendencia Bancaria tendrá en 
cuenta los descargos que hagan las personas a quienes se les formuló 
pliego de cargos y la contradicción de las pruebas allegadas regular y 
oportunamente al proceso administrativo sancionatorio;

b) Principio de proporcionalidad, según el cual la sanción deberá ser 
proporcional a la infracción;

c) Principio ejemplarizante de la sanción, según el cual la sanción que 
se imponga persuada a los demás directores, administradores, 
representantes legales, revisores fiscales o funcionarios o empleados de 
la misma entidad vigilada en la que ocurrió la infracción y demás 
entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria, de abstenerse de 
vulnerar la norma que dio origen a la sanción;

d) Principio de la revelación dirigida, según el cual la Superintendencia 
Bancaria podrá determinar el momento en que se divulgará la información 
en los casos en los cuales la revelación de la sanción puede poner en 
riesgo la solvencia o seguridad de las entidades vigiladas consideradas 
individualmente o en su conjunto.

Adicionalmente, la Superintendencia Bancaria aplicará los principios 
orientadores de las actuaciones administrativas establecidos en el artículo 
3o del Código Contencioso Administrativo.

2. Criterios para graduar las sanciones administrativas.
Las sanciones por infracciones administrativas a que se hace mención 

en este artículo, se graduarán atendiendo los siguientes criterios, en 
cuanto resulten aplicables:

a) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados 
por la Superintendencia Bancaria, de acuerdo con las atribuciones que le 
señala el presente Estatuto;

b) El beneficio económico que se hubiere obtenido para el infractor o 
para terceros, por la comisión de la infracción, o el daño que tal infracción 
hubiere podido causar;

c) La reincidencia en la comisión de la infracción;
d) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de 

supervisión de la Superintendencia Bancaria;
e) Lautilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción, 

o cuando se utiliza persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus 
efectos;

f) El grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los 
deberes o se hayan aplicado las normas legales pertinentes;

g) La renuencia o desacato a cumplir con las órdenes impartidas por 
la Superintendencia Bancaria;

h) El ejercicio de actividades o el desempeño de cargos sin que se 
hubieren posesionado ante la Superintendencia Bancaria cuando la ley 
así lo exija;

i) El reconocimiento o aceptación expresos que haga el investigado 
sobre la comisión de la infracción antes de la imposición de la sanción a 
que hubiere lugar.

Estos criterios de graduación no se aplicarán en la imposición de 
aquellas sanciones pecuniarias regladas por normas especiales, cuya 
cuantía se calcula utilizando la metodología indicada por tales 
disposiciones, como son las relativas a encaje, niveles adecuados de 
patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia, inversiones 
obligatorias, máximos y mínimos de inversión y demás controles de ley 
aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria.

3. Sanciones. Las siguientes son las sanciones de carácter administrativo 
que la Superintendencia Bancaria puede imponer:
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a) Amonestación o llamado de atención;
b) Multa pecuniaria a favor del Tesoro Nacional. Cuando se trate de 

las sanciones previstas en el artículo 209 de este Estatuto, la multa podrá 
ser hasta de ciento diez millones de pesos ($110.000.000,00) del año 
2002. Cuando se trate de las sanciones previstas en el artículo 211 de este 
Estatuto y no exista norma especial que establezca la respectiva sanción, 
la multa podrá ser hasta de quinientos cincuenta millones de pesos 
($550.000.000,00) del año 2002;

c) Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para el 
ej ercicio de aquellos cargos en entidades vigiladas por la Superintendencia 
Bancaria que requieran para su desempeño la posesión ante dicho 
organismo;

d) Remoción de los administradores, directores, representantes legales 
o de los revisores fiscales de las personas vigiladas por la Superintendencia 
Bancaria. Esta sanción se aplica sin perjuicio de las que establezcan 
normas especiales;

e) Clausura de las oficinas de representación de instituciones financieras 
y de reaseguros del exterior.

Las sumas indicadas en este numeral se ajustarán anualmente, en el 
mismo sentido y porcentaje en que varíe el Indice de Precios al Consumidor 
suministrado por el DAÑE.

Las multas pecuniarias previstas en este artículo podrán ser sucesivas 
mientras subsista el incumplimiento que las originó.

4. Procedimiento administrativo sancionatorio.
a) Inicio de la actuación. La actuación administrativa para determinar 

la comisión de infracciones podrá iniciarse de oficio, por informes 
recibidos de terceros, mediante la práctica de visitas administrativas de 
inspección, vigilancia y control, por traslado de otras autoridades, por 
quejas o informes de personas naturales o jurídicas y, en general, por 
cualquier otro medio que ofrezca credibilidad;

b) Actuación administrativa. Para la determinación de las infracciones 
administrativas los funcionarios competentes, en la etapa anterior a la 
formulación de cargos, practicarán las pruebas de acuerdo con las 
disposiciones que las regulen, respetando siempre los derechos 
fundamentales. El trámite posterior se sujetará a lo previsto de manera 
especial en este artículo y en general en el Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero y, en lo no regulado de manera especial, a lo dispuesto en el 
Código Contencioso Administrativo.

A las actuaciones de la Superintendencia Bancaria en esta materia no 
se podrá oponer reserva; sin embargo, los documentos que se obtengan 
seguirán amparados por la reserva que la Constitución y la ley establezcan 
respecto de ellos y quienes tengan acceso al expediente respectivo están 
obligados a guardar la reserva aplicable sobre los documentos que allí 
reposen;

c) Divisibilidad. El procedimiento administrativo sancionatorio es 
divisible. En consecuencia, se podrán formular y notificar los cargos 
personales y los institucionales de manera separada e imponer las 
correspondientes sanciones en forma independiente. Sin embargo, cuando 
se trate de unos mismos hechos o de hechos conexos se procurará dar 
traslado a los investigados en forma simultánea, con el fin de poder 
confrontar sus descargos, precisando en cada caso cuáles cargos se 
proponen a título personal y cuáles a título institucional;

d) Dirección para notificaciones. La notificación de las actuaciones 
adelantadas deberá efectuarse en la dirección de la institución vigilada 
que aparezca en la Oficina de Registro de la Superintendencia Bancaria 
o en la que haya indicado el investigado en la hoja de vida presentada para 
su posesión en la misma Superintendencia, teniendo en cuenta las 
actualizaciones que se hayan realizado para efecto de notificaciones en 
dicha Oficina o en la hoja de vida.

En el caso de instituciones vigiladas que cuenten con casillero de 
correspondencia en la Superintendencia Bancaria, de conformidad con la 
reglamentación que esta expida al efecto, las notificaciones mediante 
comunicación previstas en el literal f) de este numeral, de carácter 
institucional o las personales a los administradores indicados en el
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artículo 22 de la Ley 222 de 1995, que presten sus servicios a una entidad 
vigilada al momento de la notificación, podrán hacerse a través del 
casillero de correspondencia.

Cuando según los registros de la Superintendencia Bancaria el 
investigado a título personal hubiere dejado de prestar sus servicios a la 
institución vigilada en la que ocurrieron los hechos, la actuación 
administrativa correspondiente se podrá notificar a la dirección que 
establezca la Superintendencia Bancaria mediante la verificación directa 
o mediante la utilización de guías telefónicas o directorios.

Cuando no haya sido posible establecer la dirección del investigado 
por ninguno de los medios señalados anteriormente, las actuaciones de la 
Superintendencia Bancaria le serán notificadas por medio de publicación 
de un aviso en un diario de amplia circulación nacional.

Si durante el desarrollo del procedimiento administrativo sancionatorio 
el investigado o su apoderado señalan expresamente una dirección para 
que se le notifiquen las actuaciones correspondientes, la Superintendencia 
Bancaria deberá hacerlo a esa dirección a partir de dicho momento y 
mientras el investigado o su apoderado, mediante comunicación escrita 
dirigida al funcionario bajo cuya competencia se adelante el procedimiento, 
no manifiesten el cambio de dirección específica anotada;

e) Formas de notificación. Las notificaciones dentro de la actuación 
administrativa sancionatoria serán personales, por edicto, por aviso o 
mediante comunicación.

Las resoluciones que pongan fin a la actuación administrativa y las que 
resuelvan el recurso interpuesto contra estas se notificarán personalmente, 
o por edicto si el interesado no compareciere dentro del término de los 
cinco (5) días siguientes al envío por correo certificado de la citación 
respectiva.

Los demás actos que se expidan se notificarán mediante comunicación. 
No obstante, cuando se trate de actuaciones de carácter personal respecto 
de quienes al momento de la notificación no ostenten la calidad de 
administrador de una entidad vigilada en los términos del artículo 22 de 
la Ley 222 de 1995, la notificación del pliego de cargos se hará en forma 
personal.

En los casos en los que por carecerse de dirección conocida no pudiere 
efectuarse la notificación respectiva, procederá la notificación mediante 
aviso en un diario de amplia circulación nacional;

f) Notificación por comunicación. Esta modalidad de notificación se 
hará mediante envío por correo certificado de una copia del acto 
correspondiente a la dirección determinada conforme al literal d) de este 
numeral, y se entenderá surtida en la fecha de su recibo.

En los eventos en los que se cuente con casillero de correspondencia 
conforme a lo previsto en el literal d) de este numeral, la notificación por 
comunicación podrá hacerse mediante el depósito de copia del acto en el 
casillero correspondiente y se entenderá surtida en la fecha de su retiro 
del mismo;

g) Formulación de cargos. Si el funcionario competente considera que 
los hechos investigados constituyen una posible infracción, formulará 
los cargos correspondientes a los presuntos infractores mediante acto 
motivado, contra el cual no procede recurso alguno.

El acto de formulación de cargos deberá contener una síntesis de los 
hechos constitutivos de las posibles infracciones, de las pruebas allegadas 
hasta ese momento y de las normas que se estiman infringidas.

Tratándose de cargos fundados en informes de visita, como síntesis de 
la prueba se dará traslado del informe, adjuntando copia del mismo, y 
poniendo a disposición del investigado en las dependencias de la 
Superintendencia los papeles de trabajo que lo soporten, sin perjuicio de 
reseñar los medios de prueba distintos del informe de visita y sus soportes 
que existieren;

h) Término de traslado del acto de formulación de cargos. El término 
de traslado del acto de formulación de cargos a los presuntos infractores 
será de treinta (30) días contados a partir del día siguiente a su notificación. 
Durante dicho término el expediente respectivo estará a disposición de 
los presuntos infractores en las dependencias del funcionario que hubiere 
formulado los cargos.
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ca oportunidad en que los presuntos infractores 
scai

-

;tig

:argos que consideren pertinentes. Durante este 
a práctica de pruebas, aportarlas u objetar las 
lulación de cargos;
Las pruebas solicitadas se decretarán cuando 
:ntes y eficaces para el esclarecimiento de los

de la sana crítica, atendiendo la naturaleza

ante el inmediato superior del funcionario que

El traslado es la ún 
pueden presentar los di 
término podrán solicit 
obtenidas antes de la f

i) Período probator 
sean conducentes, per 
hechos materia de investigación. Se aceptarán las aportadas si llenan los 
anteriores requisitos. Se denegarán las que no los cumplan y se ordenará 
de oficio las que se consideren pertinentes, mediante acto motivado que 
señalará el término para su práctica, que no podrá exceder de dos (2) 
meses si se trata de pruebas a practicarse en el territorio nacional, o de 
cuatro (4) meses, si deben practicarse en el exterior. La práctica de las 
pruebas comenzará a realizarse después de transcurridos cinco (5) días 
desde la fecha de notificación por comunicación del acto respectivo;

j) Recursos contra el apto de pruebas. Contra el acto que deniegue total 
o parcialmente las pruebas solicitadas procede únicamente el recurso de 
reposición, ante el funpiónario que lo dictó, dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la fecha de su notificación. Contra el que decrete todas las 
pruebas solicitadas no f rocederá ningún recurso. Tampoco procederá 
ningún recurso en relación con las pruebas decretadas de oficio;

k) Valoración probatoria. Las pruebas se valorarán en su conjunto 
conforme a las reglas 
administrativa de la infracción, la índole objetiva de la responsabilidad 
correspondiente y los pro lósitos perseguidos por el régimen sancionatorio;

l) Recursos en vía gubernativa contra la resolución sancionatoria. 
Contra la resolución que i ti ponga cualquier sanción procederá únicamente 
el recurso de apelación, 
profirió el acto, el cual < eberá interponerse dentro de los cinco (5) días 
siguientes a su notificación. Contra la sanción prevista en el literal ñ) de 
este numeral proceder^ ú nicamente el recurso de reposición. Respecto de 
las sanciones impuestas por el Superintendente Bancario y las decisiones 
a que alude el artículo 3 15 del presente Estatuto, procederá únicamente 
el recurso de reposición

En lo no previsto en e ste artículo y en general en el Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero, 
sujetará a lo previsto en 
Administrativo;

m) Suspensión de tírminos. El término previsto para expedir y 
notificar la resolución qpe ponga fin a la actuación se suspenderá en los 
siguientes casos:

1. Cuando se presente alguna de las causales de recusación o 
impedimento establecid is en el Código Contencioso Administrativo y en 
el Código de Procedimñ 
que deban realizar di 
pronunciar decisiones de

El término de suspen sión en este evento será igual al que se requiera 
para agotar el trámite de la recusación o impedimento, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo.

2. Por el período pro 
caso en el cual la suspei i 
que resuelva sobre las f ruebas en la actuación, y por el término que se 
señale para la práctica. < e las mismas;

n) Renuencia a súministrar información. Las personas naturales o 
jurídicas que se rehúsen i i presentar los informes o documentos requeridos 
en el curso de las inves 
o no autoricen el acces< 
o remitan la informació: i solicitada con errores significativos o en forma 
incompleta, serán sajncionadas por el funcionario competente en la 
actuación respectiva con multa a favor del Tesoro Nacional de hasta diez 
(10) salarios mínimos 
ocurrencia de los hechfis que dan lugar a la sanción, sin perjuicio de las 
sanciones a que hubiere lugar por violación a las disposiciones que rigen 
la actividad de las institu ñones vigiladas por la Superintendencia Bancaria;

ñ) Procedimiento sancionatorio por renuencia a suministrar 
información. La sanción establecida en el numeral anterior se impondrá 

la interposición y trámite de los recursos se 
si Título II del Libro 1 del Código Contencioso

nto Civil respecto de alguno de los funcionarios 
igencias investigativas, practicar pruebas o 
initivas dentro del procedimiento administrativo.

)atorio de que trata el literal i) de este numeral, 
isión se contará a partir de la ejecutoria del acto

igaciones administrativas, los oculten, impidan 
a sus archivos a los funcionarios competentes,

legales mensuales vigentes al momento de

mediante resolución motivada, previo traslado de cargos a la persona a 
sancionar, quien tendrá un término de cinco (5) días para presentar sus 
descargos.

El acto de formulación de cargos se deberá notificar, en la forma 
prevista en el literal d) de este numeral, dentro del mes siguiente a la fecha 
en que ocurrieron los hechos constitutivos de sanción.

La resolución que ponga fin a la actuación por renuencia deberá 
expedirse y notificarse dentro de los dos (2) meses siguientes al 
vencimiento del término para dar respuesta al pliego de cargos. Contra 
esta resolución procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su notificación y 
resolverse dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de su 
interposición.

Parágrafo. Esta actuación no suspende ni interrumpe el desarrollo del 
procedimiento administrativo que se adelante para establecer la comisión 
de infracciones a las disposiciones que rigen la actividad de las entidades 
vigiladas por la Superintendencia Bancaria;

o) Prescripción de la acción de cobro. La acción de cobro por 
jurisdicción coactiva de las multas que imponga la Superintendencia 
Bancaria prescribe en el término de cinco (5) años, contados a partir de 
la ejecutoria de las providencias que las impongan. La prescripción podrá 
decretarse de oficio o a solicitud del deudor.

El término de prescripción de la acción de cobro se interrumpe con la 
notificación del mandamiento de pago, caso en el cual empezará a correr 
de nuevo desde el día siguiente a la notificación del mismo mandamiento;

p) Devolución de multas. En el evento en que el acto administrativo 
mediante el cual se haya impuesto por la Superintendencia Bancaria una 
multa a favor del Tesoro Nacional sea declarado nulo por la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, y la multa ya hubiere sido consignada 
a favor del Tesoro Nacional, el Ministerio de Hacienda procederá a la 
devolución de la suma respectiva a la persona a cuyo favor se hubiere 
proferido la sentencia, lo cual se hará en la forma y términos previstos en 
la sentencia y en los artículos 176 y siguientes del Código Contencioso 
Administrativo;

q) Remisión de obligaciones. Respecto del cobro coactivo de las 
multas impuestas por la Superintendencia Bancaria a favor del Tesoro 
Nacional, así como del cobro de las contribuciones exigidas por la 
misma, procederá la remisión de obligaciones en los eventos, términos y 
condiciones y con los efectos previstos para las obligaciones tributarias 
en la legislación vigente.

La decisión se tomará mediante resolución motivada expedida por el 
funcionario investido de jurisdicción coactiva en la Superintendencia 
Bancaria, en la cual se ordenará la terminación y archivo del proceso.

5. Autoliquidaciones.
Cuando las entidades vigiladas presenten información financiera y 

contable a la Superintendencia Bancaria, debidamente certificada por el 
Representante Legal y el Revisor Fiscal, en relación con los informes 
sobre encaje, niveles adecuados de patrimonio, márgenes de solvencia, 
posición propia, inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión 
y demás controles de ley, dicha información constituye una declaración 
sobre su cumplimiento o incumplimiento.

Si dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación de la 
información aludida no se presentan objeciones por parte de la 
Superintendencia Bancaria, dicha declaración quedará en firme. La 
entidad vigilada podrá, por una sola vez, dentro de los quince (15) días 
siguientes a la presentación de la declaración, adicionar o aclarar la 
información presentada.

En este último caso la Superintendencia Bancaria contará con un plazo 
de treinta (30) días, contados a partir de la fecha de la presentación de la 
adición o aclaración, para pronunciarse definitivamente. Emitido el 
pronunciamiento por parte de la Superintendencia en dicho plazo, o 
vencido el término sin que exista pronunciamiento, la declaración 
quedará en firme.

En el evento de que la Superintendencia Bancaria formule objeciones 
dentro de los sesenta (60) días previstos en este numeral, la entidad 
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vigilada contará con un término, por una sola vez, de quince (15) días 
contados a partir de la fecha de la comunicación que objete la liquidación, 
para controvertir la misma. Si la entidad vigilada, dentro de este plazo, no 
se pronuncia o se allana a las objeciones de la Superintendencia Bancaria 
la liquidación quedará en firme. Si la controvierte, bajo fundadas razones, 
el pronunciamiento emitido por el Organismo de Control sobre las 
mismas tendrá el carácter de definitivo y dejará en firme la respectiva 
liquidación.

Una vez quede en firme la declaración presentada o la liquidación que 
realice la Superintendencia Bancaria, según corresponda, la entidad 
vigilada deberá proceder a consignar a favor del Tesoro Nacional dentro 
de los diez (10) días siguientes el valor de la sanción autoliquidable 
contemplada en la norma que así lo predetermine.

Transcurrido el plazo precitado sin que se haya efectuado la 
consignación aludida, se generarán intereses de mora en los términos 
señalados en el numeral 1 del artículo 212 de este Estatuto. En este evento 
la Superintendencia Bancaria podrá cobrar la obligación por jurisdicción 
coactiva para lo cual constituye título ejecutivo la declaración junto con 
la certificación de haber quedado en firme expedida por el funcionario 
que el Superintendente Bancario determine mediante acto general.

6. Caducidad.
La facultad que tiene la Superintendencia Bancaria para imponer 

sanciones caducará en tres (3) años contados de la siguiente forma:
a) En las conductas de ejecución instantánea, desde el día de su 

consumación;
b) En las conductas de ejecución permanente o sucesiva, desde la 

realización del último acto, y
c) En las conductas omisivas, desde cuando haya cesado el deber de 

actuar.
Cuando en una misma actuación administrativa se investiguen varias 

conductas, la caducidad de la facultad sancionatoria de la Superintendencia 
Bancaria se contará independiente para cada una de ellas.

La notificación del acto administrativo sancionatorio correspondiente 
interrumpirá el término de caducidad de la facultad sancionatoria.

7. Reserva
Las actuaciones que se surtan dentro de los procesos administrativos 

sancionatorios que adelante la Superintendencia Bancaria tendrán el 
carácter de reservadas frente a terceros. Las sanciones no serán objeto de 
reserva una vez notificadas, sin perjuicio de lo establecido en el literal d) 
del numeral 1 del artículo 208 del presente Estatuto en relación con el 
principio de revelación dirigida.

CAPITULO II
Régimen Personal

Artículo 209. Sanciones administrativas personales. La Superin­
tendencia Bancaria podrá imponer las sanciones previstas en el presente 
Estatuto a los directores, administradores, representantes legales, revisores 
fiscales u otros funcionarios o empleados de una institución sujeta a su 
vigilancia cuando incurran en cualquiera de los siguientes eventos:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones legales que les correspondan 
en desarrollo de sus funciones;

b) Ejecuten actos que resulten violatorios de la ley, de las normas que 
expida el Gobierno Nacional de acuerdo con la Constitución y la ley en 
desarrollo de sus facultades de intervención, de los estatutos sociales o de 
cualquier norma legal a la que estos en ejercicio de sus funciones o la 
institución vigilada deban sujetarse;

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que 
expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, 
cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley;

d) Autoricen o no eviten debiendo hacerlo, actos que resulten violatorios 
de la ley, de los reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de 
acuerdo con la Constitución y la ley. en desarrollo de sus facultades de
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intervención, de los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que 
expida la Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones.

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya 
lugar.

Artículo 210. Responsabilidad civil. Todo director, administrador, 
representante legal, funcionario de una institución vigilada por la 
Superintendencia Bancaria que viole a sabiendas o permita que se violen 
las disposiciones legales será personalmente responsable de las pérdidas 
que cualquier persona natural o jurídica sufra por razón de tales 
infracciones, sin perjuicio de las demás sanciones civiles o penales que 
señala la ley y de las medidas que conforme a sus atribuciones pueda 
imponer la Superintendencia Bancaria.

CAPITULO III
Régimen Institucional

Artículo 211. Sanciones administrativas institucionales.
1. Régimen general. Están sujetas a las sanciones previstas en el 

presente Estatuto, las instituciones sometidas a la vigilancia de la 
Superintendencia Bancaria cuando:

a) Incumplan los deberes o las obligaciones que la ley les impone;
b) Ejecuten o autoricen actos que resulten violatorios de la ley, de los 

reglamentos expedidos por el Gobierno Nacional de acuerdo con la 
Constitución y la ley en desarrollo de sus facultades de intervención, de 
los estatutos sociales, o de normas o instrucciones que expida la 
Superintendencia Bancaria en el ejercicio de sus atribuciones;

c) Incumplan las normas, órdenes, requerimientos o instrucciones que 
expida la Superintendencia Bancaria en ejercicio de sus atribuciones, 
cuando dicho incumplimiento constituya infracción a la ley;

Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones o sanciones a que haya 
lugar.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de los 
Fondos de Pensiones y de Cesantía. Lo dispuesto en los artículos 83 
numeral 2 y 162 numeral 5 de este Estatuto se entenderá sin perjuicio de 
las sanciones que puede imponer la Superintendencia Bancaria en 
desarrollo de lo dispuesto en el artículo 209 del mismo.

3. Disposiciones relativas a la prevención de conductas delictivas. 
Cuando la violación a que hace referencia el numeral primero del 
presente artículo recaiga sobre las disposiciones contenidas en el Capítulo 
XVI de la Parte Tercera del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la 
multa que podrá imponerse será hasta de mil setecientos cuarenta y dos 
millones de pesos ($1.742.000.000.00) de 2002.

Adicionalmente, el Superintendente Bancario podrá ordenar al 
establecimiento multado que destine una suma hasta de mil setecientos 
cuarenta y dos millones de pesos ($1.742.000.000.00) de 2002 a la 
implementación de mecanismos correctivos de carácter intemo que 
deberá acordar con el mismo organismo de control.

Estas sumas se reajustarán en la forma prevista en el numeral 3 del 
artículo 208 de este Estatuto.

CAPITULO IV
Intereses sobre sanciones

Artículo 212. Intereses.
1. Régimen general. A partir de la ejecutoria de cualquier resolución 

por medio de la cual la Superintendencia Bancaria imponga una sanción 
y hasta el día de su cancelación, las personas y entidades sometidas a su 
control y vigilancia deberán reconocer en favor del Tesoro Nacional un 
interés mensual equivalente a una y media veces (1.5 veces) el interés 
bancario corriente certificado por la Superintendencia Bancaria para el 
respectivo período, sobre el valor insoluto de la sanción.

2. Disposiciones relativas a las sociedades administradoras de Fondos 
de Pensiones y de Cesantía. A partir de la ejecutoria de la resolución por 
medio de la cual se imponga cualquiera de las sanciones a que aluden los 
artículos 83 numeral 2 y 162 numeral 5 del presente Estatuto y hasta el
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el valor de la multa impuesta, las sociedadesdía en que se cancele 
administradoras de fondos de pensiones y de cesantía reconocerán en 
favor del Tesoro Naciond un interés mensual equivalente a una y media 
veces (1.5 veces) el i 
Superintendencia Bañe; 
insoluto de la sanción.

661

interés bancario corriente certificado por la 
a: ia para el respectivo período, sobre el valor

la Superintendencia Bancaria certifique las 
bancario corriente de acuerdo con lo dispuesto

Parágrafo. Una vez 
diferentes tasas de interés

11 tasa de interés que se deberá reconocer sobreen el presente Estatuto
el valor insoluto de la ^aijción en los eventos descritos en los numerales 
anteriores será equiva 
bancario corriente certifí fado por la Superintendencia Bancaria para los 
créditos de consumo del

Artículo 46. Modifícase el artículo 213 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, así:

“Artículo 213. Normes aplicables a los establecimientos de crédito, 
sociedades deserviciosfii lancieros, entidades aseguradoras, sociedades 
de capitalización y otre s ¡ nstituciones financieras, corredores de seguros 
y corredores de reaseguros. Serán aplicables a las corporaciones 
financieras, compañías 
financieras, sociedades 
capitalización las normas 

cc ntrario a sus disposiciones especiales.

ente a una y media veces (1.5 veces) el interés

respectivo período”.

de financiamiento comercial, cooperativas 
de servicios financieros y sociedades de 

que regulan los establecimientos bancarios, en

5

i iormas a las entidades aseguradoras, corredores 
de reaseguros: artículo 10 literales b), c), g); 
’, 4, 5 y 6; artículo 74; artículo 81 numerales 1,

ii irales 1 y 2; y artículo 85 del Estatuto Orgánico

serán aplicables a los corredores de seguros y 
o consagrado en los artículos 55 a 65; artículo 
71 del presente Estatuto”.

O

crédito bancario y vinculado al Ministerio de 
10 Rural”.

social. El objeto del Banco consiste en financiar,

d<

todo lo que no resulte
Además de las norias especiales que regulan su actividad, le serán 

aplicables las siguientes 
de seguros y corredores 
artículo 73 numerales 
2,3 y 4; artículo 84 nutni 
del Sistema Financiero.

De igual forma, en adipión de las normas especiales y las mencionadas 
en el inciso anterior, les 
corredores de reasegun 
67, artículo 68 y articule

Artículo 47. Modifíc inse los artículos 233, 234 y 235 del Estatuto 
Orgánico del Sistema ¡Financiero, los cuales quedarán así:

“Artículo 233. Natur ileza Jurídica. El Banco Agrario de Colombia 
S.A. (Banagrario) es una sociedad de economía mixta del orden nacional, 
sujeta al régimen de empi jsa industrial y comercial del Estado, organizado 
como establecimiento 
Agricultura y Desarro

“Artículo 234. Objeto 
en forma principal pero rio exclusiva, las actividades relacionadas con las 
actividades rurales, agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales.

En desarrollo de su objeto social, el Banco Agrario de Colombia S.A. 
(Banagrario) podrá ceh 
establecimientos de cré( ito bancarios”.

“Artículo 235. Cuanc 
solicitud del Gobierno 
condiciones de rentabi 
garanticen el equil ibrio f nanciero para la entidad, o destinadas a subsidiar 
un sector específico, est; las llevará a cabo únicamente cuando cuente 
con las asignaciones presupuéstales respectivas.

Parágrafo. La preseni 
de enero de 2004”.

Artículo 48. Sustitúy^se el Capítulo Tercero de la Parte Décima del 
Estatuto Orgánico del

brar todas las operaciones autorizadas a los

o por disposición legal o reglamentaria, o por 
acional, el Banco deba realizar operaciones en 
idad inferiores a las del mercado, o que no

N

i e disposición entrará en vigencia a partir del Io

istema Financiero, el cual quedará así: 
“CAPITULO III

Nacional de Garantías S.A.
zación.

Si:

denominación social

Fondo
Artículo 240. Orgcn
1. Naturaleza Jurídida. El Fondo Nacional de Garantías S.A., cuya 

p >drá girar bajo la sigla “FNG S.A,”, es una 

sociedad anónima de carácter mercantil y de economía mixta del orden 
nacional, cuya creación fue autorizada mediante el Decreto 3788 del 29 
de diciembre de 1981 y vinculada al Ministerio de Desarrollo Económico. 
El Fondo Nacional de Garantías S.A. se someterá a la supervisión de la 
Superintendencia Bancaria y a las reglas prudenciales sobre margen de 
solvencia, patrimonio técnico, constitución de reservas técnicas y demás 
normas que determine el Gobierno Nacional a partir del 1 ° de enero de 
2004.

Parágrafo. Por motivos del reordenamiento del Estado, el Gobierno 
Nacional podrá ordenar la vinculación del Fondo Nacional de Garantías 
S.A. a otro Ministerio.

2. Régimen Legal: El Fondo Nacional de Garantías S.A. se regirá por 
las normas consagradas en este estatuto, así como por las disposiciones 
relativas a las sociedades de economía mixta que resulten de su 
composición accionaria, por el Código de Comercio, por las demás 
normas complementarias y concordantes y por sus estatutos.

3. Objeto Social. El objeto social del Fondo Nacional de Garantías 
S.A. consiste en obrar de manera principal pero no exclusiva como fiador 
o bajo cualquier otra forma de garante de toda clase de operaciones 
activas de las instituciones financieras con los usuarios de sus servicios, 
sean personas naturales o jurídicas, así como actuar en tales calidades 
respecto de dicha clase de operaciones frente a otra especie de 
establecimientos de crédito legalmente autorizados para desarrollar 
actividades, sean nacionales o extranjeros, patrimonios autónomos 
constituidos ante entidades que legalmente contemplen dentro de sus 
actividades el desarrollo de estos negocios, las entidades cooperativas y 
demás formas asociativas del sector solidario, las fundaciones, las 
corporaciones, las cajas de compensación familiar y otros tipos asociativos 
privados o públicos que promuevan programas de desarrollo social.

El Fondo Nacional de Garantías S.A., dentro del giro ordinario de sus 
negocios, estará facultado para otorgar garantías sobre créditos y otras 
operaciones activas de esta naturaleza que se contraigan a favor de 
entidades que no posean la calidad de intermediarios financieros, por 
parte de personas naturales o jurídicas que obran como comercializadores 
o distribuidores de sus productos y bienes en el mercado.

Se entenderán comprendidos dentro de las actividades propias de su 
objeto social, todas las enajenaciones a cualquier título que el FNG S.A. 
realice de bienes muebles o inmuebles cuyas propiedades se le hayan 
transferido o que figuren a su nombre como consecuencia de negociaciones 
o producto del ejercicio de las acciones judiciales o extrajudiciales que 
ejercite tendientes a obtener la recuperación de las sumas que hubiere 
satisfecho a los beneficiarios de las garantías.

4. Domicilio. El Fondo Nacional de Garantías S.A. tendrá su domicilio 
principal en la ciudad de Bogotá, D. C. y podrá establecer sucursales o 
agencias en otros lugares del país, según determine su Junta Directiva y 
con sujeción a las normas aplicables sobre la materia.

Artículo 241. Operaciones autorizadas. En desarrollo de su objeto 
social el Fondo Nacional de Garantías S.A. podrá realizar las siguientes 
operaciones:

a) Atender entre otros, los sectores de comercio, servicios, industrial, 
agroindustrial y exportador, o a otros sectores o programas, de conformidad 
con las prioridades que se identifiquen para el desarrollo de las políticas 
del Gobierno Nacional o los que señale su Junta Directiva;

b) Otorgar garantías en sus diferentes modalidades sobre operaciones 
pactadas en moneda legal o extranjera, con sujeción a las disposiciones 
legales que rigen la materia y a los lincamientos y autorizaciones que 
expresamente señale su Junta Directiva;

c) Realizar operaciones de retrogarantía con entidades legalmente 
autorizadas para el efecto, sean nacionales o extranjeras, entendiéndose 
por tales, la aceptación o cesión de riesgos derivados de garantías 
emitidas por entidades que obren como garantes directos o de primer 
piso. Las retrogarantías no generan relación alguna entre el retrogarante 
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y el acreedor como tampoco entre el retrogarante y el deudor, pero el 
retrogarante comparte análoga suerte con el garante directo, salvo que se 
compruebe mala fe de este último, en cuyo caso la retrogarantía no surtirá 
efecto alguno;

d) Celebrar contratos de cofianzamiento con otras entidades nacionales 
o extranjeras que desarrollen actividades de igual o similar naturaleza a 
las del Fondo Nacional de Garantías S.A.;

e) Administrar a título oneroso recursos de otras entidades destinados 
a programas específicos de fomento y desarrollo de los grupos o sectores 
pertenecientes a los señalados en el literal a) del presente numeral y 
expedir las garantías necesarias con cargo a dichos recursos, previa 
autorización de la Junta Directiva;

f) Administrar a título oneroso cuentas especiales o fondos autónomos, 
con o sin personería jurídica, cuyos recursos se destinen al desarrollo de 
programas que tengan carácter afín o complementario con su objeto 
social;

g) Adelantar los procesos de cobro judicial y extrajudicial originados 
en el pago de garantías y en todo tipo de procesos si se considera necesario 
para la adecuada protección de los intereses del Fondo Nacional de 
Garantías S.A., para lo cual se observarán las normas que rigen tales 
procesos;

h) Realizar toda clase de actos y celebrar aquellos contratos, convenios, 
operaciones y, en general, cualquier otra actuación que demande el 
ejercicio de sus derechos o el cumplimiento de las obligaciones que legal 
y contractualmente se deriven de su existencia y funcionamiento;

i) Servirse de agentes, comisionistas o, en general, de cualquier otra 
clase de intermediarios para la explotación y promoción de sus negocios, 
de acuerdo con las autorizaciones que imparta la Junta Directiva del 
Fondo;

j) Suscribir o adquirir, a cualquier título, acciones, partes sociales o 
cuotas de interés de sociedades con ánimo de lucro, mediante aportes en 
dinero, bienes o servicios. Así mismo, podrá realizar toda clase de 
inversiones en moneda legal o extranjera y orientar sus recursos a la 
adquisición de activos no monetarios, sean muebles o inmuebles, 
corporales o incorporales, negociar títulos valores u otros documentos 
para el debido desarrollo de su actividad o como inversión de fomento o 
utilizaciones rentables, permanentes o transitorias, de fondos o 
disponibilidades, con sujeción a las disposiciones que determine el 
Gobierno Nacional;

k) Otorgar avales totales o parciales sobre títulos valores, de 
conformidad con las reglas que para el efecto señale el Gobierno 
Nacional.

Artículo 242. Dirección y Administración del Fondo Nacional de 
Garantías (FNG) S.A. La dirección y administración del Fondo Nacional 
de Garantías S.A., estará a cargo de la Asamblea General de Accionistas, 
la Junta Directiva, el Presidente quien será su representante legal y demás 
órganos que prevean sus estatutos.

La Junta Directiva del Fondo Nacional de Garantías S.A. estará 
constituida por:

a) El Ministro de Desarrollo Económico o el Ministro del Ministerio 
al cual se encuentre vinculado el Fondo Nacional de Garantías S.A. o su 
delegado, quien presidirá las sesiones de la misma;

b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado;
c) Tres (3) representantes de los accionistas y sus respectivos suplentes 

personales.
Artículo 243. Disposiciones finales.
1. Convocatoria a Asamblea General de Accionistas. Dentro de los 

tres (3) meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente 
normatividad, el representante legal del Fondo Nacional de Garantías
S.A. deberá convocar a una Asamblea General de Accionistas para 
considerar la adecuación de sus estatutos a las disposiciones contempladas
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bajo este título y tomar las demás decisiones de su competencia, con 
sujeción a las normas pertinentes.

2. Régimen de los Actos y Contratos. Los contratos que correspondan 
al giro ordinario de las actividades propias del objeto social del Fondo 
Nacional de Garantías S.A., así como la disposición de bienes cuyo 
derecho de dominio se le haya transferido por adjudicación o a título de 
dación en pago o, en general, cualquier tipo de negociaciones como 
resultado del ejercicio de las acciones de recobro de garantías pagadas, 
se regirán por las reglas propias del derecho privado.

Artículo 49. Modifícase el artículo 244 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, el cual quedará así:

“Artículo 244. Naturaleza Jurídica. El Banco Central Hipotecario es 
una sociedad de economía mixta, vinculada al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, en liquidación.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 52 de la Ley 489 de 1998, el 
régimen del Banco Central Hipotecario será el previsto en el Decreto que 
ordenó su liquidación, o en las normas que lo modifiquen o adicionen”.

Artículo 50. El artículo 250 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero quedará así:

“Artículo 250. Organización. El objeto principal del Instituto de 
Fomento Industrial S.A. (IFI) creado por el Decreto 1157 de 1940, es 
prospectar y promover la fundación de nuevas empresas, colaborar en 
el establecimiento de las de iniciativa particular y pública, y contribuir 
al desarrollo y reorganización de las ya existentes, a través de las 
operaciones de redescuento. Estas empresas deberán estar dedicadas 
principalmente a la explotación de industrias básicas y de 
transformación de materias primas nacionales, que la iniciativa y el 
capital particulares no desarrollen satisfactoriamente, así como las 
demás actividades de desarrollo económico que el país requiera y que 
no estén siendo atendidas suficientemente y de forma directa por el 
sistema financiero”.

Artículo 51. El artículo 251 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero quedará así:

“Artículo 251. Dirección y Administración.
1. Junta Directiva. La Junta Directiva del Instituto de Fomento 

Industrial S.A. (IFI), estará conformada así:
a) El Ministro de Desarrollo Económico o del Ministerio al cual se 

encuentre vinculado el IFI, o su delegado;
b) El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado;
c) Tres miembros nombrados por el Presidente de la República.
Para ser miembro de la Junta Directiva del Instituto se requiere ser 

ciudadano colombiano. Los suplentes de la junta serán designados por el 
Presidente de la República.

2. Presidente. El Instituto de Fomento Industrial S.A. (IFI) tendrá un 
Presidente de libre nombramiento y remoción por parte del Presidente de 
la República.

3. Incompatibilidades. No podrán ser miembros de la Junta Directiva 
del Instituto de Fomento Industrial S.A. (IFI) los directores, representantes 
legales o empleados con acceso a información privilegiada de 
corporaciones financieras, de bancos comerciales y de compañías de 
seguros privados”.

Artículo 52. Modifícase el numeral 2 y adiciónase un numeral al 
artículo 252 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“2. Aportes del Gobierno Nacional. De las partidas anuales que el 
Gobierno Nacional destine para el Instituto de Fomento Industrial S.A. 
(IFI) solamente se consideran como aportes de capital y por lo tanto 
convertibles en acciones, los saldos que resulten después de cancelar las 
pérdidas ocurridas en los ejercicios anteriores. Los aportes de capital que 
realice el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, no se destinarán 
para enjugar pérdidas de ejercicios anteriores”.
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“4. Inversiones de 
inversiones de capital 
sociedades fiduciarias 
presente Ley, que uti

c¡ pital. El IFI únicamente podrá mantener las 
en compañías de financiamiento comercial y en 
q ae posea al momento de la expedición de la 
zará en razón de su especialización funcional, 
ifistrumento para el desarrollo de las operaciones como complemento y/o

propias”.

objeto social podrá:

de fomento que le son
Artículo 53. El aijtídulo 253 del Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero quedará asi:
“Artículo 253. Opera-iones.
1. Operaciones autorizadas. El Instituto de Fomento Industrial S.A. 

(IFI) en desarrollo de
a) Realizar operaci 

fundación.
a la ( 
primas nacionales, que la iniciativa y el capital privados no desarrollen 
satisfactoriamente. De tg
de financiamiento coiáercial para la adquisición de activos objeto de 
operaciones de leasing.

1u
ipr es de banco de redescuento para promover la 

lación, ensanche o fus ¡ón de empresas, que se dediquen principalmente 
explotación de indu >trias básicas y de transformación de materias

; lal forma, podrá otorgar créditos a las compañías

cuyas garantías se determinarán en los términos 
y condiciones que estíb ezca el Gobierno Nacional;

uto operaciones de redescuento, operaciones de 
c e interés nacional que determine el Gobierno

b) Realizar, media 
fomento a actividades 
Nacional y que no estéji siendo desarrolladas suficientemente por el 
sistema financiero;

c) Realizar operac 
crédito, con organismc s no gubernamentales, con cooperativas de ahorro 
y crédito sometidas a 
entidades especializad 
y medianos empresari

oies de redescuento con establecimientos de

vigilancia y control del Estado, y con las demás 
en el otorgamiento de crédito a micro, pequeños

< ste literal, la Junta Directiva del Instituto de
(IFI) definirá de manera general los requisitos

IftS 

ios

Para los efectos de 
Fomento Industrial S. 
que deberán cumplir 
Instituto. La Junta, entre otros aspectos, tendrá en cuenta niveles adecuados 
de patrimonio, idoneidad ética y profesional de los administradores, 
capacidad operativa, así como los controles internos, de revisoría fiscal 
y auditoría externa;

d) Tornar prestamos

A
iiéhas entidades para acceder a los recursos del

; organismos de crédito multilateral, del mercado 
■, y en general canalizar recursos y subsidios

d 
de capitales del exterío 
provenientes de gobier lo s extranjeros, de entidades de crédito multilateral 
y de organismos no gub ;mamentales con fines de fomento;

3se) Celebrar contrat 
previsto por las normás

f) Realizar titularizaqión de activos de conformidad con las normas 
legales vigentes;

g) Implementar los
financiar directamente

de crédito interno para lo cual se sujetará a lo 
legales vigentes sobre la materia;

r íecanismos y fijar los requisitos que permitan 
terceros la adquisición de bienes recibidos a 

título de dación en pa^o por el IFI;
be: no mediante la emisión de títulos y suscripciónh) Captar ahorro in 

de otros documentos;

i) Efectuar las opéfafiones de cambio de acuerdo con las normas 
legales vigentes;

y para la prestación < 
relación de conexidad

k) Celebrar conveníi

servicios de banca de inversión que guarden

ón, desarrollo, coordinación y ejecución de
proyectos de banca de

1) Estructurar proye 
para la puesta en marc

j) Celebrar contratos j ara la administración de proyectos o de recursos, 
de
con las finalidades establecidas en su objeto social; 
oS interadministrativos y contratos con particulares 

para la conceptualizác
! i iversión;
:cl os y gestionar procesos de participación privada 
h

Parágrafo Io. El Inist tuto de Fomento Industrial S.A. (IFI), no estará 
sujeto al régimen de inversiones forzosas.

i de proyectos de desarrollo.

Parágrafo 2o. En ningún caso el IFI podrá asumir riesgo directo en las 
operaciones que desarrolle, a excepción de las operaciones de crédito 
para financiar la venta de bienes recibidos en pago, ni realizar inversiones 
de capital. Por ende, el IFI deberá incorporar en sus operaciones coberturas 
de riesgo, contragarantías o instrumentos similares que trasladen el 
riesgo directo de las operaciones que realice.

2. Operaciones conexas. En desarrollo del objeto social principal el 
Instituto de Fomento Industrial S.A. (IFI), podrá celebrar toda clase de 
actos o negocios jurídicos directamente relacionados con el objeto social 
y sus funciones, y que tengan como finalidad ejercer los derechos o 
cumplir las obligaciones directa o indirectamente asociados con la 
existencia y actividades de la institución.

3. Diferencial de tasas de interés. El Gobierno Nacional incluirá 
anualmente en el presupuesto nacional las partidas destinadas a financiar 
el diferencial entre las tasas de colocación de las líneas de crédito fomento 
y las tasas de captación de los recursos del Instituto de Fomento Industrial 
S.A. (IFI).

Cuando el Gobierno Nacional solicite al Instituto la implementación 
de operaciones de redescuento para el fomento de sectores específicos de 
la economía, este las llevará a cabo únicamente cuando cuente con las 
asignaciones presupuéstales que garanticen la financiación del diferencial 
entre las tasas de colocación de los prestamos de fomento y los costos de 
captación de los recursos del Instituto. Lo anterior en el caso en que el 
margen no sea suficiente para cubrir en su totalidad los costos que 
implique la operación de fomento respectiva. El cumplimiento de esta 
condición será requisito indispensable para que la Junta Directiva autorice 
la operación de fomento”.

Artículo 54. El artículo 254 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero quedará así:

“Artículo 254. Régimen jurídico de los actos y contratos. Las 
operaciones, cualquiera que sea su naturaleza y modalidad, que celebre 
el Instituto de Fomento Industrial S.A. (IFI), incluidos los actos y 
contratos que las instrumenten, se regirán por las normas del derecho 
privado exclusivamente”.

Artículo 55. El artículo 255 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, quedará así:

“Artículo 255. Actividades Transitorias. El Instituto de Fomento 
Industrial S.A. (IFI), continuará desarrollando, con carácter transitorio y 
hasta su culminación, aquellas actividades distintas de las previstas en 
esta ley, que ha venido cumpliendo por determinación legal, tales como 
el mantenimiento y realización de operaciones que impliquen riesgos 
directos para su patrimonio, siempre y cuando las mismas impliquen 
derechos adquiridos o consolidados en cabeza de terceros que puedan 
hacerse exigibles al Instituto”.

Artículo 56. Adiciónase el literal g) al numeral 1 y modifícase el literal
b) del numeral 3 del artículo 270 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, así:

“g) Redescontar créditos a entidades públicas del orden nacional, a 
entidades de derecho privado y patrimonios autónomos, siempre y 
cuando dichos recursos se utilicen en las actividades definidas en el 
numeral 2 del artículo 268 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
y en proyectos relacionados con el medio ambiente”;

“b) Corresponde al Gobierno Nacional determinar, de conformidad 
con las normas legales vigentes, las condiciones financieras de las 
operaciones de redescuento correspondientes a los créditos con destino 
a las obras y actividades señaladas en el numeral 2 del artículo 268 del 
presente Estatuto. Será función de la junta directiva de Findeter dentro de 
la política de redescuento, asegurar que las tasas de interés reflejen el 
costo de los recursos recibidos de terceros, así como el costo del 
patrimonio”.

Artículo 57. El artículo 271 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero quedará así:
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“Artículo 271. La Financiera de Desarrollo Territorial S.A. no estará 
sometida a inversiones forzosas y no distribuirá utilidades entre sus 
socios. Las Entidades Públicas de Desarrollo Regional no estarán 
sometidas al régimen de encajes, ni a inversiones forzosas y no distribuirán 
utilidades entre sus socios”.

Artículo 58. El numeral 1 del artículo 279 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, quedará así:

“1. Naturaleza jurídica. El Banco de Comercio Exterior, creado por el 
artículo 21 de la Ley 7a de 1991, es una sociedad de economía mixta del 
orden nacional, organizada como establecimiento de crédito bancario, 
vinculada al Ministerio de Comercio Exterior. El Banco de Comercio 
Exterior de Colombia S.A., (Bancoldex), continuará sometiéndose 
exclusivamente al régimen propio de las sociedades de economía mixta 
no asimilado al de las empresas industriales y comerciales del Estado, 
independientemente de la participación del capital público en su 
patrimonio.

El Banco de Comercio Exterior estará exento de realizar inversiones 
forzosas”.

Artículo 59. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 295 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero:

“11. Representante legal suplente. El Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras designará el funcionario de la liquidación 
forzosa administrativa que tendrá la representación legal de manera 
alterna al liquidador. En el caso de procesos liquidatorios de entidades 
públicas ordenadas en ejercicio de las facultades previstas en el 
artículo 52 de la Ley 489 de 1998, en el acto administrativo que 
disponga la medida podrá establecerse el funcionario de la liquidación 
que tendrá la representación legal de la misma de manera alterna al 
liquidador”.

Artículo 60. El literal b) del numeral 1 del artículo 296 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“b) Llevar a cabo el seguimiento de la actividad de los liquidadores 
tanto en las instituciones financieras objeto de liquidación forzosa 
administrativa dispuesta por la Superintendencia Bancaria, como en la 
liquidación de instituciones financieras que se desarrollen bajo cualquiera 
de las modalidades previstas en la legislación. Para el desarrollo de la 
función aquí señalada el Fondo observará las normas que regulan tales 
procesos”.

Artículo 61. Modifícase el literal h) del numeral 2 del artículo 299 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“h) Los bienes dados en leasing, los cuales se transferirán al locatario 
cuando ejerza la opción y pague el valor respectivo. Si está pendiente el 
plazo de ejecución del contrato y el locatario no accede a pagar el valor 
presente correspondiente, el contrato y el bien serán cedidos a otra 
entidad legalmente facultada para desarrollar operaciones de leasing o, 
en su caso, a la entidad de redescuento que haya proporcionado recursos 
para realizar la operación”.

Artículo 62. El literal e) del numeral 2 del artículo 316 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“e) Llevar a cabo el seguimiento de la actividad de los liquidadores 
tanto en las instituciones financieras objeto de liquidación forzosa 
administrativa dispuesta por la Superintendencia Bancaria, como en la 
liquidación de instituciones financieras que se desarrollen bajo cualquiera 
de las modalidades previstas en la legislación. Para el desarrollo de la 
función aquí señalada el Fondo observará las normas que regulan tales 
procesos.

La función de seguimiento de la actividad de los liquidadores deberá 
sujetarse a las reglas que mediante normas de carácter general establezca 
el Gobierno Nacional”.

Artículo 63. Modifícase el último inciso del numeral 1 del artículo 318 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:
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“El Superintendente Bancario asistirá a las reuniones de la Junta 
Directiva como invitado”.

Artículo 64. Adiciónase el numeral 1 del artículo 320 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“m) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (Fogafín), 
expedirá y administrará las garantías del Gobierno Nacional otorgadas 
para bonos hipotecarios para financiar cartera VIS subsidiable y para 
títulos emitidos en procesos de titularización de cartera VIS subsidiable, 
que se emitan con base en cartera originada en los establecimientos de 
crédito”.

Artículo 65. Adiciónase el numeral 1 del artículo 320 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero con el siguiente literal:

“n) Autorizar la celebración de contratos de administración fiduciaria 
y no fiduciaria de la cartera y de las acreencias de las entidades financieras 
que han sido objeto de toma de posesión para liquidación”.

Artículo 66. Adiciónase el artículo 320 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con los siguientes numerales:

“8. Actuación del Fondo en la implementación de medidas de exclusión 
de activos y pasivos. El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras 
impartirá las directrices de carácter general a que se refiere el literal i), 
numeral 11 delartículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 
con sujeción a las normas que en la materia expida el Gobierno Nacional. 
El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras aprobará, previamente 
a su celebración por las partes, el texto del contrato o los contratos que se 
celebren para la transferencia y administración de los activos y para la 
transferencia de los pasivos excluidos. El Fondo podrá disponer los 
ajustes a que haya lugar para el mejor cumplimiento del objetivo 
perseguido con la exclusión”.

“9. Suscripción de títulos de deuda en el contexto de medidas de 
exclusión de activos y pasivos. Cuando el Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras suscriba títulos de deuda en desarrollo del 
numeral 11, literales f) y h) del artículo 113 del presente Estatuto, el pago 
de los mismos se subordinará a la cancelación de los títulos que se emitan 
a favor de los establecimientos de crédito que se hagan cargo del pasivo 
con el público y a la cancelación de los títulos a favor del Banco de la 
República”.

“10. Reprogramación de plazos para cancelación de pasivos excluidos 
y redefínición de tasas. En guarda del interés público y con el objeto de 
facilitar la cancelación de los pasivos originados en depósitos del público 
y de los demás pasivos excluidos en desarrollo del numeral 11 del artículo 
113 de este Estatuto, el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras 
podrá disponer:

a) Al momento de la transferencia y por una sola vez, la reprogramación 
de las fechas de vencimiento de dichos pasivos o de algunos de estos, total 
o parcialmente, o la determinación de un plazo para la cancelación de 
depósitos a la vista o de parte de estos. Para el efecto, los depósitos serán 
agrupados con base en criterios homogéneos, tales como clase o naturaleza 
de la obligación o plazo de maduración. La mencionada reprogramación 
tendrá carácter obligatorio para las partes y en ningún caso podrá suponer 
la determinación de plazos de vencimiento inferiores a los originalmente 
pactados;

b) Una reducción obligatoria de la tasa de interés aplicable a los 
pasivos excluidos, cuando la tasa de interés que se deba reconocer 
respecto de alguno o algunos de estos, ajuicio del Fondo de Garantías 
de Instituciones Financieras, supere en proporción no razonable la 
tasa de mercado vigente para la fecha de corte que determine el Fondo, 
reducción que se hará efectiva a partir de la fecha en que se adopte la 
medida.

La Superintendencia Bancaria suministrará al Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras la información que este requiera para el ejercicio 
de la función a que se refiere la presente disposición”.
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66 se regula en el parágrafo del artículo 113 del11. En el evento qm
presente Estatuto, el Fopdo de Garantías de Instituciones Financieras 
también podrá otorgar, con cargo a recursos del Presupuesto General 
de la Nación, garantía para respaldar los activos transferidos, cuando 
los mismos vayan a s jryir como fuente de pago de títulos emitidos a 
favor de establecimien 
hayan asumido pasivos 
a servir de fuente de 
constituido en desarr^ll 
su otorgamiento se sujetará a los criterios fijados en el numeral 6 de

tos de crédito que en virtud de la exclusión 
con el público, o cuando dichos activos vayan 
jago de pasivos transferidos al patrimonio 
o de la medida de exclusión, garantía que para

este artículo”.
Artículo 67. Adicio
66

ado o afiliado de la Asociación Internacional de 
Ositos (International Association of Deposit

Fondo en la dirección de las entidades con5. Intervención de
(fuando el Fondo de Garantías de Instituciones

e

nqr un numeral al artículo 320 el cual quedará así:
12. Para un mejór cumplimiento de sus funciones, el Fondo de 

Garantías de Instituciones Financieras podrá concurrir a la constitución 
o participar como asoci: 
Aseguradores de Dep<
Insurers), el organispio que haga sus veces o a las asociaciones 
internacionales que agrupen entidades que desarrollen funciones similares 
a las del Fondo”.

Artículo 68. Adiciónase el artículo 322 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero c0njel siguiente numeral:

66

regímenes especiales 
Financieras desarroll 
artículo 320 en relacipr 
que hace referencia 
entrar a formar parte de a Junta Directiva de la entidad correspondiente, 
a través de un número i 
el régimen legal especi; 
voto de manera trañs 
obligaciones originada^ en la operación que se haya adelantado. En 
tal caso y durante e

malquiera de las operaciones previstas en el 
con las entidades con regímenes especiales a 

la Parte Décima del presente Estatuto, podrá

i le representantes adicionales a los que señale 
il correspondiente, que participarán con voz y 
toria y hasta tanto se hayan redimido las

término en el que permanezca vigente dicha 
medida, se ajustará $1 quorum deliberatorio y decisorio de la Junta 

para mantener las mayorías necesarias en la 
m s. Para definir el número de miembros se 

tomará en cuenta la pro
di d. La participación en la Junta Directiva podrá 
pe ión de un plan de desempeño acordado con el

Directiva respectiva 
adopción de decisioi 

porción que representa el valor de los apoyos

ti ución”.

: culo 324 del Estatuto Orgánico del Sistema

Artículo 324. Vigilancia. La inspección, control y vigilancia del 
Instituciones Financieras estará a cargo de la

en el capital de la enti 
sustituirse por la ado
Fondo, en el cual se prevean las metas específicas que deben ser 
alcanzadas por la in$

Artículo 69. El literál a) del artículo 323 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero quedará así:

“a) Ofrecer una garantía adecuada a ahorradores y depositantes de 
buena fe dentro de los tppes que señale la junta directiva”.

Artículo 70. El art
Financiero quedará así:

66

Fondo de Garantías de
Superintendencia Bañe tria, la cual ejercerá la mencionada función de 
acuerdo con las faculti des que le otorga la ley en lo referente a las 
instituciones financiera;, teniendo en cuenta la naturaleza especial del 
Fondo y el objeto que (1 mismo cumple con arreglo a la ley”.

Artículo 71. Adición ise un parágrafo al numeral 1 del artículo 325 del 
Estatuto Orgánico del í istema Financiero, así:

“Parágrafo. A partir 
prestaciones que detelrn dne el Gobierno Nacional, que viene cancelando 
la Caja de Previsión Sopial de la Superintendencia Bancaria, Capresub, 
a los empleados públi 
serán pagados por esta

Artículo 72. El numpral 2 del artículo 325 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, qu idará así:

66'

la vigilancia e inspeci

leí 10 de enero de 2003 el fomento al ahorro y las

c( s pertenecientes a la Superintendencia Bancaria, 
Superintendencia”.

as. Corresponde a la Superintendencia Bancaria’2. Entidades vigila»
ci ín de las siguientes instituciones:

a) Establecimientos bancarios, corporaciones financieras, compañías 
de financiamiento comercial, sociedades fiduciarias, almacenes generales 
de depósito, organismos cooperativos de grado superior de carácter 
financiero, sociedades administradoras de fondos de pensiones y de 
cesantía, sociedades administradoras de fondos de pensiones, cajas, 
fondos o entidades de seguridad social administradoras del régimen 
solidario de prima media con prestación definida, entidades 
descentralizadas de los entes territoriales cuyo objeto sea la financiación 
de las actividades previstas en el numeral 2 del artículo 268 del estatuto 
orgánico del sistema financiero autorizadas específicamente por la 
Financiera de Desarrollo Territorial S. A., Findeter, compañías de seguros, 
cooperativas de seguros, sociedades de reaseguro, sociedades de 
capitalización, sociedades sin ánimo de lucro que pueden asumir los 
riesgos derivados de la enfermedad profesional y del accidente de 
trabajo, corredores de seguros y de reaseguros y agencias colocadoras de 
seguros;

b) Oficinas de representación de organismos financieros y de 
reaseguradores del exterior;

c) El Banco de la República;
d) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras;
e) El Fondo Nacional de Garantías S.A.;
f) El Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo, Fonade;
g) Las casas de cambio, y
h) Las demás personas naturales y jurídicas respecto de las cuales la 

ley les atribuye funciones de inspección y vigilancia permanente.
Parágrafo Io. Podrán ser sometidas a la inspección, vigilancia y 

control de la Superintendencia Bancaria, según lo establezca el Gobierno 
Nacional mediante normas de carácter general, las entidades que 
administren los sistemas de tarjetas de crédito o de débito, así como las 
que administren sistemas de pagos y compensación, a quienes se aplicarán 
las normas relativas a las compañías de financiamiento comercial en lo 
que resulte pertinente.

Parágrafo 2o. Se encuentran sujetos a inspección, vigilancia y control 
de la Superintendencia Bancaria los agentes de seguros de que trata el 
numeral 2 del artículo 5o del presente estatuto”.

Artículo 73. Modifícase el numeral 3 del artículo 325 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“3. Representación legal. La representación legal de la Superintendencia 
Bancaria corresponde al Superintendente Bancario, quien la podrá delegar 
en los términos establecidos en la ley”.

Artículo 74. Adiciónase el siguiente numeral al artículo 325 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“4. Las menciones a la Superintendencia Bancaria hechas en el 
presente Estatuto, se entenderán realizadas a la Superintendencia Bancaria 
de Colombia”.

Artículo 75. Modifícase el literal g) del numeral 2 del artículo 326, del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, y adiciónase el mismo numeral 
con un parágrafo transitorio así:

“g) Posesionar y tomar juramento a los directores, adminis­
tradores, representantes legales, revisores fiscales, a los 
funcionarios a que hace referencia el inciso primero del numeral 3 
del artículo 102 del presente Estatuto, y en general, a quienes 
tengan la representación legal de las instituciones vigiladas excepto 
los gerentes de sucursales.

Los requisitos, objetivos y las calidades subjetivas valoradas por la 
Superintendencia Bancaria para autorizar la posesión de los 
administradores y revisores fiscales de las entidades vigiladas, deberán 
acreditarse y conservarse por los mismos, durante todo el tiempo en que 
se desempeñen en cargos que requieran posesión.
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La Superintendencia Bancaria está facultada para revocar la 
posesión a los administradores y revisores fiscales que no conserven 
las calidades objetivas y subjetivas evaluadas al momento de autorizar 
su posesión.

Se conformará un Comité de Posesiones, integrado por el 
Superintendente Bancario o su representante y los Superintendentes 
Delegados, el cual decidirá sobre las solicitudes de posesión y revocatorias 
de posesión de los directores, administradores, revisores fiscales y los 
representantes legales de las instituciones vigiladas, excepto los gerentes 
de sucursales.

Igualmente, decidirá sobre las posesiones y revocatorias de posesión 
de los representantes de las oficinas de representación de instituciones 
financieras y reaseguros del exterior.

El Superintendente Bancario señalará el reglamento al cual deberá 
sujetarse el Comité de Posesiones para el cumplimiento de sus funciones”.

“Parágrafo transitorio. Los funcionarios a que hace referencia el 
inciso primero del numeral 3 del artículo 102 del presente Estatuto que 
a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no se encuentren posesionados 
ante la Superintendencia Bancaria, deberán hacerlo a más tardar dentro 
de los seis (6) meses siguientes a dicha fecha”.

Artículo 76. Modifícase el literal i) del numeral 2 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“i) Pronunciarse sobre los estados financieros presentados por las 
instituciones bajo su vigilancia. La Superintendencia Bancaria impartirá 
la autorización para la aprobación de los estados financieros por las 
respectivas asambleas de socios o asociados y para su posterior publicación 
en relación con aquellas entidades vigiladas que se encuentren 
comprendidas en los eventos o condiciones señalados por el Gobierno 
Nacional mediante normas de carácter general”.

Artículo 77. El literal j) del numeral 2 del artículo 326 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“j) Aprobar la liquidación voluntaria de las entidades sometidas a su 
inspección y vigilancia”.

Artículo 78. Adiciónase los literales k) y 1) del numeral 2 del artículo 
326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“k) Dictar las normas generales a las cuales deberán sujetarse las 
entidades vigiladas para la publicación de sus estados financieros;

1) Ordenar a las instituciones vigiladas, cuando lo considere necesario 
o prudente, la constitución de provisiones o de reservas para cubrir 
posibles pérdidas en el valor de sus activos. Contra dichas órdenes sólo 
procederá el recurso de reposición, que no suspenderá el cumplimiento 
inmediato de las mismas”.

Artículo 79. El literal e) del numeral 3 del artículo 326 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, quedará así:

“e) Absolver las consultas que se formulen relativas a las instituciones 
bajo su vigilancia y decidir las solicitudes que presenten los particulares 
en ejercicio del derecho de petición de información.

La información relacionada con las labores de supervisión que 
desarrolle la Superintendencia Bancaria en cumplimiento de las 
funciones que le asigna la ley gozará de reserva siempre y cuando ello 
sea necesario para garantizar la estabilidad del sistema financiero y 
asegurador, la confianza del público en el mismo, y procurar que las 
instituciones que lo integran no resulten afectadas en su solidez 
económica y coeficientes de solvencia y liquidez requeridos para 
atender sus obligaciones”.

Artículo 80. Modifícase el literal i) del numeral 3 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“i) Evaluar la situación de las inversiones de capital de las entidades 
vigiladas, para lo cual podrá solicitar a estas la información que requiera 
sobre dichas inversiones, sin que sea oponible la reserva bancaria”.

Artículo 81. Adiciónase el literal 1) al numeral 3 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“1) Con el fin de realizar una supervisión comprensiva y consolidada, 
establecer en qué casos las entidades sometidas a su control y vigilancia 
deben consolidar sus operaciones con otras instituciones sujetas o no a su 
supervisión”.

Artículo 82. Adiciónase el literal f) al numeral 4 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“f) Con el fin de realizar una supervisión comprensiva y consolidada, 
practicar visitas de inspección a entidades no sometidas a su control y 
vigilancia, examinar sus archivos y solicitar la información que se 
requiera para determinar si concurren los presupuestos para que ellas 
consoliden sus operaciones con entidades financieras o aseguradoras, o 
si existen vínculos u operaciones que puedan llegar a representar un 
riesgo para estas últimas”.

Artículo 83. Adiciónase con el literal j) y dos parágrafos el numeral 5 
y modifícanse los literales c) y d) del numeral 6 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, de la siguiente forma:

“j) Ordenar, en coordinación con el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras, la exclusión de activos y pasivos de un establecimiento de 
crédito, cuando la medida sea necesaria, a juicio del Superintendente 
Bancario, previo concepto del Consejo Asesor.

Parágrafo Io. La adopción de la medida de exclusión de activos y 
pasivos a que se refiere el literal j) del presente numeral se mantendrá bajo 
reserva hasta la fecha en que se complete la transferencia de los pasivos 
para con el público objeto de la misma y se le notificará a la institución 
respecto de la cual recaiga la orden en el momento en que la 
Superintendencia Bancaria y el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras lo consideren apropiado y en todo caso antes de la ejecución 
de la medida. Lo anterior con el fin de facilitar las actuaciones orientadas 
al desarrollo cabal de la medida con las instituciones financieras que sean 
potenciales destinatarias de la transferencia de los pasivos, las cuales 
también estarán obligadas a guardar reserva respecto de la medida que va 
a ser implementada y respecto de cualquier información que lleguen a 
conocer. El incumplimiento de las obligaciones impuestas a las 
instituciones financieras dará lugar a la aplicación de las medidas 
contempladas en los artículos 209 a 211 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya 
lugar.

Parágrafo 2o. A la decisión de exclusión de activos y pasivos le será 
aplicable lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 291 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero”.

“c) Certificar las tasas de interés bancario corriente correspondientes 
a las distintas modalidades de crédito que determine el Gobierno Nacional, 
mediante normas de carácter general.

Esta función se cumplirá con base en la información financiera y 
contable que le sea suministrada por los establecimientos de crédito, 
analizando la tasa de las operaciones activas mediante técnicas adecuadas 
de ponderación, y se cumplirá con la periodicidad que recomiende la 
Junta Directiva del Banco de la República.

Las tasas certificadas por la Superintendencia Bancaria se expresarán 
en términos efectivos anuales y regirán a partir de la fecha de publicación 
del acto correspondiente;

d) Certificar, de conformidad con el artículo 305 del Código Penal, la 
tasa de interés bancario corriente que para el período correspondiente 
estén cobrando los bancos”.

Artículo 84. Modifícase el literal e) del numeral 6 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“e) Publicar u ordenar la publicación de los estados financieros de las 
entidades sometidas a su control y vigilancia, así como de los ajustes o 
rectificaciones a tales estados financieros que ordene la Superintendencia
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Bancaria. Igualmente podrá publicar u ordenar la publicación de los 
indicadores de las instituciones vigiladas”.

Artículo 85. Modifícase el numeral 1 del artículo 327 del Estatuto 
Orgánico del Sistema

“1. Estructura. La
estructura:

a) Despacho del Superintendente Bancario
Dirección de Supervisión
Dirección de Regu]
Oficina de Control
Oficina de Control

Financiero, el cual quedará así:
Superintendencia Bancaria tendrá la siguiente

ación
Interno de Gestión
Interno Disciplinario;

b) Despachos de los Superintendentes Delegados de las Areas de
Supervisión

Direcciones de Superintendencia 
Direcciones de Control Legal;
c) Dirección Jurídii
Subdirección de Qt

ca

Subdirección de Coi
Subdirección de Rep

tea

•uejas
insultas

esentación Judicial y Ediciones Jurídicas;

tción y Métodos;

d) Dirección Técni
Subdirección de Aná isis de Riesgos
Subdirección de Acti aria
Subdirección de Aná isis Financiero y Estadística;
e) Dirección de Informática y Planeación 
División de Sistemas
División de Operacú nes
División de Organiza
f) Secretaría General
Subdirección Admin
División Administra iva
División Financiera
Subdirección de Rec irsos Humanos;
g) Órganos de Aseisoría y Coordinación 

Consejo Asesor deíl Superintendente Bancario 
Comité de Coordinación 

Comité de Control

strativa y Financiera

Ii temo
Comité de Conciliac
Comisión de Personi
Junta de Adquisición
El Gobierno Nacioi al, en ejercicio de la facultad prevista en el 

numeral 16 del artículo
¡lí s generales contemplados en el artículo 54 de 
se halará la estructura funcional, organización y

ón
1
es y Licitaciones.

189 de la Constitución Política y con sujeción
a los principios y reg' 
la Ley 489 de 1998,
asignación interna de 1 is funciones de la Superintendencia Bancaria. 
En ejercicio de la misi tía facultad el Gobierno Nacional podrá crear 
dependencias u órgano s directivos distintos de los mencionados en el 
presente numeral”.

Artículo 86. Adíen
Orgánico del Sistema

tonase el numeral 2 del artículo 330 del Estatuto 
E nanciero, sustituido por el Decreto 2489 de 1999, 

con el siguiente literal:
“j) La Subdirección 

de la Superintendencií 
funciones, podrá repre 
dicha entidad que lo So iciten, cuando en relación con el ejercicio de sus

e Representación Judicial y Ediciones Jurídicas 
Bancaria, o la dependencia que cumpla sus 

¡entar a los funcionarios del nivel directivo de 

funciones tengan que comparecer ante autoridades jurisdiccionales o de 
control de cualquier clase. La representación se realizará sólo durante el 
tiempo en que dichos funcionarios presten sus servicios a la 
Superintendencia Bancaria”.

Artículo 87. El artículo 335 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero quedará así:

“Artículo 335. Contra los actos administrativos de carácter particular 
expedidos por la Superintendencia Bancaria sólo procederá el recurso de 
reposición interpuesto en la forma establecida en el Código Contencioso 
Administrativo.

Las medidas cautelares y de toma de posesión que en ejercicio de 
sus funciones adopte la Superintendencia Bancaria, serán de aplicación 
inmediata. En consecuencia, el recurso de reposición que proceda 
contra las mismas no suspenderá la ejecutoriedad del acto 
administrativo”.

Artículo 88. Modifícase el inciso Io del numeral 5 del artículo 337 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“5. Contribuciones. La Superintendencia Bancaria exigirá a las 
entidades vigiladas contribuciones, las cuales consistirán en tarifas que 
se aplicarán por categorías de entidades vigiladas sobre el monto de los 
activos que registren a 30 de junio y 31 de diciembre del año anterior. La 
Superintendencia Bancaria definirá las categorías de entidades vigiladas 
mediante acto de carácter general”.

Artículo 89. Modifícase el literal a) del numeral 5 del artículo 337 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“a) Causación. La contribución impuesta a las entidades vigiladas a 
que se refiere el presente artículo se causará el primer día calendario de 
los meses de enero y julio de cada año. Si una entidad no permanece bajo 
vigilancia durante todo el semestre respectivo, pagará la contribución 
proporcionalmente por el tiempo que haya estado bajo vigilancia. Si por 
el hecho de que alguna entidad no permanezca bajo vigilancia durante 
todo el semestre respectivo se genera algún defecto presupuestal que 
requiera subsanarse, la Superintendencia podrá liquidar y exigir a las 
vigiladas el monto respectivo en cualquier tiempo durante el semestre 
correspondiente”.

Artículo 90. Adiciónase el artículo 337 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero con el siguiente numeral:

“12. Del régimen de inhabilidades e incompatibilidades del 
Superintendente Bancario. No podrá ser Superintendente Bancario:

a) La persona en quien concurra alguna o algunas de las 
incompatibilidades o inhabilidades para desempeñar cargos públicos 
señaladas en la Constitución o en la ley;

b) Quien se desempeñe como director, administrador, representante 
legal o revisor fiscal de cualquier institución vigilada;

c) Quien por sí o por interpuesta persona tenga una participación 
superior al uno por ciento (1%) de las acciones suscritas de cualquier 
entidad sometida al control y vigilancia de la Superintendencia 
Bancaria;

d) Quien por sí o por interpuesta persona se encuentre en situación 
litigiosa frente a la Superintendencia Bancaria pendiente de decisión 
judicial o sea apoderado en dicha causa;

e) Las personas que de conformidad con lo previsto en el tercer inciso 
del numeral 5 del artículo 53 de este Estatuto no puedan participar como 
accionistas de una entidad vigilada”.

CAPITULO II
Otras disposiciones relacionadas con el sector financiero

Artículo 91. Régimen de los actos y contratos de la Central de 
Inversiones S.A. La Central de Inversiones S.A. CISA mantendrá su 
carácter de sociedad de economía mixta indirecta del orden nacional, 
tendrá naturaleza única y se sujetará en la celebración de todos sus actos 
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y contratos al régimen de derecho privado que para la realización de las 
operaciones del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras se 
contempla en el artículo 316, numeral 1 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero.

El régimen legal aplicable a los empleados de la Central de Inversiones
S.A., será el mismo de los trabajadores del Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras.

Parágrafo Io. En desarrollo de lo previsto en el parágrafo del artículo 
113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la Central de Inversiones 
S.A., CISA, podrá asumir la administración no fiduciaria de los activos 
excluidos de los establecimientos de crédito a que se refiere la mencionada 
disposición, con los cuales se conformará un patrimonio.

Parágrafo 2o. Los derechos y obligaciones surgidos bajo contratos de 
trabajo o bajo relaciones legales y reglamentarias que se hayan celebrado 
o ejecutado antes de la vigencia de la presente ley conservarán su validez 
y se respetarán los derechos adquiridos, sin perjuicio de que la relación 
laboral vigente con el personal al servicio de la Central de Inversiones 
S.A., CISA, se rija hacia el futuro por lo dispuesto en el presente artículo, 
para cuyo efecto la Junta Directiva de CISA adoptará las medidas que 
sean necesarias.

Parágrafo 3o. El régimen presupuestal de la Central de Inversiones 
S.A., CISA, será el aplicable a las sociedades de economía mixta que 
desarrollan actividad financiera.

Artículo 92. Comité de coordinación para el seguimiento al sistema 
financiero. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Banco de la 
República, la Superintendencia Bancaria, la Superintendencia de Valores 
y el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras se reunirán en un 
comité de coordinación para el seguimiento al sistema financiero con los 
siguientes objetivos:

a) Compartir información relevante para el ejercicio de las funciones 
de las entidades que lo componen;

b) Promover la homogenización y mejora técnica de los medios y 
procedimientos utilizados porcada entidad en relación con el seguimiento 
del sistema financiero, y

c) Promover de manera coordinada y en tiempo oportuno la adopción 
de las acciones que correspondan a cada entidad. El Gobierno Nacional 
reglamentará sus actividades, la forma en que estarán representadas las 
entidades, la periodicidad de sus reuniones y demás aspectos necesarios 
para el cumplimiento de su finalidad. De igual forma, se podrá establecer 
en el reglamento la posibilidad de invitar otras entidades a las reuniones 
del comité si a juicio de sus integrantes resulta necesario para el 
cumplimiento de sus objetivos.

Parágrafo. Con el propósito de que el Banco de la República y el Fondo 
de Garantías de Instituciones Financieras (Fogafín), en ejercicio de sus 
funciones y para el cumplimiento exclusivo de sus objetivos elaboren 
estudios o análisis sobre entidades vigiladas o la de sectores de ellas en 
conjunto, las Superintendencias Bancaria y de Valores deberán 
suministrarles la información que estimen pertinente”.

Artículo 93. Las obligaciones que adeuden las instituciones financieras 
públicas en liquidación por concepto de impuestos y multas en favor del 
Tesoro Nacional, podrán extinguirse previo el cumplimiento del 
procedimiento y las condiciones que para tal efecto establezca el Gobierno 
Nacional.

Artículo 94. Redescuento de contratos de leasing. Autorízase al 
Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario (Finagro), al 
Instituto de Fomento Industrial S.A. (IFI), a la Financiera de Desarrollo 
Territorial S.A. (Findeter), a la Financiera Energética Nacional (FEN) 
y al Banco de Comercio Exterior (Bancoldex), el redescuento de 
contratos de leasing en los términos y condiciones que señale el 
Gobierno Nacional.

Artículo 95. Microcrédito inmobiliario. Se entiende por microcrédito 
inmobiliario, toda financiación que se otorga para la adquisición, 

construcción o mejoramiento de inmuebles, cuyo monto no supere los 
veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv), 
con un plazo inferior a cinco (5) años y una tasa de interés equivalente a 
la prevista para la financiación de Vivienda de Interés Social, (VIS). El 
valor del inmueble sobre el cual recae este tipo de financiación no podrá 
exceder de ciento treinta y cinco (135) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (smlmv).

Con el propósito de estimular las actividades de microcrédito 
inmobiliario, se podrá cobrar una comisión de acuerdo con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional, con la cual se remunerará 
el estudio de la operación crediticia, la verificación de las referencias de 
los codeudores y la cobranza especializada de la obligación. La mencionada 
comisión no se reputará como interés para efecto de lo dispuesto en el 
artículo 68 de la Ley 45 de 1990.

Esta operación podrá ser desarrollada por los establecimientos de 
crédito, las cooperativas financieras, las cooperativas de ahorro y crédito 
y las cooperativas multiactivas con sección de ahorro y crédito.

Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a créditos 
asumidos con anterioridad a la vigencia de esta ley.

Artículo 96. Cobertura a los créditos individuales de vivienda a largo 
plazo frente al incremento de la UVR respecto de una tasa determinada. 
Con la finalidad de propiciar condiciones estables en los créditos destinados 
a la financiación de vivienda, el Gobierno Nacional, a través del Fondo 
de Garantías de Instituciones Financieras, (Fogafín), podrá realizar 
operaciones con derivados con los establecimientos de crédito, en su 
calidad de originadores, propietarios o administradores de cartera originada 
por establecimientos de crédito o con deudores de créditos de vivienda 
individual a largo plazo, evento en el cual el establecimiento de crédito 
acreedor actuará como mandatario para la administración y ejecución de 
las operaciones, con el fin de otorgar cobertura frente al riesgo de 
variación de la UVR respecto de una tasa determinada, a los deudores de 
créditos de vivienda individual a largo plazo.

El Gobierno Nacional reglamentará los aspectos generales de la 
cobertura, la tasa pactada en los contratos, la forma como los deudores 
podrán acceder al mecanismo, los aspectos relativos a su funcionamiento 
y los demás aspectos inherentes a la figura.

Dicha cobertura se ofrecerá respecto de los créditos individuales de 
vivienda a largo plazo que se hayan otorgado a partir del 1 ° de septiembre 
del año 2002, que no superen ciento treinta (130) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y respecto de viviendas cuyo valor no supere 
trescientos veintitrés (323) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La cobertura se ofrecerá durante los dos años siguientes a la vigencia de 
esta norma para los primeros 40.000 créditos que se otorguen. La 
cobertura estará vigente durante la vida del crédito de vivienda sin que en 
ningún caso pueda exceder de quince (15) años.

Los recursos que se requieran para el otorgamiento de la cobertura, 
incluidos los costos en que incurra el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras, (Fogafín), deberán presupuestarse por parte del Gobierno 
Nacional y serán manejados en una cuenta especial que administrará el 
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, (Fogafín).

Parágrafo. Manténgase en el Fondo de Reserva para la Estabilización 
de la Cartera Hipotecaria, (Frech), creado por el artículo 48 de la Ley 546 
de 1999 una subcuenta por valor de cincuenta mil millones de pesos 
($50.000.000.000) para los fines del presente artículo.

Artículo 97. Eliminado.
Artículo 98. El artículo 98 de la Ley 510 de 1999, quedará así:
“Artículo 98. La Superintendencia Bancaria podrá afiliarse a las 

siguientes organizaciones: Asociación de Supervisores Bancarios de las 
Américas, ‘ASBA’; Centro de Estudios Monetarios de Latinoamérica 
‘Cernía’; Asociación de Superintendentes de Seguros de América Latina, 
‘ASSAL’; Intemational Association of Insurance Supervisors, TAIS’;
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técnica y formación del recurso humano de la

Asociación Internacional de Organismos de Supervisión de Fondos de 
Pensiones, ‘AIOS’, o a aquellas que hagan sus veces, para lo cual podrá 
pagar las cuotas de afiliación y de sostenimiento”.

Artículo 99. El artículo 34 de la Ley 454 de 1998 quedará así:
Artículo 34. Entidades sujetas a su acción. El Presidente de la 

República ejercerá por conducto de la Superintendencia de la Economía 
Solidaria la inspección, Vigilancia y control de las cooperativas y de las 
organizaciones de la Economía Solidaria que determine mediante acto 
general, que no se encuentren sometidas a la supervisión especializada 
del Estado. En el caso de ¡as cooperativas de ahorro y crédito, multiactivas 
o integrales con sección de ahorro y crédito, las funciones serán asumidas 
por esta Superintendericia, mediante el establecimiento de una delegatura 
especializada en supervisión financiera, la cual recibirá asistencia 
tecnológica, asesoría 
Superintendencia Baricaria.

Para el efectivo ejercicio de sus funciones, así como de los objetivos 
de la supervisión, el control y la vigilancia asignados por la Constitución 
Política y las leyes, el Si perintendente de la Economía Solidaria contará 
con las facultades previ: tas para el Superintendente Bancario, en lo que 
resulte aplicable a las eni 
el régimen de toma de 
Sistema Financiero se 
control y vigilancia de 
que resulte pertinente 
efecto expida el Gobier ío Nacional.

Artículo 100. El artículo 37 de la Ley 454 de 1998 quedará así:
“Artículo 37. Ingrese s. Los recursos necesarios para cubrir los gastos 

de funcionamiento e i 
Economía Solidaria pi

Lt¡idades sujetas de su vigilancia. En consecuencia, 
: posesión previsto en el Estatuto Orgánico del 
iplica a las entidades sujetas a la inspección, 

a Superintendencia de Economía Solidaria en lo 
d< conformidad con la reglamentación que para el

inmersión que requiera la Superintendencia de la 
re vendrán de los siguientes conceptos:

? >n. Corresponde a las contribuciones pagadas por 
y se exigirán por el Superintendente de la

el Superintendente de la Economía Solidaria

•: bución impuesta a las entidades vigiladas deberá

se le transfieran del Presupuesto General de la

1. Tasa de contribuci» 
las entidades vigiladas 
Economía Solidaria.

Para estos efectos, 
deberá, el 1 ° de febrero el Io de agosto de cada año, o antes, exigir a las 
entidades mencionadas el pago de la contribución. El manejo y 
administración de estos recursos estarán a cargo de la Superintendencia 
de la Economía Solidai ia.

El monto de la contri 
guardar equitativa proporción con sus respectivos activos.

2. Otros ingresos.
a) Los recursos que 

Nación;
b) Los recursos que 

los pliegos de licitacionjo de concurso de méritos, así como de fotocopias, 
certificaciones o con

c) Los aportes, 
cumplimiento de sus

d) Los cánones percibidos por concepto de arrendamiento de sus 
activos;

e) Los recursos pro 'ementes de los servicios que preste la entidad;
f) Los recursos originados en la venta o arrendamiento de los sistemas 

de información y prog amas de computación diseñados y desarrollados 
por la entidad;

le obtengan por la venta de sus publicaciones, de

ncias;
subvenciones o donaciones que reciba para el 

> fi íes;

LSti

i propios;
¡os que le sean reconocidos por las leyes”.
irágrafo primero del artículo 39 de la Ley 454Artículo 101. El 

quedará así:
“Parágrafo Io. En

g) Los intereses, •endimientos y demás beneficios que reciba por el 
manejo de sus recurso

h) Los demás ingre

P<

cc ncordancia con las previsiones del artículo 335 de 
la Constitución Políljicp, la Superintendencia encargada de la vigilancia 

de la entidad infractora, adelantará las medidas cautelares establecidas en 
el numeral 1 del artículo 108 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
respecto de las entidades que adelanten actividad financiera sin haber 
recibido la autorización pertinente, sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 314 de la Ley 599 de 2000, o la norma que lo modifique o 
adicione”.

Artículo 102. Adiciónase el artículo 39 de la Ley 454 de 1998 con el 
siguiente parágrafo:

“Parágrafo 2o. Las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas 
multiactivas con sección de ahorro y crédito, deberán constituir y 
mantener un fondo de liquidez cuyo monto, características y demás 
elementos necesarios para su funcionamiento serán determinados por el 
Gobierno Nacional”.

Artículo 103. Modifícase el artículo 40 de la Ley 454 de 1998, el cual 
quedará así:

“Artículo 40. Cooperativasfinancieras. Son cooperativas financieras 
los organismos cooperativos especializados cuya función principal 
consiste en adelantar actividad financiera, su naturaleza jurídica se rige 
por las disposiciones de la Ley 79 de 1988; las operaciones que las 
mismas realicen se regirán por lo previsto en la presente ley, en el 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás normas que les sean 
aplicables.

Las cooperativas financieras se encuentran sometidas al control, 
inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y para todos los 
efectos son establecimientos de crédito.

Para adelantar las operaciones propias de las cooperativas financieras 
se requiere la autorización previa y expresa en tal sentido de la 
Superintendencia Bancaria, entidad que la impartirá únicamente previo 
el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Demostrar ante la Superintendencia Bancaria experiencia no menor 
de tres (3) años en el ejercicio de la actividad financiera con asociados 
como cooperativa de ahorro y crédito o multiactiva o integral con sección 
de ahorro y crédito, en una forma ajustada a las disposiciones legales y 
estatutarias;

b) Acreditar el monto de aportes sociales mínimos que se exija para 
este tipo de entidad.

En todo caso, en forma previa a la autorización, la Superintendencia 
Bancaria verificará, por medio de cualquier investigación que estime 
pertinente, la solvencia patrimonial de la entidad, su idoneidad y la de sus 
administradores.

Parágrafo Io. La Superintendencia Bancaria podrá establecer planes 
de ajuste para la conversión en cooperativas financieras de las cooperativas 
que se encuentren actualmente sometidas a su vigilancia. Dentro de 
dichos planes, ese organismo de vigilancia y control podrá ordenar la 
suspensión de nuevas captaciones con terceros, y establecer compromisos 
para que las entidades adopten los parámetros tendientes a lograr los 
requisitos indicados en el artículo anterior.

Parágrafo 2o. En el evento en que cualquiera de las cooperativas que 
se encuentren bajo la vigilancia y control de esa Superintendencia desista 
de su conversión en cooperativa financiera o incumpla el plan de ajuste 
de que trata el parágrafo anterior, deberá proceder a la adopción de 
mecanismos tendientes a la devolución de dineros a terceros en un plazo 
no mayor de un año, prorrogable por la Superintendencia Bancaria, so 
pena de las sanciones a que haya lugar. Una vez adoptados dichos 
mecanismos, pasarán a la vigilancia y control de la Superintendencia de 
la Economía Solidaria”.

Artículo 104. El artículo 43 de la Ley 454 de 1998, modificado por el 
artículo 113 de la Ley 510 de 1999 quedará así:

“Artículo 43. De acuerdo con lo previsto en el numeral 5 del artículo 
108 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, la palabra ahorro sólo 
podrá ser utilizada por las cooperativas a las cuales se les haya impartido 
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autorización para adelantar la actividad financiera y demás entidades 
autorizadas por la ley para captar ahorro, y no podrá referirse en ningún 
caso a los aportes de los asociados.

Las cooperativas que adelantan actividad financiera deberán informar 
debidamente a los interesados en asociarse a la entidad, sobre los 
derechos y deberes inherentes a la calidad de asociado, así como las 
características propias de los aportes, distinguiéndolas de los depósitos 
de ahorro.

La Superintendencia de la Economía Solidaria y la Superintendencia 
Bancaria impartirán las instrucciones necesarias para el cumplimiento de 
la presente norma.

Parágrafo. Lo previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de las 
normas que regulen el subsidio de vivienda”.

Artículo 105. Adiciónase el siguiente texto como parágrafo del 
artículo 45 de la Ley 454 de 1998.

“Parágrafo. La escisión de que trata el numeral 1 del presente artículo, 
podrá utilizarse para la creación de una cooperativa de ahorro y crédito 
o cooperativa financiera, la cual no estará sujeta a lo previsto en los 
artículos 33 inciso primero, 50 y 92 inciso segundo de la Ley 79 de 1988 
en los términos que establezca el Gobierno Nacional. Los asociados de 
la cooperativa que le dio origen a la cooperativa así constituida, podrán 
utilizar los servicios de la cooperativa de ahorro y crédito o financiera, así 
como los asociados de otras cooperativas que participen en su 
conformación. En este último caso, las decisiones se adoptarán según lo 
previsto en el artículo 96 de la Ley 79 de 1988”.

Artículo 106. El artículo 46 de la Ley 454 de 1998 quedará así:
“Artículo 46. No estarán obligadas a especializarse las cooperativas 

multiactivas e integrales con sección de ahorro y crédito que estén 
integradas únicamente por asociados que se encuentren o hayan 
estado vinculados laboralmente a una misma entidad pública o 
privada”.

Artículo 107. El parágrafo Io del artículo 48 de la Ley 454 de 1998 
quedará así:

“Parágrafo Io. La totalidad de las inversiones de capital de las 
cooperativas financieras, no podrá superar el ciento por ciento (100%) de 
sus aportes sociales y reservas patrimoniales, excluidos los activos fijos 
sin valorizaciones y descontadas las pérdidas acumuladas. En todo caso, 
con estas inversiones las cooperativas no deben desvirtuar su propósito 
de servicio ni el carácter no lucrativo de su actividad. Si no existiere ese 
propósito, la entidad deberá enajenar la respectiva inversión”.

Artículo 108. El parágrafo Io del artículo 50 de la Ley 454 de 1998 
quedará así:

“Parágrafo Io. La totalidad de las inversiones de capital de las 
cooperativas de ahorro y crédito y de las secciones de ahorro y crédito de 
las cooperativas multiactivas o integrales, no podrán superar el ciento por 
ciento (100%) de sus aportes sociales y reservas patrimoniales, excluidos 
los activos fijos sin valorizaciones y descontadas las pérdidas acumuladas. 
En todo caso, con estas inversiones las cooperativas no deben desvirtuar 
su propósito de servicio ni el carácter no lucrativo de su actividad. Si no 
existiere ese propósito, la entidad deberá enaj enar la respectiva inversión”.

Artículo 109. El numeral 1 del artículo 51 de la Ley 454 de 1998 
quedará así:

“ 1. Prerrogativas Tributarias. Para el conveniente y eficaz logro de sus 
objetivos, el Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas gozará de las 
siguientes prerrogativas:

a) Para todos los efectos tributarios, el Fondo será considerado como 
entidad sin ánimo de lucro;

b) Exención de impuesto de timbre, registro y anotación e impuestos 
nacionales, diferentes del impuesto sobre las ventas, según lo establece 
el artículo 482 del Decreto 624 de 1989 (Estatuto Tributario), no cedidos 
a entidades territoriales, y

c) Exención de inversiones forzosas”.
Artículo 110. El artículo 61 de la Ley 454 de 1998 quedará así:
“Artículo 61. Operaciones con asociados, administradores, 

miembros de las juntas de vigilancia y sus parientes. Las operaciones 
de crédito realizadas con las siguientes personas o entidades requerirán 
de un número de votos favorables, que en ningún caso resulte inferior 
de las cuatro quintas (4/5) partes de la composición del respectivo 
Consejo de Administración de las cooperativas con actividad 
financiera:

1. Asociados titulares del cinco por ciento (5%) o más de los aportes 
sociales.

2. Miembros de los consejos de administración.
3. Miembros de la junta de vigilancia.
4. Representantes Legales.
5. Las personas jurídicas de las cuales los anteriores sean 

administradores o miembros de junta de vigilancia.
6. Los cónyuges y parientes hasta segundo grado de consanguinidad, 

segundo de afinidad y primero civil de las personas señaladas en los 
numerales anteriores.

En el acta de la correspondiente reunión se dejará constancia, 
además, de haberse verificado el cumplimiento de las normas sobre 
límites al otorgamiento de crédito o cupos máximos de endeudamiento 
o de concentración de riesgos vigentes en la fecha de aprobación de 
la operación, en aquellas entidades obligadas a cumplir estas 
exigencias.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes 
de las que generalmente utiliza la entidad para con los asociados, 
según el tipo de operación, salvo las que celebren para atender las 
necesidades de salud, educación, vivienda y transporte de acuerdo 
con los reglamentos que para tal efecto previamente determine el 
Consejo de Administración.

Serán personal y administrativamente responsables los miembros del 
Consejo de Administración que aprueben operaciones en condiciones 
contrarias a las disposiciones legales y estatutarias sobre la materia”.

Artículo 111. Las entidades que en desarrollo de la parte final del 
inciso segundo del artículo 72 de la Ley 79 de 1988 presten directamente 
servicios de previsión, asistencia y solidaridad podrán crear una 
cooperativa que administre los productos relacionados con tales fines, la 
cual no estará sujeta con lo previsto en los artículos 33 inciso primero, 50 
y 92 inciso segundo de la Ley 79 de 1988 en los términos que establezca 
el Gobierno Nacional. Los asociados de la cooperativa que le dio origen 
a la cooperativa así constituida, podrán utilizar los servicios de la nueva 
cooperativa, así como los asociados de otras cooperativas que participen 
en su conformación. En este último caso, las decisiones se adoptarán 
según lo previsto en el artículo 96 de la Ley 79 de 1988.

Artículo 112. No constituyen actividad aseguradora los servicios 
funerarios, cualquiera sea su modalidad de contratación y pago, mediante 
los cuales una persona, o un grupo determinado de personas, adquiere el 
derecho de recibir en especie unos servicios de tipo exequial, cancelando 
oportunamente las cuotas fijadas con antelación.

Parágrafo Io. Para efectos de lo previsto en el presente artículo se 
entiende por servicios funerarios el conjunto de actividades organizadas 
para la realización de honras fúnebres; pueden constar de servicios 
básicos (preparación del cuerpo, obtención de licencias de inhumación o 
cremación, traslado del cuerpo, suministro de carroza fúnebre para el 
servicio, cofre fúnebre, sala de velación y trámites civiles y eclesiásticos), 
servicios complementarios (arreglos florales, avisos murales y de prensa, 
transporte de acompañantes, acompañamientos musicales) y destino 
final (inhumación o cremación del cuerpo).

Parágrafo 2o. Las empresas que actualmente ofrecen contratos de 
prestación de servicios funerarios, en sus diferentes modalidades, contarán



Página 64 Lunes 14 de abril de 2003 GACETA DEL CONGRESO 161

1<
dos (2) años, contados a partir de la entrada en 
y, para adecuarse con lo previsto en el presente

con un plazo máximo de 
vigencia de la presente 
artículo.

o de Hacienda y Crédito Público y la incorporación 
correspondiente, la Superintendencia de Valores 

;remiaciones internacionales de organismos de 
•n, excepto cuando ello implique la asunción de 
le los tratados públicos.dé los tratados públicos.

¡qiisitos establecidos en el inciso anterior, la

la 
i?l

Organización Internacional de Comisiones de 
as otras organizaciones que correspondan con lo 
anterior. La Superintendencia podrá pagar las 
tenimiento a las organizaciones a las que decida

Artículo 113 .Afiliación a organismos o agremiaciones internacionales 
de regulación a la supet visión del mercado de valores. Previo concepto 
favorable del Ministerji 
del rubro presupuesta 
podrá afdiarse a ag) 
regulación o supervisión, excepto cuando ello implique la asunción de 
compromisos propios

Cumplidos los re 
Superintendencia de Valores podrá, para el mejor cumplimiento de sus 
funciones, afdiarse a 
Valores (Iosco), y aqu 
establecido en el inciso 
cuotas de afdiación y $o 
afdiarse.

Artículo 114. Adi(
279 del Estatuto Org;

“No obstante, si como consecuencia de un proceso de fusión, cesión 
de activos, pasivos y 
necesario, el objeto del Éanco se ampliará a las operaciones de la entidad 
que además de este part cipe en el respectivo proceso, si a ello hay lugar. 
En consecuencia podrá realizar operaciones de redescuento para financiar

ció tase el siguiente inciso al numeral 3 del artículo 
pánico del Sistema financiero.

¡ontratos, adquisición u organización se hace

la industria nacional’

el primer inciso del

I
Artículo 115. Dero{

expresión “con excepción de los intermediarios de seguros” prevista en 
ar ículo 67 y en el numeral 1 del artículo 68, el 

numeral 6 del articule ]
artículo 317, el inciso c larto del numeral 2 del artículo 303, el literal h) 
del numeral 5 y el liter il b) del numeral 6 del artículo 326 del Estatuto 
Orgánico del Sistema 
4o y 5o de la Ley 358 
la Ley 454 de 1998 
promulgación.

'citorias y vigencia. La presente ley deroga la

1 > 1, el artículo 190, el parágrafo del numeral 2 del

■' nanciero. De igual forma se derogan los artículos 
de 1997 y el parágrafo primero del artículo 41 de 
La presente ley rige a partir de la fecha de su
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